4/2164 - Historia Moderna - 172 copias 


1/172 


ROSA CONGOST 


TIERRAS, LEYES, HISTORIA 


ESTUDIOS SOBRE 
«LA GRAN OBRA DE LA PROPIEDAD» 


CRÍTICA 


BARCELONA 


Queda rigurosamente prohibida, sin la autorización escrita de los titulares del copyright, bajo 
las sanciones establecidas en las leyes, la reproducción total o parcial de esta obra por cual- 
quier medio o procedimiento, comprendidos la reprografía y el tratamiento informático, y la 
distribución de ejemplares de ella mediante alquiler o préstamo públicos. 


Diseño de la cubierta: Jaime Fernández 
Tlustración de la cubierta: O COVER 
Realización: Atona, S.L. 


O 2007, Rosa Congost 

O 2007 de la presente edición para España y América: 
Editorial Crítica, S.L., Diagonal, 662-664, 08034 Barcelona 

e-mail: editorial(Wed-critica.es e 

http://www.ed-critica.es 

ISBN-10: 84-8432-639-X 

ISBN-13: 978-84-8432-630-7 

Depósito legal: B. 46.804-2006 

2007.-- AS£:M Gráfic, Santa Perpótua de Mogoda (Barcelon) 


A Pierre Vilar 


2/172 A A 


3/172 


Propiedad, propietarios, 
¡cuántos malentendidos 
pueden derivarse de estas palabras! 


MARC BLOCH 


MA TR 


Introducción 


SUS TIERRAS, SUS LEYES, SU HISTORIA 


Adivino algunas reacciones: ¡otro libro sobre la propiedad de la tierra! o tam- 
bién: ¿todavía...? Supongo que en estos casos lo aconsejable es empezar con una 
declaración de intenciones; para que el lector sepa cuánto antes a qué atenerse. 
He de confesar, además, que me sentiría un poco defraudada si supiera que ese 
lector ha abierto el libro sin ningún tipo de recelo. Porque este libro, que nace de 
la voluntad de compartir una experiencia investigadora, hubiera sido muy distin- 
to si en mis investigaciones no hubiera empezado muy pronto a observar con re- 
celo y a considerar sospechoso cualquier escrito sobre la propiedad. Han sido 
mis preocupaciones, mis dudas y mis preguntas, las que han ido alimentando y 
afianzando una idea de la que ahora ya no puedo prescindir, precisamente por- 
que no se trata de ninguna pose, ni se basa en ningún credo, ni se inspira en nin- 
guna moda, sino que es el resultado de una larga experiencia investigadora. La 
idea, expuesta del modo más sencillo posible, es ésta: una determinada visión de 
la propiedad —congelada en nuestros códigos y, sobre todo, sacralizada en nues- 
tras mentes-— ha condicionado e impregnado fuertemente nuestro discurso habi- 
tual sobre el progreso y el desarrollo de la humanidad en la Historia. 

Pero este libro.no ha sido concebido únicamente como un libro-denuncia, 
Ello hubiera significado una renuncia a desempeñar mi trabajo como historiado- 
ra. Digamos que mi denuncia de una propiedad-metáfora de una determinada 
visión de la Historia deriva de mi interés por la propiedad-realidad histórica. En 
cierta manera, pues, en este libro reivindico la necesidad de estudiar, de analizar 
históricamente, el proceso de construcción de «la gran obra de la propiedad», 
como la llamó Marc Bloch hace casi setenta años. Advierto al lector que a mí me 
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Por todas estas razones, siento como si hubiera empezado a escribir este libro 
hace un cuarto de siglo, casi en mi época de estudiante, cuando los estudios sobre 
la propiedad de la tierra estaban de moda y centraban los principales debates his- 
toriográficos. Y, sin embargo, mi mayor deseo sería que los lectores y, en espe- 
cial los lectores estudiantes, lo recibieran como un estudio introductorio. El prin- 
cipal propósito de este estudio ——que, por otra parte, no hubiera podido ser 
escrito sin el esfuerzo investigador de una multitud de historiadores— es ayudar 
a abrir camino en una nueva forma de ver y explorar viejos problemas históricos. 
De momento, el camino que entreveo es oscuro, lleno de brozas y espinas, de ra- 
males y bifurcaciones, que no siempre conducen a la luz. En cierta manera, se 
parece más a una galería, a un túnel, que a un camino. Otras veces, es la sensa- 
ción de laberinto la que me acompaña. En los últimos años me he ayudado del 
concepto red para intuir su complejidad. 

Sé que esta forma de presentar mi trabajo puede parecer más provocadora 
que sincera. Pero si no se comprenden sus intenciones, difícilmente podrá enten- 
derse su estructura y su contenido. Planteada en su conjunto como una reflexión 
crítica sobre algunas de las posiciones más habituales en la historiografía espa- 
ñola y europea y como una reivindicación de una forma diferente de examinar la 
realidad histórica, sé que el éxito de la empresa dependerá de mi capacidad de 
persuasión, y ésta, de la calidad de las pruebas presentadas y de la solidez de mis 
argumentos. Intentaré exponer mis reflexiones, a lo largo del trabajo, con la ma- 
yor sencillez y claridad posibles, y por esta razón correrán el riesgo de parecer 
panfletarias. Pero puedo justificar esta opción, volviendo a la metáfora del cami- 
no que hay que desbrozar. Es como si los instrumentos que dispusiéramos para la 
tarea del desbroce fueran aún muy rudimentarios, demasiado simples, aunque lo 
bastante útiles para convencernos de la necesidad de persistir en la tarea. 

Mi punto de partida es éste: la investigación histórica se ha resentido de la 
asunción —casi unánime— de unos modelos de desarrollo histórico aparente- 
mente neutrales pero contaminados de prejuicios y esto ha repercutido en el dise- 
ño de nuestros instrumentos de análisis histórico y en la acuñación y el uso de 
nuestro vocabulario. Este último aspecto añade una dificultad suplementaria a 
nuestra empresa: ¿qué hacemos cuando el vocabulario disponible -——sobre todo 
cuando se refiere a abstracciones-— ha sido pensado y utilizado precisamente 
para el tipo de discurso que queremos denunciar? 

Esta posición ha forjado la estructura del libro, que se divide en tres partes. 
La Primera, aparentemente la más teórica, es también la más instrumental. Quie- 
ro decir que el tipo de reflexiones que aquí se exponen pueden aplicarse al análi- 
sis histórico de cualquier realidad. Los capítulos de la Segunda y la Tercera parte 
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intentan demostrar, a partir de problemas concretos, la utilidad y la necesidad de 
proseguir en la tarea de perfeccionar estos instrumentos. 

. Mis reflexiones no parten de la nada. Durante más de veinte años he tbgado 
en aspectos concretos de la historia agraria de la región de Gerona. Los archivos de 
esta región, extraordinariamente ricos, se convirtieron muy pronto en una especie 
de laboratorio particular, muy bien dotado, para ir «del caso a la teoría» y de «la 
teoría al caso». No es extraño, pues, que los sucesivos trabajos de este libro conten- 
gan reflexiones sobre el caso catalán. Se trata de un caso que con ratIEcios mode- 
los de desarrollo histórico —y económico— que hasta ahora han dominado en la 
historiografía europea. Cataluña no conoció un crecimiento Sondeo a la melo" 
sa, pero sí transformaciones agrarias importantes en el seno de eeonomtes familia- 
res, como en Francia; pero, a diferencia de lo ocurrido en el país vecino, la cEnol 
ción liberal española no suprimió los derechos de los señores directos. El analisis 
plural, abierto y dinámico de las diferentes formas de realización de le proptedas 
en Cataluña, y el abandono consiguiente de los modelos de desarrollo histórico ee 
sados en una concepción lineal de la historia y una concepción rígida de la propie: 
dad, han sacado a la luz aspectos que antes habían sido sistemáticamente silencia- 
dos, como los cambios en los sistemas de justicia rural a mediados del siglo XVI y 
los avances del individualismo agrario, en un país donde apenas hay memoria de 
comunales, o la lenta agonía de los derechos señoriales, antes y después de la revo- 

lución liberal. Desde mi punto de vista, el reconocimiento de estas continuidades y 
rupturas abre nuevos interrogantes sobre los casos inglés y francés. o 

Son estos interrogantes los que me han convencido de la necesidad de reivin- 
dicar el estudio dinámico de las condiciones reales —y de realización— de la 
propiedad, y a denunciar la tendencia juridicista que ha Semipado en la historio- 
grafía española contemporánea, que ha tendido a ver la propiedad como algo 
perfectamente moldeable y moldeado por las leyes. 


De LA PROPIEDAD COMO IDEA A LA IDEA DE LA PROPIEDAD COMO OBRA 


¿La «gran obra de la propiedad»... He tomado prestada esta SApresión Ae MaS 
Bloch. El historiador francés la utiliza en su trabajo «La lucha por el individua- 
lismo agrario en la Francia del siglo xvut».! Concretamente en el título de la ter- 
cera parte de este trabajo: la revolución y la «gran obra de la propiedad». Las co- 
millas revelan que Marc Bloch no inventó la expresión. Si leemos el texto con 


1. Bloch, Marc (1930, 2002, pp. 241-322). 
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atención vemos que se halla incluida en un documento de la Comisión de Agri- 
cultura de la Asamblea Provincial de Berry, en el que se asegura que «para con- 
sumar la gran obra de la propiedad», el legislador tenía que suprimir totalmente 
la «derrota de mieses» (vaine páture) obligatoria. Es lógico que Marc Bloch se 
refiera sobre todo a esta «gran obra de la propiedad», la propiedad individual y 
exclusiva, en un artículo sobre «el individualismo agrario». El texto de Berry 
data de 1786, es decir, de tres años antes de la revolución. Marc Bloch no está ha- 
blando, pues, como alguien podía haber imaginado, de la «gran obra revolucio- 

* Naria francesa» de la propiedad. Precisamente Marc Bloch señala en su artículo 
que la Revolución francesa no suprimió la «vaine páture» y que ésta fue una de 
las diferencias entre lo ocurrido en las sociedades contemporáneas francesa e in- 
glesa. Al final de su artículo, la comparación entre Francia e Inglaterra merece a 
Marc Bloch una última reflexión sobre la propiedad: 


En Inglaterra los campesinos habían perdido sus derechos sobre el suelo 
desde la edad media. Las explotaciones grandes habían incorporado muchas 
fincas pequeñas, y al resto se le pudo imponer la concentración, con formación 
de cotos redondos y cercados. En Francia, por el contrario, estos derechos no 
dejaron de reforzarse, y en la edad moderna ningún régimen pudo concebir la 
revolución que suponía menoscabarlos. Para los economistas del siglo xvii las 
servidumbres comunitarias eran las peores enemigas de la propiedad; se po- 
dría decir, sin embargo, que en cierto sentido la fuerza de la propiedad fue lo 
que les permitió sobrevivir y posibilitó la transición de la vieja a la nueva agri- 
cultura. No le corresponde al historiador, que debe evitar los juicios de Velo 
decir si la lentitud de esta transición fue lamentable o beneficiosa. Queda por 
explicar por qué la evolución de las instituciones jurídicas ha acabado prote- 
giendo aquí, y socavando allí la propiedad campesina. Pero es un asunto dema- 
siado serio y complejo para despacharlo en unas líneas.? 


ce alusión a la «fuerza de la propiedad campesina» para comprender la su- 
pervivencia de unas «servidumbres» comunitarias que son «enemigas de la pro- 
piedad» nos invita, en primer lugar, a continuar reflexionando sobre el concepto 
«propiedad» y, a continuación, a dotar la expresión «obra de la propiedad» de un 
sentido mucho más amplio del previsto en 1786 en Berry. Partimos de la siguien- 
te hipótesis de trabajo: las condiciones de realización de la propiedad, que pue- 
den ser muy diversas entre sí, son el resultado de múltiples facetas de la actividad 


2. Bloch, (1930, 2002, p. 322). 
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humana; no sólo, como podría desprenderse aún del texto citado por Marc Bloch, 
de las decisiones de los legisladores. Vamos a insistir en este punto de vista. No 
nos interesan sólo las condiciones legales, es decir, nominales, de la propiedad, 
sino el conjunto de elementos relacionados con las formas diarias de acceder a 
los recursos, con las prácticas diarias de la distribución social de la renta, que 
pueden condicionar y ser condicionados por las diferentes formas de disfrutar 
de los llamados derechos de propiedad, y también por los derechos y prácticas de 
uso, es decir, por las diferentes formas de ser propietarios. 

Pasar de la propiedad como idea a la idea de la propiedad como obra, y como 
obra en continua construcción, significa optar porel análisis de lo que he llamado, en 
alguna ocasión, las: condiciones de realización de la propiedad y, adoptar, en este es- 

tudio, una perspectiva de historia comparada.3 Esta perspectiva nos ayudará a com- 

batir uno de los argumentos que más ha contribuido a la adopción, en casi todos los 
países, de un discurso lineal: la tesis del crecimiento económico corno coartada jus- 
tificativa de los cambios jurídicos en la propiedad. La historia comparada permite 
comprobar que ningún régimen de propiedad y, sobre todo, ninguna doctrina sobre 
la propiedad, posee la clave del crecimiento económico: niel perfeccionamiento de 
la propiedad (un resultado de la Revolución francesa) ni el cerramiento de fincas (un 
aspecto de la historia agraria inglesa) parecen ser condiciones necesarias —mucho 
menos condiciones suficientes— para el «éxito» económico de una sociedad. 


Tras la idea de una propiedad única (absoluta, perfecta, sagrada): linealidad, 


nominalismo, estatismo 


Si aceptamos la definición actual de unos determinados derechos de propie- 
dad como únicos e indiscutibles, estamos asumiendo una visión simple y lineal 
de la historia; como si no hubiera habido otros derechos de propiedad que los que 
han acabado imponiéndose en los códigos del siglo XIX y XX. En consecuencia, y 
de un modo casi inconsciente, a menudo hemos negado la condición de derechos 
de propiedad a aquellos derechos que desaparecieron (sean los derechos señoria- 
les, sean los derechos comunales). Pero, además, al aceptar como buena y única 
la definición de la propiedad de nuestros códigos, hemos tendido a considerar 
únicos e indiscutibles los derechos de propiedad protegidos y asegurados por el 
Estado y a identificar la función protectora de estos derechos como función bási- 
ca del Estado moderno, liberal. El nacimiento de los estados modernos significa- 


3. Congost (2000). Se trata del capítulo 4 de esta obra. 
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ría también el perfeccionamiento de la propiedad. Ambos procesos aparecen 
Somo necesarios e inevitables y casi no necesitan explicación, ya que pueden ser 
interpretados, en este esquema, por otra parte aplicable a todos los países «mo- 
dernos», como una mera cuestión de tiempo. 
No sólo los historiadores, sino el conjunto de los científicos sociales, de distin- 

tas escuelas, han caracterizado y caricaturizado el Estado liberal moderno como 
Institución protectora y garante del derecho de propiedad. Noes extraño, pues, que 
los modelos de desarrollo que han dominado en el discurso historiográfico Si las 
últimas décadas hayan tenido un reconocimiento y un consenso casi universal. 

En cierta manera, como intenta reflejar el diagrama 1, la aplicación de esti 
ideas a las sociedades contemporáneas ha simplificado el estudio de las relacio- 
nes entre lo jurídico-político y lo social, en comparación, por ejemplo, con la for- 
qa de ser estudiadas, estas mismas relaciones, en las sociedades de arias Ré- 
gtmen. En el estudio de estas últimas sociedades las decisiones de los slatoles 
son siempre sospechosas de obedecer a los intereses de unos pocos (los grupos 
privilegiados). En cambio, la apelación a «la propiedad» —libre. absoluta, per- 
fecta— por parte de los liberales, al alimentar la ilusión de una propiedad debida 
al margen de las relaciones sociales, refuerza la idea de un único sentido de las re- 
laciones leyes-sociedad. 


DIAGRAMA 1. 
LA VISIÓN TRADICIONAL DE La PROPIEDAD: LINEALIDAD Y ESTATISMO 


Instituciones Antiguo Régimen Estado moderno liberal 


tiempo 


Tesis: Presión arbitraria de los grupos Tesis: Aplicación doctrina 
privilegiados jurídica liberal 


Propiedad imperfecta pesas 


inseguridad en el disfrute del 
derecho de propiedad 


Propiedad perfecta 
Seguridad en el disfrute del 
derecho de propiedad 


Usos colectivos 


Cargas señoriales 
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La idea del Estado como un Órgano protector y garante de la propiedad se ha- 
lla muy extendida entre los científicos sociales. La hallamos implícita, por ejem- 
plo, en las propuestas de la escuela neoinstitucionalista de North, también llama- 
da escuela de los derechos de propiedad. Ño en vano North concibe su teoría de 
los derechos de propiedad cómo una teoría del cambio institucional, o una teoría 
del Estado, pero también como una teoría explicativa del crecimiento económi- 
co* A] considerar la propiedad privada como la base estimulante del progreso 
económico, North y sus seguidores vén necesaria la protección pública —jurídi- 
ca— de los derechos privados de propiédad, como el único medio, o en todo caso 
el medio más eficaz, de incentivar los esfuerzos de los agentes económicos. En 
consecuencia, estos autores suelen imputar los fracasos de la historia económica 
de muchos países a la intervención, considerada perniciosa, del Estado. 

Al mismo tiempo que irrumpían con fuerza estas posiciones teóricas en los 
círculos de economistas e historiadores económicos, en 1974, otro autor, No- 
zick, publicó su libro Anarquía, Estado y Utopía, de gran impacto entre econo- 
mistas, politicólogos y filósofos del derecho. También en este libro se utilizan 
argumentos supuestamente históricos para defender y justificar la tesis de un Es- 
tado Mínimo.$ Ésto es, un Estado que, si bien no debe intervenir en la economía, 
tiene que existir para cumplir su función principal: proteger —mejor que en el 
pasado— los derechos existentes, una especie de Estado gendarme. 

Aunque no lo hacen explícito, North y Nozick elaboran sus respectivas tesis a 
partir de una concepción rígida de los derechos de propiedad, que consideran abso- 
lutos, predeterminados y destinados a ser protegidos. Ninguno de los dos asume el 
carácter plural y mutante de los derechos de propiedad. En consecuencia, no pare- 
cen darse cuenta, o no quieren darse cuenta, de que la protección de unos derechos 


tas regiones, sino la posibilidad de algunas rupturas históricas importantes, en el te- 
rreno de los derechos de propiedad, antes y después de reformas jurídicas, antes y 
después de las llamadas reformas liberales, más allá de las leyes y del Estado.” 


4. North (1984). 

5. Nozick (1974, 1988). Una teoría de los derechos (entitlement) diferente en Sen (1981). 

6. Nozick (1974, 1988, p. 136) defiende la idea de que este Estado, concebido como la 
«asociación de protección dominante» de un territorio, surge «por un proceso en el cual los de- 
rechos de nadie son violados». 

7. Un ejemplo de esas rupturas en el capítulo 7. Sobre la forma de analizarlas, me parecen 
muy sugerentes las reflexiones de Steiner (1994, p. 264) sobre la «teoría de las fechas má- 
gicas». 
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Durante años, durante décadas, los historiadores, de diferentes escuelas y paí- 
ses, también hemos participado de esta misma rigidez en la forma de analizar y 
concebir los derechos de propiedad, La mayoría de los historiadores hemos par- 
tido de la idea actual de propiedad, y hemos conceptuado como «cargas», como 
«estorbos», aquellos elementos que impedían el goce absoluto de unos bienes. 
En este sentido, el adjetivo «feudal», aplicado tanto a la propiedad como a las 
clases sociales, ha ayudado poco a ver la realidad social —antes y después del 
feudalismo— como una realidad dinámica en la que las prácticas sociales rela- 
cionadas:con la propiedad no sólo eran condicionadas sino que también con- 
dicionaban la dinámica y las transformaciones de las propias clases sociales.$ 
Las limitaciones y los riesgos de este enfoque aún resultan más evidentes si tene- 
mos en cuenta que los elementos que reciben la etiqueta de «feudales» en un país 
pueden no ser considerados como tales en otros.? 

Más aún: la exaltación del papel del individuo en el discurso liberal, y la con- 
secuente identificación entre lo liberal y lo individual han ayudado a disimular el 
uerte contenido estatista que rauchas veces impregnaba el discurso dominante. 
En consecuencia, la mirada estatista ha impregnado también el discurso historio- 
anto de ucNoS miso madoses, pese a no ser Ea conscientes de ello. EN 


da de forma exclusiva por las leyes y los códigos. 
Sólo hay un modo, me parece, de combatir esta forma de interpretar el de- 
sarrollo histórico: cambiar nuestra forma de analizar los derechos de propiedad. 


La propiedad como relación social 


La relevancia teórica del tema de los derechos de propiedad, no sólo en el 
discurso histórico, sino también en algunos paradigmas de las ciencias sociales, 
así como las constantes alusiones a la historia y a los hechos históricos en algu- 
nos discursos exitosos basados en aquellos paradigmas, como acabamos de verlo 
en los discursos de North y Nozick, constituyen la mejor prueba de por qué los 
historiadores no debemos renunciar a intervenir en los debates actualmente 
abiertos sobre los derechos de propiedad. 


8. Trato con más deralle esta problemática en el capítulo 1 del libro. 

9. La mayoría de autores franceses, cuando se refieren a la abolición de las rentas feuda- 
les, se refieren sobre todo a la abolición de las rentas que pagan los propietarios útiles (o te- 
nanciers) a los señores directos. 


“e 
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Podemos señalar, además, que un importante grupo de filósofos del derecho 
y de juristas prácticos abogan, desde hace algún tiempo, por un nuevo concepto 
de la propiedad que sea capaz de superar las estrecheces del marco normativo y 
consiga reflejar la realidad social.!% Su discurso, incómodo aún para el conjunto 
de los profesionales del derecho, no es necesariamente subversivo. A menudo, 
los juristas que defienden el nuevo paradigma lo hacen impelidos por la necesi- 
dad de dar una respuesta a «problemas» vividos por sus clientes. En este sentido, 
resulta muy ilustrativo el recurso retórico a la propiedad intelectual por parte de 
las multinacionales interesadas en la explotación de los recursos naturales de paí- 
ses del Tercer Mundo. 

Un ejercicio interesante consistiría en someter este nuevo tipo de discurso, en 
el cual el cambio técnico vuelve a ser la gran coartada, a aquello que he Harnado el 
«test de los propietarios prácticos».!! Quedémonos, por el momento, con un dato: 

los tribunales de finales del siglo xx y principios del siglo XX1 se ven obligados a 
admitir nuevas formas y nuevas definiciones de derechos de propiedad para con- 
tinuar protegiendo y justificando un determinado orden social existente, que es 
distinto del orden que existía en el momento en que se redactaron los códigos. 

De hecho, el pragmatismo de los propietarios actuales, lejos de anunciar una 
época nueva y distinta, delata algo que nuestra experiencia investigadora tam- 
bién había puesto de relieve y sobre lo que venimos insistiendo: el carácter plural 
y mutante de los derechos de propiedad y de los grupos sociales. Á su vez, esta 
doble constatación de la necesidad de concebir la propiedad como reflejo, pro- 
ducto y factor de las relaciones sociales existentes, nos impulsa y nos anima a 
«lanzar la duda sistemática» sobre todos aquellos discursos sobre la propiedad y 
la justicia que, a lo largo de la historia, han servido precisamente para «justificar 
el ordén existente».!2 Por dos razones principales: porque se trataba y se trata 
siempre de un orden cuya existencia no interesaba y no interesa a todos del mis- 
mo modo; y porque se trataba y se trata de un orden que intentaba e intenta fijar 


una realidad siempre móvil. 


10. Por ejemplo, Munzer (1990, 2000), Singer (2000), Xifaras (2004). 

11. «Revolución liberal y capitalismo en la España del siglo xIx. El test de los propieta- 
rios prácticos», trabajo presentado en el Congreso Las formas del poder social: Estados, mer- 
cados y sociedades en perspectiva histórica comparada, celebrado en Tandil (Argentina) en 
agosto de 2004, Este texto, ampliado, constituye el capítulo 2 de este libro. 

12. Vilar (1983, p. 127): «...constituir la historia total es asumir constantemente la crítica 
de todos los órdenes sociales, antiguos, existentes e incipientes. Es, a decir verdad, lanzar la 
duda sistemática sobre la “justificación por la existencia”, la que Marx reprochaba a Gustav 
Hugo». Son las palabras finales de sus reflexiones sobre «Historia del derecho, historia total». 
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Como intenta reflejar el diagrama 2, analizar «las condiciones de realización 
de la propiedad» es algo muy distinto a analizar el marco jurídico o institucional de 
una sociedad. Se trata más bien de observar con el máximo detalle el conjunto de 
fuerzas de atracción y repulsión, relacionadas con la distribución social de la tie- 
rra, del producto y de la renta, que intervienen e interactúan en la sociedad objeto 
de análisis. Una sociedad, además, que por definición, se halla en constante movi- 


miento y en la que pueden producirse rupturas importantes en las formas de disfru- 
te de los derechos de propiedad, aunque con anterioridad no se hayan producido 
cambios significativos enel marco político y jurídico. La representación de la fle- 
cha del tiempo tiene aquí un significado muy distinto al que tenía en el diagrama 
anterior. Aquí nos sirve para recordarnos que toda sociedad, por el simple hecho 
26 pd sido, fue «nueva» (aunque los historiadores usemos para calificarla el ad- 
Jetivo «antiguo») y que es necesario enfocar su estudio desde esta perspectiva (lo 


que nos puede aportar algunas sorpresas, para las que debemos estar preparados). 


DIAGRAMA 2. 
EL ESTUDIO DE LAS CONDICIONES DE REALIZACIÓN DE LA PROPIEDAD: 
LOS DERECHOS DE PROPIEDAD COMO RELACIÓN SOCIAL 


ESTADO (LIBERAL O NO) 
Instituciones susceptibles de experimentar cambios 


Auevas hipótesis pS Ni hi 

resión de algunos grupos sociale: cordel Cad 

a E Ros sl si Papel protector y desprotector del Estado 

o DS en relación a determinados derechos 

AS ms eS Epi cas, Posibles efectos perversos de las leyes. 
N Reconocimiento de nuevos derechos... 


' PROPIEDAD 
Pleralidad de prácticas de propiedad y tensiones sociales 


] CONDICIONES DE REALIZACIÓN DE LOS DERECHOS DE 


o ] IA E y A 


pa 
TIEMPO a 


E CONSTRUCCIÓN SOCIAL DE LA PROPIEDAD 
Cambios (graduales o bruscos) en la evolución de los derechos de 
propiedad y de los grupos sociales 
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El estudio de las condiciones de realización de la propiedad tiene que con- 
templar nuevas hipótesis de trabajo, que admitan el dinamismo social de la pro- 
piedad, inherente a cualquier sociedad, experimente o no cambios económicos, 
así como la complejidad de las relaciones entre el Estado (dinámico) y este Otro 
dinamismo. Nuevas hipótesis que,-en consecuencia, permitan combatir cual- 
quier tendencia de carácter lineal y estatista. Así, entendemos que las relacio- 
nes entre los derechos de propiedad y el Estado tienen que ser contempladas 
siempre de un modo biunívoco: el tipo de derechos de propiedad que un Estado 
decide proteger en un momento determinado suele estar condicionado por los 
intereses concretos de unos grupos sociales determinados (por eso sugiero so- 
meter a prueba el estudio de cualquier disposición legislativa).!* Pero, además, 
hay que tener en cuenta que las decisiones legislativas emprendidas por un Es- 
tado no siempre tienen el mismo efecto, y aunque lo tengan, no siempre actúan 
en un mismo sentido, por lo que pueden crear nuevas tensiones y conflictos en 
el campo de fuerzas reales. Por ejemplo, en la revolución liberal española, la 
ley sobre la libertad de arrendamientos podía anular algunos de los supuestos 
efectos de una ley abolidora del diezmo. Finalmente, hay que comprender que 
la dinámica social de la propiedad conlleva la transformación, mutación y crea- 
ción de nuevas especies de derechos de propiedad, que en el momento de su 
creación no disponen de seguridad jurídica, lo que no. impide a veces su auge y 
consolidación (y, más tarde, su protección o su represión), y que revelan mu- 
chas veces cambios substanciales en la evolución y transformación de los gru- 
pos sociales. 

En los apartados que siguen, vamos a desarrollar algunas de estas ideas a par- 
tir de dos tesis centrales. Una: las leyes dictadas por los primeros gobiernos libe- 
rales de distintos países “4 pesar de su lenguaje abstracto y aparentemente neutro 
(en realidad, como veremos, este lenguaje favoreció la operación que estámos 
denunciando), respondieron casi siempre a los intereses particulares y concretos 
de algunos grupos sociales, y se hallaron por lo tanto condicionadas por la corm- 
pleja realidad de derechos de propiedad existentes en las sociedades objeto de es- 
tudio. Por esta razón, y partiendo del carácter plural de los derechos de propie- 
dad, no puede ser asignada al Estado liberal, sin más, una función protectora y 
garante de la propiedad: la protección de unos derechos significó a menudo la 
desprotección de otros. Dos: los derechos, inclusive los derechos de propiedad, 
son reflejo y producto de las relaciones sociales. Para estudiar su evolución es 
necesario centrar nuestra atención en la dinámica de estas relaciones sociales. En 


13. Capítulo 2 de este libro. 
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una sociedad interactúan multitud de intereses y estrategias relacionadas con los 
recursos y, por lo tanto, con la propiedad. El resultado del conjunto de actitudes y 
actuaciones de los diversos grupos sociales puede cambiar no sólo la realidad de 
los derechos de propiedad (lo que ya de por sí justificaría su estudio) sino la rea- 
lidad de los grupos sociales. 


Una RELECTURA NECESARIA DEL DISCURSO HISTORIOGRÁFICO ESPAÑOL SOBRE 
LA REVOLUCIÓN LIBERAL 


Como ha sucedido en otros países europeos e, incluso, americanos, el discur- 
so historiográfico español se ha inspirado en umos modelos de desarrollo ideales, 
construidos a partir de las realidades inglesa o francesa o, mejor dicho, a partir de 
los discursos históricos construidos sobre cada una de estas realidades, que ac- 
tualmente también están siendo objeto de una profunda revisión. 

Los discursos sobre la propiedad en Francia y en Inglaterra, a pesar de 1 inspi- 
rarse en sistemas jurídicos distintos —proceso de codificación en Francia; juris- 
prudencia, a partir de la aplicación de la common law, en Inglaterra—, conside- 
ran que el tipo de propiedad triunfante en sus respectivos países —la propiedad 
absoluta pero con «servidumbres comunitarias» en Francia, la propiedad indivi- 
dual y cerrada pero con pervivencia del copyhold en Inglaterra— es notablemen- 
te superior —léase, económicamente más eficaz— al tipo de propiedad antece- 
dente. Por eso calificamos estos discursos como lineales. 


La revolución liberal española: un discurso histórico basado en el 
entrecruzamiento de dos modelos ideales 


En España, el entrecruzamiento entre los dos modelos descritos anteriormen- 


te ha añadido al discurso histórico nuevos problemas (diagrama 3). La comuni- 


dad historiográfica internacional, incluida la española, entiende por modelo fran- 
Cés el triunfo de una propiedad perfecta, libre de cargas feudales, y la pervivencia, 

la que se refería Marc Bloch en el texto antes reproducido, de la explotación y 
od campesina y entiende por modelo inglés el triunfo de la propiedad «in- 
dividual», «cerfada», así como la superioridad económica de las grandes explota- 
ciones. La revolución liberal española ha sido y es concebida como uria revolu- 
ción de carácter jurídico-político, lo que supone la asunción de un modelo de 
desarrollo «a la francesa». Pero el éxito o el fracaso de la revolución liberal lo he- 


eS 
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mos medido y lo medimos en función del desarrollo del capitalismo. agrario : «a la 


inglesa»: 


DIAGRAMA 3. 
EL CARÁCTER HÍBRIDO DEL MODELO HISTORIOGRÁFICO ESPAÑOL 


Planteamiento del proceso: 
revolución jurídico-política (modelo de desarrollo a la francesa) 


1 


Tesís: necesidad de cambios jurídicos 
Objetivo: perfeccionamiento de la propiedad 
Vía: codificación 


INGLATERRA. Se destaca el triunto de la propiedad 
individual y exclusiva que supuso el fin, sancionado 
por las leyes y la jurisprudencia, de los USOS 
colectivos. NO OCURRIÓ en Francia. 


FRANCIA. Se destaca el triunto de la propiedad 
perfecta y absoluta que supuso el fin, decretado por 
ley, de los derechos feudales y de la propiedad 
dividida. NO OCURRIÓ en Inglaterra 


Modelo económico: grandes 
explotaciones agrarias inglesas 
Debate: grado de eficiencia de tas leyes 


Interpretación del proceso: ] 
grado de desarrollo del capitalismo agrario 
(modelo de desarrollo a la inglesa) 


En general, se ha aceptado la idea de que las leyes liberales españolas, como 
las francesas, acabaron con la propiedad imperfecta. Sin embargo, una lectura de 
las leyes españolas revela que en este aspecto fueron muy distintas de las france- 
sas, ya que no sólo no abolieron los derechos de los señores sino que los recono- 
cieron como derechos de pr opiedad partic ular, 14 No hay que olvidar, tampoco, 
que, en buena parte del territorio español, la pr opiedad perfecta era el tipo de 
propiedad que ya había triunfado durante la edad moderna y este triunfo no había 
significado precisamente el triunfo de la propiedad campesina. En el siglo XVII, 
estas regiones —Ssin propiedad dividida, sin seguridad campesina-— eran muy di- 
ferentos de la mayoría de las regiones francesas, por lo que resulta bastante for- 
zada la aplicación en ellas del modelo francés. Es verdad que en las regiones es- 
pañolas en las que la propiedad dividida y el predominio de explotaciones 
campesinas era un hecho común y más O menos vivo en el siglo XVII, es decir, 


14, Congost (2000). Capítulo 4 de este libro. 
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aquellas regiones comparables a las regiones francesas, como Cataluña o Gali- 
cía, la aplicabilidad del modelo francés resultaría menos discutible, Pero, sor- 


prendentemente, los problemas vividos en estas regiones a causa de esa compa- 


Con respecto al modelo inglés, basado en la superioridad y mayor eficiencia 
económica de las grandes explotaciones, sabemos que esta idea fue defendida 
con vehemencia por algunos liberales españoles del siglo x1x. Pero ya había 
grandes explotaciones antes de la revolución liberal y los legisladores liberales 
españoles no dictaron ninguna ley específica que obligara a sus propietarios ain- 
vertir capitales en ellas. Las regiones que en España responden al modelo de 
gran explotación, situadas mayoritariamente en el sur, no son precisamente re- 
gjones «modélicas», en términos de productividad agraria. il 


El modelo francés y la historia comparada: reflexiones sobre el triunfo del 
«absolutismo propietario» 


Durante décadas —acabamos de verlo-— el modelo francés, basado en la 
idea del «perfeccionamiento de la propiedad» —vía abolición de los derechos 
feudales— ha servido de referencia para el estudio de la revolución liberal en la 
España del siglo xIx. En el libro planteo algunos problemas derivados de este he- 
cho, temiendo en cuenta que en España no se produjo una revolución comparable 
a la Revolución francesa. Quiero insistir en esta idea, partiendo de la tesis que 
hemos defendido a lo largo de este texto: el análisis correcto del tránsito de una 
sociedad de Antiguo Régimen a una sociedad liberal requiere conocer y obser- 
var, no sólo el marco jurídico, sino también las condiciones de realización de la 
propiedad, en ambas sociedades. 

La comparación entre lo sucedido en al gunas regiones españolas y francesas 
permite comprobar y señalar en ambos países una tendencia común de carácter 
secular: la progresiva identificación, admitida por los juristas de la segunda mi- 
tad del siglo xvIn, .entre dominio útil y propiedad: El Código napoleónico, aun 
reconociendo la existencia de usos y derechos colectivos sobre las tierras, san- 
cionaría y culminaría esta tendencia en Francia. En consecuencia, el proceso de 
abolición de los derechos feudales —sin el cual no se habría producido el triunfo 
del absolutismo propietario— ha podido ser visto como una faceta del proceso 
de aseguración de la propiedad. 


INTRODUCCIÓN 23 


DIAGRAMA 4. 
MODELO FRANCÉS. FIN DE LOS DERECHOS FEUDALES 
Y TRIUNFO DE LA PROPIEDAD PERFECTA Y SEGURA 


ESTADO 


Abolición cargas feudales ll 


ERA 
Propiedad 


Cargas Dal ó perfecta 
señoriales 


Propiedad 
imperfecta 


SOCIEDAD LIBERAL 


EGIMEN 
SOCIEDAD DE ANTIGUO RÉG ee e 


Tensiones sociales 
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En el diagrama 4 hemos intentado representar las líneas básicas de las a 
se inspiraba esta forma de observar los hechos. El Estado, al declarar AO as 
los derechos de los señores directos, considerados derechos roUdnieS por la dl 
toriografía fráncesa, «libera», perfecciona y sasegira» la propiedad as la dl 
En este esquema los derechos señoriales no son vistos ROMO AUCnUEOS dere- 
chos de propiedad, sino como «cargas» de la propiedad. En el diagrama no apa 
rece indicada, en cambio, otra característica del proceso codificador francés, 
consistente en el mantenimiento de usos y derechos colectivos —derrota de 
mieses, espigueo— porque esta circunstancia, conrdciada en general DO 5 
levante por la comunidad académica, no ha sido incorporada al modelo francés 


cho diferencial. y e 

Nuestra tesis es que los dos procesos señalados —abolición de los dr 
señoriales y aseguración de los derechos de propiedad-— no se hallan in 
mente relacionados entre sí, al menos del modo como sé ha dado por sentada esta 
relación en el diseño del modelo francés. Dado que este modelo ha inspirado la 
interpretación de la mayoría de los procesos de revolución er del a 
puede ser oportuno proponer su revisión y esbozar, a por de la comparación 
entre los casos francés y español, algunas hipótesis de trabajo: Da 

Aunque mucho más tardío, el Código civil español se inspiró clatamente E 
el Código civil francés y, aparentemente, la función del Estado liberal en cada 


uno de los dos países fue la misma: asegurar, defender y proteger los derechos 
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de propiedad. Pero había una diferencia importante entre ambos procesos: en 
Francia la revolución había'conllevado la supresión brusca (sin indemnización) 
de una clase de derechos que, en cambio, los gobernantes liberales españoles 
se comprometieron a proteger y a hacer respetar. De hecho, su rápida con- 
versión, desde el punto de vista jurídico, en derechos de propiedad particular 


o que muchos dos españoles DESICITAn que no merecían ser 


OO: 

En los diagramas $5 y 6 hemos intentado representar los procesos de asegura- 
ción de los derechos de propiedad tal como fueron experimentados en Francia y 
en España. El fin de la propiedad dividida en Francia es representado con la sim- 
plificación del campo de fuerzas dinámicas de la propiedad, al desaparecer las 
formas curvilíneas del nuevo diagrama (la rectificación de las flechas representa- 
ría el supuesto perfeccionamiento de la propiedad). Pero la abolición de las ren- 
tas señoriales y demás rentas perpetuas, base del absolutismo propietario triun- 
fante en el Código napoleónico, es una consecuencia de la radicalización del 
proceso revolucionario francés. En España, como en otros países europeos, los 
liberales que gobernaron hicieron todo lo posible para evitar este proceso. De 
modo que, como se refleja en el diagrama 6, lo que aseguró la revolución liberal 
fue la protección de casi todos los derechos de propiedad, también de aquellos 
que constituían la base de la propiedad dividida, y que se representan en los dia- 
gramas con flechas de forma curvilínea. Las medidas más drásticas de los legis- 
ladores liberales españoles fueron aquellas que si supusieron. el fin de los usos co- 
lectivos, los mismos que en la legislación francesa del sigl O xIX adquirirían y 
merecerían el estatus de derechos. 

La comparación entre lo sucedido en ambos países contiene distintas leccio- 
nes. Aunque en ambos casos se apeló a una misma retórica —una visión abstracta 
del derecho inspirada en la trádición del derecho natural-—, los gobiernos libera- 
les españoles forjaron y fundamentaron sus leyes no en el absolutismo propietario 
francés, sino en el necesario respeto y la necesaria garantía jurídica de todos los 
derechos de propiedad, y actuaron así no para emular a los gobernantes fr anceses 
sino para evitar o para frenar un próceso revolucionario a la francesa. Es necesa- 
rio, pues, abandonar el modelo francés como referencia ideal para el estudio de la 
legislación sobre la propicad en 1 España. 
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DIAGRAMA 5. 
EL PROCESO DE ASEGURACIÓN DE LA PROPIEDAD EN FRANCIA 


ESTADO 


Proceso de aseguración jurídica de los 
derechos de propiedad en FRANCIA 


Derechos 
colectivos 


SOCIEDAD LIBERAL 

Los derechos de los señores directos 

y en general las rentas perpetuas han 
desaparecido durante el proceso 
revolucionario. 

Protección de la vaine páture y el espigueo 
(conversión de usos colectivos en 
derechos). 

Continúa habiendo tensiones sociales. 


colectivos 


tiempo 
(Revolución francesa) 


SOCIEDAD DE ANTIGUO RÉGIMEN 
Tensiones entre distintos tipos de 
usuarios y propietarios de la tierra 


DIAGRAMA 6. 
EL PROCESO DE ASEGURACIÓN DE LA PROPIEDAD EN ESPAÑA 


ESTADO 


Proceso de aseguración jurídica de los 
derechos de propiedad en ESPANA 


Usos 
colectivos 


tiempo O 


SOCIEDAD LIBERAL 

La revolución liberal asegura la 

protección jurídica de todos los j 
derechos de propiedad particular, incluidos 
los de los señores directos y suprime los 
usos y derechos colectivos. 

Continúa habiendo tensiones sociales. 


SOCIEDAD DE ANTIGUO RÉGIMEN 
Tensiones entre distintos tipos de 
usuarios y propietarios de la tierra 
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La comparación entre España y Francia invita también a reflexionar sobre la 
ende una Revolución francesa poco incisiva, bastante aceptada hoy por 1 
munidad historiográfica francesa, a partir de la simple constatación Ea a 2 
chos señoriales débiles en la sociedad de Antiguo Régimen. La debilidad d E 
derechos señoriales en la España de Antiguo Régimen no inhibió los e z 
de los legisladores españoles del siglo XIX en pro de la continuidad jurídica Alis 
derechos de los señores directos laicos españoles, considerados feudales por . 


historiografía fre ro nO istori 

Istoriografía francesa, Pero no por la historiografía española. Estos esfuerzos 
¡n a A JE A . 
¿No parecen destacar más bien el carácter de ruptura de la Revolución fráncesa? 


ESTE LIBRO 


) de lo largo de este libro insisto en algunos de los peligros más frecuentes 1 
práctica del historiador —así, de un modo genérico— en relación con el a s 
de los derechos de propiedad. He intentado resumir estos peligros, ya en el pl 
ed capítulo, en la consideración de dos tendencias: la tendencia fincal de la his 
toria, y la tendencia que he llamado, tal vez abusivamente, pero aún me pa E 
que ES la palabra más adecuada, estatista. La primera ote denunciar E ed 
sos historiográficos en el uso de conceptos como feudal, feudalismo, capitali a 
capitalismo. La segunda requiere desterrar de nuestras mentes la Ecia ea 
igual a realidad»; una sobrevaloración, a menudo inconsciente, de 1 
comportado una subordinación de la historia social a un itdieiano or parte d 
historiadores que ni siquiera han estudiado —tienen excusa, no es a ES a 


proceso de legislación ni tampoc han pr tad d 
o estado demasiada atenció 1 al contenid 
de estas leyes, p 


ción «leyes 
as leyes, ha 


El historiador, en cambio, tiene que estar atento siempre a la dinámica del 
cambio social. Que no cambien los nombres de las cosas y las leyes no si nifi . 
que no haya cambios en la concepción de las cosas y en el modo de pro co 
aplicar —y de aceptar, o de no aceptar— las leyes, Issameñte un as : 
las leyes ho significa que determinadas prácticas no se BES a de 
Pira miente; espontáneamente, en el seno de una sociedad. Y no hay aL 
Mágicas para adivinar qué sucedía en cada sociedad y en cada momento j 

Salas tendencias habían contribuido a una simplificación de las adds 
en la historia, ya qué han silenciado muchas voces. Los trabajos de Erie J. Hobs: 
bawm y E. P: Thompson destacaron en la larga lista de estudios ene se pad 
lado sona esióS silencios. Les siguieron otros comd Scott;y Guha. Tal vez el ob- 

Jetivo más ambicioso de este libro es el intento de integrár todos estos estudios 
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es decir, los estudios que tratan y se han interesado por los comportamientos de 
personas y grupos sociales trabajadores, pobres, dominados, subalternos, en un 
estudio sobre la propiedad, sobre la riqueza, sobre el crecimiento económico. 

Mi posición es clara. Si las tendencias lineal y estatista han comportado una 
infravaloración de las clases dominadas o subalternas, el análisis del papel de es- 
tas clases, en la tradición de la llamada «historia desde abajo», no desplegará 
todo su potencial si sus aportaciones no obligan a reinterpretar el conjunto del 
discurso histórico. Para ello hay que denunciar y demostrar que lo que hemos lla- 
mado Historia era una historia constiúiida sesgadámente. Sólo de este modo po- 
dremos defendernos de la tentación y acusación de sentimentalismo que, no sólo 
es un peligro real en los estudios sobre las clases populares, sino que algunas ve- 
ces es un reflejo claro de las tendencias que hermnos denunciado (parecemos asu- 
mir la idea de que el Estado no se portó bien con los pobres). 

Como sé que, a pesar de todo, voy a ser acusada de este mal, voy a entretener- 
me un poco en este problema. Lo que yo reivindico no es un juicio moral sobre 
las leyes, sino una reflexión objetiva sobre las condiciones sociales que dieron 
como resultado unas determinadas leyes y, después, una mayor o menor efectivi- 
dad en su grado de aplicación. Por ejemplo, si un proceso de aseguración de unos 
derechos de propiedad sobre la tierra se basa en una expropiación de derechos, 
podemos y debemos hablar de una pérdida de derechos. Insisto en ello porque no 
es Tó mismo hablar de «derechos objetivamente perdidos» que de «oportunida- 
des presuntamente perdidas». La diferencia es clara. Si hablamos de «oportuni- 

dades perdidas» estamos haciendo un juicio especulativo, del tipo del que los 
historiadores deberíamos prescindir, y al mismo tiempo estamos asumiendo una 
visión estatista (el Estado no actuó debidamente). Si hablamos de «derechos per- 
didos», en cambio, estamos hablando de algo que ha sucedido en la realidad, que 
debemos y podemos demostrar, que cambió las formas de vida de unos indivi- 
duos y de unas familias y que por lo tanto debe ser asumido e integrado en el dis- 
curso histórico. Si el discurso historiográfico habitual, el de los manuales, ha 
olvidado o ha menospreciado este cambio histórico real es necesario cambiar el 
discurso. Y es interesante, también, preguntarse sobre estos procesos de olvido. 

Soy optimista respecto a las posibilidades de renovar el discurso histórico a 
partir de nuevos instrumentos de análisis que han demostrado ya su capacidad. 
Los estudios sobre las armas cotidiarras de los débiles de James €. Scott tendrán 
mucho más impacto el día que se estudien paralelamente también las armas coti- 
dianas, informales —pero poderosas— de los no tan débiles. El arte del dominio 
también tiene sus armas ocultas. Y estoy convencida que el enfoque de los en- 
titlement y capabilities que defiende en sus trabajos Amartya Sen puede ayudar 
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no sólo a comprender las hambrunas del Tercer Mundo sino también las formas 
de crecimiento de los países desarrollados. 

En los diferentes capítulos que constituyen este libro vamos a reflexionar so- 

bre la necesidad de avanzar en esta dirección. La Primera parte, como hemos di- 
cho, es la más teórica. Se abre con el trabajo «Derechos de propiedad y análisis 
histórico. ¿Qué derechos? ¿Qué historia?». Una primera versión de este texto fue 
presentado en el X Congreso de Historia Agraria celebrado en Sitges en febrero 
de 2002. El texto definitivo corresponde a la traducción del artículo de Past % 
PrESenA publicado en noviembre de 2003. En él intento exponer algunas de las 
principales dificultades que se derivan de los modelos de desarrollo histórico 
más al uso, basados en los casos inglés y francés, pero seriamente cuestionados 
en estos momentos por las investigaciones llevadas a cabo en ambas realidades. 
Insisto en la necesidad de contemplar el problema desde una perspectiva de his- 
toria comparada y denuncio los abusos historiográficos del término feudal. Tam- 
bién reivindico la necesidad de diálogo con los historiadores neoinstitucionalis- 
tas. Porque estos historiadores, aunque prescinden del lenguaje marxista, están 
poniendo de manifiesto, en sus trabajos, una conflictividad social que difícil- 
mente puede disimular su carácter de lucha de clases. 

En el segundo capítulo trato específicamente sobre el debate historiográfico 
español sobre la revolución liberal. En este trabajo me refiero sobre todo a los 
problemas que conlleva la forma habitual de hablar sobre este proceso entre los 
historiadores españoles contemporáneos y que reflejan, en gran parte, la impor- 
tancia de las tendencias antes señaladas. Como medida preventiva, como antído- 
to, propongo la realización de un test, que llamo «test de los propietarios prácti- 
cos» para cada medida liberal, para cada realidad histórica, geográfica, analizada. 
Una propuesta de este tipo permite luchar contra el estatismo, y también contra la 
idea de «oportunidades perdidas» que esta tendencia a menudo ha comportado. 
Nuestra propuesta interroga a los propietarios como grupo social, es decir, como 
personas que tienen unos intereses muy concretos. También permite luchar con- 
tra la linealidad, y la construcción a posteriori que esta tendencia comporta, por- 
que nos obliga a situarnos en el corto plazo, y a contemplar una pluralidad de si- 
tuaciones, dada la diversidad de tos derechos de propiedad existentes en la 
España del siglo xIx. 


El tema del tercer capítulo es la abstracción. Los peligros de la abstracción 
han sido señalados en los dos capítulos anteriores y aquí se convierten en el tema 
central de reflexión. Intento desenmascarar el proceso que llevó a los hombres a 
decir y a asumir que había un solo derecho, llamémoslo romano, positivo o natu- 
ral y una sola propiedad, llamémosla absoluta o perfecta. Este proceso nos inte- 
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resa como proceso de elaboración de un discurso estatista, que no necesariamen- 
te se ha realizado con mala fe. Pero también, en tanto que se trata de un discurso 
y unos conceptos que ignoran las diferencias sociales, como la creación de un 
arma poderosísima en el arte de la dominación. El problema, muchas veces, es 
que nos vemos obligados a utilizar estos mismos conceptos en nuestro propio 
discurso, y que los utilizamos como neutrales. Desde mi punto de vista, la abs- 
tracción es uno de los problemas más inquietantes en nuestra profesión de histo- 
riadores, de científicos sociales que en nuestros trabajos tenemos que poner 
nombres a las relaciones humanas. La única receta que se me ocurre es un estado 
de alerta permanente: preguntarse siempre ¿de quién? ¿para qué? ¿para quién? 
Pero ni tan sólo estoy segura de haberlo conseguido en este libro. 

Sin perder nunca de vista el carácter crítico y reivindicativo de las reflexio- 
nes esbozadas en la Primera parte, las partes segunda y tercera del libro analizan 
aspectos más concretos relacionados con la propiedad de la tierra. La Segunda 
parte trata del tema de la propiedad imperfecta, entendiendo como tal la propie- 
dad compartida, tiene como referencia el modelo francés y cuestiona la idea fácil 
de que son las leyes las únicas que explican los cambios en los derechos de pro- 
piedad. La Tercera parte trata del tema del individualismo agrario, toma como 
referencia el modelo inglés, y denuncia, desde una perspectiva de historia cormn- 
parada, la utilización de la coartada del crecimiento económico para la justifica- 
ción a posteriori de muchos procesos de privatización. 

Empecemos por los trabajos de la Segunda parte. Los tres capítulos tienen en 
común, como hemos dicho, que giran alrededor de la llamada propiedad imper- 
fecta. Este tema, a pesar de ser muy poco estudiado, a pesar de ser prácticamen- 
te desconocido, ha servido de base al discurso teórico sobre la propiedad que ha 
dominado en la historiografía española contemporánea, fuertemente influido en 
esta ocasión por el modelo francés. La posición dominante ha tendido a imaginar 
a los censatarios como personas que aspiraban ante todo a la propiedad plena, El 
nuevo enfoque reivindica la necesidad de orientar la investigación histórica ha- 
cia el estudio de las condiciones de realización de la propiedad, para el cual re- 
sulta claramente insatisfactorio el análisis de las disposiciones legislativas, y 
sólo podrá ser fructífero si va acompañado de una. voluntad explícita de los histo- 
riadores de desacralizar el concepto propiedad dela tierra. | 

“El capítulo que abre esta parte, el cuarto del libro, corresponde al texto de un 
artículo publicado en Historia Agraria en el año 2000. En él se discute la idea, 

inspirada en el modelo francés y asumida en la mayoría de estudios sobre la Es- 
paña del siglo XIX, que la revolución liberal comportó el nacimiento de la propie- 
dad perfecta, es decir, no dividida. El examen de la legislación liberal española 
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protección: —y la a de todas las imperfecciones de ela propiedad. 
La comparación con lo ocurrido en Erancia, por otro lado, pone de manifi 
enormes diferencias que separan los dos procesos revolucionarios. 

El capítulo 5 fue inspirado por algunas obras recientes que intentaban aplicar 
algunas ideas procedentes de la economía de la información en los estudios de 
historia económica, en concreto, en el estudio del sistema de crédito parisino. El 
énfasis puesto en la información otorgaba a estos estudios un eran potencial ana- 
lítico, ya que obligaba a sus autores a reflexionar sobre las experiencias y los co- 
nocimientos acumulados por los protagonistas de la historia desde una perspecti- 
va a priori, es decir, desde una perspectiva que nos obliga a meternos en la piel 
de las personas y a interrogarnos sobre sus circunstancias. Pensé que se trataba de 
un buen revulsivo contra la historia lineal. y decidí comprobar sus posibilidades 
en el estudio del declive de los derechos señoriales y el papel que en este declive 
habían desempeñado, en el antiguo como en el nuevo régimen, las posibilidades 
de estar más o menos informado. Desde mi punto de vista la constatación de una 
persistente resistencia de los enfiteutas catalanes a reconocer a sus señores direc- 
tos, a lo largo del siglo XVI, permite plantear algunas hipótesis interesantes so- 
bre el caso francés. 

El capítulo «¿Quién quería redimir los censos?» se enfrenta directamente al 
tema de la desaparición de los censos en España, poniendo especial énfasis en lo 
ocurrido en Galicia y Cataluña. El tema requiere, una vez más, la superación de 

algunos tópicos. En general, la histori tografía española había tendido a confundir 
la abolición de los señoríos con la abolición de los derechos de los señores direc- 
tos; sin embargo, como se demuestra en el capítulo 4, las leyes liberal les respeta- 
ron los derechos de los señores laicos. El lento proceso de la redención de los 
censos desamortizados también puede tener una lectura totalmente opuesta a la 
tradicional. Tal vez la posibilidad de conseguir la propiedad plena no fue vivida 
por los censatarios españoles como un sueño sino como una pesadill a. La recien- 
te legislación catalana sobre el tema invita a plantear el último. interrogante: 
aquellos censos y foros ¿lHegaron a redimirse? 

La Tercera parte lleva por título «La gran obra de la propiedad» y se centra en 
los temas que merecieron esta definición por Marc Bloch, relacionados todos 
ellos con la construcción de la propiedad individual y exclusiva. Aquí se trata 
de estudiar el proceso de reificación de la propiedad absoluta de la tierra por 
la que unos pocos hombres, en nombre del Derecho, pudieron apropiarse de co- 
sas que antes eran patrimonio de muchos. En este caso, el modelo a seguir no 
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puede ser el francés, ya que la vaine páture y el glanage fueron respetados por la 
Revolución francesa. El modelo a invocar es el inglés, cuyas'e 
tuyen uno de los temas estrella de la historia agraria europea. Pero durante años 
se había asociado este modelo al crecimiento económico, y en concréto al au- 
mento de la productividad agraria. -¿Qué ocurre cuando los cercamientos de tie- 
€ mn en sociedades que no han conocido este aumento? El debate historio- 
eráfico inglés de los últimos años obliga a hacernos muchas preguntas sobre lo 
sucedido en otras regiones europeas, donde el tema de los cercamientos había 


ne losures” consti- 


sido mucho menos estudiado, precisamente porque la falta de «la revolución 
agrícola» había hecho que pareciera un tema marginal. «La falsa coartada del 
crecimiento económico», se podría titular, pues, esta Tercera parte. Y no será por 
azar que en estos capítulos enlacemos con la historiografía de los derechos de los 
pobres, así como algunos estudios provenientes del campo de la economía am- 
biental, muchos de ellos basados en experiencias recientes de los países del Ter- 
cer Mundo. 

El capítulo que abre esta última sección, el séptimo del libro, corresponde al 
texto de un artículo que fue publicado en la revista Études Rurales, en un núme- 
ro monográfico dedicado al tema de la justicia rural. La reflexión sobre los oríge- 
nes del concepto moderno de la propiedad se realiza aquí a partir del análisis 
comparativo de la evolución de las prácticas judiciales relativas a los derechos de 
propiedad, en el siglo xvIH1, en dos regiones vecinas del mundo rural catalán, el 
Ampurdán y el Rosellón, pertenecientes a dos estados diferentes. La compara- 
ción permite señalar en ambos casos un proceso de abuso y de ruptura respecto 
de las prácticas tradicionales de justicia, que regulaban las prácticas colectivas 
mediante un sistema de indemnización de los daños realizados a los frutos. Las 
nuevas medidas fueron impuestas, en ambos casos, por una minoría de propieta- 
rios ricos. Por esta razón, esta contribución puede enmarcarse en la misma línea 
de algunas investigaciones inglesas que han relativizado la importancia econó- 
mica de las enclosures y ponen énfasis sobre la problemática social inherente a 
todo cambio en las prácticas y usos relacionados con la tierra. El hecho de que en 
el Rosellón los grandes propietarios, que también son grandes ganaderos, luchen 
contra el individualismo agrario sirve para evitar cualquier simplificación sobre 
el tema. Como sería por ejemplo limitarnos a sustituir la tragedia de los comunes 
de Hardin por una supuesta tragedia de las privatizaciones. 

El capítulo siguiente está dedicado al tema de los comunales perdidos. La sin- 
gularidad del estudio es que parte de una investigación sobre comunales en una 
región donde hoy predomina la tesis de un individualismo agrario eterno, y donde 
los bosques significaron una importante fuente de ingresos para los propietarios 
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de los siglos XVIH, XIX y primera mitad del xx. Muchas veces los estudios sobre 
comunales se realizan sobre áreas donde esta forma de propiedad ha perdurado 
hasta épocas recientes, áreas pobres y marginales desde el punto de vista econó- 
mico, aunque puedan tener un alto valor ecológico. El resultado es una asociación 
fácil entre la idea de crecimiento económico y la propiedad privada. Pero hay mo- 
tivos para sospechar que históricamente la relación pudo ir en la dirección opues- 
ta. Tal vez fueron las perspectivas del crecimiento económico las que despertaran 
la codicia necesaria para implantar un régimen de propiedad privada, y no la pro- 
piedad privada el motor del crecimiento económico. Eneste trabajo surge uninte- 
rrogante sobre un aspecto central de la revolución liberal. ¿Por qué los títulos de 
propiedad de estos posibles bienes comunales no fueron reclamados? 

El último capítulo, «Los caminos de Rut», está dedicado a un tema clásico en 
la literatura de los derechos de los pobres: el espigueo. En esta ocasión no se trata, 
como en las anteriores, de presentar los resultados de investigaciones ya realiza- 
das, sino de plantear la necesidad de llevar a cabo esta investigación. Pensé que era 
una buena manera de cerrar el libro. Porque se trata de un tema que ofrece, desde 
mi punto de vista, una magnífica oportunidad para entrever la complejidad de los 
procesos históricos y la necesidad de abordarlos desde una perspectiva compara- 
da. Derechos de los pobres, trabajo de las mujeres, policía rural, cumplimiento o 
no de las leyes, revolución liberal... La prohibición del espigueo en Europa permi- 
te dar una mirada a todos estos problemas. Incluso pueden establecerse ciertos pa- 
ralelismos con problemas actuales en los países del Tercer Mundo. Las leyes que 
prohibían esta práctica se hallaban contenidas a menudo en el paquete de leyes 
destinadas al fomento de la agricultura. Pero, en cambio, difícilmente puede ser 
justificada semejante prohibición, a mediados del siglo XIX, en el continente euro- 
peo, por el cambio técnico, por la necesidad de aumentar la productividad agraria. 
Por esto resulta más impactante la dureza de algunos códigos penales. 

Cuando le presenté un primer proyecto de libro, Josep Fontana me sugirió: 
escríbelo pensando en tus alumnos. Este consejo ha facilitado mi tarea. Desde 
hace años mis alumnos de la Universitat de Girona de las asignaturas de Historia 
Agraria y del Doctorado de Historia saben de mis obsesiones y mis inquietudes. 
El diálogo con ellos ha enriquecido, sin duda, mis reflexiones. Quisiera dejar 
constancia, aquí, de algunos de sus comentarios. 

Un alumno me dijo, al terminar una clase en la que había intentado combatir 
la tesis de un individualismo agrario eterno en Cataluña: «esto que nos intentas 
explicar, todo esto que tú tienes tanto trabajo para explicar, está muy bien, pero 
en mi pueblo, todo el mundo lo sabe». Confieso que me desconcertó. Mi lado op- 
timista me hacía ver la parte positiva del comentario: no debía de ir tan mal enca- 
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minada... Pero mi lado realista me conducía a cuestionar mi trabajo. Si lo que de- 
cía este alumno era verdad, si las ideas que estaba defendiendo eran conocidas 
por todo el mundo, ¿por qué tenía aquella sensación de estar excavando en un tú- 
nel, en una galería, totalmente a oscuras? ¿Por qué el discurso académico, tan so- 
fisticado, se alejaba tanto de «lo que todo el mundo sabía»? El peso de la sofisti- 
cación del discurso académico no pasaba desapercibido a mis alumnos. Así, una 
alumna me dijo una vez, después de haber leído un dossier de artículos sobre la 
revolución liberal y la burguesía: «siento como si hubiera un desajuste tremendo 
entre la retórica utilizada en el discurso histórico, un vocabulario científico, y la 
realidad de los conocimientos. Como si dos cirujanos estuvieran de acuerdo en 
que se hallan ante un caso de apendicitis, pero no supieran si el apéndice pertene- 
ce a un elefante o a una hormiga». Agradecí a otro alumno que me ofreciera, en 
otra ocasión, una clave para enlazar los dos comentarios anteriores: «a veces ten- 
go la sensación de que los historiadores creen saber mucho y no saben nada. Ha- 
blan como si fueran científicos, pero aún no saben que la tierra es redonda». 

Casi al mismo tiempo, Pierre Vilar me hacía partícipe de unas reflexiones pa- 
recidas: «es necesario reconocer que en materia de ciencias humanas y sobre todo, 
en materia de ciencias políticas, nos hallamos en un estado parecido al de los médi- 
cos en tiempos de Moliére». Y un día que escuchó y sintió mi desconcierto, me 
dijo: «no abandones, sigue adelante en tus reflexiones sobre la propiedad». De 
esto hace bastantes años, y hoy le dedico este libro. Mentiría si dijera que ahora 
vislumbro mejor la luz. Sigo, seguimos, nuestro camino a tientas. Más bien diría 
que la oscuridad no me da tanto miedo. Por esto he concebido este libro, producto 
de una larga reflexión, como una larga introducción... para estudiantes de His- 
toria, para el futuro. Desde aquí quiero hacer constar mi agradecimiento a todas 
las personas que de un modo u otro me han ayudado a escribirla. Ya he nombra- 
do a dos de ellos, a mis maestros Pierre Vilar y Josep Fontana, sin cuya amistad y 
apoyo ya no me podría imaginar; gracias a ellos supe que mi «aversión por las mo- 
das», si bien seguramente era incurable, no era necesariamente una enfermedad, 
La dedicatoria a Pierre Vilar la escribí mucho antes de su muerte. También he 
nombrado a mis alumnos y ex alumnos, algunos de los cuales hoy, con sus investi- 
gaciones, hacen que mi trabajo me parezca más lleno de sentido. La lista debe de 
ampliarse a aquellos amigos y colegas que, cada uno a su modo, en España y en el 
extranjero, por carta o personalmente, en reuniones académicas o en cenas de ami- 
gos, me han estimulado en mi trabajo y, entre ellos, a mis vecinos, los miembros 
del Centre de Recerca d' História Rural de la Universitat de Girona. Este libro 
le debe mucho a este espacio privilegiado de conversación y debate, de conviven- 
cia y de reflexión, que hemos conseguido crear entre todos. 
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Capítulo 1 


DERECHOS DE PROPIEDAD 
Y ANÁLISIS HISTÓRICO. 
¿QUÉ DERECHOS? ¿QUÉ HISTORIA?! 


Este capítulo trata de algunos problemas inherentes al análisis histórico de 
la propiedad de la tierra. De un modo más específico, trata sobre dos peligros. 
El | primero es asumir una visión excesivamente unidireccional de la historia; es 
lo que sucede cuando restringimos la idea de la propiedad al tipo de propiedad 
con el que hoy estamos familiarizados. El segundo es adoptar una visión esta- 
tista O jur idicista de la propiedad, al considerar derechos de propiedad sólo 
aquellos derechos que los legisladores de un país han tenido en cuenta como ta- 
les en los textos legislativos? 2 Este segundo punto de vista es particularmente 
relevante cuando examinamos los distintos modelos jurídicos construidos en 
torno a la propiedad. Si los modelos jurídicos que los historiadores tendemos 
a utilizar —tales como la common law o la legislación romana— reflejan, ante 
todo, procesos históricos específicos, esto significa que no poseen la operativi- 
dad analítica que tenemos la costumbre de otorgarles. Ésta es la conclusión a la 
que han legado en estas últimas décadas científicos sociales de distintas escue- 


1. La versión inglesa de este capítulo corresponde al artículo «Property Rights and histo- 
rical analysis, What rights? What history?», Past £ Present, 18 (2003), pp. 73-106. 

Algunas críticas recientes sobre visiones «estatistas» de la Historia, aunque no relacio- 
nadas con el mismo tema, pueden hallarse en Guha (1996) y Scott (1998). Mis reservas sobre 
el enfoque que hace derivar de la política y de las leyes los resultados históricos vienen de más 
lejos, de mi lectura de Labrousse (1948) y Vilar (1989), y de sus advertencias sobre los peli- 
gros de la llamada «imputation au politique». 
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las y disciplinas que han escrito sobre diferentes temas relacionados con la pro- 
piedad.? 

Partiremos de la proposición que las relaciones de propiedad, al ser relacio- 
nes sociales, deben ser observadas desde una pluralidad de ángulos y que su estu- 


dio debe estar basado en la hipótesis de su mutabilidad, más allá de los principios Ú 


legales y de los marcos institucionales. Para realizar este tipo de análisis, debe- 
mos libramos de las concepciones nominales de la propiedad, demasiado abs- 
tractas y rígidas, y examinar, tan abiertamente como sea posible, las condiciones 
reales que determinan en cada sociedad, la conformación y materialización de 
los derechos de propiedad. Este enfoque requiere, claro está, una perspectiva 
comparada. 


Los DERECHOS DE PROPIEDAD: REALIDAD O METÁFORA 


¿Propiedad . o derechos de propiedad? Es la primera cuestión que debemos 
plantear y resolver. Es una pr egunta rélevante, sobre todo para los estudiosos de 
aquellos países del continente europeo en los que en el siglo XIX se impuso el prin- 
cipio jurídico, supuestamente basado en el derecho romano, de la propiedad cor- 
poral, es decir, de la propiedad-materia.+ Más adelante reflexionaremos sobre las 
Hmitaciones de este éxito jurídico. Aquí sólo queremos señalar que, en cualquier 
investigación sobre una sociedad concreta, situada en cualquier tiempo histórico, 
es siempre preferible el uso de la expresión derechos de propiedad.5 La pregun- 
ta ¿quién tiene derechos de propiedad? ofrece una perspectiva mucho más amplia 
y permite reflejar realidades mucho más complejas que las que sugiere > la simple 
pregunta ¿quién es el propietario? La expresión derechós de pr opiedad recuerda 
a el carácter convencional —¿qué decían las leyes sobre el asun- 

?, ¿qué prácticas de justicia imperaban?— y el posible carácter plural —di- 


. Para un estado general del tema, véase Getzler (1996). Aunque voy a restringir mi aná- 
O en el campo de la historia económica, es interesante observar una insistencia similar en la 
necesidad de flexibilizar el estudio de los derechos de propiedad en los estudios de economía 
de desarrollo y economía ambiental. Véase, por ejemplo, Bromley (1991). 

4. Arnaud (1969), pp. 179-182, ha mostrado que en realidad la definición de la propiedad 
contenida en el Code civil francés es más bien una invención de los romanistas de la época mo- 
derna. El mismo autor, que reconoce la influencia de Villey, trata también este tema en Ar- 
naud (1995). Véase el capítulo 3 de este mismo libro. 

5. Véase Grossi (1992). Como ejemplo de los problemas planteados por la noción de pro- 
piedad definida en el Code civil francés, véanse las reflexiones de dos Juristas de ideologías 
enteramente opuestas: Atias (1991) y Barrére (2001). 
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ferentes personas ejerciendo y compartiendo usos y derechos sobre una misma 
finca— de los derechos de propiedad. Pero, no nos engañemos, aunque dicha ex- 
presión permita un análisis más flexible y menos rígido que propiedad, eluso ma- 
yoritario del concepto también ha servido para amparar un referente ideal. 

Una de las primeras reglas del análisis histórico debería ser, precisamente, 
evitar la utilización de los términos propiedad o derechos de propiedad como re- 
ferentes ideales. Para desenmascarar esta concepción de la propiedad podemos 
utilizar exactamente las mismas palabras que Edward P. Thompson utilizó en su 
día para denunciar el mercado-metáfora: «una máscara de unos intereses deter- 
minados, que no coinciden con los de “la nación” o “la comunidad” pero que in- 
teresa dar la impresión que sí coinciden».S Pero, a diferencia del análisis de las 
condiciones de realización del mercado, el análisis histórico de la propiedad- 
realidad no puede prescindir del papel históricamente desempeñado por los mo- 
delos jurídicos imperantes. No es casualidad que los dos principales referentes 
ideales de la propiedad que inspiran las investigaciones históricas se correspon- 
dan básicamente con dos modelos de tradición jurídica: el inglés y el francés, es 
decir, la common law y el derecho romano.” 

En general, y esto confirma nuestras sospechas, los historiadores de cada 
país hemos tendido a considerar como ideal el modelo de propiedad plasmado en 
nuestras leyes y en nuestros códigos. En el caso francés, el referente claro es la 
concepción de la propiedad plasmada en el código napoleónico, que se caracteri- 
za por su carácter pleno y absoluto. El proceso histórico clave es la Revolución 
francesa. Este modelo ha tenido bastante influencia en los estudios clásicos sobre 
la abolición del feudalismo de muchos países del continente, que parten de la 
idea de que las revoluciones liberales llevadas a cabo en sus países liberaron la 
propiedad de las cargas feudales. Por su parte, los primeros estudios de North y 
en general de los historiadores de la Nueva Economía Institucional convirtieron 
a Inglaterra en el paraíso ideal de la aseguración de los derechos de propiedad. 


6. Thompson (1995). 

7. Para algunos autores del siglo xIx, sólo había un modelo, el romano, del cual el caso 
inglés sería una versión poco desarrollada. Así, la supervivencia de los derechos feudales en 
Inglaterra es uno de los principales puntos de la visión de la ley de HL. S. Maine: «En todos los 
países gobernados por sistemas basados en los códigos franceses, esto es, en la mayor parte del 
continente europeo, en donde regía la ley romana, la ley feudal de la tierra ha sido suprimida y 
anulada. Inglaterra es el único país importante en el cual esta transformación, que sigue el mis- 
mo camino, aún no ha terminado» (1864, 1917, p. 166). Max Weber, por su parte, que partía 
de la superioridad de la ley romana, el sistema vigente en su país, sobre la ley común inglesa, 
observaba el desarrollo económico inglés como una anomalía: véase Getzler (1996), esp. pp. 
645-654. 
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Asimismo, encontraron en este hecho la explicación de su desarrollo económico. 
Aquí el referente son los derechos de propiedad seguros y exclusivos, que permi- 
ten impedir la entrada en una finca al resto de los vecinos del lugar, y el proceso 
histórico más significativo lo constituyen las enclosures de la época moderna.3 
Desde nuestro punto de vista, ambas perspectivas comparten una visión dema- 
siado abstracta —y demasiado estatista— de la propiedad. Los historiadores que 
se han interesado por la abolición de las rentas feudales han proclamado el triun- 
fo de la propiedad moderna, y los adjetivos para definirla no dejan lugar a dudas 
sobre su superioridad: exclusiva, libre, absoluta, perfecta. La escuela de los dere- 
chos de propiedad, por su parte, si bien habla de costes, de incertidumbres, de 
problemas de indefinición, que dificultan la protección, la seguridad, y la efi- 
ciencia de los derechos de propiedad, deja sobrentender que hay unos derechos 
de propiedad que merecen, frente a otras reivindicaciones, ser protegidos por las 
leyes y por el Estado.? 

En un programa de historia europea comparada el entrecruzamiento de los 
dos modelos de desarrollo histórico expuestos genera serios problemas, que se 
perciben con mayor claridad en el estado actual de los estudios de historia 
agraria. Hoy, a diferencia de hace algunos años, se admiten diferentes vías de 


desarrollo. agrario —s6 habla del modelo de crecimiento fr ancés— y se relatia, 


viza el papel de las enclosures con relación al crecimiento económico inglés. 10 
Pero, independientemente de las consecuencias que el proceso “haya podido 
conllevar para el desarrollo económico, para un historiador interesado en el 
tema de la abolición del feudalismo y, en particular, en el triunfo legal del 
principio de la propiedad absoluta (exclusiva), resulta, cuanto menos, sorpren- 
dente el silencio en torno a la evolución de los “derechos de propiedad de los 
copyholders y de los propietarios de los copyhold en Inelaterra.!! Y este silen- 
cio también debería resultar chocante a los teóricos de los derechos de propie- 
dad que han concedido a Inglaterra el estatus de país de los derechos eficientes 
y seguros. Á su vez, a un teórico convencido de la bondad del respeto y de la 
seguridad de los derechos de propiedad debe resultarle difícil negar la eviden- 


8. North y Thomas (1973); Lepage (1985). 
9. Véase Getzler (1996), esp. pp. 658-666, y Horwitz (1992), pp. 34-42. En el capítulo 3 
me refiero a las investigaciones de este último autor. 

10. Véase, por ejemplo, y respectivamente, Hoffman (1996) y Allen (1992). 

11. Reproducimos la definición de «copyhold tenure» en Hey,-.ed. (1996): «A form of 
customary tenure by which a tenant held a copy of the entry in the rolls of the manorial court 
baron which recorded his or her possession of a holding on agrred terms ... Copyhold was abo- 
lished in 1922». 
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cia de la violación de muchos derechos de propiedad durante el proceso revo- 
lucionario francés. 

Aquí vamos a defender que ambas problemáticas, la que estudia la abolición 
del feudalismo (y el perfeccionamiento de la propiedad) y la que se interesa por 
la aseguración de los derechos de propiedad comparten, en el fondo y a pesar de 
su desencuentro, tres problemas que dificultan el análisis histórico de los dere- 
chos de propiedad. En primer lugar, una concepción excesivamente lineal de la 
historia, que se concreta en la búsqueda de las evidencias del progreso, bien sea 
el crecimiento económico, bien sea una mejora general de la sociedad; en se- 
gundo lugar, una perspectiva excesivamente juridicista, entendiendo por tal la 
que otorga una importancia casi exclusiva a la legislación y al Estado; y en ter- 
cer lugar, una reificación del concepto de propiedad ——la propiedad absoluta en 
el caso de Francia, la propiedad individual exclusiva, en el caso de Inglaterra— 
que impide percibir el carácter plural, abierto y cambiante de los derechos de 
propiedad. 

Lo que estoy defendiendo es la necesidad de reelaborar una teoría de los 


erechos de propiedad más cercana a una teoría de las relaciones sociales que 
a la del Estado reclamada en su momento por North;!? una manera de analizar 
las decisiones de los hombres y de los legisladores que no sea esclava de un con- 
cepto sospechosamente sacralizado en nuestros códigos. Una teoría científica 
de los derechos de propiedad tendría que combatir nuestra forma habitual de 
ver la propiedad y asumir el hecho de que los derechos de propiedad pueden 
cambiar y evolucionar aunque no cambien las leyes. Mi propuesta es sustituir 

una concepción de la propiedad —la propiedad-metáfora— cuyos efectos socia- i 
les y económicos se suponen; por el análisis de unas prácticas de propiedad —la 


pri piedad- realidad. Este ariálisis permitirá conocer mejor algunos aspectos 


— desigualdades sociales, distribución de la renta— que considero esenciales 
para comprender cualquier proceso socioeconómico experimentado por la socie- 
dad objeto de estudio, ya sea el crecimiento económico, ya sea una crisis de sub- 
sistencia. 


12. North (1984). A lo largo de este artículo veremos que en las últimas décadas estudios 
llevados a cabo por historiadores institucionalistas han abandonado parcialmente esta posi- 
ción. La teoría que aquí se reclama se hallaría mucho más cercana al entitlement approach 
propuesto por Sen (1981). Sen comprende entre los entitlement cualquier relación de las per- 
sonas con los alimentos incluyendo, evidentemente, las relaciones de propiedad. 
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EL PESO DE LA LINEALIDAD EN LA HISTORIA. USOS Y ABUSOS DE LA PALABRA 
FEUDAL EN LA HISTORIA MODERNA EUROPEA 


La evidencia del triunfo del capitalismo y una fe ciega en el progreso —con- 
cebido como el motor de la historia-— han marcado y condicionado las grandes lí- 
neas de interpretación histórica. La concepción de la historia como una sucesión 
de grandes etapas históricas exigía poner un nombre a la etapa inmediatamente 
anterior al capitalismo y ésta recibió el nombre de feudalismo. En este marco line- 
al de desarrolloel uso de la palabra feudal ha sido abusivo¡en la medida en que ha 
dificultado —pór Considerarlo innecesario— y ha entorpecido —por haberlo pre- 
supuesto— el análisis histórico de las relaciones sociales. Este abuso puede per- 
cibirse con claridad en el tema específico que nos interesa, el de la llamada aboli- 
ción del feudalismo. Una visión simplista de la historia y del desarrollo del 
feudalismo —concebido como una sociedad de señores y campesinos— obliga a 
entender cualquier medida que proclame abolir las relaciones feudales como un 
triunfo, deseable, liberador y por tanto positivo, del progreso. Pero ¿hasta qué 
punto los historiadores no nos hemos limitado a calificar como feudal precisa- 
mente aquello que los parlamentarios del siglo XIX, en su mayor parte, Íntima- 
mente ligados a la propiedad y a las rentas de la tierra, consideraron necesario 
abolir? La operación no sería tan grave si no hubiéramos convertido la contradic- 
ción feudal-burguesa en una de las principales contradicciones de la historia. 

Para reflexionar sobre los usos y abusos del término feudal podemos partir 
de un esfuerzo colectivo de historia comparada realizado hace más de treinta 
años. Me refiero al congreso sobre L'abolition de la féodalité dans le monde 
occidental, celebrado en Toulouse en 1968.13 En la introducción del libro que 
recogía las actas de este congreso, publicado en 1971, Jacques Godechot se 
preguntaba sí se podía hablar todavía a finales del siglo xvi de un régimen 
feudal. Godechot explicaba que los medievalistas participantes en el congreso 
habían hecho notar que el régimen que existía en vísperas de la revolución «no 
tenía ningún parecido con el feudalismo clásico de los siglos XI y xi», y ha- 
bían sugerido que, en consecuencia, se empleara la expresión régimen señorial 
para referirse a la época modema. Pero al mismo tiempo, estos mismos histo- 
riadores reconocían que el término feudal nunca se había utilizado tanto en 
Francia, como en el siglo xVKt y durante el período revolucionario. El problema 
fundamental, que no todos los historiadores resolvieron, era establecer la reali- 
dad del feudalismo en esta época. 


13. Godechot, ed. (1971). 
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En el mismo texto Godechot señalaba, a modo de resumen, dos posibles vías 
de abolición del feudalismo: la vía revolucionaria, triunfante en Francia y en va- 
rios países de Europa, y la vía gubernamental, representada por Rusia y Canadá. 
Es interesante observar que en esta introducción, y en este modelo, Inglaterra no 
aparece. Por otro lado, aunque son varias las comunicaciones que llevan en sus 
títulos las palabras decadencia, supervivencias, vestigios, es significativo que 
prácticamente nadie cite la obra de Cobban, publicada en 1964, y sus comenta- 
rios sobre el carácter fantasmal del feudalismo, ni tan sólo para criticarlo.14 

Algunos años más tarde Francois Furet retomó argumentos de Cobban para 
referirse a la revolución burguesa como un personaje metafísico.!5 Aunque en 
1978 Furet pensaba que la interpretación dominante sobre la Revolución france- 
sa era la marxista, las tesis de Furet y Cobban pueden ser consideradas hoy orto- 
doxas y triunfantes.!% Asimismo, la utilización inapropiada de los términos fen- 
dal y burgués por muchos historiadores marxistas, lejos de constituir una 
invención propia, revelaba ante todo una subordinación del discurso historiográ á- 
fico a una visión lineal e interesada de la historia. Fue la burguesía del siglo xIX, 
mucho antes que los marxistas del siglo Xx, la que estuvo interesada en alabar los 
logros de la revolución.!7 Convenía proclamar que la propiedad absoluta, triun- 
fante, era indiscutible, porque significaba el fin de una época ignominiosa, el re- 
sultado de una evolución histórica. Convenía disimular de este modo que algu- 
nos derechos de propiedad no hubieran sido respetados durante el proceso 
revolucionario. 

Así pues, cuando EAubáS denunciaba el hecho de que muchos historiadores 
hubieran diferenciado entre derechos feudales poco diferenciables en la práctica, 
en realidad los acusaba de haber seguido como fuente legítima los textos jurídicos 
de la época. Porque ; aun admitiendo que los marxistas ortodoxos habían estado 
realmente obsesionados con la idea de que la revolución burguesa había acaba- 


14. Cobban (1965), p. 125 (1968). La única referencia que hemos hallado a este autor en 
los dos volúmenes de las actas del referido coloquio es una nota a pie de página de la contribu- 
ción de Albert Soboul, p. 529, haciendo alusión al hecho de que algunos autores han cuestio- 
nado la «interpretación social» de la revolución de los historiadores franceses. 

15. Furet(1971), pp. 279-282. 

16. Furet (1978). La relativa escasez de trabajos sobre historia económica y social publi- 
cados en ocasión del bicentenario de la revolución constituye la mejor prueba de ello. La ma- 
yor parte de los autores recientes que han vuelto a tratar el problema de la abolición del feuda- 
lismo sienten la necesidad de refutar estas tesis. Véase Markoff (1996) y Ado (1996). 

17. Sobre la evolución del sentido de la palabra feudal durante el período revolucionario, 
véase Markoff (1996) (capítulo 9: «Words and Things: The French Revolutionnary Bourgeoi- 
sie Defines the Feudal Regime»); y Godechot, ed. (1971), IL pp. 500-503, 
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do con el feudalismo, no es menos cierto que mucho antes del surgimiento de esta 
or todoxia los legisladores de distintos países —en principio poco sospechosos de 
marxismo— habían creado el armazón jurídico necesario para que esta idea pu- 
diera ser proclamada y creíble. Combatiendo este discurso, Cobban y Furet creían 
combatir sobre todo el marxismo; pero en realidad estaban combatiendo la ten- 
dencia general de una visión simple del progreso, de la que de alguna manera 
también participaban los mismos Cobban y Furet cuando llegan a la conclusión 
de que los aspectos positivos y aprovechables de los cambios revolucionarios 
fueron obra de unas mentes lúcidas y privilegiadas.!* 

¿Qué podemos decir sobre Inglaterra? En el coloquio antes enunciado, el re- 
presentante de la historiografía inglesa, K. G. Davies, tituló su aportación «Vesti- 
gios del feudalismo en Inglaterra en los siglos xv! y XVII». Su trabajo empieza 
con una advertencia sobre el término feudal: «Aplicar el término feudal a la socie- 
dad y al gobierno inglés del siglo xVHL no ofrece ningún interés». A lo largo del 
trabajo, Davies ofrece un interesante análisis del vocabulario jurídico y en espe- 
cial de la obra de Blackstone. En concreto, analiza el capítulo titulado «Del siste- 
ma feudal» del volumen IV de los Commentaries on the laws of England publica- 
dos en la década de 1760. Davies sigue al jurista inglés e identifica copyhold con 


feudalismo: «Durante el tiempo que duró en Inglaterra la tenencia por copyhold 


es posible encontrar casos de supervivencias de costumbres que recuerdan la ser- 
vidumbre». Esta realidad justifica el título de su intervención y permite a Davies 
afirmar, al final de su artículo: «Con todo, es cierto que en la Inglaterra de los si- 
elos xvH y xvi (e incluso del siglo XIX) se encuentra lo que con toda razón po- 
dríamos llamar vestigios del feudalismo». De las consideraciones de Davies y, 
sobre todo, de las de Blackstone, pronto intuimos que en Inglaterra el derecho 
feudal puede a menudo usarse como sinónimo de derecho consuetudinario. 
Sería muy interesante reseguir algunos casos de observación cruzada: ingle- 
ses que comentan la realidad francesa; franceses que comentan la realidad in- 
glesa.2% Aquí nos centraremos en el vocabulario utilizado por los legisladores 


18. Sobre la importancia de las élites y las ideas en el proceso revolucionario, véase el es 
tudio introductorio de Furet y Halévi (1989), pp. LXVILLXXVL 

19. Davies, «Vestigios del feudalismo en Inglaterra en los siglos XVI y XVIlb», en Gode- 
chot, ed. (1971), pp. 94-101. La interpretación de Davies contrasta con la ofrecida, en el mis- 
mo volumen por M. Sokolova. Este contraste dia.lugar a un interesante debate (IL, pp. 500- 
504). Para Sokolova la abolición del feudalismo se había iniciado con las enclosures del siglo 
xv y había culminado en la revolución burguesa de mediados del siglo XVI. 5 

20. Un ejemplo emblemático es el de Edmund Burke, el cual, en sus famosas Reflexiones 
sobre la Revolución Francesa, escritas en 1790, confesaba que en sus visitas a Francia no ha- 
bía detectado que el régimen feudal francés fuera especialmente duro en este país y lamentaba 
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ingleses en sus colonias. Hace ya algunas décadas que el historiador Ranahit 
Guha resaltó el hecho de que los hombres que inspiraron y redactaron la ley del 
Permanent Setrlement, en Bengala, en 1793, habían leído atentamente a los fi- 
siócratas franceses y compartían sus ideas sobre la necesidad de vencer los 
obstáculos que la sociedad del Antiguo Régimen y el feudalismo ofrecían para el 
desarrollo agrario. Para Guha, las ideas provenientes de los fisiócratas franceses 
pusieron las bases para construir una organización neofeudal en la India. De 
modo qué «una forma típica de conocimiento pai sirvió para ajustar las re- 
laciones de poder en «una sociedad semifeudal».? 

“Sin contradecir a Guha, Edward P. Thompson halla en la ley de 1793 las 
huellas de la praxis inglesa. A través de una obra escrita en 1937 por su propio 
padre, Thompson recupera la voz de Charles Metcalfe, quien había visto en la 
Colonización Permanente de Bengala «el acto de opresión más extenso que ja- 
más se haya cometido en algún país, por medio del cual toda la propiedad terr1- 
torial del país había sido transferida de la clase de personas que tenían derecho a 

ella a un grupo de baboos, que han amasado su riqueza mediante el soborno y la 
corrupción». Para Metcalfe, lord Cornwallis, que había sido alabado como «el 
gran creador de la propiedad privada de la tierra en la India» había sido en reali- 
dad «el gr an creador de la propiedad privada de las rentas del Estado, y el gran 
destructor de la propiedad privada en la India, destruyendo cientos de miles de 
propictarios por cada uno que creaba gratuitamente». Metcalfe lamenta que los 
legisladores «deseando abogar por los derechos de la propiedad privada», apli- 
caran «ideas y sistemas ingleses en la India» y hubieran cometido la g gran injus- 
ticía de confundir a los cultivadores de este país, «pobres pero legítimos posee- 
dores hereditarios de la tierra», con los braceros de Inglaterra. Thompson va 
más allá en sus planteamientos. ¿Dónde se hallaba la contradicción? La misma 
insistencia de la common law inglesa en que «la naturaleza de la propiedad ... 
llevaba consigo disfrute exclusivo» había justificado «la desposesión de los 
commoners de Inglaterra» y había inspirado la colonización de Bengala. 
Thompson aporta algunos datos concretos muy sugerentes: el mismo lord Corn- 
wallis, en 1787, poco antes de zarpar para Bengala había vivido en sus propias 


que la Asamblea Nacional, al confiscar los bienes eclesiásticos, hubiera puesto en evidencia la 
fragilidad de la propiedad y, en consecuencia, animado a los campesinos a negarse al pago de 
sus rentas. Los dirigentes «enseñan al pueblo a aborrecer y rechazar toda vinculación feudal 
como un salvajismo de la tiranía, después les dicen qué grado de salvaje tiranía tienen que so- 
portar con paciencia». También es interesante observar el cambio de opinión de Arthur Young 
en sus Travels in France (1792); véase también Young (1793). 

21. Guha (1982), p. 6. Se trata de la introducción de la segunda edición del libro. 
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fincas, en Suffolk, la oposición de los cottagers a su plan de cercamiento y reor- 
ganización de las tierras.2 e 


Para nuestros propósitos, resulta extremadamente interesante constatar que la 


imposición de un sistema que ha podido ser llamado reofeudal y semifendal, con 
sus señores y campesinos, con su sistema de propiedad imperfecta. se inspirara en 


los principios teóricos de los fisiócratas franceses y sirviera para aplicar pragmá- 
ele los principios individualistas de la gentry inglesa del siglo xvi. El fe- 
nómeno revela que, en cualquier caso, se trataba de un feudalismo muy moderno. 

El caso de Bengala no fue único. Sabemos que a mediados del siglo Xi Co- 
rona británica actuó de forma parecida en otras partes de la India.23 Pero aún re- 
sulta más instructivo constatar que en estos mismos años los ingleses usaron el 
modelo de revolución jurídica francesa para legislar sobre: Í 


de la tie- 


recho romano y la definida en el derecho feudal; la primera era superior y necesa- 
ría para el desarrollo del capitalismo; la segunda, en cambio, era signo de atraso. 


22. Se basa para ello en un estudio de Edward J. Thompson, quien había escrito en 1937: 
«La usa época que vio cómo el campesino inglés era desposeído de sus tierras comunales 
vio cómo se convertía el campesino bengalí en un parásito en su propio país». Para este histo- 
riador, «la Colonización Permanente se hizo ante un conocimiento considerable de los hechos 
con el fin de imponer una tranquilidad duradera a estos asuntos de ingresos y derechos de pe. 
sesión de tierra; y la hicieron hombres que eran incapaces de concebir un sistema mejor que 
aquel bajo el cual disfrutaban de tanta felicidad los innumerables Tolpuddles de Inglaterra» 
Thompson (1995), p. 200. El caso de Mary Houghton, un proceso por espigueo había tenido 
hugar en las fincas de Cornwallis. Thompson (1991), (1993), pp. 163-167, 196. 

23 Por ejemplo, en Uttar Pradesh, donde, según Singh (1988), p. 242, el período colonial 
conoció dos fases, la de la Compañía Oriental de las Indias, que «conoció la emergencia de la 
noción de la tierra como propiedad privada», y la del gobierno de la Corona británica, en la 
que tuvo lugar una «restauración del feudalismo». 

24, Pomtfret (1930), pp. 46-47; Dowling (1989), pp. 53-54; William Dwyer Ferguson y 
Andrew Vance (1851). El estudio de estos dos autores había sido encargado en 1850 en el 
proceso de preparación de la futura ley. Véase también Dowling (1999), que HEprindica Do- 
wling (1989), mientras otros autores que habían escrito sobre el tema habían prácticamente ig- 
norado la Deasy's Act y habían considerado la Gladstone's Act de 1870 como punto de pi 
da del importante cambio social acaecido en la propiedad de la tierra irlandesa. Por ejemplo, 
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En esta línea de pensamiento, el tenant right (el derecho del colono a permanecer 


saba a ser considerado retrógrado y nefasto para el desarrollo económico. 

“Con la ley de 1860 no disminuyeron las tensiones sociales en Irlanda, como 
revelan las nuevas medidas legislativas de 1870. Este mismo año fueron presen- 
tados al Parlamento inglés unos interesantes informes Respecting the tenure of 
land in the several countries of Europe redactados en 1869.25 Se trata de una am- 
plia encuesta europea, cuyo objetivo era «obtener la máxima información res- 
pecto a las leyes de los diferentes países en Europa, para establecer qué puntos 
deberían estar en dichas leyes y costumbres para ser adoptadas en la ocupación 
de tierras en Irlanda, que es una cuestión muy importante...». En la Introducción 
se hacía referencia implícita al artículo tercero de la ley de 1860 cuando se apun- 
taba: «Hay que tener en cuenta que en Irlanda las relaciones entre landlord y te- 
nant están fundadas en el contrato expreso o implícito de las partes, y no en la fe- 
nure o servicio...». Este punto de partida condiciona las respuestas de los 
corresponsales. Nominalmente, es decir, jurídicamente, la libertad de los arren- 
datarios irlandeses era la misma que la de los arrendatarios de otros países en los 
que el feudalismo se consideraba abolido. El proceso de abolición del feudalis- 
mo era invocado por los corresponsales franceses y pruslanos. Pero estos mis- 
mos corresponsales consideraban que el malestar de los arrendatarios irlandeses 
—a pesar de su reciente libertad— se parecía mucho al de los antiguos siervos 
feudales del continente.26 

En este contexto, son muy interesantes las palabras introductorias de la nueva 
ley de 1870 de Gladstone: «en Irlanda, la gente en general no se ha hecho a la idea 
de la ocupación de la tierra por contrato ... y la antigua noción de apego a la tierra 
por parte del fenant, aunque su contrato hubiese acabado, está arraigada en la 
mente de la gente».?7 Es decir, había que apelar a las raíces históricas de los irlan- 


Solow (1971); Vaughan (1994). Estos libros, a su vez, han cambiado la interpretación tradicio- 
nal sobre la llamada Land War: más que una guerra de miseria podría haber sido una guerra de 
la prosperidad. 

25. Reports from Her Majesty' s Representatives respecting the Tenure of Land in the se- 
veral Countries of Europe: 1869, Presented in both Houses of Parliament by Command of Her 
Majesty, 1870, Londres, Harrison and Sons (C. 66 y €. 75), LXVIL 

26. 1bid.. parte 1, 72-73, 302-305. 

27. «In Ireland, the people have not generally enbraced the idea of the occupation of land 
by contract ... and the old Lish notion that some interest in the soil adheres to the tenant, even 
though his contract has expired, is everywhere rooted in the popular mind»; citado en Dowling 
(1999), p. 296. En el prefacio de Land Bill de 1870. Véase también Dowling (1989), pp. 53-61. 


50 TIERRAS, LEYES, HISTORIA 


deses, distintas de las de Inglaterra, por supuesto, y a su mentalidad arcaica, para 
admitir que finalmente eran aceptadas las reivindicaciones de los arrendatarios ir- 
landeses. Pero lo que parecía ignorar Gladstone, y lo que hoy sabemos, es que el 
triunto de los colonos irlandeses era seguido con muchísimo interés por los sindi- 
catos y organizaciones de arrendatarios agrarios en Inglaterra y en el continente, 
que luchaban por conseguir una indemnización por las mejoras realizadas en les 
fincas. La cuestión había aparecido en el primer borrador de la ley de 1860, aun- 
que había sido aparcada.? ¿Fin del feudalismo, pues, o inicio de una nueva etapa 
en lá historia de la propiedad? Más adelante incidiremos sobre esta cuestión. 
Antes de abandonar nuestra reflexión sobre los usos y abusos en torno a la 
palabra feudal, nos interesa rescatar la idea básica subyacente en muchos estu- 
dios históricos que se habían interesado por los procesos de abolición del feu- 
dalismo. La mayoría de los historiadores no había utilizado esta expresión como 
artilugio jurídico sino como una forma de indagar si los campesinos habían me- 
jorado su estatus social y económico. Más allá del posible abuso de la palabra 
feudal, queremos reivindicar aquí cualquier esfuerzo realizado en esta dirección. 
Desgraciadamente, la palabra crecimiento económico ha pasado a definir sim- 
plemente un promedio aritmético y, en cambio, no disponemos de una expresión 
lo bastante elocuente para expresar algo así como el «índice de distribución de la 
renta de un país». Sugerimos que una teoría amplia de los derechos de propiedad, 
basada en la pluralidad y la mutabilidad de estos derechos, permitiría el análisis 
de este fenómeno, cuya relevancia teórica es cada vez más evidente, a la vez que 
facilitaría la conexión entre las preocupaciones de muchos de los historiadores 
que se han interesado por los procesos de abolición del feudalismo con las in- 


quietudes de los historiadores ingleses preocupados por los efectos sociales de 
las enclosures. 


La REVISIÓN DE LOS MODELOS INGLÉS Y FRANCÉS 


Aunque no sea el momento de presentar un estado de la cuestión sobre la histo- 
ría agraria de la Europa occidental, sí podemos señalar que en las últimas décadas 
se ha avanzado mucho en la comparación de las sociedades agrarias de la Europa 
occidental y, en concreto, en la comparación entre Francia e Inglaterra. Gerard 


28. Dowling (1989), p. 55; Dowling (1999), pp. 281-290. 
29. Quedan lejos los tiempos del diálogo de sordos entre un Seebohm interesado por las 
enclosures del continente y un Fustel de Coulanges empeñado en negar la evidencia de los co- 
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Béaur, en una síntesis encaminada a esclarecer las principales diferencias entre la 
evolución de las sociedades rurales francesa e inglesa durante la época moderna, 
partiendo de la existencia en ambas sociedades de la propiedad dividida —domi- 
nio directo de los señores y dominio útil de los campesinos, constata que «en 
Francia el dominio directo había perdido vitalidad» ya antes de 1789 y que, en 
cambio, en Gran Bretaña el derecho de propiedad de la aristocracia había triunfa- 
do sobre el derecho del tenancier. Pero en el mismo texto, al tomar nota de las in- 
vestigaciones sobre las clases sociales en ambos países, Béaur se pregunta sí no 
habremos exagerado las diferencias entre las sociedades inglesa y francesa del sl- 
elo xvi. La historiografía francesa habría quizás exagerado la presencia de cam- 
pesinos autosuficientes en Francia y habría infravalorado el número de pequeñísi- 
mos propietarios que podían compararse fácilmente a los cottagers ingleses. En 
Inglaterra, en cambio, se habría exagerado el proceso de desaparición de los yeo- 
men;30 y entre los veomen, desaparecidos O no, se hallaban muchos copyholder. En 
un reciente trabajo, Turner y Beckett llegan a la conclusión de que el número de los 
leasehold y los copyhold era aún bastante importante en el siglo xvi en algunas 
áreas. Para ellos, esta constatación obliga a revisar «la idea tradicional de que la 
clase de los yeomen, es decir, de independientes y propietarios ocupadores, dieron 
paso a una estructura de clases moderna de landlords y tenants»%' 

En mi opinión, los estudios de historia comparada de Francia, Inglaterra o de 
cualquier otro país serían mucho más fructíferos si consiguiéramos entre todos 
abandonar las concepciones excesivamente simples de la propiedad. Considero 
especialmente simple, a pesar de su éxito, cualquier concepción basada en la idea 
de un tipo de propiedad superior; ya se trate de la propiedad individual —frente a 
la comunal, ya se trate de la propiedad absoluta —+frente a la propiedad dividi- 
da—. Porque esta idea de superioridad impide al analista observar de un modo 
neutral el proceso de implantación del nuevo tipo de propiedad. Así, en el caso 
inglés, el triunfo definitivo de la propiedad individual ha sido presentado como 


munales en la historia rural francesa; Bloch (1979). Los historiadores franceses hoy confirman 
la supervivencia de los usos y derechos colectivos, en la práctica pero también en la doctrina 
jurídica, después de la Revolución francesa; Vivier (199), Patault (1983), (1989). 

30. Béaur (1999), p. 11: «Como cada vez está más admitido que la agricultura de subsis- 
tencias es un mito, resulta que habría muy pocos “paysans” en Inglaterra, y no muchos más en 
Francia. En estas condiciones la comparación puede resultar seriamente sesgada. Si elimina- 
mos la propiedad de los pequeños y los grandes, la “paysanneric” francesa no corre el riesgo, 
ella también, de desaparecer?» Es una clara alusión al artículo de Habbakuk (1965). Véase 
Congost (2003). 

31. Tumer y Beckett (1998), p. 109. 
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el triunfo de la propiedad eficiente por excelencia. Durante décadas, historiado- 
res conservadores e historiadores marxistas habían coincidido en la idea de que 
las enclosures y las grandes explotaciones eran la causa directa del crecimiento 
de la productividad. Pero las investigaciones realizadas en los últimos años en 
Inglaterra y en Francia por algunos historiadores cuestionan seriamente la aso- 
ciación entre enclosures y eficacia económica en la misma Inglaterra, y obligan a 


relativizar la importancia del fenómeno de las enclosures en el crecimiento de la 4 


productividad agraria.%2 Si dejamos de observar el problema de los comunales 
como un problema de eficiencia económica, el fin de los usos comunales conlle- 
va momentos de ruptura social que no pueden pasar desapercibidos.33 
En el caso francés, el triunfo efectivo y real de la propiedad perfecta y abso- 
luta se halla seriamente en entredicho por la práctica jurídica y la jurisprudencia 
francesas durante todo el siglo xIx. De hecho, el artículo 544 del Code civil, al 
definir la propiedad como la manera «más absoluta» de disponer de las cosas 
anunciaba ya su carácter relativo y, en consecuencia, el carácter mítico e impo- 
sible de la propiedad absoluta. Hoy muchos juristas e historiadores del derecho 
han asumido el carácter transitorio de la cultura jurídica de la propiedad-mate- 
ria, que coexistió durante todo el siglo XIx con la cultura jurídica tradicional, 
con el derecho común, que se hacía visible en las prácticas cotidianas y era res- 
petada en los tribunales.* De todas formas, el impacto de la Revolución france- 
sa fue indiscutible por lo que respecta a la desaparición de un tipo concreto de 
rentas de la tierra, las rentas consideradas feudales. Pero ¿Se trataba de un proce- 
so absolutamente necesario para el desarrollo del mercado y de las fuerzas capi- 
talistas? Sabemos, por ejemplo, que durante el debate seguido en el Conseil 
d'État en torno al artículo 530 del Code civil —relativo a las rentas perpetuas— 
surgieron muchas dudas y hubo muchas vacilaciones. Algunos participantes en 


32. McCloskey (1975), (1989); Allen (1992); Neeson (1993). En Francia, Meuvret 
(1971); Grantham (1980). 

33. La constatación de que el proceso de «cerramiento de fincas» también se dio en al gu- 
nas áreas de la Europa mediterránea refuerza esta idea, en la medida en que pone de manifies- 
to que el interés que movía a los propietarios a «cerrar sus terrenos» no era tanto el aumento de 
la productividad, sino el aumento de las rentas que podían percibir con esta acción. Véase, 
para el caso catalán, Bosch, Congost y Gifre (1997), Congost (1999). Este último artículo se 
corresponde con el capítulo 7 de este libro 

34. Patault (1981) habla del «esfuerzo tenaz de la Cour de Cassation para hacer subsistir 
las propiedades simultáneas del contrato enfitéutico, a pesar de la fuerte reprobación de la doc- 
trina». De hecho, para esta autora y para muchos juristas franceses, el principio de la propie- 
dad corporal, es decir, de la propiedad absoluta, sólo ha sido vigente en Francia durante un si- 
glo y medio. Véase también Comby (1991). 
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la discusión argumentaron que, en el pasado, estas cesiones pesto de hen 

habían permitido poner en cultivo grandes extensiones; en cambia, los cias 

rios.de la propiedad absoluta no utilizaron el argumento de la superioridad eco- 
2mica.35 

A lado, el enfoque institucionalistá, basado en la teorí a de los detectas 

de propiedad, ha llevado a algunos de sus representantes, como a ent des 

senthal, a:conclusiones no demasiado lejanas a las que en general habían llegado 


E los- historiadores que habían defendido la importancia —y la necesidad— de la 


abolición de los derechos feudales. Rosenthal considera que la existencia del ño: 
minio directo promovía la litigación y elevaba por lo tanto lOs costes de cualquier 
empresa, como el regadío, favorable al crecimiento económico. Pero con a ar 
gumentos Rosenthal parece asumir que el uso del agua en apraleda se Es a su- 
¡elo a un sistema simple de derechos, y sabemos que no era éste El caso.” , 
Pero, desde un punto de vista estrictamente Esórico: ¿qQes más coherente e 
fender que el proceso revolucionario significó una violación de Los derechos z 
propiédad? Ésta era la visión de Edmund Burke en 1790 0 Arthur E E 
1793, y es la visión de algunos historiadores que han en Emese e 
Por otra parte, en Francia, a diferencia de Meter la ción SS a 
usos. y derechos comunales. Ahora bien, más allá de lAs: qores ¿es que E i 7 
cisiones que los legisladores tomaron durante la Or pueden ser ana ne 
das al margen de las reivindicaciones y actuaciones de los diversos grupos socia- 
les franceses? John Markoff ha recuperado ec. el protagonismo A 
campesinos franceses en el proceso revolucionario. Y sus a Í 
coincidido con algunos estudios que consideran que los derechos feudales su 
puestamente abolidos hacía tiempo que eran cuestionados y que muchos de pos 
habían dejado de ser satisfechos.*% Como hemos Aneicado antes, ad dd 
riadores que se habían interesado por el tema de la abonción del O o e 
habían hecho sólo porque buscaran la clave del crecimiento económico francés; 


35. Un resumen del debate en Chenon (1881), p. 142. Véase también Patault (1989), 
.258. Y el capítulo 4 de este libro. o ¡ 

p 36 a (1992) considera que en Inglaterra los derechos de los ono AO 
nto sobre los campesinos y este triunfo claro (y, en consecuencia, la no litigación) E 
facilitado el desarrollo económico inglés. Sobre la complejidad de los derechos de propie 
sobre el agua en Inglaterra, véase Getzler (1996), pp. 650-654. E 

37. Burke (1790), Young (1793), pp. 34-51: Aftalion (1987). 

38. Grantham (1980); Patault (1983); Hoffman (1996); Vivier (1998). 

4 koff (1996), capítulo 3. ] 

e E por ejemplo, Chenon (1881), Vicomte d'Avenel (1894); más recientemente, 

Chianéa (1969); Aubin (1981), (1990); Maillard (1998). 
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muchos de ellos se habían interesado por el fenómeno porque habían concebido 
la liberación de las cargas feudales como una especie de reforma agraria, y un 
cambio sensible en la distribución de la renta. 


ESTRUCTURA DE CLASES Y DERECHOS DE PROPIEDAD. 
UN DIÁLOGO NECESARIO 


Llegados a este punto, se impone una reflexión sobre los diversos enfoques 
teóricos. No tendría demasiado sentido que ahora nos entretuviéramos en rese- 
guir el famoso debate sobre «la transición del feudalismo al capitalismo». Puede 
ser más útil, en cambio, dedicar alguna atención a dos de las posiciones que en su 
momento fueron innovadoras, porque parecían liberarse de los grandes modelos 
mecanicistas que habían precedido las grandes interpretaciones y Que, aunque 
formuladas en marcos ideológicos distintos, tenían bastantes puntos en común. 
Me refiero, por un lado, al artículo de Robert Brenner publicado en 1976, y por 
otro, al libro de North y Thomas publicado en 1973.41 Ambas propuestas, como 
muchos trabajos anteriores, aspiraban a explicar el progresivo triunfo de las fuer- 
zas capitalistas y del crecimiento económico, y también coincidían en la vieja 
idea de la superioridad del modelo de desarrollo económico inglés. Su novedad 
partía de su interés por profundizar en el análisis interno de las sociedades. La te- 
sis central de Brenner pone énfasis en los conflictos de clase de la baja Edad Me- 
dia y en la estructura de clases resultante de estos enfrentamientos. En Inglaterra 
a diferencia de Francia, el proceso de desposesión de los campesinos había ce 
eva nueva estructura de clases basada en la combinación propietario-arrenda- 
tario capitalista-jornalero asalariado. Por su parte, North y Thomas defienden la 
idea de que la clave del crecimiento económico a largo plazo se hallaba en el pro- 
ceso de definición y reforzamiento de los derechos de propiedad. 

Aunque partiendo de posiciones ideológicas opuestas, las tesis de Brenner y 
las de North y Thomas adolecen de a posteriorismo: puesto que el crecimiento 
económico inglés había sido superior... y puesto que es necesario un eficiente 
sistema de organización —ya sea en términos de clase o de derechos de propie- 
dad— para que se dé un crecimiento económico sostenido, el sistema inglés ha- 
bía tenido que ser mejor que el del resto de los países europeos. En realidad, am- 
bas” interpretaciones constituyen un espléndido ejemplo de la influencia de la 


41. Brenner (1976). 
42. North y Thomas (1976). 
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visión lineal en el análisis histórico. Brenner aplica a la Francia moderna —y a 
la mayoría de los países europeos— la dicotomía señores-campesinos propia 
de la baja Edad Media; North y Thomas parten de la presunción de que la idea de 
propiedad en el siglo XVII era la misma que en los tiempos contemporáneos. 
Obviamente la revisión del modelo de crecimiento inglés exige la revisión de 
las tesis que se habían basado en este modelo. ¿Significa esta consideración que 
debemos abandonar el análisis de las estructuras de clase o delos derechos de pro- 
piedad? “Evidentemente no, pero sí que debemos convertirlos en conceptos más 
útiles para el análisis histórico. Lo que aquí í defiendo es la necesidad de renunciara 
hallar una ley capaz de explicar a largo plazo el desarrollo de las formas de propie- 
dag* y también la renuncia auna teoría de desarrollo histórico a largo plazo capaz 
de explicar cuándo, cómo y por qué aparecieron determinados grupos sociales y 
desaparecieron otros. Es decir, reivindico el corto plazo, de dimensiones humanas, 
para analizar, simultáneamente, las estrategias, las clases y las mutaciones de los 
derechos de propiedad. Simultáneamente, porque el análisis histórico de las clases 
sociales —las reales, no las preconcebidas— exige tener en cuenta todos los dere- 
chos. llamémoslos o no derechos de propiedad, y porque el análisis histórico —es 
decir, concreto— de todos los derechos exige tener en cuenta las diferentes clases 
sociales. No estamos sugiriendo una línea de causa simple. A menudo el análisis 
histórico de los derechos no reflejará realidades de clase tan simples y nítidas como 
habíamos supuesto, y habremos de describir detalladamente las realidades descu- 
biertas. A veces descubriremos rupturas radicales en el comportamiento de los 
hombres que nos traerán nuevos quebraderos de cabeza.** En esta posibilidad de 
ser sorprendidos radica, en realidad, el potencial analítico del nuevo enfoque. 
Vamos a insistir en las posibilidades de un enfoque combinado. Hemos ad- 
vertido antes que el uso de ciertos nombres y adjetivos —feudal, capitalista, bur- 


43. Recientemente ha expuesto la necesidad de abandonar esta pretensión Barrere 
(2001), p. 31: «il faut renoncer á toute loi a priori de developpement des formes de propriété 
en tres longue periode». 

44. Steiner (1994), p. 264, la «theory of magic dates», expresión que dice haber tomado 
prestada de Nicolaus Tideman: «The theory goes like this. Prior to a magic date, landowners, 
like any other right-holders, are empowered to enter into longer-or shorter-term agreements 
for the joint protection of their rights by an agency whom they autorize. But after a magic date, 
these powers are inexplicably truncated and all such arrangements musf be ones which are bin- 
ding in perpetuity, L.e. which are irrevocable by all landowners and their successors ... There 
is, on this theory, a fundamental moral asymmetry between the conditions for conjoining a 
piece of territory with others into a legal jurisdiction and the conditions for disjoining is from 
them». Pienso, como Steiner, que aunque incompleta (no explica el porqué de lo sucedido) se 
trata de una reflexión bastante útil para el enfoque correcto del problema. 


56 TIERRAS, LEYES, HISTORIA 


gués, incluso campesino— esconde a menudo una determinada visión del des- 
arrollo histórico. Y como hemos visto, puede haber formas muy módémaás de 
feudalismo.45 A la luz de otras posibles vías de desarrollo, me parece útil pregún- 
Larse si algunos ejemplos del siglo xv de lo que ha sido tradicionalmente visto 
coño reacción señorial podrían también ser catalogados como temprañás mani- 


festaciones de capitalismo agrario. Un ejercicio de este tipo, siM'embárgo, no 


tendría demasiado sentido si no va acompañado de un cambio en la percepción 


del desarrollo histórico. Este cambio será más fácil de realizar con la ayuda de al- 
gunos trabajos de historiadores neoinstitucionalistas que, cada vez más sensibles 
a los cambios graduales y progresivos en los derechos de propiedad, han mostra- 
do de manera reiterativa los problemas inherentes al ejercicio de los derechos de 
propiedad, al insistir en la inseguridad, la incertidumbre, la violencia, los costes 
de transacción y la información asimétrica que pueden condicionar los procesos 
de definición y redefinición de los derechos de propiedad 17 
Pero a menudo en estos estudios aún persiste una visión predeterminada e 
ideal de los derechos de propiedad. Los derechos se hallan mal definidos en la 
medida en que no se corresponden al ideal de propiedad. El Estado viola los de- 
rechos de propiedad en la medida en que no protege suficientemente estos dere- 
chos. Pero en la medida en que se han ido derrumbando los mitos que habían en- 
cumbrado unos derechos de propiedad eficientes, es decir, indiscutibles, es fácil 
redescubrir que muchas situaciones catalogadas como de indefinición de los de- 
rechos de propiedad revelan en realidad diferentes usos y diferentes derechos de 
propiedad. En mi opinión, si alguna cosa ponen de manifiesto los autores neoins- 
titucionalistas, tal vez a su pesar, es la necesidad de profundizar en el estudio de 
las relaciones sociales, y entre ellas, evidentemente, las relaciones de clase. Si se 
deciden a colaborar en esta empresa, les pueden resultar muy útiles los plantea- 
mientos de autores como E. P. Thompson y James C. Scott que han logrado fle- 
xibilizar el análisis de las relaciones sociales, y de las clases, y han puesto énfasis 
en las formas de intervención y actuación de las clases amenazadas por los pro- 


45. En Escocia, en realidad, el feudalismo no ha sido formalmente abolido hasta el 2000, 
año en que el Parlamento escócés votó la Abolition of Féudal Téñiwe AF (con efectos en 
2004). Véase MacQueen (2003). Agradezco a Alexander Orani ésta referencia. 07 

46. Enel caso francés, los Cahiers de doléances parecen aportar muchas pistas en esta di- 
rección. A menudo las comunidades se quejan de cambios recientes, realizados Por sus con- 
temporáneos, Ado (1996), p. 47, cita un estudío de S. D. Skazkine, publicado en 1926, en ruso, 
que parece ir en una línea similar. La idea también se halla presente, aunque de una forma me- 
nos explícita, en Aubin (1981). Hace ya algunos años Appleby (1975) llevó a cabo un ejercicio 
similar, si bien invirtiendo los términos del debate. 

47. Por ejemplo, Barzel (1989); Libecap (1989); Drobak y Nye, eds. (1997). 
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cesos de redefinición de los derechos de propiedad.*8 Para afrontar el tema del 
análisis de los derechos de propiedad de un modo científicamente Anas hay 
que partir de una concepción amplia y plural de estos dEecnOS: Sc a 
tarse, en cada momento, en cada espacio: ¿qué derechos se ejercían?, ¿qué dere- 
chos eran contestados?, ¿qué derechos eran reivindicados? y, en los.tres casos, 
¿por quién? Hay que enmarcar estos derechos en US QUIEnO concreto: un dond 
jurídico, unas reglas de justicia, una manera de eludir ena reglas, una manera de 
cambiarlas. Algunos cambios en los derechos de propiedad, que antes se supo- 
nían necesarios para el crecimiento económico, ahora pueden ser vistos ante toño 
como actitudes determinadas por intereses privados y concretos que, aunar sn 
ocasionar necesariamente un aumento de la prodúctividad, pueden influir decisi- 
vamente en la redistribución de las rentas. El nuevo enfoque comporta, pues, un 
cambio radical respecto del punto de vista tradicional, en el que el acaois y el 
crecimiento económicos han sido condicionados a una correcía acnición de los 
derechos de propiedad. Va en la misma dirección que las Ae RnciaS de pa 
ya Sen sobre la necesidad de incorporar el estudio del ines ses deci e 
la red social de derechos de propiedad de una sociedad— en el análisis y la diag- 
1 re y la pobreza.50 
al nuestras esperanzas de diálogo a partir del ejemplo de dos 
fenómenos reiteradamente presentes en las investi Saciones de de histo- 
riadores neoinstitucionalistas: la importancia de la violencia y de un Rusia! 3 
ceso a la información en los procesos de implementación de derechos pen ape: 
dad. Aunque para algunos neoinstitucionalistas el fenómeno de la eE 
tiene interés en relación a los costes de transacción Eenerados, nORomOS a 
mos la hipótesis, basada en una larga tradición de EStUiios de historia E a 
que tras las actitudes violentas no sólo se están definiendo, sino que se están de Í- 
miendo derechos de propiedad entre distintos grupos sociales, entre clases socia- 


les. Desde una perspectiva plural de los derechos de propiedad la violencia pue- 


lació resi ia a la 
de significar, además de costes, expropiación o, muy a menudo, ncla 


48. Como muestra, nos limitaremos a citar los trabajos recopilados en e ( pee dl 
En «La economía moral revisitada» Thompson reflexiona sobre los diferentes Med a a de 
presión «economía moral» por los historiadores a partir de su primera propuesta: E E 
usos destaca el de Scott (1976 ). El estudio de Ensminger ( 17 E) AQUíE el caso E Orma cons 
tuye un buen ejemplo de las posibilidades de diálogo entre las diferentes escuelas. 

49. Véase Getzler (1996), p. 657. 

e os violencia ha sido estudiado, por ejemplo, por Umbeck (1981); y Alston, 


Libecap y Mueller (1997). 
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expropiación, que no es lo mismo que resistencia al cambio histórico 0 al creci- 
miento económico, como a menudo se ha supuesto. Así, la violencia en los” pro- 
cesos de las enclosures revela diferentes puntos de vista sobre posiciones, sobre 
intrusiones, en realidad, sobre diferentes derechos de propiedad. 

Respecto al tema nuevo de la información, algunos historiadores han demos- 
trado el potencial analítico de esta noción en los estudios históricos, % pero gene- 
ralmente no la han aplicado en términos de clase. Ahora bien, el carácter asimé- 
trico de la información, ¿no es también a menudo un reflejo del clasismo de una 
sociedad? No cabe duda, por ejemplo, de que en los países de derecho escrito las 
diferencias entre alfabetizados y analfabetos son indicadoras de situaciones so- 
ciales bien diferenciadas, aunque esto no signifique que, históricamente, los 
analfabetos no tuvieran sus propios bancos de información. La perspectiva plural 
de los derechos de propiedad invita a considerar diferentes tipos de información 
y, sobre todo, (diferentes usos sociales de la información. La importancia de los 
diferentes usos sociales de la información, combinados con formas larvadas de 
violencia, en el dinamismo de los derechos de propiedad queda claramente refle- 
jada en aquellas regiones donde han podido ser documentadas algunas prácticas 
del tipo mauvais gré.5 

Pero el gran cambio del historiador consiste, en mi opinión, en integrar el es- 
tudio del conjunto de prácticas y de armas cotidianas —de los débiles, pero tam- 
bién de los no tan débiles y de los más fuertes—% en el análisis de regiones apa- 
rentemente tranquilas en las que, sin embargo, la mirada a largo plazo revela 
transformaciones profundas en la definición de los grupos sociales. A continua- 
ción esperamos demostrar cómo, al menos en Cataluña, el declive de los dere- 
chos señoriales —y el paralelo auge, en el siglo xvin, de un poderoso grupo de 
enftteutas Casi-propietarios, muchos de ellos descendientes de antiguos SICrvOS, 
de remensas— pudo ser el resultado de una persistente ocultación, en los regis- 
tros notariales, de información relativa a los señores directos.3 Y. en realidad, 

algunas investigaciones han hecho notar el papel importante desempeñado por 
los notarios en el control de la información sobre algunos aspectos clave en el 
ejercicio de los derechos de propiedad. Este tipo de investigaciones, sin embar- 


52. Véase, por ejemplo, Hoffman, Postel-Vinay y Rosenthal (1999, 2000). 

33. Sobre elomauvais gré, véase el capítulo 4 de este libro. 

34. La importancia de las armas de los débiles, estiidiada por Scott, en el estudio del cam- 
pesinado del sudeste asiático sugiere la necesidad de extender el uso de armas parecidas por 
todos los grupos sociales. 

55. Véase el capítulo 5 de este libro. 

56. Véase Hoffman, Postel-Vinay y Rosenthal (1998). 
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go, pueden resultar poco útiles si al mismo tiempo no conocemos las Ep 
des sociales de los notarios. Así, la estrategia desarrollada por los notarios catala- 
nes durante el siglo XVII en el téma de los derechos señoriales sólo puede ser 
comprendida a la luz de su identificación con los intereses de la pujante clase de 
los hacendados enfiteutas: es precisamente este poder el que nos ha hecho sospe- 
char de la ¡gnor: ancia delos notarios. Pero esta nueva clase social sólo puede ma- 
terializarse ante nuestros ojos si abandonamos los estereotipos de clases sociales 
y aceptamos la idea de que los derechos de propiedad hañ podido sufrir una lenta 
pero profunda transformación durante la Edad Moderna.” 


La PROPIEDAD, ¿PARA QUÉ? 
SOBRE LAS DIFERENTES FORMAS DE SER PROPIETARIO 


El análisis de los derechos de propiedad desde una perspectiva ADIGItO y plu- 
ral concede una especial importancia a algunos procesos que ena 
han sido silenciados en la historiografía. En general, hay un gran vacío Mets 
riográfico en torno a la conversión de los censatarios —enfiteutas en el bid 
te, copyholders en Inglaterra— en propietarios. Durante años AOS estúdiado 
cómo se llevó a cabo este proceso en Cataluña. Nuestros estudios ponen en evi- 
dencia formas de lucha y de resistencia pasiva y silenciosa que pudieron desem- 
peñar un papel importante tanto en el fin de los derechos sencnioS en Europe 
como en el triunfo de un nuevo concepto de propiedad —ta propiedad cono ed 
ción social— a finales del siglo x1x. Formas de lucha que pensamos que también 
pueden ser útiles para comprender procesos de carácter violento como la quema 
de títulos feudales durante la Revolución francesa o la lucha por el tenant right 
irlandés durante la segunda mitad del siglo x1x. Vamos a verlo. 


] celfi os derechos señori en Cataluña 
a) Un estudio de caso: el fin de los derechos seño! tales en Ca 


Para un historiador interesado en el análisis de los derechos de propiedad, Ca- 
taluña ofrece el atractivo de ser una región que no encaja en los tópicos más co- 
munes de la historiografía europea. Fue una de las zonas donde el desarrollo de la 


57. Sobre el papel de la información en el fin de los derechos señoriales, véase el capítu- 
lo 5 de este libro. Sobre las transformaciones de los grupos sociales en la Cataluña rural mo- 
derna, Congost y Gifre (2003). Sobre la aparición de la clase emergente de los hacendados, 


procedente de los propietarios útiles, Congost (1997). 
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agricultura durante el siglo xvi fue indiscutible, pero de ninguna manera se trata 
de un desarrollo a la inglesa, ya que dominaban las explotaciones familiares. 38 
Fue también la región española donde más ardientemente se defendió la división 
de dominios durante el proceso de codificación del siglo XIX. Esta Persistencia: de 


la propiedad dividida durante el siglo xix señala el principal contraste con la ri rea- 
lidad francesa. : 


La relación entre un señor útil y un señor directo catal anes pasaba por el con- 
trato enfitéutico, de carácter perpetuo. La pensión anual que el enfitéuta pagaba 
al señor era el censo. La cantidad g que el enfiteuta había de pagár en concepto de 
laudemio al señor (en caso de transacción de la finca) variaba entre un tercio y 
una décima parte del valor que figuraba en la escritura de compraventa. El señor 
directo podía también ejercer el derecho de fadiga, y así recuperar el dominio 
útil, pagando la misma cantidad ofrecida al vendedor. Pero no parece que este 
derecho fuera muy practicado en la Edad Moderna. e 

Tal vez lo más peculiar del régimen jurídico de Cataluña era la subenfiteusis. 
Mediante este contrato, un enfiteuta podía ceder la tierra poseída en enfiteusis a | 
un tercero. Esta práctica era conocida —- y reconocida por las leyes— desde la 
Edad Media, pero; registró su mayor auge durante el siglo XvIK, coincidiendo con 
un período de gran expansión del individualismo agrano liderado por los señores 
útiles.59 La enfiteusis se convirtió en la forma usual de colonizar las tierras en un 
siglo de gran crecimiento demográfico y de hambre de tierras. En particular, la 
expansión de la viña fue posible gracias a la difusión de Una variante de este con- 

trato, conocida como la rabassa mortá.% 

“¿Cómo se convirtieron los señores útiles en propietarios plenos y cómo afectó 
este proceso a los contratos subenfitéuticos? Plantear esta cuestión significa plan- 
tear el problema de la redención de los censos. Y plantear este problema exige, an- 
tes que nada, distinguir entre censos eclesiásticos ¡Y censos laicos. Los primeros 
estuvieron Os a las] leyes de la desamortización, esto es, al conjunto de medi- 


' 58. Brenner (1976) había destacado la posible excepcionalidad del caso catalán. Se basa- 
a para ello en las investigaciones de Jaume Vicens Vives, de los años cincuenta, que había in- 
po el carácter inequívoco de la victoria campesina en las guerras remensas de finales 
e el sig E Pocos años después Eva Serra (1980) cuestionó esta visión optimista. Desde en- 
o e tema de la diferenciación social campesina ha sido un tema bastante recurrente entre 
a e de la Edad Moderna, lo que ha repercutido en el abandono progresivo de la 
omía reduccionista señores-campesinos. Par. 
E S z a un estado reciente de la 
es cuestión, Congost, 
59. Sobre un total de 30.000 contratos enfiténticos firmados entre 1768 y_1862 en la re- 
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das liberales que dispusieron, primero, que el Estado se apropiase de la propiedad 
eclesiástica —ya sea de las fincas poseídas en plena propiedad, ya séa del dominio 
S decir, delós censos — y después que el Estado se deshiciera de ella; en 
de los censos, mediante la redención o la venta. Para redimirse, el enfiteuta 
tenía que pagar una cantidad alséñordirecto; en el caso de los censos eclesiásticos, 

el enfiteuta tenía que pagar esta cantidad al Estado oa quien hubiera comprado sus 
r só! Aunque hay muchos estudios sobre el proceso de desamortización, 

hay pocos sobre la desamortización de censos. Pero el vacío bibliográfico es mu- 
cho mayor en el caso de las vicisitudes de los censos laicos.é? 

A diferencia de lo que se suele creer, las primeras leyes sobre redención de 
censos deben situarse en el Antiguo Régimen, miúcho antes de la llamada revolu- 
ción liberal; una medida de 1799; claramente destavorable a los señores directos, 
fue matizada por una real cédula en 1805. Las leyes liberales dé 1823 y 1837 se li- 
mitaron a ratificar estas disposiciones. Pero todo parece indicar que fueron muy 
pocos | los enfiteutas de señores laicós que se acogieron a ellas.“ El Códi go civil de 
1889 reconoció los derechos de los dueños directos y se limitó a anunciar una ley 
especial de redención de censos que debería regir en las regiones más afectadas 
por el problema y que en Cataluña no sería aprobada hasta 1945. Esta ley permitió 
alos enfiteutas redimir sus censos capitalizando el valor de la pensión al 3 por 100 
y añadiendo a esta cantidad el valor de dos laudemios. Pero todo parece indicar 
que tampoco esta ley tuvo demasiado impacto y, finalmente, la enorme cantidad 
de censos presentes en el Registro de la Propiedad 1 determinó al Parlamento cata- 
lána aprobar 1 una nueva ley de censos, en 1990. La novedad, respecto a las leyes 
anteriores, era que los señores directos podían exigir, enel plazo de cinco años, la 
redención a sus  enfiteutas. Y sólo enel caso de que renunciaran a ejercer a este de- 
recho. los. censos podrían ser cancelados en los libros del Registro de la Pr opiedad. 

“Esta realidad plantea algunos problemas de interpretación historiográfica. 
Mayoritariamente, los historiadores españoles habíamos concebido el proceso 
de redención de censos como una operación favorable para los enfiteutas y, en 


61. Este vacío fue puesto de relieve por Díez Espinosa (1990). Véase también el número 
monográfico de Estudis d' História Agrária (1986)-dedicado a esta cuestión. 

62. Hay alguna excepción, como el libroíde Baz (1996) sobre los foros de la casa de Alba 
en Galici ¡falta de interés de lós historiadorés éontrasta con la intensidad de los debates 
sobre la cuestión en Galicia y Cataluña a finales del siglo xIX y comienzos del siglo Xx. Para 
Galicia, véase Duran (1977) y para Cataluña, Congost (1998). 

63. En tanto que el proceso de redención de censos eclesiásticos siguió su propio camino, 
los estudios realizados hasta ahora confirman también la idea de un escaso impacto de las su- 
cesivas medidas de redención sobre estos censos, al menos en la etapa anterior a la ley de 
1855. Trato extensamente este tema en el capítulo 6 de este libro. 
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general, para los campesinos, y el triunfo de un nuevo concepto de propiedad, la 
propiedad burguesa, contrapuesta a una propiedad feudal. La pervivencia de los 
censos era vista, en esta línea de interpretación, como una supervivencia feu- 
dal. Sin embargo, mis investigaciones llevan a pensar que la clave de la expli- 
cación de la supervivencia de los censos puede hallarse pre ecisamente en las acti- 
tudes claramente subversivas —y por tanto antifeudales— 


- que los enfiteutas 
catalanes habían protagonizado durante el Antiguo Régimen Contra sus señores 
directos. Esta lucha se caracterizó por su carácter silencioso. Y para llevarla a 
cabo los enfiteutas catalanes, algunos de ellos poderosos, habían necesitado la 
ayuda y la complicidad de los notarios. La forma más habitual era la de negar co- 
nocer la identidad del señor directo en las escrituras notariales que podían gene- 
rar laudemio. En consecuencia, muchos enfiteutas cuyas familias habían seguido 
esta pr áctica desde mediados del's 


glo XVI O incluso con anterioridad, y habían 
conseguido de este modo actuar como propietarios auténticos y plenos de sus 
fincas, debieron percibir como una amenaza las disposiciones liberales relativas 
a la redención de los censos, ya que condicionaban el reconocimiento de su pro- 
piedad al pago de unas cantidades que sin duda consideraban abusivas. Es decir, 
a mediados del siglo xx muchos enfiteutas se sintieron perseguidos por. el Esta- 
do liberal, o por los nuevos señores que habían adquirido de este Estado los vie- 
jos censos, y vivieron como una auténtica pesadilla aquello que los historiadores 
habíamos tendido a pensar que podía ser algo por lo que habían luchado: la pro- 
piedad plena y absoluta de sus fincas.65 Ñ 


b) Sugerencias para el estudio de los casos francés e inglés 


La forma silenciosa en la que muchos enfiteutas catalanes consiguieron eludir 
el pago del laudemio y el reconocimiento del dominio directo sobre sus fincas, an- 
tes y después de la revolución liberal, permite, cuanto menos, preguntamos simul- 
táneamente sobre dos procesos acaecidos en Francia y en Inglaterra. En Francia, 
existe hoy un cierto consenso sobre la debilidad de los derechos derivados del dó- 
minio directo en las vísperas de ta revolución.% Pero hay pocos trabajos de inves- 
tigación sobre las causas de este declive, quizás porque la revolución conllevó la 


64. La visión que aquí hemos considerado mayoritaria sobre el-problema de los censos se 
halla en Clavero (1982). Para una nueva visión del problema, Congost (2000), reproducido 
como capítulo 4 de este libro. ; 

65. Congost (1999, 2001). Desarrollo el tema en el capítulo 6 de este libro. 

66. Véase los estados de la cuestión de Gallet (1996) y Bressan (1997). 
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desaparición de los documentos que hubieran facilitado estas investigaciones. La 
experiencia catalana sugiere que, como mínimo en aquellas regiones donde regía 
un sistema de propiedad bastante similar al catalán, en el proceso de declive de los 
derechos de propiedad de los señores directos podrían haberse dado circunstan- 
cias y actitudes muy parecidas. Es lo que sugiere Gérard Aubin en sus trabajos.67 
Está Tesistencia pasiva podría explicar no sólo el hecho de que en los Cahiers de 
Doléances las referencias a los derechos señoriales no fueran tan espectaculares 
como cabría esperar, sino también la reacción negativa ante las medidas legislati- 
vas que ofrecieron la posibilidad de rachat de los derechos señoriales.é 

“Ea evolución de los derechos de los enfiteutas catalanes a lo largo de los siglos 
xvi, XIX y XX sugiere también muchas similitudes con el caso de los copyholders 
ingleses. Puede ser interesante ver lo sucedido antes de 1876 a través de un autor 
fráricés, Henry Doniol, que dedica al caso inglés un largo capítulo de su libro 
La Révolution Francaise et la féodalité, publicado en 1876. Donio! no esconde 
sus sorpresas. Al contrario, como intuye que sus lectores —presuntamente france- 
ses— las compartirán, se detiene en ellas. No sólo había feudalismo en Inglaterra 
—Poniol utiliza sin complejos esta palabra— sino que la posibilidad de lenfran- 
chisementera muy reciente. Ya en el inicio de su trabajo, Doniol avanza las dos co- 
sas que más le han sorprendido del proceso: la primera, el hecho de que todo se hu- 
biera llevado a cabo pacíficamente, en el terreno de las convenciones, y esto a 
pesar de que las instituciones señoriales podían haber sido más duras en Inglaterra 
que en otros países (y especialmente piensa en Francia); la segunda, que la retor- 
ma hubiera sido tardía, pero sobre todo, lenta, y hubiera dejado la iniciativa en ma- 
nos de personas privadas. Las reformas «se han ido experimentando». Pero en el 
libro también destaca otra sorpresa, bien resumida en el título del capítulo 10: 
«Comment l'idée de supprimer ne vint a personne». ¿Por qué? El diagnóstico de 
Doniol encierra, en este punto como en otros, una gran admiración por la sociedad 
inglesa. E a: idea de qa nr sólo a ori malos Si, como había its en 


quería suprimirse constituía una clara lesión social y una especie de e al 
utilidad pública. Esto no había sucedido en Inglater ra. Había habido un cielo 
general en que los derechos de los landlords no debían ser suprimidos. 


67. Aubin (1981), pp. 23-33. 

68. El malestar causado por el decreto de marzo de 1790 sobre la redención de los dere- 
chos señoriales aparece reflejado como remarcan los compiladores en un buen número de do- 
cumentos publicados por Sagnac y Caron (1907). Véase también Markoff (1996) y Massé 
(1953) sobre la posible falta de interés entre los fenanciers a redimir su propiedad. 

69. Doniol (1876). pp. 265-363. 
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Doniol tampoco pasa por alto un hecho que le parece raro: «Cosa que no ha 
sido menos frecuente, los señores se mostraban, por regla general, los más pre- 
dispuestos. Ellos intuían, aún más que los tenanciers, el bien que cabía espe- 
rar...». Los landlords se hallaban más interesados en el proceso que los propios 
copyholders. De hecho, el mismo Doniol había reproducido antes un párrafo de 
una encuesta oficial donde se afirmaba que los landlords habían Comprendido 


que del régimen señorial, una vez liquidado, podrían haber conseguido alguna 


cosa de «algo parecido a cero». Esto lo escribe Doniol después de haber señalado 
las dos fases del proceso legislativo: una primera fase, basada errel rachat facul- 
tativo; una segunda fase, para él definitiva, que empezaría con la ley de 1858, 
que declararía el rachat obligatorio.7% Doniol no oculta su entusiasmo por esta 
ley, a la que atribuye unos efectos inmediatos, basándose en algunos datos esta- 
dísticos. Los más significativos proceden de un informe presentado al Parlamen- 
to en 1870 y han contabilizado las operaciones de redención de copyholders: 
desde 1841 había habido un total de 9.302 Operaciones que afectaban a más de 
500.000 hectáreas.?! 

Algunos años más tarde, los historiadores tenían una imagen muy distinta del 
proceso. Así, en 1933, en el resumen que ofrece del proceso legislativo, J. A. 
Venn se muestra mucho menos optimista, con respecto a los efectos de la ley de 
1858: a finales del siglo xix aún había muchos copyholder en Inglaterra. Venn 


70. En 1841, siempre según Doniol, el rachar se pactaba libremente entre señores y enfi- 
teutas; en la primera disposición al respecto, la ley del 21 de junio de 1841, se establecía que 
hacía falta que 12 enfiteutas se pusieran de acuerdo para llevar a cabo el rachat. Las disposi 
ciones de 27 de junio de 1843 y 29 de julio de 1844 determinaron que media docena serían su- 
ficientes. En 1848 los copyhold comissioners confiesan la inutilidad de sus trabajos y recla- 
man poderes más eficaces, Para ello se creó una comisión de expertos que estudiaron la 
posibilidad de un affranchissement de oficio que fue denegado por los legisladores. A partir de 
la ley de 1852 la sola voluntad de una de las partes -—el landlord o el copyholder— sería sufi- 
ciente para iniciar el proceso de redención. Los procedimientos se multiplican. La ley de 2 de 
agosto de 1858 agiliza los pasos a seguir, La parte interesada notifica la voluntad de formar el 
acta de redención a la otra parte y a los copyhold comissioners de su distrito. En esta notífica- 
ción se haría constar la lista de los derechos que se querían redimir. Si no había acuerdo entre 
los dos interesados y los derechos no llegaban a 20 libras anuales, la comisión procuraba que 
se nombrara un experto judicialmente. Si la renta era superior a las 20 libras, cada parte nom- 
braba a su experto y los dos expertos nombraban a un tercer árbitro. Si no se ponían de acuer- 
do en nombrarlo en el plazo de 14 días, la comisión lo nombraba. El informe no podía tardar 
más de 42 días y debía ser enviado a la comisión; ésta debía, en el plazo de 14 días, dictar y no- 
tificar a las partes las condiciones definitivas. 

71. Doniol (1876), p. 343. 

72. Venn (1933), capítulo 3. Una versión muy similar de las cosas se encuentra en Simp- 
son (1961), pp. 145-162 y 257-258, 
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escribió su libro cuando estaba en marcha una nueva fase del proceso, la definiti- 
va, que se había iniciado en 1922. Este año las dos cámaras oc np pres 
puesto para hacer efectivo la redención obligatoria (compulsory enfranchise- 
ment) de todos los copyhold después de 1925. Esta ley, junto con una segunda 
Property Act, en 1924, dispuso que.todos los manorial incidents que tenían al- 
eún valor pecuniario podían ser extinguidos. Antes de enero de 1931, el tenant 
podía exigirlo. Después de esta fecha, era el landlord quien disponía de un pazo 
dé 5 años para hacerlo. Á partir de 1936, si nadie había realizado emeona Seción 
al respecto, el pago cesaba, Y durante Utro período de cinco años, el Ministerio 
de Agricultura sería invitado a calcular la compensación debida a los señores y a 
A pENcOnad Las principales cláusulas que afectaban a la compensación pre- 
vista a los copyhold (alos lord del manor y a sus stewards).consistían en señalar 
una suma global o un interés. Como en Cataluña, pues, las primeras medidas fa- 
vorables a la redención de los copyholders, de carácter voluntario, tuvieron poco 
eco; y su ineficacia determinó a los legisladores, muchos años después, a dictar 
medidas de carácter forzoso y, finalmente, ya en el siglo Xx, a prescribir la nuli- 
dad de los copyhold. o 


Cc) El reconocimiento del «tenant right» irlandés: ¿fin del feudalismo o triunfo 
de un nuevo concepto de la propiedad? 


Como hemos indicado en la primera parte de este capítulo, la Iegelición en 
torno a las relaciones entre landlords y tenants en lelanda tuvo unos matices 
muy diferentes a los que acabamos de ver, a pesar de que fueron leyes aproba- 
das por el mismo Parlamento inglés que trató sobre el tema de los copyholders. 
En 1860, el Parlamento inglés no dudó en declarar abolidos los derechos feuda- 
sand Pero esta ley no sólo no había solucionado el problema agrario en 
Irláñda; sino que lo había exacerbado, ya que su aplicación había facilitado la 
acción del desahucio.” Para muchos observadores contemporáneos la nueva 
ley, en nombre de los principios liberales, penalizaba antiguas costumbres. Los 
o irlandeses no cedieron en sus reivindicaciones, algunas de las cua- 
les fueron ya reconocidas en la ley de 1870. Ya hemos hecho referencia a la en- 
cuesta comparativa europea de 1869 que formó parte de los trabajos preparato- 


73. Dowling (1989) muestra que en el debate sobre la ley de 1860 se había planteado el 
tema de la compensación de las mejoras, un tema que ya se estaba discutiendo en Francia e In- 


elaterra. 
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rios de la ley. Esta encuesta finalizaba con una pregunta que nos parece es- 
pecialmente reveladora: «¿existen tenures que se parezcan a los copyholds de 
Inglaterra, en los que el arrendamiento de los servicios se ha vuelto, o se está 
volviendo, fijo por la costumbre, y el arrendatario inamovible?».74 No se trata 
sólo de una encuesta —siempre interesante— sobre la supervivencia de supues- 
tos copyholders en el continente. Este «o se está volviendo» —<or have beco- 
ming»-— que aparece en cursiva en el original, sugiere la actualidad (por aque- 
llas fechas, es decir, por los alrededores de 1870) del tema. La idea del tenant 
irremoveable constituía una herejía desde el punto de vista de los principios li- 
berales pero podía reflejar una realidad bastante usual en algunos países donde 
regían estos principios. 
La evolución de las leyes referidas a la cuestión agraria irlandesa despertó 
a la vez temores y esperanzas. La ley de 1870 reconoció el derecho de los 
arrendatarios a recibir, en caso de desahucio, una compensación por las mejo- 
ras realizadas en las fincas. En la década de los ochenta se abrió la posibilidad 
de adquisición de las fincas a los arrendatarios irlandeses, en un conjunto de 
medidas que recuerda mucho el sistema adoptado en numerosos países —entre 
ellos, la propia Inglaterra— para conseguir la abolición de las rentas feudales. 
Desde una perspectiva jurídica, las leyes dictadas'err Irlanda significaban el fin 
de un corto período histórico -—que muchos habían creído definitivo— en el 
que la proclamación de derechos de los arrendatarios había sido considerada 
una herejía.? Pero como muchos censatarios del continente, los arrendatarios 
irlandeses no acudieron a las diferentes. amadas “al respecto, al menos hasta 
que una nueva ley, la Wyndham Act de 1903, no facilitó enormemente “el pro- 
ceso de adquisición.?6 
Durante la primera mitad del siglo xx los arrendatarios de muchos países 
europeos reivindicaron, y en algunos casos consiguieron, importantes derechos 


74. «Are there any tenures resembling the copyholds of England, in which the rent of ser- 
vices have become, or have becoming, fixed by custom, and tenant irremoveable? What is 
their nature and mode of growth tenure* Reports... (1869-1870), parte 1, p. 4. 

75. Un ejemplo, Azcárate (1879-1883). La obra se ve condicionada por el hecho de que 
entre la publicación del primer volumen y el tercero se promulgasen leyes claramente favora- 
bles a los arendatarios irlandeses. 

76. Algunos-observadores extranjeros contemporáneos, que seguían la cuestión irlandesa 
con enorme interés, opinaron que la ley no sería efectiva porque no forzaba a los señores a 
vender las fincas. Por ejemplo, Béchaux (1905); Pazos y García (1908), pp. 93-94, Los histo- 
riadores estiman que en 1908 el 46 por 100 de las fincas se hallaban en manos de los antiguos 
tenants, contra un 3 por 100 en 1870. Según Winstanley (1984) el mayor número de adquisi- 
ciones de fincas tuvo lugar entre 1906 y 1908. 
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parciales sobre las tierras que cultivaban. Los derechos fueron reconocidos en 
algunos sistemas jurídicos europeos como signo de los tiempos.?? En Francia, el 
estatus de fermage de 1946, que garantizaba importantes derechos a los arrenda- 
ta os, € es considerado por algunos juristas como la prueba del abandono defini- 
tivo del principio de la propiedad absoluta.?3 Un historiador del derecho poco 
sospechoso de veleidades revolucionarias, Paul Ourliac, ha comparado esta re- 
volución silenciosa de los arrendatarios de la primera mitad del siglo xx con el 
proceso histórico que había durado cinco siglos y que había significado la lenta 
transmisión de la propiedad de los señores directos a los señores útiles.79 Pero 
este mismo autor reconoce el escaso impacto, en la práctica, de las leyes que fa- 
cilita n el acceso de los arrendatarios a sus fincas en Francia. Y pone en boca 


endatarios esta pregunta: «la propiedad, ¿para qué?».50 En una inter- 
pretación no lineal de la historia, esta pregunta nos puede ayudar a centrar los 
problemas del análisis histórico. Hay que preguntarse, cada vez, en cada oca- 
sión: ¿qué derechos?, ¿qué leyes?, ¿qué historia? Estas preguntas sólo tienen ca- 
bida si abandonamos la idea de unos derechos de propiedad rígidos e inmuta- 
bles. Los juristas de principios del siglo XX renunciaron a esta idea cuando 
optaron por la fórmula de «la función social de la propiedad».5! Querían indicar 


con esta fórmula que los juristas y legisladores no debían defender y considerar 
los derechos de propiedad de un modo abstracto, sino en la medida en que estos 
derechos también implicaban unos deberes de los propietarios para con el resto 
de la sociedad. Reivindicar la función social de la propiedad legalmente defini- 
da, constituía a principios del siglo xx una invitación en toda regla a examinar 
las condiciones de realización de la propiedad. Desgraciadamente, esta nueva 
forma de ver la propiedad no ha sido todavía suficientemente trasladada a los 
estudios históricos. 


77. El caso español así da a entenderlo: el gobierno de Francisco Franco reconoció muy 
pronto, en 1942, algunos de los derechos por los que los campesinos habían luchado durante la 
Segunda República y que habían creado situaciones de gran tensión social. 

78. Patault (1989), p. 267. 

79. Ourliac (1980). 

80. Ourtiac (1980), p. 262 

81. La fórmula se atribuye a Duguit (1905): «La propriété n'est pas un droit, elle est une 
fonction sociale». Ourliac (1980), p. 259, comenta que la frase, pronunciada en una conferen- 
cia, respondía claramente a un intento del jurista de justificación de la propiedad. 


32/172 


68 TIERRAS, LEYES, HISTORIA 


POR UN NUEVO ENFOQUE HISTÓRICO DE LOS DERECHOS DE PROPIEDAD 


El silencio de los enfiteutas catalanes, o el de los copyholders ingleses, y 
también las luchas de los tenant irlandeses. que han merecido nuestra atención, 
ponen de manifiesto, como espero haber demostrado, el desfase que puede haber 
entre las condiciones nominales y las condiciones reales de la propiedad; y entre 


Las aspiraciones supuestas y las reales de los protagonistas de la Historia, Estos . 


temas han sido sistemáticamente ignorados en muchos estudios de historia eco- 
nómica y social, en los que el uso de conceptos aparentemente científicos y neu- 
trales relacionados con la propiedad, en realidad, ha tendido a simplificar la his- 
toria de los grupos y de las relaciones sociales. En el enfoque que propongo se 
hace necesario concretar, en cada caso, y con independencia de que nuestras hi- 
pótesis traten del papel del Estado, de la lucha de clases o del crecimiento econó- 
mico, la clase de derechos de propiedad a la que estamos haciendo referencia. 

De todo ello resultan importantes diferencias en la interpretación del proceso 
histórico. La visión dominante, que comparte la idca de propiedad diseñada por 
los legisladores, tiende a interpretar la evolución de los derechos de propiedad ex 
post facto -—una vez las leyes antiguas han sido sustituidas por leyes nuevas-— y 
refuerza por este motivo la linealidad de la historia. Pensar que los derechos de 
propiedad reflejan relaciones sociales que se transforman y se dirimen en el día a 
día supone optar por un nuevo modelo reticular, complejo— de análisis histó- 
rico. No estoy sugiriendo reemplazar un paradigma por otro -—no es una nueva 
teoría del cambio histórico lo que estamos buscando; estoy simplemente ponien- 
do de relieve la necesidad de cambiar nuestros instrumentos de análisis y de ob- 
servar nuevos parámetros—Á, aunque al principio caminemos a ciegas. 
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Capítulo 2 


LEYES, DERECHOS Y REVOLUCIÓN 
LIBERAL. EL TEST DE LOS PROPIETARIOS 


PRÁCTICOS! 


El práctico propietario del bosque razona del siguiente modo: 
esta determinación legal es buena en la medida en que me es útil, 
pues mi utilidad es lo bueno ... Esto es sabiduría práctica. 


KARL MARX, 
- Los debates sobre la ley acerca del robo 
de leña (1842) 


A veces me pregunto, aunque sé que es una pregunta con trampa, cómo sería 
el debate historiográfico contemporáneo sí los españoles hubiéramos utilizado 
otra expresión, una expresión desprovista de la fuerza interpretativa que conlleva 
la expresión revolución liberal, para definir clara y rotundamente el conjunto de 


l. La parte central de este capítulo fue presentada con el título «Revolución liberal y capi- 
talismo en la España del siglo XIX. El test de los propietarios prácticos», en el Coloquio mee 
nacional: Las formas del poder social. Estados, mercados y sociedades en perspectiva históri 
ca comparada. Europa-América, celebrado en Tandil, los días 5 y 6 de agosto de 2004. Los 
dos apartados del capítulo que no aparecen en este texto han sido entresacados de otro paper 
elaborado para una mesa redonda también celebrada en Tandil, en septiembre de 1993: Con- 
gost (1995). Quiero hacer constar aquí mi recuerdo a Juan Carlos Grosso y mi agradecimiento 
a la gente de Tandil, en particular a Andrea Reguera, por el estímulo intelectual que ambos en- 


cuentros han significado. 
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cambios políticos y jurídicos que se produjeron en el seno de la sociedad españo- 
la a mediados del siglo xix. Casi sin quererlo, cuando hablamos de revolución li- 
beral estamos dotando ya de un contenido específico ——modernizador, liberali- 
zador, positivo— a un determinado cambio que suponemos brusco, radical: ello 
ha hecho que el debate se haya centrado sobre todo en el grado de modernización 
y/o de radicalidad del proceso. No vamos a seguir este camino. Prefiero insistir, 
de nuevo, en los dos peligros —la visión lineal y el enfoque que he llamado es- 
tatista— denunciados en el capítulo anterior. La fuerte tendencia a asumir una 
visión excesivamente lineal del desarrollo histórico se concreta en la conceptua- 
lización de la revolución liberal como un eslabón necesario de la cadena del pro- 
greso de la Historia. Puede resultar más sorprendente, sin embargo, porque lo di- 
beral suele confundirse con lo individual, la tesis de que esta concepción 
también haya acentuado dicho enfoque estatista. Veremos reflejado este enfo- 
que, sobre todo, en los procesos de selección y observación de los hechos, que 
llevan a confundir el estudio de las leyes con el estudio de los derechos y obvian 
el estudio de las realidades sociales. 

Durante décadas, ambas tendencias han podido reforzarse mutuamente, pero 
los resultados de las investigaciones recientes en historia agraria ponen de mani- 
fiesto la necesidad de contrarrestarlas. Como primer paso, como primer antído- 
to, en este capítulo sugerimos, para cada situación detectada presuntamente anó- 
mala, para cada ley aparentemente incoherente, preguntarnos sobre los límites 
autoimpuestos por un discurso excesivamente abstracto y realizar la prueba que 
llamaremos de los propietarios prácticos. 


ANTIGUO RÉGIMEN, REVOLUCIÓN LIBERAL Y CAPITALISMO 


Nunca se insistirá demasiado en el peso, extraordinariamente fuerte, de la 
idea que identifica la marcha de la historia como la marcha hacia el progreso his- 
tórico y Hacia el crecimiento económico. Pienso que esta idea nos ha impedido 
durante mucho tiempo hacernos preguntas esenciales sobre algunos procesos 
históricos. En España, el encadenamiento histórico de la crisis de Antiguo Régi- 
men y de la revolución liberal sugiere un proceso de desarrollo histórico positi- 
vo, lógico e indiscutible. Al convertir un hilo ideal de la historia en el hilo con- 
ductor de nuestros trabajos de investigación histórica, muchos de estos trabajos, 
viciados desde el principio por este enfoque, se han limitado a confirmar lo que 
ya sabíamos: lo vieja que era la sociedad del Antiguo Régimen, y lo nueva que 
fue la sociedad liberal. 


¿QUÉ DERECHOS? ¿QUÉ HISTORIA? 7 


Porque si bien el mayor atractivo de un modelo de desarrollo histórico deriva 
de su capacidad de enlazar las sucesivas etapas del pasado de un modo coherente 
y creíble, es evidente también que radica aquí su mayor peligro. Si en el capítulo 
anterior se han planteado algunos problemas derivados del uso y abuso historio- 
gráfico del término feudal aquí merece la pena una reflexión complementaria en 
torno al uso de los términos capitalista y liberal. 

Hay dos líneas discursivas que han facilitado en gran medida la identifica- 
ción entre vía de desarrollo histórico y capitalismo. La primera la hallamos 
ejemplificada en el debate clásico sobre la transición del feudalismo al capitalis- 
mo. Se trata de un debate demasiado famoso para no volver a mencionarlo; y 
aunque hay pocos historiadores que hoy centren su discurso histórico en la de- 
mostración del carácter feudal o capitalista de una sociedad, es un debate que ha 
marcado y, sobre todo, ha reflejado una valoración claramente progresista del 
capitalismo, al contraponer las sociedades capitalistas, con sus claroscuros, con 
sus desigualdades sociales, pero con sus libertades políticas, su crecimiento eco- 
nómico y su progreso técnico, a las sociedades feudales, más oscuras, más injus- 
tas y, sobre todo, más estáticas y más pobres. 

Dada la linealidad única del modelo, además, en nuestro desarrollo histórico, 
todo parece hallarse orientado, de una forma que podríamos llamar natural, en el 
sentido smithiano de este adjetivo, hacia el capitalismo. Seguramente por esta ra- 
zón, en los estudios sobre el siglo xix español, a menudo se utilizan las expresio- 
nes crecimiento económico y crecimiento capitalista como sinónimas. Convir- 
tiendo todo crecimiento económico, también el que ha sido protagonizado por 
las pequeñas explotaciones familiares, por ejemplo, en producto de la dinámica 
capitalista, se incide en la idea fácil y dominante de que, a pesar de algunos as- 
pectos negativos, el balance del capitalismo —el progreso y el bienestar del si- 
glo xix— ha sido positivo. 

La diferencia entre el discurso dominante y el discurso marxista ha sido tan 
sólo una diferencia de matices, de olvidos, de malas conciencias. El espejismo 
que nos ha llevado a ver coherente, normal e incluso ordenada la sociedad capi- 
talista —una sociedad, por definición, desordenada— es seguramente del mismo 
cariz que el espejismo que ha hecho compatible una supuesta visión marxista 
-—una visión, por definición, dialéctica con una visión unilineal —por defini- 
ción, simplista— de la historia. Las mejoras sociales —indiscutibles— pasan a 
ser vistas como el resultado de la imposición de unas reglas de juego capitalistas 
cuando a menudo hay evidencias históricas de que son más bien el resultado de 
una lucha persistente en contra de esta imposición. 
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a) Los problemas derivados del uso del adjetivo «antiguo» 


Veamos de qué modo el modelo historiográfico dominante ha condicionado 
el carácter y el enfoque de las investigaciones. Es lógico que si llamamos a la so- 
ciedad de finales del siglo xvi sociedad de Antiguo Régimen busquemos en ella 
pruebas de su carácter envejecido o terminal. Pero si lo hacemos olvidaremos el 


axioma de que cualquier sociedad histórica, por el mero hecho de haber sido, 


también fue una sociedad nueva, es decir, una sociedad renovada en el día a día. 
También es lógico, por otra parte, que si emprendemos el estudio de las medidas 
liberales convencidos de su carácter novedoso y modernizador, busquemos y ha- 
llemos sobre todo las medidas que propugnan y favorecen esta imagen. Pero si 
convertimos la revolución liberal en el punto de partida de una nueva sociedad, 
podemos olvidarnos de situar el proceso en sus justas coordenadas históricas. 

Si la sociedad de finales del siglo xvm es la sociedad de Antiguo Régimen 
por excelencia es porque a principios del siglo siguiente se producen cambios 
significativos en el sistema político: estos cambios serían difíciles de explicar en 
una sociedad estancada. El adjetivo antiguo, pues, no debería hacernos creer que 
se trataba de una sociedad poco dinámica, o atrasada. Insisto en este punto por- 
que en los manuales de historia, la crisis de Antiguo Régimen es vista aún, a me- 
nudo, como una crisis del sistema y de la sociedad feudal clásicos. Sin embargo, 
si analizamos la tipología de conflictos sociales de finales del siglo XVI, vemos 
que se trata de conflictos demasiado diversos y demasiado complejos para ser re- 
ducidos a simples enfrentamientos entre señores y campesinos. 

Ya se ha hablado en otro lugar sobre la necesidad de revisar un concepto 
como el de reacción señorial. El concepto ha servido para detectar e ideñitificar 
un comportamiento activo de los señores y una voluntad explícita de reactualizar 
las rentas feudales a finales del siglo xvi. Situados en el modelo lineal de des- 
arrollo histórico más habitual, esta expresión evoca un proceso exactamente in- 
verso al de revolución liberal o revolución burguesa. Consecuentemente, el fenó- 
meno ha sido visto como una amenaza para el crecimiento —modemno-— agrario 
y económico. Pero podemos llegar a conclusiones radicalmente distintas si ve- 
mos en el comportamiento de los señores el reflejo de la voluntad de participar 
de las ñuevas oportunidades abiertas precisamente por el crecimiento económi- 

co. Sus actitudes pueden ser ahora conceptualizadas como capitalistas, porque 
en realidad buscaban la maximización de sus rentas y porque, a menudo, se trata- 
ba de las mismas prácticas que llevaban a término los burgueses que se hallaban 
en las mismas condiciones. Un caso evidente de sintonía entre.actitudes feudales 
y burguesas son todos los procesos que tienen que ver con la ocupación y priva- 


E 
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tización de usos de las tierras yermas y boscosas.? Otro ejemplo lo constituyen 
las lúchas de.enfiteutas y arrendatarios durante el siglo XVII, con diferentes re- 
sultados, para impedir el despojo de sus fincas.3 

“Sé trata de diferentes problemas, que revelan diferentes historias y diferentes 
prácticas jurídicas. Pero la similitudren las actitudes —endurecidas a mes del 
siglo XVUI— de burgueses y señores -—esta misma voluntad de recuperar tierras 
y ts no deja de ser impactante. Resulta difícil defender, AA punto 
de vista, que una actitud de resistencia de los más humildes ante los pens de 
despojo, a principios del siglo XIx sea antifeudal —<es decir, progresista-— y al 
cabo de unas décadas anticapitalista —es decir, reaccionaria. 

“Para solucionáf este problema, seguramente deberíamos reexaminar la histo- 
ria del primer tercio del siglo xIX sustituyendo la dicotomía feudal-capitalista, 
demasiado lineal y grandilocuente, con excesivas connotaciones, por una nueve 
visión que pusiera el énfasis en la pluralidad de situaciones y alternativas vividas 


por los contemporáneos. 


b) Los problemas que conlleva el uso del adjetivo «liberal» 


La utilización del adjetivo liberal o el sustantivo liberalismo es también pros 
blemática. Los traductores de libros de contenido político lo saben y la peepecis 
va de la historia comparada lo corrobora.* Porque, ¿existen unos principios libe- 
rales universales? Podemos llegar a ponernos de acuerdo sobre las medidas de 
política económica que hoy merecerían este calificativo en los medios EEOnÓmis: 
tas. Pero los historiadores sabemos que la definición actual es bastante reciente. 
Aunque la palabra es de origen español, la primera edición del pienonato de 0 
Real Academia Española que amplía y moderniza el concepto «liberal» es la edi- 
ción de 1852, donde hallamos, como cuarta acepción, la siguiente definición: «el 
que profesa doctrinas políticas favorables a la libertad política de los estados». 
2. Bloch (2002). Thompson (1995) y muchos otros han denunciádo la ola de individualis- 


mo Agraño del siglo xvi que comportó muchas actitudes abusivas. En la Tercera parte e E 
bro se observa el mismo proceso en Cataluña, un país donde había predominado da ahora la 
tesis de un individualismo eterno. Estas actitudes también se hallan en muchos conflicios anti- 
señoriales. Por ejemplo, en el llamado motín de Elche de 1766: Rulz LOS (198 D. 

3. El Consejo de Castilla se manifestó contrario al despojo de los foristas EI bi 
1763 pero también. contrario a las pretensiones de los rabassaires o dd s E 
cuperar tierras por la nobleza señorial se refleja en el ejercicio del derecho de fadiga por par 
de algunos señores directos valencianos: Gil-Olcina (1988). 

“4 Véanse los trabajos de Béllamy (1992). 
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Y el término liberalismo no aparece hasta la edición de 1869, con esta defini- 
ción: «el orden de ideas que profesan los partidarios del sistema liberal. El parti- 
do o comunión política que entre sí forman». Actualmente, el mismo diccionario 
admite, en la sexta acepción de la palabra, el adjetivo liberal para calificar a las 
personas «que profesan doctrinas favorables a la libertad política en los estados» 
y define el liberalismo como un «sistema político-religioso que proclama la ab- 
soluta independencia del estado, en sus organizaciones y funciones, de todas las 
religiones positivas». No hay, en cambio, ninguna referencia al ámbito de lo eco- 
nómico ni tampoco a la libertad del individuo frente al Estado. 

Si tenemos en cuenta la ambigliedad del término, pienso que no exagero si 
digo que los historiadores españoles hemos abusado de expresiones como prin- 
cipios liberales, doctrina liberal. El principal abuso ha sido utilizarlas indiscri- 
minadamente en el terreno de las ideas económicas y políticas, lo que ha llevado 
a una confusión entre lo individual y lo liberal, entre medidas supuestamente /i- 
beradoras de los hombres y medidas supuestamente liberalizadoras de los mer- 
cados. Ello ha comportado que una persona liberal del siglo xIx que no defendie- 
ra los principios liberales en el terreno económico —es decir, el libre juego del 
mercado, la no intervención del Estado— sea vista en el mejor de los casos como 
un personaje un poco raro y muchas veces como un mal liberal o, lo que viene a 
ser lo mismo, como un pésimo economista o gobernante. Esta idea de lo liberal 
como lo individual también ha impedido ver el fuerte contenido estatista de cual- 
quier discursó historiográfico que realce el papel de la revolución liberal. 


LA VISIÓN ESTATISTA: LA IMPUTACIÓN A LA REVOLUCIÓN LIBERAL 


Hay otro aspecto del discurso histórico sobre el que quisiera incidir. Se trata 
de la facilidad con la que los historiadores tendemos a convertir algunas expre- 
siones —con las que hemos bautizado procesos históricos complejos— en suje- 
tos activos (gramaticalmente hablando) de frases extremadamente simples. El 
resultado es la imputación a algunas construcciones historiográficas, que contie- 
nen un alto grado de abstraceión, de algunos aspectos concretos de la realidad 
económica y social. Esta versión, un poco refinada, de la imputation au politi- 
que, ejerce eféctós positivos ——convincentes— entre los lectores.2 Aunque es 
imposible la demostración de lo que se afirma (la imputación de una cosa con- 
creta a algo abstracto), el discurso parece indiscutible. Hasta el punto de parecer 


5. Sobre la imputación a lo político, véase Labrousse (1973), pp. 463-478. 
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más indiscutible que los hechos concretos estudiados que, en muchos casos, pa- 
san a ser observados como anomalías. 

Es frecuente entre los historiadores españoles contemporáneos el hábito de in- 
vocar la revolución liberal como factor explicativo de múltiples hechos y, sobre 
todo, de múltiples resultados. La revolución liberal, decimos, crea, instituye, con- 


forma... tales ce sociales, tal e Hicd social, tal proce de eno 0 de 


dos a la revolución liberal casi da los fenómenos ias en España durante la 
segunda mitad del siglo XIX. Y, en cierta manera, casi todos los no ocurridos. 

Es, sin duda, demasiada responsabilidad para los hombres que legislaron en 
la década de 1830 y 1840. Pero ¿por qué tuvo tanto éxito este discurso? Pienso, 
sinceramente, que aquí se halla el auténtico mérito de aquellos hombres. No se 
trataba sólo de disimular los intereses particulares que se escondían tras su dis- 
curso político, sino también de disimular, bajo el impacto de lo liberal, el fuerte 
protagonismo adquirido por el Estado en este discurso. Este estatismo disimula- 
do impregnará los discursos posteriores; entre ellos, el discurso historiográfico. 

Porque hay que señalar ante todo, que la imputación a la revolución liberal 
es, sobre todo en la historiografía española, una imputación a unas leyes. No se 
trata, nunca, de una imputación desprovista de sentido, pero es interesante cons- 
tatar que este sentido no ha sido siempre el mismo. A finales del siglo XIX un gru- 
po influyente de intelectuales españoles elaboró un discurso claramente negativo 
sobre el proceso.ó La imputación negativa se convirtió por aquel entonces en una 
especie de culpabilización. La revolución liberal había hecho mal las cosas por- 
que había impuesto, de un modo forzado, los principios individualistas. Muy dis- 
tinto fue el discurso de la segunda mitad del siglo xx, el que ha dominado hasta 
hace poco en las aulas universitarias. La revolución liberal pasó a ser valorada y 
juzgada por haber puesto -—o no haber puesto— las bases adecuadas para el de- 
sarrollo capitalista. 

Debemos admitir, en primer lugar, que los observadores de finales del si- 
glo xIx y principios del xx tenían una visión mucho más compleja del proceso 
que la que se ha difundido en las décadas posteriores. En la abundante bibliogra- 
fía de los años setenta, los historiadores, también los marxistas, hemos insistido 
sobre todo en las medidas liberadoras de algo. Por otro lado, la ideologización 
del debate dificulta la discusión y la investigación sobre la realidad histórica. Si 
un investigador descubre elementos dinámicos en la sociedad de Antiguo Régi- 
men, en el siglo xvi, a menudo otros interpretan —y le reprochan— que está ne- 


6. Véase Ruiz Torres (2004). 
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gando la importancia de la revolución libera]. Otros, en cambio, buscamos la ex- 
plicación de la revolución liberal -—del proceso tal como ocurrió — precisamente 
en los elementos dinámicos que la precedieron. Pero a menudo sucede que la po- 
sición de un investigador es interpretada como una posición a favor o en contra de 
la revolución liberal. De este modo, el debate deja de ser un debate de análisis his- 
tórico y se convierte en un debate de creencias, en un debate de simpatías. 7 


El caso de la revolución liberal en la historiografía española constituye, en. 


cualquier caso, un buen ejemplo de lo arraigada que está en nuestras mentes la 
idea de que unas leyes, o el marco institucional creado y propiciado por unas le- 
yes, determinan el desarrollo histórico en sus vertientes social y económica. No 
son únicamente los historiadores institucionalistas o neoinstitucionalistas los 
que hoy opinan que la revolución liberal puso las bases para el desarrollo capita- 
lista. Son mayoría los historiadores, especializados en distintos campos temáti- 
cos, que toman esta idea como punto de partida de sus investigaciones. 

El fuerte contenido estatista del discurso historiográfico se detecta con ma- 
yor claridad cuando vemos a los historiadores atribuir a las leyes unos resultados 
que en realidad no concuerdan con su contenido. Es decir, a menudo se ha su- 
puesto que los textos legislativos decían cosas que no decían. Esto sólo se expli- 
cá por una mala lectura ——o simplemente por una no lectura de su enunciado. 
Esta ignorancia sobre el contenido real de las leyes no es en ningún modo contra- 
dictoria con nuestra afirmación sobre la gran importancia atribuida a las leyes en 
el discurso histórico convencional. Al contrario, probablemente sólo se explica a 
partir del desarrollo de esta premisa. Se ha dado tan por supuesto que el resultado 
histórico coincidía con el enunciado de estas leyes, que ni tan siquiera ha sido 
considerado necesario investigar sobre su contenido real, es decir, literal. El caso 
de la vigencia legal de la propiedad imperfecta, que en su momento analizamos, 
constituye un ejemplo flagrante de esta doble circunstancia. Los historiadores 
hemos insistido en la idea de que la configuración y consolidación de un tipo de 
propiedad perfecta, visible en la realidad del siglo Xx, ha sido resultado y conse- 


7. El problema no es exclusivo de la historiografía española. Por ejemplo, tras un debate 
entre historiadores italianos sobre la «Insorgenza» y el «Risorgimento» un historiador italia- 
no, Mozzarelli, denuncia la visión excesivamente simplista y esquemática que parecía obligar 
a cualquier historiador «progresista» a defender con ardor la forma como se había desarrolla- 
do el Risorgimento: «o siete per il progreso, e allora dovete accettare il Risorgimento cosi 
come é stato e andato, o siete per la reazione, e allora siete comunque fouri gioco e squalifica- 
ti. lo credo che oggi il problema vero sia quello di complicare il quadro piuttosto che di sem- 
plificarlo»; en AA. V Y. (2002), Pp. 474. Algunas de las reflexiones de Gubha (2002) sobre el dis- 


curso de la insurgencia podrían aplicarse, en el caso de las revoluciones liberales europeas, al 
concepto «contrarrevolución». 
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cuencia de una legislación del siglo XIX claramente orientada a este PoJSENo: E 
investigaciones demuestran que las leyes no fueron tan favorables a la ea a 
perfecia como habíamos pensado y que fue la puerios Epncicna ne a E 
en este COnCEpio Formas de resistencia pasiva y decisiones OS as qu 

terminaron imponiendo, mucChás veces.a pesar del redactado de pas leyes, E 
condiciones de realización de la propiedad parecidas a las condiciones de la lla- 


rOpi erfecta. 
a de acabamos de referirnos nos da pistas suficientes e a 
denuncia sobre el simplismo que enciérra muchas veces nuestra forma na tua 
de abordar el tema de las relaciones entre unas leyes supuestamente eS 
——con toda la problemática generada por el adjetivo liberal— y el pao o 
histórico, incluyendo en este desarrollo la dinámica de los ABrOCnOS de E 
dad. Al aceptar la importancia de las leyes tendemos a condesa a ps o 
como un conjunto de decisiones coherentes con unos principios que comparten 


Í 1 1 uan- 
los legisladores e intentamos reconstruir esta coherencia. A esto me refiero c 


do hablo de estatismo. 


UN EJEMPLO CONCRETO: LA LIBERTAD DE LOS ARRENDAMIENTOS 


El tema de la libertad de los contratos de arriendo puede servir para ilustrar El 
problema que acaba de plantearse. Se trata de un tema suyo eamolla A cd 
miento puede ser realizado sin necesidad de apelar a LOS jeOS feuda Y a 2 
pitalista, que han condicionado otros debates sobre el mismo período ye mi e 
proceso, pero sin dejar de incidir en el tema de estudio que para nosotros es € 
ro: las condiciones de realización de la propiedad. e 

¿Hasta qué punto la libertad de arriendos dispuesta en el decreto de a 
restaurado en 1836, significaba uná novedad, ana reforma, ESpesiO a las a 1 
cas de Antiguo Régimen? Sabemos que la Comisión de Agricultura de les E 
de Cádiz se inspiró, sobre todo, en los escritos de Jovellanos. El economista A E 
riañó había utilizado el condicional para referirse a la no conveniencia de una di 
que intentara impedir esta libertad: no sería «menos dañosa al OEA esa sd - 

vención cuando para favorecer a los colonos oprime a los propietarios limitan: o 
el uso de sus derechos, regulando sus contratos, y destruyendo A SOmanadios 
nes de su interés».3 Pero en este tema, la posición de OS significaba a 
posición nueva que casi podríamos denominar rupturista respecto a la manera 


8. Jovellanos (1795, 1997), p. 197. 
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como tendían a ver el mismo problema muchos hombres ilustrados del siglo 
xviuL Estos hombres no hablaban de la necesidad de decretar la libértad de 
arriendos, sino de la necesidad de regularlos. Pedro Rodríguez de Campomanes, 
por ejemplo, en 1763, considera que la vigencia de lá liberíad de arriendos era 
una de las causas del atraso agrario en España? Unos años más tarde, Pablo de 
Olavi de, al tratar el aumento del precio de tierras, t también considera que una de 
sus causas principales era el libre arriendo. Las reformas de Olavide contrarias 
al libre arriendo fueron suscritas en 1780 por José Cicilia.M o 

“Sábemos que una real cédula de"1785 prohibía que los dueños pudieran des- 
pojar a los colonos al término del contrato, y sólo se admitiría la expulsión cuan- 
do el propietario residiera en el mismo puebló y dispusiera de instrumentos de 
trabajó propios de un labrador. Esta medida fue confirmada por la real cédula 
de eE de e noviembre de 1794, Sabémos también que la realidad histórica era lo 


9. Rodríguez de Campomanes (1763): «...el dueño arrienda a uno o a muchos, y por el 
precio y tiempo que quiere, y cuando le trae conveniencia alza el precio de las rentas, desaucia 
atodos los arrendatarios y despuebla un lugar al Rey de [ Propia autoridad. Así como la cabida 
de tierras debiera estar fijada invariablemente a cada vecino para su labranza sin permitir ex- 
ceso, los arriendos deberían igualmente ser por largo tiempo, cón el derecho de recobrar las 
mejoras y beneficio del tanteo». Texto reproducido en Argemí (1988), pp. 104-105. Un año 
más tarde, en Rodríguez Campomanes (1764), al analizar la necesidad de «abolir la tasa y es- 
tablecer el comercio de granos», considera que la buena situación en que se halla la agricultu- 
ra inglesa se debe a dos «simplísimos auxilios». El primero consistía en el estímulo de la ex- 
tracción de granos; el segundo medio tenía relación con el tema que nos ocupa: «mantener a 
los colonos en la posesión de las tierras mientran pagan la renta de los terrazgos, sin permitir 
alzarla al dueño. De este modo, el colono cobra cariño a la tierra, la planta, la cerca, y la mira 
como un patrimonio o manantial continuo de riquezas inagotables». Texto reproducido en Ar- 
gemí (1988), p. 154. 

10. Olavide (1785): «Que la segunda causa consiste en que el propietario es árbitro de 
despedir al colono cuando quiere; y como los arrendamientos son temporales y por tiempo 
muy breve, pues raro es el que pasa de seis años cada vez que se cumple el plazo exige el pro- 
pietario al colono que le adelante el precio, y si no le amenaza de que arrendará a otro, sobre el 
seguro de que por la escasez de tierras labrantías y copia de concurrencias no faltará quien se 
las tome; y el colono que ya tiene sus aperos; ganados, pajares y demás provisiones, y que todo 
lo pierde si se desampara aquel terreno, se ve en la triste necesidad de suscribir a cuanto le dic- 
ta la tiranía del propietario, y cada año le va estrechando los precios hasta el punto de haberlos 
hecho intolerables ... que para evitar el fraude simuladamente pudiesen convenir las partes en 
sobreprecios o gratificaciones por las cuales quisiese el propietario despedir al colono para 
arrendar su tierra a otro que en secreto le pagase más, se húbiese de mandar que ningún propie- 
tario pudiese despedir al colono que le pagase y cultivase la tierra, sino que estuviese Obligado 
a pasar por el arriendo corriente hasta que se verificase uno de estos dos casos». Texto repro- 
des en Argemí (1988), p. 197. 

- Cicilia (1780). Texto reproducido en Argemí (1988), p. 206. 
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bastante compleja para admitir que «los labradores de determinadas zonas dis- 
frutaban a mediados del siglo xvHi de derechos que les garantizaban permanen- 
cia continuada en las fincas que explotaban»!? y que algunos propietarios «exl- 
gían la libertad de arrendar» a comienzos del siglo X1x.!% No olvidemos que en la 
década de 1760 que el Consejo de Castilla se había mostrado favorable a los de- 
rechos de los foristas en Galicia pero no tanto a los derechos que reivindicaban 
los rabassaires catalanes. z 

A pesar de este clima ambiguo, los miembros de la Comisión de Agricultura 
encargada de redactar el borrador del decreto de 1813 no parecieron estar muy 
preocupados por la suerte de los colonos. La comisión es contundente en su in- 
forme: «dueños de sus intereses el propietario y el colono deben ser libres para 
contratar sobre ellos como mejor estimen y deben estar puntualmente a lo estipu- 
lado». Además, a lo largo del debate se eliminaron los pocos elementos favora- 
bles a los arrendatarios que había mantenido la comisión: el derecho preferente 
de los vecinos a acceder al contrato de arriendo, y la condonación o reducción de 
la renta en años de mala cosecha. !5 

“El tema de la libertad de arriendos nos permite abrir un nuevo interrogante: 
¿hasta qué punto las medidas liberales pueden ser vistas como un corpus legisla- 
tivo coherente? El decreto de 1813 provocó la inmediata reacción de «un ciuda- 
dano deseoso del bien general» de Salamanca. Se trataba de don Francisco Sán- 
chez; cura párroco de Cepeda, que aquel mismo año escribió un texto que sirve 


12. Fontana y Garrabou (1996), pp. 157-159. Miguel Artola (1978), pp. 131-132. Este 
autor comenta estos casos: en 1752, en respuesta a los labradores de Zamora, se prohíben las 
pujas en los arrendamientos; en 1763, Carlos ll accede a las peticiones de los labradores de 
los cuatro sezmos de Salamanca con medidas que equivalen al establecimiento de la tasa; el 
20 de diciembre de 1768 se promulga un decreto donde se hace referencia al derecho que dis- 
frutaban los labradores de Salamanca de no poder ser despojados de tierras y pastos que tenían 
arrendados: este decreto se extiende el 30 de diciembre del mismo año a todo el reino. 

13. Artola (1978), p. 135, recoge las protestas de unos propietarios en 1803 en este sentido. 

14. Baz (1994) y Giralt (1965). 

15. Garrabou explica que «a diferencia de los debates sobre otras medidas legislativas 
analizadas hasta aquí en los que siempre habían surgido algunas voces críticas en defensa de los 
intereses de los campesinos, en la discusión sobre arrendamientos, algunos tímidos intentos 
que se hicieron en este sentido fueron rápidamente ahogados»; en Fontana y Garrabou (1996), 
p.161 En opinión de este autor «más grave fue la ausencia total de medidas que garantizaran el 
pago de mejoras cuando el colono abandonara la explotación. Nadie llegó ni tan siquiera a 
plantear el tema y este vacío acarrearía graves consecuencias y fue sin duda uno de los factores 
que desincentivaron la modernización del sector. Impuestos los contratos cortos, el arrendata- 
rio tiene escaso interés en realizar inversiones ya que al término del arrendamiento se verá des- 
poseído sin ninguna compensación por las mejoras que hubiera podido realizar» (p. 165). 
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para ilustrar los recelos de algunos contemporáneos ante los cambios que se ave- 
cinaban.!* Se trataba de un hombre culto, amante de expresiones como bien co- 
mún. felicidad pública. El título de su memoria, Sobre los señores vEl andes pro- 
pietarios, es ya revelador, puesto que une en una empresa común a los señores y 
a los grandes propietarios, al mismo tiempo que separa a estos últimos del uni- 
verso de los propietarios. El autor denuncia la contradicción entre el decreto del 
6 de agosto de 1811, que dice que «de ahora en adelante quedan abolidos los dic- 
tados de Señor y de vasallo», que considera Justo, y el decreto de 1813, que con- 
sidera injusto, que dice que «para asegurar el sagrado derecho de propiedad» los 
propietarios podrían arrendar libremente sus posesiones. U 

El autor se niega a aceptar que esta última medida sea ventajosa para el «bien 
común», puesto que en realidad permite a los propietarios seguir haciendo lo que 
ya hacían, y se pregunta si los diputados que la han aprobado son conscientes que 
«arrancan de una vez las esperanzas y subsistencias de millares de familias conde- 
nadas a ser el juguete y el capricho y arbitrariedad de unos pocos, acaso los únicos 
acreedores a gozar del sagrado nombre de ciudadanos». El «pueblo», una vez más, 
desconfiaría del legislador, porque sabe que «todos los sacrificios a que porel De- 
creto de arriendos queda expuesto de nada sirven á la Patria» y en cambio «sólo 
son útiles a unos hombres» que no sólo no son la Patria sino que los considera fue- 
ra de ella «por su falta de aplicación a cumplir con los deberes que ésta le señala». 
El autor consider a que el decreto no conlleva ninguna mejora económica para los 
arr endatarios que, expuestos a la precariedad, caerán en la rutina y no innovarán. 
Y puesto que la única razón que los legisladores argumentan para justificar el de- 
creto es la necesidad de «conservar el derecho sagrado de propiedad», el autor se 
pregunta si el problema no radica precisamente en el hecho de haber coricedido al 
derecho de propiedad una extensión que «verdaderamente» no teñía. 


CUANDO LO PARTICULAR ES ANÓMALO. 
TENSIONES EN LA HISTORIOGRAFÍA ESPAÑOLA 


No creo equivocarme mucho si afirmo que durante las dos últimas décadas 
se han presentado tesis de doctorado sobre temas de historia rural contemporá- 
nea, relacionadas con la revolución liberal, en todas las universidades españo- 


16. Un ciudadano deseoso del bien general (1813). El texto comentado en Robledo (2004). 
17. El testimonio de este ciudadano anónimo contrasta con el consenso que la medida im- 
pugnada había obtenido en las Cortes de Cádiz. Véase Fontana y Garrabou (1996), p. 161. 
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las.!$ Pero este auge de estudios, que ha significado lógicamente una ampliación 
de nuestros conocimientos, no ha significado un avance comparable en y hacia 
la construcción de «una historia agraria contemporánea», que parecía ser el ob- 
jetivo final de tantas investigaciones parciales. En realidad, y éste es el proble- 
ma que quiero reflejar aquí, las dificultades dé esta «obra de síntesis» subyacen 
en muchos de los trabajos realizados y se perciben en las reuniones de los histo- 
riadores agrarios. 23 

Intentemos reflexionar sobre el porqué de este : panorama en cierto modo des- 
concertante. Casi todas las investigaciones se han desarrollado teniendo como 
referencia teórica el mismo modelo de desarrollo histórico de la sociedad espa- 
ñola. No se trata, hay que reconocerlo, de una visión dogmática de la historia, ya 
que la mayoría de las investigaciones han condicionado la aceptación final del 
modelo a la comprobación de determinadas hipótesis. Pero sin duda se trata de la 
misma visión idealizada de una historia orientada hacia el progreso, con las mis- 
mas etapas encadenadas entre sí: crisis de Antiguo Régimen, reforma agraria li- 
beral, revolución agrícola orientada hacia la industrialización. Dada la amplitud 
de cada uno de estos procesos históricos, y teniendo en cuenta también la necesi- 
dad de exponer de una forma simple y comprensible las investigaciones, éstas se 
han concretado a menudo en algunos aspectos muy particulares que han tendido 
a acentuar la percepción unilineal del proceso histórico, pero pocas veces han 
llegado a conclusiones satisfactorias sobre la validez del modelo propuesto. 

Si los casos particulares estudiados no encajaban en aquel modelo, se decía, 
se argumentaba y se concluía que el caso estudiado era anómalo, que presentaba 
unas particularidades que lo convertían en un caso único, excepcional y no gene- 
ralizable. Tan sólo hay que leer las últimas páginas de la mayoría de las mono- 
grafías publicadas para corroborar esta impresión.!? Respecto a la lentitud del 
proceso en su globalidad, el carácter estatista del modelo representaba su mayor 
apoyo. El Estado, los gobiernos liberales, habían actuado mal. El resultado ha 
sido bastante singular, ya que a menudo se ha insistido más en lo que la revolu- 
ción liberal pudo haber significado y no fue, que en las razones y condiciona- 
muentos históricos de lo que realmente fue. Es decir, la visión de unas medidas li- 
berales proyectadas hacia el futuro ha condicionado el estudio del tema del 
cambio agrario, y del proceso de industrialización, de modo que muchas veces 
estos ternas se discuten en términos de fracaso y/o traición de unos hombres, o de 


18. Un estado de la cuestión en Villares (1999). 
19. Por ejemplo, en los distintos trabajos presentados en el Congreso sobre Señores y 
Campesinos celebrado en 1988 en Santiago, recopilados en Saavedra y Villares, ed. (1991). 
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unos grupos sociales, y no en términos de una realidad compleja y variada en la 
que las actitudes humanas de estos hombres y de estos grupos sociales tuvieran 
una explicación lógica. 

Ahora bien, cuando finalmente la enorme cantidad de estudios regionales ha 
puesto en evidencia que muchos de los postulados más habituales no son válidos 
para casi ninguno de los casos analizados se impone la necesidad de revisar di- 
chos postulados. Porque estos mismos estudios regionales, a veces monográficos 
sobre algunas de las medidas liberales, a veces de carácter más general, permiten 
“avanzar nuevas líneas de interpretación. El dinamismo y las prácticas de los de- 
rechos de propiedad revelan realidades bien distintas en el conjunto del Estado 
español. Las sociedades de Antiguo Régimen eran muy diversas. Las medidas li- 
berales actuaron, pues, sobre unas realidades distintas. Es evidente que las mis- 
mas medidas, uniformemente aplicadas en todo el territorio, no tuvieron las mis- 
mas repercusiones. 

Es muy posible, además, que los historiadores que investigamos sobre reali- 
dades sociales especialmente dinámicas a finales del siglo xVHI seamos más 
sensibles a la necesidad de revisar la visión tradicional sobre este período que 
los historiadores que trabajan sobre áreas aparentemente menos dinámicas. No 
debe de ser casualidad que los historiadores valencianos y catalanes hayan de- 
sempeñado un papel importante en esta revisión del proceso. Dada la participa- 
ción activa de los diputados y juristas procedentes de las distintas regiones en 
la elaboración de las leyes y en las comisiones redactoras de códigos, conviene 
que el conjunto de la historiografía española sea consciente de la diversidad de 
realidades sociales, así como del dinamismo inherente a cada una de estas rea- 
lidades. Hemos de huir de la visión esquemática, durante años dominante en la 
historiografía —de distintos colores— que contrapone una sociedad feudal 
—prácticamente estática, inmóvil— a una sociedad burguesa, dinámica. Resul- 
ta mucho más adecuado, en el momento de interpretar determinados conflictos 
y determinados cambios en los comportamientos de algunos individuos, situar 
su análisis en la perspectiva de contextos específicos regionales. Desde esta 
perspectiva, la no uniformización de los derechos de propiedad puede ser con- 
siderada como uno de los grandes retos y uno de los grandes éxitos de la revo- 


lución liberal. 


20. Véase una crítica a esta visión en Pujol, González de Molina, Fernández Prieto, Ga- 
llego y Garrabou (2001). 
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ALGUNAS SINGULARIDADES DEL DISCURSO HISTORIOGRÁFICO ESPAÑOL 


Durante años los historiadores hemos hecho derivar de la aplicación de 
unos principios abstractos, sacralizados en las leyes y en los códigos, unos re- 
sultados socioeconómicos concretos que habían de ser —supuestamente— ven- 
tajosos para todo el país. Vamos a exponer algunas prevenciones ante esta for- 
ma de razonamiento. En primer lugar, porque aunque los políticos de un país 
hubieran justificado las reformas que proponían anunciándo sus efectos positi- 
vos para toda la sociedad, no es seguro que creyeran realmente en estos efectos 
y, si lo creían, no necesariamente tenían razón. Pero independientemente de la 
buena voluntad de los legisladores, y de los conocimientos alcanzados en el es- 
tudio de los fenómenos económicos, lo cierto es que había contradicciones cla- 
ras entre algunas de las leyes aprobadas por los liberales en España y los su- 
puestos principios liberales en economía basados en el laissez faire, laissez 
passer. 

La necesaria intervención del Estado es uno de los elementos que más cla- 
ramente pone de manifiesto las contradicciones del discurso histórico que he- 
mos llamado estatista. Al conceder tanta importancia a las leyes, es evidente 
que también concedemos un papel importante y decisivo a la intervención del 
Estado en la vida social y económica. Desde la óptica de un economista liberal, 
una intervención de este tipo sólo parece justificable si el contenido de estas le- 
yes es claramente liberalizador, es decir, si el Estado deja actuar libremente a 
los agentes económicos. Desde una óptica más realista, sin embargo, es evi- 
dente que esta actuación incide de forma diferente en los distintos grupos so- 
ciales, y que la intervención más o menos decisiva del Estado difícilmente pue- 
de ser analizada al margen del conjunto de tensiones existentes en el seno de la 
sociedad. 

En el debate sobre la revolución liberal, esta doble visión del problema puede 
verse reflejada en cada medida legislativa. Pero, evidentemente, había algunas 
medidas en las que era más defendible su carácter liberador. Algunas de las me- 
didas más estudiadas, la abolición del régimen señorial, las medidas desamorti- 
zadoras, por ejemplo, encajaban bien en cualquier versión del modelo liberal en 
tanto que constituían medidas liberadoras y liberalizadoras. Pero es bastante 
significativo el silencio respecto a otras medidas, sancionadas por los mismos 
gobiernos, que exigieron una actuación mucho más comprometida del Estado. 
Por ejemplo, la elaboración de un código penal, la implantación de la reforma tri- 
butaria y la creación de un registro de la propiedad. 


Para valorar el impacto real de la legislación liberal es necesario estudiar más 
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a fondo estas otras medidas, las medidas constructoras del Estado liberal.21 Por- 
que fueron estas medidas, sin duda, las que consiguieron uno de los resultados 
más indiscutibles y más significativos de la revolución liberal: la consagración 
de unos derechos discutidos comio los.derechos de propiedad. 

La tesis que he defendido en mis investigaciones es que en España, como en 
los demás países en situaciones históricas parecidas, las leyes de la llamada revo- 
lución liberal buscaron, y seguramente significaron mucho más unas formás de 
respetár y proteger unas prácticas de propiedad más o menos cuestionadas 
—<onvertibles en derechos— ( que el respeto a una idea libera] —una teoría, unos 
principios— de la propiedad. En contra de lo que se ha repetido hasta la sacie- 
dad, el objetivo de los legisladores no fué tanto crear una propiedad nueva, pleña, 
como conseguir y asegurar un pleno respeto, sin fisuras, de los derechos de pro- 
piedad conocidos, vigentes, existentes. Algunos de ellos tenían orígenes muy an- 
tiguos, otros habían sido recién creados. Su defensa conjunta fue compleja, difí- 
cil de sistematizar, como se reveló en el momento de crear el Registro de la 
Propiedad. Para conseguir este pleno respeto necesitaron una administración efi- 
caz, unos cuerpos policiales represivos, y un discurso ideológico que convertía la 
propiedad en la base justificativa del nuevo sistema. 

Por otro lado, y esto puede ser una de las originalidades de la historiografía 
o la confusión conceptual entre lo liberal político y lo libéral ve MÓMICO 
hizo que se formalizara la idea, en los debates parlamentarios y más tarde en el 
aecIo de los dsd de que las a pa X pi propuestas 


o menor medida el desarrollo económico capitalista (e decir a la inglesa). 22 Este 
hecho es seguramente lo más sorprendente, o en todo caso ló méñós coherente de 
la interpretación histórica esbozada por la comunidad de los historiadores espa- 
ñioles. Hemos entrecruzado sin ningún escrúpulo los modelos francés e inglés, 
queriendo hacer derivar un desarrollo económico capitalista a la inglesa de úna 
revolución jurídica a la francesa. RS 
Esta búsqueda de un resultado económico a través de unas reformas políticas 
y legislativas ha resultado convincente para la mayoría de los historiadores y 
constituye un ejemplo más de la facilidad con la que a los humanos —los políti- 
cos, en primer lugar, pero los historiadores no quedamos en mal lugar— nos gus- 


21. Azcárate (1879-1883) distingue entre las medidas de carácter negativo y las medidas 
de carácter positivo. «Descubrí» este texto cuando ya había utilizado una distinción parecida 
en Congost (1990b). 


22. Véase, para el caso de Francia, Gauthier (1988). 
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ta imputar a los gobiernos y a las políticas llevadas a cabo por los gobernantes de 
un país los resultados económicos y sociales del día a día. Ahora bien, la tesis hí- 
brida que resulta del entrecruzamiento entre los modelos francés e inglés, ¿tiene 
algún fundamento realista? En Francia las reformas jurídicas que parecían inspi- 
rar a las españolas no habían estimulado —=más bién parecían haber frenado— la 
creación de las grandes explotaciones que aquí se pretendía que eran necesarias 
para el desarrollo económico. PE 

En mi opinión, esta falta de coherencia teórica pone de relieve una vez más el 
carácter pragmático e interesado de las medidas liberales tal como fueron dicta- 
das en España. Por ejemplo, en la memoria para justificar la abolición del diez- 
mo, sin duda una de las medidas más emblemáticas de la revolución liberal espa- 
ñola, Mendizábal no duda en aludir a la experiencia francesa para justificar la 
necesidad de la reforma: «La Revolución francesa desterró esta contribución en 
Francia, y preparó los ánimos para su abolición en toda Europa».” Esta apela- 
ción a las tendencias europeas va seguida de inmediato de una reivindicación ex- 
plícita de las doctrinas liberales: 


Empeñados al fin los españoles en el movimiento general y en la gloriosa 
carrera del progreso, conociendo los males del gobierno absoluto, se compro- 
metieron en su reforma, adoptando los principios de la sana política y las doc- 
trinas liberales, Únicas que ya pueden gobernar el mundo... 


Respecto al modelo de la gran explotación, Robledo destaca su carácter de 
novedad respecto a las ideas dominantes antes de 1808.24 Es a partir de esta fecha 
cuando se generaliza, según Robledo, la opinión de Álvarez Guerra de que «el 
mejor sistema de cultivo es el que es capaz de admitir más capitales, más trabajo, 
más abonos y más brazos». Pero sería una ingenuidad muy grande por nuestra 
parte ignorar el argumento definitivo que debía de representar para el conjunto 
de los legisladores la existencia, en una parte importante del territorio español, 
de una realidad social y económica constituida precisamente por grandes explo- 
taciones. 

Por otra parte, la gestión del proceso codificador español anunciado en la 
Constitución de Cádiz, lenta en el caso del Código civil, extremadamente rápida 
en el caso del Código penal, es una prueba suficiente, por si hubiera dudas, de 
que las leyes y los códigos españoles, inspirados en el modelo francés, no fueron 


23. Mendizábal (1837). 
24. Robledo (1993). 
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una mera copia de la legislación francesa. Si comparamos | contenido literal de 


as disposiciones legales en España y en Francia relativas a la propiedad, pode- 
mos observar: que en su conjunto las medidas españolas representaron unas posi- 
ciones mucho más favorables a las clases propietarias del Antiguo Régimen que 
as francesas. Pero el barómetro aquí no puede ser el erado de exclusividad y de 
perfeccionamiento de la propiedad: algunas medidas españolas fueron claramen- 
te menos perfeccionadoras de la propiedad que las francesas, como es el caso de 


tas de propiedad; otras, en cambio, siguen el camino opuesto: por ejemplo, todas 


las leyes relativas al; acotamiento y a la prohibición de prácticas como el Tibre 
pastoreo o el espigueo. 

Que en la España del siglo x1x las normas relativas a la propiedad se parecie- 
ran más a las inglesas que a las francesas no es casualidad, pero no nos debe des- 
viar de nuestra línea discursiva. Porque si el estudio de la revolución liberal es, 
sobre todo, el estudio de un conjunto de medidas de carácter legislativo es por- 
que España, a diferencia de Inglaterra, participó, como Francia, de la experiencia 
codificadora. Una experiencia que el historiador del derecho Paolo Grossi, con el 
aplauso de Tomás y Valiente, de Bartolomé Clavero y otros juristas e historiado- 
res del derecho españoles, ha relacionado con el triunfo del absolutismo jurídico, 
es decir, de una especie de culto a las leyes.25 

Más allá de lo sugerente que resulta de por sí la utilización de esta expresión 
para definir la época liberal, los historiadores deberíamos reflexionar sobre los 
orígenes históricos de este absolutismo jurídico, es decir, deberíamos indagar los 
intereses reales que se escondieron tras el proceso de codificación. Ello significa 
sobre todo investigar la personalidad y los intereses de los legisladores y de los 
hombres a quienes representaban los legisladores. Porque no debemos equivo- 
carnos. Si es verdad, como dicen algunos historiadores del derecho, que la sim- 
ple idea de la codificación significó el triunfo de los legisladores sobre los juris- 
tas, los principios que quedaron reflejados en los códigos muestran sobre todo la 
voluntad y la pretensión de unos legisladores de asentar unos principios que difi- 


25. Para Tomás y Valiente (1995), pp. 36-37, el concepto permite «explicar la degrada- 
ción de la función del jurista y, en parte, de la ciencia misma del Derecho, en el sistema jurídi- 
co nacido desde lá Codificación liberal»: El proceso legislativo y codificador que culmina con 
la creación del nuevo Estado liberal-burgués «entroniza la ley conío única fuente del Dere- 
cho» y hace compatible la «contradicción entre el liberalismo más ortodoxo en la economía». 
Desaparece el pluralismo en el derecho y se degrada la condición del jurista. Grossi pone de 
manifiesto los defectos intrínsecos y extrínsecos del absolutismo jurídico. AA.VV., (1995), 
pp. 36-37. 


odas aquellas que favorecen y regulan la permanencia legal de formas imperféc- 


e 


E 
E 
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cultaran la intervención de otros en el futuro.?ó Desde este punto de vista, el cul- 
to a las leyes denunciado por Grossi no reflejaría una simple miopía de los juris- 
tas, sino unas contradicciones y unos intereses propios de una etapa histórica 
concreta. 

Para estudiar esta problemática es necesario preguntarnos quiénes eran los 
legisladores del siglo x1x y qué pretendían. Si analizamos los distintos procesos 
de codificación del siglo xix observamos que conllevaron un proceso de sacrali- 
zación de unos principios jurídicos teóricamente neutros y autónomos, pero en la 
práctica claramente favorables a los intereses particulares de una minoría de in- 
dividuos.?7 


LA TESIS DE LOS PROPIETARIOS PRÁCTICOS 


Legisladores, juristas y propietarios hablaron y discutieron a mediados del 
siglo xIX sobre las medidas que convenía o no convenía adoptar. Pero no debe- 
mos confundir la discusión teórica o la utilización partidista de unas palabras con 
la realidad de los hechos. Las palabras varían de significado según cuándo, cómo 
y por quiénes son escritas o pronunciadas. No podemos olvidar el carácter in- 
trínsecamente jurídico de la propiedad —o de aquello a lo que llamamos propie- 
dad— antes y después de la revolución liberal. Alguien es propietario de una fin- 
ca porque tiene a su favor una legislación que le permite defender su propiedad. 
Al insistir en la creación de una nueva propiedad, los historiadores a menudo 
olvidamos € que quienes estaban redactando las leyes y los reglamentos, a media- 
dos del siglo xix, eran viejos propietarios. O, en todo caso, personas que practi- 
cabar derechos de propiedad. Para esclarecér hasta qué punto la revolución li- 
beral conllevó uti concepto nuevo de propiedad, hay que llenar de contenido 
histórico esta idea, 

Pará ello, sería bueno acostumbrarnos a aplicar el test que llamaremos de los 
propietari 105 pres tic os a las medidas liberales, antes de discutir el contenido yel 


26. Cazzetta (1995), p. 407, sigue a Bobbio (1979), pp. 92 y ss., al señalar las caracterís- 
ticas que conlleva la codificación: a) inversión de las relaciones tradicionales entre derecho 
natural y derecho positivo (el derecho natural es irrelevante para el jurista si no aparece incor- 
porado en las leyes; uno no puede acudir al derecho natural para completar las lagunas de las 
leyes); b) una concepción estática del derecho (omnipotencia de los legisladores); c) una inter- 
pretación de las leyes fundada sobre las intenciones de los legisladores; d) el éulto al texto de 
la ley; e) el respeto del principio de autoridad (la autoridad del principio positivo). 

27. Caroni (1996). 
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sentido de las frases elegidas por los legisladores.28 Podríamos empezar, por 
ejemplo, por una de las medidas legislativas más discutidas por la historiografía 
española, la forma como fueron abolidos los señoríos.22 Las leyes de abolición 
de los señoríos desempeñaron un papel importantísimo en el discurso de sacrali- 
zación de la propiedad en la España del siglo x1x.30 Éste fue el argumento princi- 
pal de los esgrimidos por los diputados de 1837 que defendieron la versión defi- 
nitiva, más moderada que la correspondiente al trienio liberal, del decreto de 
abolición de los señoríos.2! : E 

Se puede argumentar, y con razón, que los que perdieron sus batallas también 
expusieron los mismos argumentos. La abolición del diezmo, las desamortiza- 
ciones —ambas-— fueron medidas denunciadas porque representaban ataques 
directos a la propiedad. Resulta interesantísimo observar que los discursos con- 


28. Hace años que insisto en el pragmatismo de los propietarios, a partir de mis investiga- 
ciones sobre la región de Gerona. Así, en Congost (1990b), p. 231: «La realidad gerundense 
no había inspirado las medidas liberales, pero el resultado de las medidas fue en su conjunto 
muy favorable a la clase propietaria gerundense. Los decimadores laicos, que experimentaban 
desde hacía años una fuerte crisis en sus rentas decimales, cobraron indemnizaciones. Los pro- 
pietarios útiles —en su mayor parte enfiteutas de señores eclesiásticos —-—pudieron redimir sus 
censos-— a muy buen precio— y pasar a ser teóricamente propietarios “plenos”. Estos mismos 
propietarios combatieron con tesón la ley de redención de censos que hubiera significado una 
pérdida importante de sus rentas. Consiguieron así mantenerse como “señores” de “Sus” enfi- 
teutas hasta 1945. Por otra parte, vieron respetadas las rentas eclesiásticas de origen laico. 
A nivel global, pues, es difícil imaginar medidas más favorables. Pero, ¿no fue la revolución 
liberal, o su resultado, en gran parte, eso, un conjunto de medidas favorables a las clases pro- 
pietarias “prácticas”. 

29. El hecho de que fuera un diputado catalán, Felipe Aner, el que propusiera la fórmula 
de la distinción entre señoríos territoriales y jurisdiccionales, no es insignificante. Las pala- 
bras que pronunció para justificar su propuesta no pueden sorprender a los historiadores cata- 
lanes: «Por lo que mira a los señoríos distingo dos cosas: una el dominio que el señor tiene so- 
bre el territorio del pueblo, y otra el que se ejerce sobre sus habitantes». Los juristas catalanes, 
acostumbrados a una realidad en la que la mayoría de las veces las figuras de señor directo y 
señor jurisdiccional no eran coincidentes, preocupados por el mantenimiento de la indivisión 
de dominios, hallaron la única fórmula que podía tranquilizar a los señores de otras regiones, 
en las que el problema no era el mantenimiento de la división de dominios, sino la forma de 
conseguir el respeto hacia unas propiedades plenas discutidas. Para seguir el proceso de discu- 
sión, Fontana y Garrabou (1996), y Hernández Montalbán (1999). 

30. Aunque posiblemente el camino seguido por Francia hubiera sido parecido si los 
acontecimientos específicos de la revolución no lo hubieran impedido. Fue una vez perdida la 
opción de mantener todos los derechos de propiedad, cuando los redactores del Code acentua- 
ron el carácter absolutista de la propiedad. Véanse los capítulos 4 y 8 de este libro. 

31. Sobre el debate en las Cortes, Hernández Montalbán (1999). Véase el capítulo 8 de 
este libro. 
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trarrevolucionarios también insistían en la necesidad de respetar todos los dere- 
chos de propiedad. Es evidente que estos discursos iban dirigidos a las clases do- 
minantes, y que en ellos se daba por supuesto que las medidas legislativas eran 
un asunto que sólo concernía a éstas. Por esto se recreaban en sus fantasmas. Leí- 
dos hoy, estos textos resulfarl cási SULVErsivos, porque ofrecen argumentos sobre 
la enorme fragilidad de los derechos de propiedad -—si. no se respeta a uno, 
¿quién va a respetar a los otros?— considerados en su conjunto. Su publicación 
demuestra, en cierto modo, el abismo que separaba las clases propietarias de las 
no propietarias y, por lo tanto; lo lej0s que estaban las Cortes de representar la 
voluntad popular y el bien de la nación. 

Este texto de Jaime Balmes, contrario a la desamortización eclesiástica, pue- 


de ser ilustrativo de lo que acabamos de decir: 


Medítenlo bien, esos hombres de elevadas clases, esos ricos propietarios, 
esos acaudalados comerciantes de quienes dependerá seguramente el que se 
lleve a efecto el despojo del clero: si desperdiciáis ocasión tan oportuna para 
impedirlo como os ofrece el hallaros sentados en los escaños de las Cortes, y 
en el momento en que el gobierno va a consultar cuál es sobre eso vuestra vo- 
luntad; si lo provocáis, si lo consentís, y si en alguno de los torbellinos de la re- 
volución se levantan un día millares de brazos armados con el puñal, con el ha- 
cha y la tea incendiaria; si en nombre de la libertad, de la igualdad, de la 
utilidad pública, de la mejora de las clases inferiores, de la mayor circulación, 
de la más equitativa de las riquezas, se arrojan sobre vuestros caudales y ha- 
ciendas, ¿qué le diréis? Al tribuno que acaudille a la turba feroz, ¿qué le E 
ponderéis cuando os recuerde lo que hicisteis con el clero? Su lógica será terri- 
ble, porque estribará en vuestro propio ejemplo; él os podrá decir con toda 
verdad: Yo os despojo y vosotros me lo habéis enseñado.?? 


Balmes recriminaba a los parlamentarios su voto favorable a las leyes de- 
samortizadoras, y para hacerlo desenmascaraba el juego de los propietarios. 
Daba por supuesto que los intereses que movían a estos propietarios-parlamenta- 
rios no eran otros que su egoísmo y el miedo a la revolución. Los hacía únicos 
responsables de las leyes liberales y de sus posibles consecuencias: tenían que 
aprovechar la «ocasión tan oportuna» que les brindaba «el hallarse sentados en 
los escaños de las Cortes». 

De hecho, a menos que creamos realmente que existe una propiedad digna de 
ser sacralizada, el discurso de sacralización de la propiedad revela la fragilidad 


32. Balmes (1847). 
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intrínseca de los derechos —cualesquiera— de propiedad.*3 Y la simple exigen- 
cia de los títulos para el reconocimiento de según qué derechos significaba mu- 
chas veces un acto discriminatorio. Se ha discutido mucho el tema de la exigen- 
cia de los títulos de los señores; pero ¿por qué no se pidieron otros títulos de 
propiedad particular? En concreto ¿por qué no se pidieron los títulos de propie- 
dad particular de muchas fincas susceptibles de haber sido expropiadas a los mu- 
nicipios? 

Las reglas de juego de los propietarios españoles son mucho más transparen- 
tes cuando se trata de las leyes relativas a la disposición absoluta del suelo por 
parte de los propictarios.4 En 1836 fue restablecido el decreto de 1813 que de- 
claraba «cerradas y acotadas perpetuamente» todas las fincas. En este terreno, 
como en el de los derechos señoriales, lo que sucedía en España se diferenciaba 
bastante de lo que el sistema representativo había dispuesto en la vecina Francia. 
En este país, durante todo el siglo XIX rigió el decreto de 1791 que exigía una pa- 
red continua de cuatro pies de alzada o un tipo de vallado similar para considerar 
cerrada una finca. Además, el que cerraba una finca perdía el derecho a los usos 
colectivos vecinales. Porque en Francia los derechos de vaine páture fueron res- 
petados; también, como veremos en el último capítulo de este libro, el del espi- 
gueo. En España, en cambio, una real orden de 1847 aclaró que para acotar era 
suficiente «cualquier señal material y visible que indique el derecho de propie- 
dad»; y el Código penal de 1848 dispuso la prohibición absoluta del espigueo y 
conceptuó la entrada de ganado en las propiedades ajenas como una falta «aun- 
que no hicieran daño». El proceso alcanzó el clímax con la reforma del código de 
1850, que convirtió en delitos el hurto de leñas y el espigueo, independientemen- 
te del valor de lo robado. 


El proceso que se estaba viviendo en España se parecía bastante al vivido en 
otras latitudes europeas. De hecho, nuestra fórmula de los propietarios prácticos 
se inspira en los comentarios de un jóven periodista, Karl Marx, en la década de 
1840, sobre las discusiones parlamentarias de la Dieta renana. Puede ser intere- 
sante seguir el hilo árgumental de las reflexiones del joven Marx. La Dieta rena- 
na, al definir el delito de robo de leña, había rechazado la proposición de un di- 


33. En Francia, el discurso de los aristócratas en defensa del sagrado derecho de propie- 
dad no pasó desapercibido a Babeuf( 1988). 

34. Véase el capítulo 7 de este libro, donde plarted"la tesis de los propietarios prácticos 
para los cambios-acaccidos en el Ampurdán y el Rosellón en los sistemas de justicia rural a 
mediados del siglo XvVHL 

35. Diario de Sesiones de las Cortes, 3 de mayo de 1855, proposición de Hernández de 
la Rúa. 
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putado : de «que el valor de la leña sustraída se tuviera en cuenta para determinar 
la pena por considerarla una medida «poco práctica». 36 Esta consideración pro- 


vocó dienación de Marx. ¿Por qué, se preguntaba, se trataba de una medida 
poco prác tica? La valoración del producto sustraído tenía que hacerse i gual men- 
te, porque Ta ley aprobada preveía también la restitución del valor de los daños 
particulares” realizados. El carácter práctico parecía residir en el carácter ejem- 

plar de la medida. Para Marx, esto:significaba un claro desprecio de la Dieta ha- 
cia el derecho y hacia las clases populares —«no merece la pena dirigir su distin- 
guida atención a tales nimiedades»— que lc da forma de razonar de los 


«pro letal 10S prácticos»: 


El práctico propietario del bosque razona del siguiente modo: esta deter- 
minación legal és buéna en la medida en que mé es útil, pues mi utilidad es lo 
bueno. Esta detérminación es superflua, es nociva, poco práctica, en la medida 
en que por pura extravagancia jurídica teórica deba aplicarse también al acusa- 
do. Puesto que el acusado es nocivo para mí, es evidente que es nocivo para mí 
todo. lo queno le haga llegar al mayor perjuicio. Esto es sabiduría práctica. 


Marx denunciaba la forma de adecuación del Estado a los intereses de la mi- 

noría que representaba el sector de los propietarios: «Ya que la propiedad priva- 
da no tiene medios para elevarse a la perspectiva del estado, el estado tiene dere- 
cho de rebajarse a los medios de la propiedad privada, contrarios a la razón y al 
derecho». Apuntaba con ironía la utilización del concepto libertad: «la voluntad 
del propietario forestal reclama la libertad de poder tratar el contraventor EN 
su comodidad y de la manera que le resulte más conveniente y menos costosa.. 
Y exponía, con sentido agudo y crítico, la «lógica del egoísmo», que tr o 
ma «los servidores del propietario forestal en autoridad del estado» y transforma 
«las autoridades del estado en servidores del propietario forestal...». De modo 
que todos los Órganos del Estado se transforman en «orejas, ojos, brazos y pier- 
nas con las cuales el interés del propietario escucha, espía, valora, protege, atra- 
pa y corre». 

Las diversas actuaciones de los diferentes colectivos de propietarios españo- 
les en: el período. liberal, es decir, una vez toman las riendas de la política de la 
nación, ¿hasta qué punto no constituyen un buen ejemplo de las características 
de los. «propietarios prácticos» de los que habla Marx, cuando analiza y comenta 
los debates de la Dieta renana? Mucho nos tememos que los propietarios prácti- 


36. Marx (1983). Véanse también las reflexiones de Vilar (1983). 
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cos españoles se esforzaron para que prosperasen básicamente las leyes que ellos 
consideraban buenas y beneficiarias. En las Cortes de 1821, Guillermo Oliver 
había resumido bien este discurso: «No se ataca la propiedad cuando se trafá de 
abolir las prestaciones señoriales; porque si en algunos de sus pueblos el Señor 
ha tenido o tiene verdadera propiedad la conservará, pues no se trata de eso». 
Hace años Josep Fontana escribió que lo que unió a la clase burguesa fue «la ne- 
cesidad de asociarse para defender aquello que la riqueza de todos tiene en co- 
mún, la propiedad, contra las apetencias de las clases subalternas». Esta necesi- 
dad explicaría algunas rupturas entre el discurso de los ilustrados dél siglo xvIn y 
el discurso de los legisladores liberales del siglo x1x.37 Y también puede explicar 


por qué las medidas liberales no significaron cambios importantes en 1: 
ciones de realización de la propiedad en las distintas regiones españ las. Los an- 
tiguos señores feudales transformaron sus antiguos señoríos en propiedad bur- 
guesa allí donde habían continuado teniendo importancia y, en cambio, en las 
regiones donde los enfiteutas ejercían como propietarios vieron confirmadas sus 
propiedades. En estas regiones, serían estos enfiteutas los que podrían benefi- 
ciarse de las medidas sobre el uso exclusivo de las tierras o de la libre contrata- 
ción de arriendos. El resultado efectivo de cada una de las medidas legislativas 
dependería, finalmente, de las actitudes de los distintos grupos sociales implica- 
dos. Pero esto no era precisamente una novedad del orden liberal. 

La tesis de los propietarios prácticos, pues, a pesar de su carácter simplista, o 
precisamente por este carácter, nos obliga a situarnos en posición de alerta y nos 
permite combatir dos ideas bastante extendidas en el discurso historiográfico. En 
primer lugar, al insistir en el carácter pragmático de los propietarios, nos obliga a 
cuestionar los supuestos orígenes ideológicos e intelectuales de la propiedad mo- 


derna, así como su proclamada racionalidad. A estas alturas es difícil defender 


que los cambios legislativos obedecían simplemente a los postulados teóricos li- 
berales en boga. Lo liberal era lo bastante ambiguo como para justificar opciones 
muy diferenciadas y poco coherentes entre sí. Dicho de otro modo, los principios 
liberales eran demasiado abstractos para admitir una única manera de concretar- 
se. Pero, además, la tesis del pragmatismo de los propietarios requiere tener en 
cuenta ante todo las diversas condiciones de realización de la propiedad y admi- 
te la hipótesis de que las actitudes —de resistencia, activa o pasiva, de no resis- 
tencia-—— de los no propietarios -—o de los menos propietarios— pudieran influir 


en el redactado final de las leyes y, después de su promul gación, en su mayor o 


37. Robledo (1993), p. 1, considera que «para los defensores del ordenamiento liberal, el 
modelo a seguir fue el que Jovellanos había expuesto en 1795». 
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menor grado de cumplimiento. Y, como veremos a lo largo de este Abro esta hi- 
pótesis merece ser tenida en cuenta tanto para el estudio de LS Ue El 
como para el estudio de las supuestas diferentes vías hacia el capiiciomo: do 
la clave del análisis histórico del período reside en la percepción de la realidad 
histórica tal como era: conflictiva, plural, mutante. Sólo así podremos aprehen- 
der el sentido, el alcance y el impacto de las medidas escietadas, eN nombre de 
los principios liberales, abstractos, por unos hombres extraordinariamente com- 
prometidos e interesados con un orden social concreto. 


zi - 


e 
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Capítulo 3 


EN NOMBRE DE LA PROPIEDAD. 
LA ABSTRACCIÓN COMO DISCURSO 
Y COMO ARMA 


Que fait le loup lorsqu'il dévore l'agneau qu'il a saisi, sinon 
d”user de son droit de loup. 


DOLIVIER! 


La propiedad de la tierra: ¿de qué tipo? ¿para qué? ¿de quién? ¿de quiénes? 
¿de qué tierra? ¿de cuánta tierra? En los capítulos anteriores ya se han evidencia- 
do algunas prevenciones ante los discursos y las teorías aparentemente y supues- 
tamente neutrales sobre los derechos de propiedad. Estas prevenciones van a 
constituir el eje de este capítulo, orientado específicamente a poner en evidencia 
la fragilidad de algunos tópicos sobre la propiedad y sobre el derecho, que se re- 
piten con demasiada frecuencia en los estudios realizados por historiadores. Es- 
tos tópicos han servido para construir y afianzar en el discurso historiográfico 
unas categorías abstractas, universales; a menudo, además, los adjetivos que uti- 
lizamos para calificarlas —perfecto, natural— no hacen sino reforzar la idea de 
su carácter superior y único. Nuestras prevenciones hacia ellas partirán de una 
idea muy simple: esas categorías, esos conceptos que nos vemos obligados a uti- 
lizar en nuestros estudios son, a pesar de su aparente neutralidad y universalidad, 


1. «¡Qué hace el lobo cuando devora el cordero que ha apresado, sino ejercer su derecho 
de lobo!» Citado por Barny (1993), p. 164. 
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producto del contexto histórico -—concreto— en el que fueron elaborados y dise- 
ñados; y es este contexto histórico el que explica el proceso exitoso de elabora- 
ción de unos conceptos de las ciencias sociales a partir de la no consideración de 
las desigualdades sociales. Algunas reflexiones en torno al concepto de la pro- 
piedad servirán para ilustrar un peligro inherente a cualquier discurso historio- 
gráfico que tienda a reproducirlas. Pensar que un discurso —<ualquierá— sobre 
la propiedad tiene una autonomía respecto de lo social, de lo económico, puede 
significar compartir, aunque no seamos conscientes de ello, algunás de las ideas 
que más han contribuido a sacralizar el concepto de propiedad. * 


Las LECCIONES DE UN DIÁLOGO QUE NO TUVO LUGAR; 
SEEBOHM Y FUSTEL DE COULANGES 


En la introducción de su Historia rural francesa, escrita en 1931. Marc Bloch 
dio publicidad a una carta que en 1885 el historiador británico Frederick See- 
bohim había escrito al historiador francés Fustel de Coulanges.? En la misiva, 
Seebohm se interesaba por la historia de los paisajes agrarios en Francia. El tipo 
de paisaje agrario de campos abiertos, que él había estudiado en Inglaterra, ¿se 
había dado también en Francia? La respuesta de Fustel de Coulanges fue contun- 
dente: no. Él no había hallado pruebas de este régimen de propiedad en su país. 
Para Marc Bloch esta respuesta delataba doblemente al corresponsal francés: 
Fustel no había admirado nunca el paisaje agrario del norte y el este de Francia, 
que evocaba claramente el open field inglés; y no seguía con demasiada atención 
los debates parlamentarios de su país. 

No nos precipitemos en nuestras conclusiones. Fustel de Coulanges no vivía 
despreocupado de los problemas de su tiempo. Fue uno de los autores más com- 
bativos a favor de los orígenes privados —es decir, no colectivos — de la propie- 
dad en el debate abierto a finales del siglo xix sobre «otras formas de poseer», es 
decir, sobre formas de poseer distintas de la propiedad privada particular.3 See- 
bot, por su parte, en sus trabajos, en los que situaba los orígenes del sistema de 
los open fields en la comunidad aldeana medieval, ofrecía a Fustel una vía para 
no deducir necesariamente de la existencia de comunales en la historia de Fran- 
cia la justificación de las ideas socialistas o comunistas de finales del siglo x1x.* 


2. Bloch (1978). 

3. Grossi (1986). 

4. Grossi (1986) considera que Seebohm representa en la histor ¡ografía inglesa la reacción 
antirromántica y antigermanista encarnada ej jemplarmente en Francia por Fustel de Coulanges. 
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¿Por qué, pues, Fustel de Coulanges no se mostró receptivo al discurso de See- 
bohm? ¿Por qué ni tan siquiera consultó a sus colegas los historiadores medieva- 
listas franceses sobre el problema planteado? 

El problema se complica si situamos a Fustel de Coulanges en el seno de la es- 
Cuela historiográfica ala que supuestamente. pertenecía. Como historiador de su 
tiempo, Fustel de Coulanges defendía una «ciencia pura y absolutamente desinte- 
resada», es decir, una ciencia «sin pasiones, ni rencores, ni deseos de venganza».5 

Unos años más tarde, Marc Bloch y en general los historiadores de la Hama- 
da Escuela de Amnales, criticaron.con alguna dureza la manera de concebir la 
historia de Fustel de Coulanges y de lo que algunos hoy llaman el momento me- 
tódico.$ Marc Bloch, sin referirse al papel relevante de Fustel de Coulanges en el 
debate sobre la propiedad, aprovecha el episodio de la misiva de Seebohm para 
denunciar la obra de aquellos historiadores que habían optado por vivir alejados 
de la sociedad. Fustel se había limitado a buscar la respuesta en los textos y en 
los documentos que le eran más familiares, los documentos de la antigiiedad ro- 
mana. ¡Si tan sólo Fustel de Coulanges hubiera leído los periódicos y se hubiera 
interesado por las discusiones parlamentarias! En la década de 1880 y 1890, enel 
Parlamento francés se discutían nuevas leyes y “disposiciones sobre las prácticas 
de vaíne p páture e o que ningún código h había abolido, 
día. Potque: no se alaba dolo ce dsc sb los orígenes de la rapid o la 
legislación sobre la vaine páture. El debate que polarizó las posiciones de los po- 
líticos en los discursos parlamentarios se centró en muchos países en los impues- 
tos sobre la renta de la tierra, en los derechos de los arrendatarios sobre las tierras 
que cultivaban, y en la precariedad —y necesaria protección — de las pequeñas 
explotaciones familiares. Para muchos propietarios, una simple modificación en 
alguna de estas direcciones significaba un ataque directo y frontal al dogmatismo 
jurídico encarnado en el principio de «la propiedad sagrada e inviolable». Pero la 
crisis agraria, las movilizaciones campesinas y algunos procesos ruidosos como 
el reconocimiento del tenant right de los irlandeses, o las leyes sobre el home- 
stead en Norteamérica forzaron el hecho de que algunas medidas antes inimagi- 
nables acabaran apareciendo como inevitables. 

Entre los científicos sociales contemporáneos empezaba a haber una cierta una- 


5. En 1886, en un trabajo escrito contra Laveleye, uno de sus principales adversarios inte- 
lectuales en los debates sobre la propiedad, Fustel de Coulanges parecía ser sincero cuando in- 
tentaba disociar la historia (o lo que él creía que era la historia) de las posiciones políticas del 
momento. Citado por Grossi (1986), p. 133. 

6. Delacroix, Dosse, Garcia (1999). 
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nimidad en el diagnóstico del problema: el mantenimiento de la tesis de la no discu- 
tibilidad, es decir, de la sacralización de la propiedad se revelaba un imposible, una 
ilusión. Todas las propuestas, las más moderadas también, intentaban matizar el su- 
puesto carácter sagrado, es decir, ilimitado y absoluto, que algunos códigos libera- 
les habían otorgado a principios de siglo a la propiedad” y preferían hablar de la 
función social de la propiedad de la tierra. 

Algunos estudiosos franceses buscaban y hallaban las raíces del error ahora 
detectado en la misma obra revolucionaria, insistiendo en su marcado carácter 


'individúalista. Había un mayor consenso, en Francia y en otros países del conti- 


nente, en imputarlo a la adopción de los principios individualistas del derecho 
romano. Pero ¿se había tratado realmente de un malentendido? Los juristas y los 
legisladores habían demostrado tener una fe ciega en la superioridad de estos 
principios, ¿sólo se trataba de eso? 

Sea cual sea nuestra interpretación del proceso, lo cierto es que el discurso de 
los historiadores, como el de Fustel, se resiente aún de las circunstancias históri- 
cas que, a principios del siglo xIx, asociaron el progreso a un corpus jurídico su- 
puestamente intocable. En aquella época se forjaron algunos tópicos sobre los 
derechos de propiedad que los historiadores hemos continuado repitiendo acríti- 
camente hasta la saciedad. Un primer tópico o lugar común lo constituye la idea 
de que el Código civil francés y, en consecuencia, todos los códigos que de algún 
modo se inspiraron en él, conllevó la reinstauración de los principios y conceptos 
propios del derecho romano. El segundo tópico que se tratará, muchas veces 
complementario al anterior, y que para algunos constituye la base del liberalismo 
político, es la idea de la existencia de un derecho natural universal, verdadero, 
basado en la razón humana. 


Los SUPUESTOS ORÍGENES ROMANOS DEL CÓDIGO CIVIL FRANCÉS 


Una idea bastante extendida en los libros de historia contemporánea es la 
idea de que los códigos. liberales del siglo XIX, y en primer lugar el Código civil 
francés, significaron la recuperación y la rehabilitación del concepto de propie- 
dad vigente en el derecho romano, la llamada propiedad quiritar ia. La visión de 
la historia quese-desprende de esta idea conlleva la asunción de un concepto de 


propiedad ideal, perfecta, superior, que habrían desarrollado en la época romana 
los juristas romanos. Después de siglos de oscuridad jurídica, su reinstauración 


7. Véase Patault (1989). 
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en los códigos liberales significaba el triunfo de la razón y el inicio de la andadu- 
ra a por el buen camino, el que conducía inexorablemente al progreso. 

Los historiadores, especialmente los continentales, hemos incorporado esta 
idea en nuestra manera de abordar los problemas relacionados con la propiedad 
de la tierra. Sin embargo, hace ya bastantes décadas que las aportaciones de algu- 
nos historiadores del derecho invitan a matizar y revisar críticamente esta Opi- 
nión. Me limitaré a ser portavoz de algunas de sus opiniones. Según estos autores, 
la. concepción de la propiedad como un derecho individual y absoluto no habría 
n la antigiiedad. Villey halla en la obra de Guillermo d'Occam, en 

la primera mitad del siglo xIV, los orígenes del derecho subjetivo de propiedad, 
efemérides que consideraba de una gran importancia: «nos hallamos en el mo- 
mento copernicano de la historia de la ciencia del derecho, en la frontera de dos 
mundos». En 1969, un discípulo de Villey, Arnaud, consideraba que el Code ci- 
vil francés Había asumido el lenguaje del derecho romano pero en modo alguno su 
espíritu? Lo que le llevaba a preguntarse: «¿de dónde viene el espíritu subjetivis- 
tae > individualista que anima el artículo 544 del Code civil?».*0 El artículo 544 es 

el que contiene la célebre definición de la propiedad: «La propiedad es el derecho 
de poseer y disponer de las cosas de la forma más absoluta, siempre que el uso que 
se haga de ellas no contravenga las ] eyes ni los reglamentos».!! Conviene recor- 
dar, antes de continuar, que el Código civil de 1804 no es el código de la Revolu- 
ción francesa. En el proyecto de Code civil presentado en 1796 por J. R. Comba- 
ceres, el artículo correspondiente a la definición de la propiedad, el 415, tenía un 
carácter bastante distinto: «El propietario tiene derecho a utilizar y disponer (de 
las cosas) a su antojo, conforme a las leyes establecidas por la necesidad co- 
mún».!? Una de las lecciones más interesantes de Arnaud proviene de su relectura 
de los textos romanos. Muchos autores —Arnaud cita a Malleville-— habían con- 
siderado que el artículo 544 del Code civil venía a ser algo así como la traducción, 
más o menos literal, de los textos romanos que habían definido la propiedad, Se- 
gún Arnaud, ningún texto romano se había propuesto definir la propiedad como 


8. Villey (1962-1963), p. 261. 

9. Arnaud recuperaba el discurso de algunos Juristas italianos, Scialoja y Nicolini, que 
muchos años antes habían subrayado las deformaciones progresivas de los textos romanos y el 
«nacimiento gradual del derecho de propiedad moderno». 

10. Arnaud (1969). 

11. «La propriété est le droit de jouir et disposer des choses de la maniére la Plus absolue, 
dai qu'on n'en fasse pas un usage prohibé par les lois ou par les réglements.» 

..<Le propriétaire a droit de jouir et de disposer á son gré, en se conformant aux lois 
La pour la nécessité commune.» 
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derecho. Las supuestas definiciones que habían permitido difundir esta idea se 
entresacaban básicamente de dos textos: la ley 21 del Código de Justiniano y los 
títulos 1 y siguientes del libro 41 del Digesto. Pero cuando comparamos lo que 
dice la ley 21 del Código de Justiniano vemos que tiene muy poco que ver con el 
redactado del artículo 544 del Code. Formalmente, los títulos Jy siguientes del li- 
bro 41 del Digesto guardan una mayor similitud en cuanto a la forma, pero no en 
cuanto al contenido si tenemos en cuenta el significado real de la palabra j jus.13 

Las conclusiones de Arnaud son significativas. La Roma clásica no habría cono- 
cido nunca «la propiedad ala romana». Es necesario, pues, no confundirderecho ro- 
mano y derecho de los romanistas de las épocas medieval, moderna o contemporá- 
nea. Arnaud halla en las aportaciones de la doctrina francesa de los. siglos XVIL y XVI 
una «construcción esencialmente nueva» del derecho y utiliza la expresión gr “an mis- 
tificación para describir el proceso de sustitución definitiva, en el curso de los siglos 
xvil y xvii, de los conceptos dominium e imperium por pr opietas, auctor tas y potes- 
tas. Setrataba de hallar los conceptos adecuados —dominium, imperium, se hallaban 
demasiado desgastados-— para disociar poder y derecho. Esta disociación era nece- 
saria para cumplir la función abstracta, subjetivista y universalista que requerían las 
necesidades de regulación de una sociedad burguesa en plena expansión. 

Las reflexiones que se derivan de estas observaciones podrían ser múltiples. 
Me limitaré a señalar algunas de ellas, que han podido dar lugar a malentendidos 
en la interpretación del desarrollo histórico, La idea de un derecho moderno idea- 
do, fijado y establecido en la época clásica parece insistir en la eternidad y supe- 
rioridad de algunas nociones y concede escasa atención a las transformaciones 
del propio derecho. El discurso de Villey, Arnaud y sus seguidores sugiere una 
visión radicalmente distinta: las ideas sobre la propiedad que triunfan en el Code 
son ideas que habían surgido de la práctica jurídica y y de la doctrina jurídica. apli- 
cada durañite los siglos anteriores a la Revolución francesa y el éxito definitivo 
de estas ideas, discutidas durante el proceso revolucionario, respondió a unos in- 
tereses concretos y privados que convino disimular bajo el prisma de lo público y 
lo abstracto. En el fondo, lo que están subrayando es que la sociedad feudal, y 
con ella su derecho, había evolucionado mucho, 

Esta evolución del derecho feudal se ve con claridad cuando examinamos la evo- 
lución de los derechos derivados del dominio útil y de los derechos derivados del do- 


13. Arnaud reconstruye de un modo convincente el proceso que había llevado a Mallevi- 
lle a escribir en su Analyse raisonée du Code Civil: «Dominium, dit la loi 21, Cod. mandati, est 
jus utendi et abutendi re sua, quatenus juris ratio patitur». 

14. Arnaud (1995). 
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minio directo. En esta evolución vio Armand Piret, en un trabajo sobre el jurista Po- 
thier publicado en 1937, el encuentro entre el derecho feudal y el derecho romano. 
Como es sabida Pothier, en el siglo xv 11, inspiró y prácticamente redactó los f uturos 


artículos sobre la propiedad « del Codec 


. Pero Piret también demuestra que fue un 


mal t traductor. de los juristas d del siglo xv Dumóulin, en-da. primera mitad del si- 
glo XVL, había definido astel contrát de fief. «translatio utilis dominis, proprietate re- 
tenta». Es decir: 
thiers, en cambio, tradujo: «traslación de la propiedad útil y retención de la directa». ! 
En la visión tradicional, la idea de lanovedad del derec chonapoleónico, y la mis- 
maidea de la reinstauración de un supuesto concepto romano de la propiedad se ba- 
sabanen la ruptura que significa en estos países la desaparición de los derechos feu- 
dales. Esta v isión parece! haber olvidado que la misma distinción entre dominio útil 
y dominio directo es de origen romano. 16 Y, de hecho, en los países donde se man- 
tuvo vi vigente la di visión entre ambos dominios, como en España, el derecho romano 
ñ vocada para mantener intocable esta vigencia. Los se- 
fiores con guieron « así que los tribunales declararan la imprescriptibilidad del do- 
minio directo y de los censos debidos, aunque los enfiteutas hubieran dejado de sa- 


: «la traslación del dominio útil, siendo retenida la propiedad». 5 


tisfacerlos. En cambio, los juristas catalanes favorables a la prescripción de estos 


derechos. ue consiguieron una primera sentencia favorable del Tribunal Supre- 
mo, en 1863— se apoyaron básicamente en el texto de un usatge medieval. !? 


LA PROPIEDAD DE LA TIERRA-Y EL DERECHO NATURAL !S 


Es frecuente también leer en los libros de historia contemporánea que los có- 
digos liberales del siglo XIX consagraron la idea de la propiedad como derecho 
natural. Como en el caso del derecho romano es un 


15. Piret(1937). Mirambell (1997). 

16. Mirambell (1997) y la mayoría de los estudiosos del tema siguen a Meynal (1908) y 
Feenstra (1974), quienes consideran que la aportación decisiva en esta conceptualización fue 
la de un jurista de la baja Edad Media, Bartolo, que es también a quien muchos autores atribu- 
yen los orígenes de la primera definición moderna de la propiedad, es decir, de la definición 
del Code. Según Meynal, que parte de la idea tradicional de una concepción de la propiedad 
romana como derecho absoluto, en Bartolo el dominio «pierde su carácter de derecho corporal 
y se convierte en un derecho incorporal». Arnaud (1969, p. 182) reproduce la cita de Bartolo: 
«Dominium estjus de re corporali perfecte disponendi» y la comenta: en tiempos de Bartolo la 
palabra «jus» no tenía aún el sentido de derecho subjetivo. 

17. Mirambell (1997). He tratado este tema en Congost (2006). 

18. En este apartado hemos seguido básicamente a Megías (1994). 


Z 
; 
é 


102 TIERRAS, LEYES, HISTORIA 


de justificar— la propiedad moderna, es decir, la propiedad surgida Penn del 
proceso de abolición de las cargas feudales. Se trata de una operación intelectual 

compleja cuya importancia a veces ha pasado desapercibida. Primero, porque 
tras el triunfo de la noción moderna de la propiedad como «derecho natural» se 


o n ural que re- 


esconde el proceso de desaparición de otra concepción de dere 
conocía otros derechos, Segundo, porque la sustitución de lo «social» por lo «na- 
tural», como es el caso que nos ocupa, abrió el camino en el siglo XVII para re- 
vestir de carácter científico algunas teorías económicas -——en parte vigentes en el 
siglo xxI— concebidas a partir de la abstracción de las relaciones y aabt 
des sociales —si son naturales, no hace falta estudiarlas— y la justificación del 
orden existente, concebido como orden natural. 

En general, los filósofos del derecho sitúan en la Edad Modema los orígenes 
de un sistema jurídico nuevo, en el que la progresiva importancia del «derecho 
natural» —que coincidiría con el nacimiento del derecho subjetivo señalado por 
Villey— habría ido paralela a la progresiva pérdida de Poda hasta su de- 
saparición, del ius “necessitatis, es decir, del reconocimiento de un derecho a la 
subsistencia. Este cambio explicaría por qué la mayoría de los textos medievales 
sobre la propiedad nos parecen hoy claramente subversivos. 19 De hecho, enos si- 
glos Xvt y xvi, la mayoría de autores seguía opinando que una persona que se ha- 
llase en una situación extrema y difícil podía tomar algunos bienes ajenos siem- 
pre que no pusiese en peligro la supervivencia del propietario y su ba Es 
decir, en caso de extrema necesidad, si sólo podía ser satisfecha tomando bienes 
de otras personas, esta actitud era considerada una actitud lícita. Fue preciso con- 
vertir el derecho natural en derecho privado para eliminar esta tradición. 20) 

El recorrido sobre las relaciones entre el derecho natural y la propiedad de la 
tierra nos ofrece algunas pistas especialmente interesantes para el análisis históri- 
co del triunfo, en la Edad Moderna, de determinadas prácticas que no reconocían 
explícitamente el derecho de los más necesitados a alimentarse y a sobrevivir, 
como es el caso conocido de las enclosures. El conocimiento y el análisis de estas 
prácticas se enriquecen, indudablemente, con la lectura de los teóricos de su tiem- 
po, aunque la interpretación de estas obras suele ser controvertida. Podemos 
ejemplificarlo en el caso de Locke y su consideración del derecho de propiedad 
como un producto de la ley natural y, por lo tanto, digno de ser protegido por los 
gobiernos civiles. Para algunos, esta idea convierte a Locke en el padre del libera- 


19. Megías (1994) ofrece un interesante repertorio de estos textos. 
20. Megías (1994), p.308: «la consideración absoluta del derecho de propiedad llega a su 
máxima expresión qn Kant, Eje niégaincluso el ius nec essitatis». A 
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lismo económico y del principio de la propiedad privada; para otros, en cambio, 
Locke es el último defensor de los usos y las tierras comunes.?! El debate sigue 
abierto, pero es interesante constatar que los que defienden la última posición no 
niegan que en el siglo xvH hubiera partidarios de la propiedad privada absoluta 
es decir, téoricamente, la más moderna, la más racional, la más eficiente—- 
pero señalan que se trataba precisamente de individuos partidarios de mantener 
formas autoritarias y absolutistas de gobierno, las únicas capaces de imponer las 
leyes favorables al concepto de propiedad que defendían, en contra de los intere- 
ses de la mayoría de los vecinos. El caso más claro era El Patriarca de sir Robert 
Filmer. Como es sabido, la obra de Locke constituía un ataque frontal a esta obra. 
El debate sobre las distintas interpretaciones en torno al derecho natural ad- 
quiere un cariz especial cuando lo situamos en plena Revolución francesa. Flo- 
rence Gauthier, por ejemplo, sitúa en los años revolucionarios el «triunfo y la 
muerte del derecho natural», Basa su discurso en la comparación entre los distin- 
tos textos discutidos y aprobados por los legisladores franceses. Durante la revo- 
lución, afirma esta autora, se invoca al derecho natural para justificar nuevas nor- 
mas y nuevos sistemas, que no volverían a ser reivindicados después de la 
revolución. Por su parte, Roger Barny no tiene ningún inconveniente en hablar 
del «triunfo» del derecho natural, pero se muestra mucho más crítico acerca de su 
potencial revolucionario. Según este autor, el adjetivo natural había reforzado la 
visión abstracta del derecho y, en consecuencia, había reforzado las ambigiieda- 
des del discurso. Lo ejemplifica en el caso de Rousseau y, sobre todo, del rous- 
seaunismo. Casi todos los que escribieron sobre la propiedad en los primeros 
años de la revolución, argumenta Barmny, se vieron obligados a citar como autori- 
dad a Rousseau, pero si bien para algunos este autor era el más ferviente defensor 
del derecho natural, para otros era su principal enemigo. Por otra parte, algunos 
discípulos de Rousseau que pretendieron llevar hasta sus últimas consecuencias 
algunos de sus principios aparecen ante nosotros como sospechosos de contrarre- 
volucionarios.2* Al considerar que cualquier reivindicación del derecho natural 


€ É 

21. Macpherson (1979) ha reivindicado a Locke como el fundador del llamado indivi- 
dualismo posesivo; Tully (1982) considera que el objetivo de Locke era la satisfacción de unas 
necesidades básicas y garantizar a cada miembro de la comunidad los medios de su conserva- 
ción y el goce de los frutos del trabajo. Era esta tesis, la de una propiedad adquirida a partir del 
producto del trabajo, la que reivindicaron como teoría lockiana algunos autores radicales de 
principios del siglo XIx. Véase también la crítica a ambos autores de Spitz (1995). 

22. Thomann (1988) considera que la tradición jurídica iusnaturalista era pobre en Fran- 
cia; véanse Gauthier (1992) y Barny (1989, 1993 y 1997). 

23. Bamy (1997) dedica las últimas páginas de su estudio a analizar un anónimo titulado 
«Mémoire á consulter proposé á tous les publicistes de PEurope sur les pouvoirs et opérations 
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significaba siempre la reivindicación de una concepción abstracta del derecho, 
difícilmente revolucionaria,?* Barny se sitúa en una posición similar a la de Ar- 
naud, para quien el jurista Domat —el inspirador de la gran mistificación: susti- 


tuir dominium por proprietas— inauguró la era de la ideología ¡usnaturalista en - 


la que el derecho natural pasó a ser el derecho que interesaba ala esfera privada.25 
La ambivalencia del derecho natural es también visible en el proceso de re- 


dacción del Code civil, y en el cambio de posición de algunos de sus redactores. . 


No parecía muy devoto del derecho natural, por ejemplo, T ronchet, en 1796: «La 
propiedad adquirida en virtud de una ley, aunque sea una ley injusta, es una pro- 
piedad legítima. Abandonad el principio, no hay más orden social cuya fuerza re- 
sulta del mantenimiento de las propiedades». Portalis había dicho en 1800: «no 
se trata de examinar qué es lo más conforme al derecho natural sino lo que es más 
útil a la sociedad». Y en 1803, en una línea de pensamiento que ha sido califica- 
da de hobbesiana: «no es en el derecho natural donde hay que buscar las reglas 
de la propiedad. El estado salvaje o natural no admite la propiedad». Estas posi- 
ciones no fueron obstáculo para que en 1804 estos mismos hombres, en la pre- 
sentación del Code civil, retomaran la retórica del derecho natural. 

En el proceso de revolución liberal española también se encuentran visiones 
irreconciliables sobre el derecho natural. Bastará referirse en este caso a la obra 
de dos liberales convencidos: Braulio Foz y Álvaro Flórez Estrada. El primero 
publicó en 1832 dos volúmenes con este título: El verdadero derecho natural: 
obra necesaria a toda clase de personas.? La propuesta de Foz consistía en «de- 
rivar el Derecho Natural de la necesidad y fundarlo en la propiedad». La posición 
del liberal aragonés sobre la propiedad privada de la tierra es clara: 


de l' Assemblée Nationale». El autor se presenta como «un hombre de buena fe» turbado por la 
separación entre los principios «rousseanistes» y sus supuestas aplicaciones concretas. A dife- 
rencia de otros textos Barny cree que no se trata en esta ocasión de un contrarrevolucionario, 
aunque probablemente sí de un aristócrata enmascarado. Parece un demócrata sincero cuando 
expone la separación que existe entre los «principios» abstractos y las «circunstancias» de su 
aplicación, entre el «derecho» y el «hecho» y pone en evidencia que esta separación no puede 
superarse en el marco de la teoría burguesa. 

24. La posición crítica de Barny, frente a la abstracción, explica la aparente contradicción 
que encierran los títulos de este autor con los libros de Gauthier. Cuando Gauthier (1988, 
1992) habla de la muerte del derecho natural habla de la muerte de una determinada concep- 
ción de derecho natural, la de Robespierre y Mably, la que encerraba la reivindicación del de- 
recho a la vida. 

25. Arnaud (1995). 

26. Foz (1832). 
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El poner cortapisas y restricciones al derecho de extender la propiedad, y 
de adquirir mas y mas sobre lo que actualmente se posee, como hacía la ley 
agraria, por una parte es. injusto, pues.se viola este derecho que es natural, in- 
herente y uno mismo con el de propiedad; y por otra es tiranía, pues se oprime 
el uso de las propias Fácultades,. - ' 


El contrapunto lo hallamos en la obra de Álvaro Flórez Estrada, sin duda uno 
de los economistas más activos, y también más leídos de la España de mediados 
del siglo XIx. El economista asturiamo distinguía en 1843 entre un derecho de 
propiedad que procede de la ley natural -—«el derecho de propiedad sobre aque- 
lla riqueza que es producto del que la posee»—— y otro derecho de propiedad que 
procede de la ley civil —«el derecho de propiedad sobre aquella riqueza que no 
es producto del que la posee, sino del que se la traspasó por un medio legal».?” 
Flórez Estrada defendía la legitimidad del primero —es decir, el derecho de pro- 
piedad fruto del trabajo—, pero denunciaba como especialmente graves los in- 
convenientes que se derivaban del segundo. 


EL TRIUNFO DE LA ABSTRACCIÓN: 
DEL PACTO SOCIAL AL ORDEN NATURAL 


James C. Scott ha señalado la abstracción y la simplificación como dos ca- 
racterísticas intrínsecas al lenguaje de los hombres de Estado; Scott las ve como 
producto de la necesidad de legibilidad de la sociedad que sienten y experimen- 
tan todos los estados modernos.28 Al mismo tiempo, Scott señala las dificultades 
que este discurso excesivamente simple y abstracto comporta para analizar co- 
rrectamente los problemas sociales. Seguramente aquí se halla una de las claves 
de la fuerza del estatismo del discurso histórico sobre la propiedad que hemos 
denunciado en los capítulos anteriores. También los historiadores queremos leer 
e interpretar la sociedad y muchas veces lo hacemos utilizando los instrumentos 
adoptados por los hombres de Estado, entre ellos lá abstracción. * 

Pero podemos ir un poco más allá en nuestro planteamiento. El discurso que 
más nos interesa denunciar, el discurso sobre fenómenos sociales elaborado a 
partir de la no consideración de las desigualdades sociales, una especie de pre- 
cedente de los pensamientos únicos, no fue creado y diseñado únicamente desde 


27. Flórez Estrada (1843). 
28. Scott (1998). 
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las esferas oficiales. No responde pues sólo a criterios estadísticos y legislativos. 
Por esta razón, investigar y conocer los orígenes y los intereses que llevaron a 
unos individuos, ocuparan o no cargos oficiales, a elaborar un discurso sobre fe- 
nómenos sociales y económicos, como la propiedad, como el mercado, haciendo 
abstracción —es decir, haciendo como si no existieran, O COMO si no condiciona- 
ran las vidas y las decisiones de las personas — de las desigualdades sociales, es 
doblemente necesario. En primer lugar, porque esta forma de presentar los pro- 
blemas sociales constituye uno de los obstáculos principales para explicar de un 
modo plausible y satisfactorio la dinámica y la evolución histórica de las socie- 
dades. En segundo lugar, porque la única manera de combatir este discurso es 
desenmascarar las razones que pudieron orientar a unos individuos a elaborarlo. 
No estamos hablando de uno de tantos discursos. Estamos hablando de la ope- 
ración intelectual que consiguió que, mediante un lenguaje abstracto, algunas 
medidas claramente interesadas y favorables a unos pocos aparecieran —y apa- 
rezcan aún hoy ante nuestros 0]0s— como medidas naturales, positivas y necesa- 
rias para todo el mundo. Esta operación permitió a muchos observadores, presun- 
tamente interesados en la mejora del conjunto de la sociedad, denunciar cualquier 
reforma dirigida a mejorar la situación de los más débiles. No debemos pasar por 
alto que la celebrada tesis de la «mano invisible» de Adam Smith y la Hamada te- 
sis del «efecto perverso», denunciada por Hirschmann como una de las armas de 
la retórica reaccionaria, parten de una premisa común: el orden existente, es de- 
cir, las formas organizativas de la sociedad ——y, por lo tanto, aunque no siempre 
se nombren, las desigualdades sociales— son necesarias, o simplemente no re- 
presentan ningún obstáculo, para garantizar la riqueza de los pueblos. 

Conceptos como derecho natural o jurisprudencia natural desempeñaron un 
papel importante en la operación denunciada. El carácter abstracto —supuesta- 
mente científico— de los razonamientos de algunos jueces y gobernantes permi- 
rió convertir los intereses particulares, concretos, prácticos, de una minoría en 
derechos abstractos, teóricos, que podían. ser garantizados por tribunales y por 
gobiernos. Esto pudo hacerse ensvombre del derecho una vez éste se había con- 


29. Hirschmann (1991). 
30. Larrére (1992): «Quesnay puede considerarse un teórico del derecho natural, que de- 


cidió denominar Economía Política la manera de tratar este tema». De hecho Quesnay publicó 
un opúsculo sobre Le droit naturel, repetidamente citado por sus discípulos. Algunos autores, 
como Charles L. Griswold (1999), proponen revisitar la obra de Adam Smith y enmarcarla en 
un programa mucho más amplio al considerar su economía política como una rama de la juris- 
prudencia natural. No olvidemos que Quesnay decidió llamar economía política a su manera 


de entender el derecho natural. 
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vertido en la justificación y la protección del orden existente. Se justificó este 
proceso de metamorfosis —de intereses a derechos— mediante la idea de que 
la peolección del nuevo derecho reportaría un beneficio general para toda la po- 
blación. En cierta manera, esta idea ya se halla presente en la idea del pacto o 
contrato social de Rousseau; pero, como hemos visto, el rousseaunismo admitía 
IReHEs interpretaciones. La culminación del proceso es la sustitución del ad- 
jetivo social por el adjetivo natural: las leyes y el orden sociales existentes pasan 
a ser observadas como «leyes naturales» y «orden natural», es decir, indiscuti- 
bles. De este modo —-lo hemos visto en el caso del derecho ales se conse- 
guía neutralizar a las personas que, en la antigua tradición jurídica, habían enten- 
dido que la única ley prescrita por la naturaleza era que todos los hombres 

incluso los más pobres, tenían derecho a la subsistencia. 

En el terreno teórico, la operación se hizo visible en el siglo xvi entre los fi- 
siócratas franceses y los economistas escoceses y se halla, pues, en los orígenes 
de la moderna ciencia económica. Catherine Larrére piensa que el mayor legado 
de los fisiócratas fue traspasar el derecho natural de la esfera del minimum —Ja 
mera ena ión de la existencia— a la esfera del maximum —el máximo goce 
de OS bienes posibles-—. La diferencia entre el viejo y el nuevo discurso es clara 
El primero admitía la generalización: tódos los hombres tienen derecho a la e 
AOnScrvacIón: El segundo, en cambio, parte de una restricción: dado el orden 
existente, unos disponen de mucho y otros de muy poco. Los argumentos tenían 
que demostrar que era bueno y positivo para todos que algunos tuvieran mucho y 
muchos tuvieran poco. Para los fisiócratas, limitarse a buscar la subsistencia era 
EAPOBEraS al hambre y a la miseria. Sólo si se buscaba el máximo goce, la máxi- 
ma jonissance, se podía alejar aquel fantasma. 

El El siglo xv hubo voces que se opusieron a este nuevo discurso. Algu- 
nas Sas los fisiócratas incidían principalmente y de un modo preciso pea 
o ranneno puramente abstracto. Linguet escribió: «Los Economistas son los 
ana de la Filosofía. Proponen matar a los hombres para hacerlos libres. 
Dicen que el mejor medio de garantizar sus necesidades es hacerles morir de 
A Y Diderot, en el artículo «Homme» de L'Encyclopédie, expresó una 
opinión bastante dura contra la nueva manera de resolver los problemas sociales: 


31. Anar (1969) ESTECIO a los economistas opositores de los fisiócratas a finales del An- 
tiguo Régimen. Los Hamó «liberales eclécticos» y señaló como tales a los siguientes: Forbon 
h SN ! y ñ y, 5 a Sl 
o rea Limguer, Mably, Montaudouin, Necker, Jacques Accarias de Serionne 
earde de l' aye, Charles-Etienne Pesselier, Coste Baron d 1 1 > l 
> e Saint- éró if 
Rea aint-Supplix, Jéróme Tifaut 
32. Airiau (1969), p. 153. 
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«Si los agricultores, que son los hombres del estado que más se fatigan, son los 
que menos se alimentan, o bien se rebelarán contra su Estado, o bien morirán. 
Aquel que diga que la comodidad (7 aísance) les hará salir de su situación es un 
ignorante y un hombre atroz».3 

En el momento de la revolución, fueron sobre todo los aristócratas quienes, 
en su defensa del orden y la sociedad estamentales, denunciar on y y desenmasca- 


raron los problemas de la abstracción. Por esto a veces los discursos contrarrevo- . 


lucionarios pueden parecer más radicales, porque hablan! de clases y de luchas de 
clases, que la mayoría de los, discursos favorables a la revolución, que permane- 
cén en el terreno de lo abstracto. Puede servir como ejemplo esta llamada del 
conde de Barruel-Beauvert en el Journal du Peuple: «propietarios, seáis quienes 
seáis, absteneos de apoyar una doctrina falsa. Los hombres que nada tienen no 
son vuestros semejantes». 

Entre los escritos que denuncian la ábstracción del lado de los revoluciona- 
rios destacan, evidentemente, los de Babeuf.35 En uno de estos textos, en el que 
se habla abiertamente «de la guerra de ricos contra pobres», Babeuf detecta 
como un arma potente de «Jos ricos» la consideración de las desigualdades socia- 
les como «desigualdades naturales»: «...a los ricos les parece que esforzarse en 
hacer creer a los pobres que su estado es inevitablemente natural, es la mejor ba- 
rrera para prevenir sus acciones».% Las ambigiiedades del derecho natural y del 
rousseaunismo, señaladas en el apartado anterior, desaparecían en el momento 
en que se conseguía justificar y legitimar el orden existente sin necesidad de ape- 
lar a un supuesto pacto social fácilmente impugnable.37 

Esto se ve con claridad en las reflexiones de Adam Smith sobre «las causas 
principales que establecen naturalmente la autoridad y la subordinación entre los 
hombres». Sólo después de haber hecho estas reflexiones Adam Smith puede es- 
cribir con cierta tranquilidad una frase tan contundente —y a la vez tan rousseau- 
niana, y tan babeuviana, es decir, tan de su tiempo— como ésta: «El gobierno ci- 


33. Encyclopédie (1986). 

34. «Propriétaires, quoi que vous soyez, gardez-vous de soutenir ne fausse doctrine. Les 
hommes qui r"ont rien ne sont pas vos égaux.» Barny (1993), p. 211. 

35. Por ejemplo: «Le droit de propriété! Mais quel est done ce droit de propriété? Entend- 
on par lá la faculté illimitée d'en disposer á son gre? Si Pon entend aussi, je le dis hautement, 
c'est admetre la loi du plus fort». Babeuf (1976). 

36. Babeuf (1976), artículo del 6 de octubre de 1795, p. 226. 

37. «Que les auteurs célébres de ces doctrines modernes auroient donné bien plus de dig- 
nité a leur pacte social, si ils avoient assigné pour base, non-seulement V'intérét physique de 
quelques individus, mais le devoir moral, la fraternité de tous les hommes!» M. Dufoumy de 
Villiers (1789), p. 11. 
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vil, en tanto que ha sido instituido para la seguridad de la propiedad, ha sido ins- 
tituido en realidad para la defensa de los ricos contra los pobres, o de aquellos 
que tienen propiedad contra los que no tienen nada». *8 


LA PROPIEDAD ABSOLUTA Y EL CRECIMIENTO ECONÓMICO. “ALGUNAS 
REFLEXIONES 


Desde el siglo XVIIL la asociación entré propiedad privada absoluta y progre- 
so histórico se halla fuertemente arraigada en las ciencias sociales.3% Y comio he- 
mos visto, u uno de los dogimás que más ha fortalecido la idea de la bondad y la su- 
perioridad de la propiedad privada es la idea —<que leemos en Quesnay y en 
Smith— de que este tipo de propiedad reporta el máximo beneficio económico 
para todos. Esta circunstancia ha conferido al discurso de los legisladores que 
proclamaron este carácter a absoluto un indiscutible toque moder. nizador y una ex- 
celente coartada, la coartada del crecimiento económico, para justificar algunos 
episodios poco amables de la Historia. Nuestros recelos ante esta ecuación, muy 
difundida en trabajos de investigación histórica, se basan en su carácter doble- 
mente abstracto. Pr ropiedad y crecimiento económico son dos conceptos cons- 
truidos y y definidos : a partir de la abstracción —es s decir, de la no consideración — 
de las « desigualdades | $ sociales. 30 

Vayamos por partes. La propiedad absoluta de la tierra concedía a los propie- 
tarios la facultad de hacer loque querían con sus tierras. ¿Por qué razón habría de 
conllevar la aplicación de este principio el máximo desarrollo económico?, ¿no 
podría constituir a menudo un freno al crecimiento económico? En cualquier 


caso, es evidente que el crecimiento económico no se ha producido de la misma 
manera en todos los países donde. triunfó el principio de la propiedad absoluta. 
La propiedad absoluta de la tierra s permitía abusar ctaramente de la libertad de 


arriendos y De pla ev evidencia. ars estos abusos hizo necesario revisar este eS a fi- 


mente, no tuvo. que y er -más con n la imposibilidad de ejercer la propiedad: absoluta 


que con su imposición? 


38. Smith (1776), V, 1, b12. 

39. Una prueba de la actualidad de esta idea la constituye el libro de Pipes (2002). 

40. Vilar (1964) reflexiona sobre la noción «crecimiento económico» en este sentido. El 
mérito indudable del historiador es haberlo hecho en 1960, es decir, cuando la ideología del 
crecimiento económico representaba una especie de pensamiento único. 
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Vamos a seguir ambas líneas de reflexión, y nos ayudará a hacerlo un rápido 
viaje a Estados Unidos. Los principios que habían triunfado en este país habían 
sido importados, evidentemente, de Europa.*! Pero el carácter nuevo de este te- 
rritorio en el siglo XIx lo convierte en un buen campo de observación para com- 
probar del modo más objetivo y científico posible si algunas dinámicas —Jurídi- 
cas y sociales— eran o no eran compatibles con estos principios. 


a) La «propiedad absoluta», un posible freno al crecimiento económico 
La obra en la que vamos a apoyarnos fue escrita en 1977. Se trata del libro de 


Morton Horwitz The 1 ransformation of American Law, 1750-1860. Nos han inte- 
resadó especialmente sus capítulos segundo y tercero, que llevan títulos tan signi- 


ficativos para nuestro objeto de estudio como «La transformación del concepto de 
propiedad» y «Subvención del crecimiento económico a través del sisterna legal». 
Para entrar de lleno en la discusión podemos empezar enunciando uno de los 
problemas planteados pof' Horwitz; ¡«A la luz de la nuisance doctrine, que preva- 
leció a lo largo del siglo x1X, parece difícil en principio comprender cómo los Es- 
tados Unidos pudieron industrializarse».2 La nuisance doctrine de la que habla 
Horwitz es, evidentemente, la doctrina importada de Inglaterra, el país donde se 
había producido la primera revolución industrial. La common law había permiti- 
do alos primeros colonos ingleses apoderarse de las tierras ocupadas por indíge- 
nas. 3 Perof (para Horwitz la common law más o menos fijada por Blackstone en el 


siglo XVI ¡representaba un obstáculo para 1el nómico Se a: industria- 


lización del país, y de aquí la importancia atribuida a los Jueces y al surgimiento 
de un nuevo concepto de propiedad. 

En opinión de Horwitz, fueron los j jueces norteamericanos los que, con vo- 
luntad y tenacidad, supieron hallar la manera de sacrificar la vieja propiedad 
a los beneficios de la nueva. El lenguaje no nos resulta del todo extraño. También 
los historiadores europeos hablamos del nacimiento de un nuevo concepto de 
propiedad en el siglo XIX. Pero ¡atención! / ¿la vieja propiedad de Horwitz es la 
propiedad absoluta, individual, sancionada por. la common | law. 44 La nueva pro- 

41. Nedelsky (1990) reflexiona sobreda E n de la noción de la propiedad privada 
en el proceso de redacción de la constitución de Estados Uhidos. a 

42. Horwitz (1992), p. 75. 

43. Cronon (1992) analiza el impacto de la aplicación de la common law en las tierras 
ocupadas por los indios de Norteamérica. 

44, Horwitz (1992), p. 104. 
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piedad, ambio, era una pr piedad subordinada al desarrollo económico, y su 


éxito era claro ya en 


orwitz califica el cambio experimentado en el períó- 
ds estudiado como una transformación de carácter fundamental: «de una con- 
cepción agraria estática que concedía al propietario el goce absoluto de: sús bie- 


ental l y más abstracta. que enfatizaba sobre 
todo las nuevas virtudes de la inversión productiva y el desarrollo». 

Nó Entresaquemos del análisis de Horwitz reflexiones equivocadas. Si la teo- 
ría sobre el dominio eminente del Estado (que no deja de ser una recreación dela 
propiedad imperfecta) sirvió a los jueces norteamericanos para reorientar la sen- 
da del desarrollo € económico en un etermina da dirección, no fue precisamente a 


cial. Ésta es la conclusión final del estudio. Pero desde una 


perspectiva de histori 
portante contrapunto a nuestras reflexiones. En primer lugar, porque pone de ma- 
nifiesto la necesidad de examinar la jurisprudencia y las decisiones de los jueces, 
que eran decisiones que podían acabar transformando el contenido y, sobre todo, 
cambiar la forma tradicional de interpretar las leyes. Esta precaución sirve tanto 


mparada, un estudio como el de Horwitz ofrece un im- 


para los países de la common law como para los países que conocieron un proceso 
de codificación. En segundo lugar, porque Horwitz ve la propiedad individual ab- 


soluta como un obstáculo para el crecimiento económico y la industrialización. 
Exactamente, pue 1 dido aser vistaen Europa. 
Hay otro dato sobre el que queremos reflexionar. Ya hemos dicho que en el 


punto de partida de las reflexiones de Horwitz se halla la common law de Black- 
stone. Así pues, cuando Horwitz se refiere al viejo sistema de propiedad se refie- 
re al corpus teórico de Blackstone. Pero hubo un tiempo en el que estas ideas re- 
presentaron la nueva propiedad. No sólo porque Blakstone era un hombre de su 
tiempo, involucrado en los problemas de su época, sino porque el concepto de 
propiedad que defendía significaba la culminación y el triunfo de la propiedad 
como derecho absoluto. 

Vuelven a ser muy útiles, en este punto, las investigaciones de E. P. Thomp- 
son. Tomemos primero, como referencia, su estudio sobre la Black Act, la ley 


45. En realidad, si la nueva propiedad pudo triunfar fue porque la common law: preserva- 
ba el «dominio eminente» al Estado y los jueces hallaron la forma de revitalizar y fortalecer 
este dóminio. Hórwitz atribuye un papel central al «dominio eminente» en la controversia le- 
gal durante la primera mitad del siglo x1x. A diferencia de lo sucedido en Inglaterra, señala 
Horwitz, en Estados Unidos la tendencia de los jueces fue subordinar el discurso de la propie- 
dad absoluta al discurso de la competitividad en el uso de las tierras. Se rehusaba así el princi- 
pio de la «primera ocupación», porque se consideraba que este principio atentaba contra el 
desarrollo económico. 
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que en el siglo xvH penalizaba y castigaba a los vecinos ingleses que osaban pe- 
netrar en los bosques.* La justificación teórica esgrimida por los que la promul- 
garon y prorrogaron sucesivamente era la necesidad de hacer frente a.una situa- 
ción muy insegura, con atropellos constantes, con delincuentes dispuestos a 
infligir el mayor daño posible. E. P. Thompson denuncia los intereses privados 
que se ocultan tras esta visión. En otra investigación, el mismo autor explica 
cómo a finales del siglo xvi un Tribunal de Litigios Ordinarios prohibió y con- 
denó la práctica del espigueo.*7 En el mismo Tribunal hubo divergencia de opi- 
niones. Desde un punto de vista formal, la diferencia más grande entre el discur- 
so de los jueces ganadores y el juez perdedor se halla en el elevado grado de 
abstracción de los primeros. Sólo un alto grado de abstracción permite referirse a 
unos usos y costumbres seculares como si nunca hubieran sido practicados, 
como si se trataran de pretendidas innovaciones. Es este grado de abstracción, 
que conlleva una actitud de total desprecio hacia los pobres que habían practica- 
do siempre los derechos ahora ignorados, el que permite asentar en la common 
law el concepto de propiedad absoluta, 


b) Reflexiones sobre el peso de las explotaciones familiares. La legislación 
sobre el «homestead» 


Al empezar este capítulo hemos visto que a finales. del siglo xix y, sobre 
todo, e en las primeras décadas del siglo Xx, se convierte en un lugar común la idea 


de que el concepto de pr: opiedad absoluta de la tierra, por el que supuestamente 
elaban los códigos continentales y la common law, debía ser definitivamente 


nino Las fórmulas que se propusieron para sustituir esta idea fueron di- 
veras, pero consistían siempre en una relativización del concepto propiedad. La 
propiedad. se argumentaba, desempeñaba una función social y, por lo tanto, tan 
importantes como los derechos de propiedad eran los deberes de los propietarios. 
La evidencia de un propietario negligente podía justificar expropiaciones antes 


impensables. En cambio, se reconocían explícitamente algunos derechos de los 


cultivadores de las fincas y se hablaba de la necesidad de Facilitar el acceso ala 
propiedad a los cultivadorés. 47 


La expresión legislativá más representativa de la nueva filosofía la constituk... 


”M 


ría el conjunto de leyes dictadas en Estados Unidos en relación a los Homestead, 


46. Thompson (1975). 
47. Thompson (1991, 1995). 
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es decir, a las explotaciones agrícolas de carácter familiar. La Homestead Act de 
1862 todavía. desempe ma Roy un papel importante en la mitología norteamerica- 
na 5 Con esta ley s se ponía fin a una larga! lucha de algunos ciudadanos norteame- 
ricanos Cóntra la venta de las tierras públicas al mejor postor. 49 El programa de 
estos hombres incluía lá gradualidad de-los” precios y las, donaciones gratuitas a 
los sactuales. pobres ns Durante. toda la primera mitad del selOoA XIX 


nificó el fin de esta rea campaña. Pero “antes de esta ley federal, difícilmente 
aplicable en Europa, muchos estados norteamericanos ya habían aprobado y 
aplicaban sus propias leyes de protección para las explotaciones familiares carm- 
pesinas. Se trataba de leyes. que declaraban los bienes poseídos en este régimen, 
de carácter familiar, inembargables. Su objetivo era evitar que la familia se halla- 
se «desposeída de hogar y dé nitebles». Para obtener este derecho el cabeza de 
familia tenía que exponer ante una especie de registrador de la propiedad cuál era 
su situación. Las propiedades inembargables eran siempre pequeñas aunque ha- 
bía diferencias importantes, respetto al tamaño de las explotaciones afectadas, 
entre los distintos estados. 

A finales del siglo XIX la experiencia del homestead norteamericano era co- 
nocida y revindicada por toda Europa. En España, puede servir como ejemplo de 
este impacto la larga explicación que merece la voz inglesa homestead en la En- 
ciclopedia Espasa y la extensa bibliografía con la que termina el artículo. En 

ella, aparecen muchos títulos publicados en las décadas de 1880 y 1890 en ale- 
mán, inglés, italiano y francés, con referencias en los títulos a las experiencias 
del homestead en Canadá, Rusia, China, India, Rumanía, Serbia, Inglaterra, Aus- 
tria, Brasil, Italia, Francia y Argelia. El artículo contiene una valoración positiva 
del proceso, con algunas referencias de historia comparada: 


La institución ha dado buenos resultados, excitando al ahorro, al propio 
tiempo que asegura la conservación del hogar. Sin embargo, la institución no 
existe en las colonias inglesas, hasta el punto de que se abolió en el Dekhan 


48. Lasch (1996) considera que la Homestead Act era un modelo en cuanto a la expresión 
legislativa de lo democrático. El objetivo de laley era «dar a cada hombre» los «instrumentos y la 
oportunidad para mejorar la propia condición». Lasch recuerda que Lincoln en un discurso de 
1359, en la Wisconsin Agricultural Society, había propuesto un modelo de agricultura intensiva 
radicalmente opuesto ala idea de aquellos que consideraban la tierra sólo como una fuente de be- 
neficios especulativos. Porque condenó «la ambición de poseer grandes propiedades de tierra». 

49. Es muy interesante, en este sentido, el capítulo de «Treinta años en el Senado de los 
Estados Unidos», las memorias de uno de los protagonistas de esta lucha, el senador Benthon, 
traducido y reproducido en Avellaneda (1915), pp. 273-292. 
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(India) al poco tiempo de establecida. En cambio, se ha procurado imitarlo en 
algunos Estados europeos. Así, en Serbia una Ley del 24 de Diciembre de 
1873 declaró exentas 5 hectáreas de las tierras que poseyese todo agricultor. 
En España se ha imitado el «homestead» en la legislación de casas baratas, se- 
gún la cual la casa barata familiar que llega á ser patrimonio del beneficiario 
sólo puede ser transmitida por herencia ó por donación al heredero y no puede 
ser embargada sino para el pago de la compra del inmueble, de los derechos 
reservados al Estado, la provincia ó el municipio, ó de las primas de los segu- 
.ros de incendio y de vida. 


La idea de una protección especial para las explotaciones familiares ganó 
muchos partidarios en Europa a partir de la crisis agraria, pero no era una idea 
nueva. Algunos juristas españoles poco amigos de los anglicismos, insistían en 
reivindicar, más que el homestead, la larga tradición que había en España en la 
protección de las explotaciones familiares.50 Como en el caso del libre arriendo 
de tierras, son los textos del siglo xvI11, como los de Pedro Rodríguez de Campo- 
manes, o los de Olavide, los que más elementos de reflexión aportaban.5! Los da- 
tos históricos recopilados por un registrador de la propiedad especialmente sen- 
sible al problema de las fincas que en aquellos mismos años estaban siendo 
embargadas por la Hacienda española, escandalosamente ajena al clima favora- 
ble al homestead, le permiten concluir que en España «el embargo ilimitado de 
los inmuebles es más moderno que el de los muebles», 32 


UNA REFLEXIÓN HISTORIOGRÁFICA DE CARÁCTER GENERAL 


Como hemos visto, durante los siglos XvI1 y xIX, las clases dominantes de 
muchos países europeos —con fuertes intereses en la propiedad de la tierra— 


50. Véase por ejemplo, Casso y Romero (1920). 

51. Este texto de Campomanes (1763) puede servir de ejemplo: «Muchas de nuestras an- 
tiguas ordenanzas municipales limitaban las tierras que podía labrar cada vecino de que se 
conservan todavía vestigios en los repartimientos de conquistas y en las suertes de población 
del Reino de Granada. El objeto de estas leyes era impedir que un vecino sólo se hiciese gran- 
jero en un pueblo reduciendo a los demás a la mísera clase de jornaleros. La inobservancia de 
estas leyes, en parte, y no tener extensión a muchas provincias es la causa que las dos Castillas, 
Andalucía y parte de Extremadura, siendo fértiles de suyo, estén abandonadas a corto número 
de labradores granjeros, quedando los demás en la infeliz condición de jornaleros». Idea segu- 
ra para extender y adaptar en España los conocimientos verdaderos de la agricultura, p. 104. 

52. Pazos y García (1908). 
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utilizaron y construyeron un discurso sobre la propiedad y el progreso que iden- 
tificaba de un modo absoluto los intereses de la propiedad con los intereses de la 
sociedad. En muchas regiones, se trataba de una identificación entre los intereses 
de la gran propiedad y los intereses del conjunto de la sociedad. La elaboración 
de un discurso único y abstracto sobre la propiedad convertía a los pequeños pro- 
pietarios en supuestos compañeros de viaje de los grandes, en sus cómplices. Se 
trataba de un discurso que incidía en el progreso pero no podemos ignorar que 
se trataba de un discurso contrario a determinadas propuestas de reforma agraria. 
La invocación de la superioridad del modelo inglés, por ejemplo, servía para jus- 
tificar la bondad económica y, por lo tanto, la necesaria persistencia de las gran- 
des explotaciones... 

Hemos visto también que antes de finalizar el siglo XIx se puso de manifiesto 
la fragilidad de este discurso. La reivindicación de una acción protectora del Es- 
tado a favor de las pequeñas explotaciones campesinas se reflejó en la elabora- 
ción y difusión de nuevos discursos sobre la propiedad que significaron el fin del 
mito de la superioridad de la propiedad absoluta y de la excelencia de la gran 
propiedad. Estos discursos rebajaron considerablemente su grado de abstracción 
yá que insistieron en la necesidad de contemplar la función social de la propie- 
dad. Ésta fue una de las fórmulas preferidas, que a veces no consiguió camuflar 
del todo el temor a una reivindicación mucho más concreta: la tierra para quien la 
trabaja. 

En mi opinión, el triunfo de una propiedad sagrada, es decir, intocable, en 
las leyes y en los códigos del siglo XIX, ha influido mucho más de lo que podría- 
mos pensar a simple vista —quiero decir con ello que todavía hoy está influyen- 
do— en los discursos historiográficos y en el modo de afrontar la investigación 
histórica. Los historiadores hemos tendido a asumir como válidas las premisas 
del discurso sacralizador de la propiedad -——justificadoras, como hemos visto, 
del orden existente— y este hecho ha comportado también asumir los silencios y 
los olvidos sobre los que había sido construido este discurso. Al confundir «sa- 
cralización de la propiedad» con «modernización del país» la historiografía ha 
asumido como indiscutibles algunas visiones interesadas del progreso histórico. 

Analicemos, por ejemplo, una de nuestras formas habituales de concebir, 
presentar y analizar las diferentes etapas y coyunturas económicas en la historia, 
que consiste én presentar y aceptar visiones unitarias de los fenómenos econó- 
micos.33 Entiendo por visión unitaria, por ejemplo, la que asocia una etapa de 


53.. Abel (1966) fue uno de los primeros. Una también temprana excepción a esta manera 
de presentar e interpretar las coyunturas económicas: Labrousse (1973). 
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aumento de precios a una etapa de expansión agraria; y una etapa de disminución 
de precios a una etapa de crisis agraria, de depresión. Aunque no se haga explíci- 
to, esta manera de analizar y describir las etapas de la historia supone casi siem- 
pre situar como elemento central y como motor de la economía agraria, en las 
etapas medieval y moderna, a las grandes explotaciones, que en muchas regiones 
eran minoritarias. Eran las grandes explotaciones, es decir, las explotaciones ex- 
cedentarias, las que podían beneficiarse de una coyuntura alcista de precios. 

En los orígenes de este discurso unitario, hallamos el olvido de los pequeños 
y medianos productores. Este olvido se revela con claridad cuando examinamos 
cuál ha sido nuestra forma habitual de analizar las condiciones del cambio técni- 
co en la agricultura. Durante décadas, los historiadores habíamos supuesto que 
las explotaciones familiares campesinas no habían favorecido. ningún tipo de 
cambio técnico en la agr icultura. Estudios recientes, sobre distintas ; ÉPOCAS y y dis- 
tintos países, sugieren un papel mucho más dinámico de : éste tipo de explotacio- 


nes,%4 Los Umeros jemplos históricos de par “celación de tierras, por par- 


te de los propietarios, sugieren que no eran necesarias grandes explotaciones 


de la nueva visión es que pone de relieve la. miopía de la orumidad de historia- 
dores económicos ante lo que ahora aparece como una evidencia teórica indiscu- 
tible: la búsqueda de un aumento de la productividad de la tierra —y ésta ha sido, 
en la mayoría de los estudios históricos, la forma Rabitual de medir el crecimien- 
to agrario-— parece ser más propia de este tipo de explotaciones familiares —Con 
poca disponibilidad de tierra y mucha disponibil idad de trabajo-— que de las 
grandes —en las que el coste del trabajo podía representar un te 
hibidor de nuevas inversiones. 

Esforzarse por recuperar la pluralidad de experiencias relacionadas con la 
propiedad de la tierra y el cambio agrario significa, de entrada, contemplar las 
sociedades históricas y su desarrollo de una manera muy distinta y mucho más 
compleja de la que estamos acostumbrados. Sin duda, el dinamismo de las explo- 
taciones familiares, que muchos estudios actuales observan y reivindican, hubie- 


ra salido antes y más fácilmente a la luz si los historiadores no hubiéramos acep- 
tado tan alegremente -—sin matices y sin problemas—- un determinado discurso 
sobre el progreso en el que eran necesarias las grandes explotaciones y, en conse- 
cuencia, la gran propiedad. 

Este discurso, construido en parte para acallar las voces del campesinado, ha- 
bía convertido lógicamente a los campesinos en sujetos silenciosos, pasivos y re- 


54. Hoffman (1996), Derville (1995), Allen (1992) y, mucho antes, Vilar (1964-1968). 
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fractarios al cambio. Por esta razón no podemos aceptar esta visión como punto 
de partida, como premisa histórica. El análisis histórico requiere otro tipo de ra- 
zonamiento, otra forma de interrogar el pasado. Por ejemplo, preguntarse: ¿pro- 
piedad?, ¿crecimiento?, ¿de quién?, ¿para quién?, ¿para qué?, ¿a favor de quién? 
Digamos que se trata siempre de recordar que la abstracción, además de discur- 
so, pudo y puede ser una poderosa arma: ¿de quién?, ¿contra quién? 


Segunda parte 


SAGRADA PROPIEDAD IMPERFECTA 


59/1772 


Capítulo 4 


SAGRADA PROPIEDAD IMPERFECTA. 
OTRA VISIÓN DE LA REVOLUCIÓN LIBERAL! 


Imperfecta, pero sagrada. Este capítulo no hubiera sido escrito si los historia- 
dores, en un clima de consenso envidiable, no hubiéramos elevado un tipo ideal 
de propiedad —la llamada propiedad perfecta— a la categoría de rasgo defini- 
torio del orden jurídico liberal. Aquí defenderé que esta consideración, que ha 
condicionado la reflexión historiográfica sobre el proceso de revolución liberal 
española, parte de una idea demasiado abstracta de la propiedad. Á veces parece- 
mos olvidar que la resolución jurídica del problema de la propiedad de la tierra 
—el país donde. triunfó el y principio. de la propiedad perfecta— fue 


condicionada: y forzada por los acontecimientos concretos de la Revolución fran- 
cesa. Y esta “especificidad francesa convierte el modelo de la propiedad perfecta 
en inapropiado para evaluar el carácter y la eficacia de las medidas legislátivas 
que propusieron y consiguieron las clases propietarias en España. Aquí se propo- 


ne sustituir el estudio de un supuesto proceso de per, Jfeccionamiento de la propie- 


£ sañosamente neutro— por el estudio de un proceso real —claramente 


interesado — de sacralización de unos derechos de pr opiedad. Porque si enten- 
demos que el el objetivo principal. de los legisladores consistía en la protección y 


defensa. de unos derechos de propiedad que proporcionaban rentas, el éxito del 
proceso de revolución liberal parece hallarse más en la conservación jurídica 
—allí donde había sido y era importante — de la propiedad dividida, que en su 


desaparición; y la vigencia legal de los censos en la segunda mitad del SO xIX 


1. Artículo publicado en Historia Agraria, n.* 20, abril de 2000, pp. 61-93. 
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deja de ser una incoherencia y un inconveniente pin el ordenamiento jurídico ll 
beral. 

“Pero no se trata sólo de esto. El nuevo enfoque exige el estudio de las condi- 
ciones de realización de la propiedad como única vía de aproximación al pro- 
blema histórico, real, de la desaparición de los censos; y en este programa de in- 
vestigación histórica, que parecía innecesario en el anterior esquema, y que 
habrá que extender a todos los aspectos relacionados con la propiedad, antes y 
después de la revolución DETAL, radica ——en realidad— su principal potencial 
analítico. 


LA MANERA MÁS ABSOLUTA DE DISPONER DE LAS COSAS 


Cuestionar la validez del modelo francés no significa abandonar la perspecti- 
va de la historia comparada, ni mucho menos la reflexión teórica. Al contrario. 
El análisis de las condiciones históricas de la propiedad de la tierra en la España 
del siglo XIx no puede separarse de una reflexión géneral sobre la propiedad de la 
tierra y las características inherentes a este concepto. Como todas las relaciones 
sociales, las relaciones de propiedad han sido y son relaciones dinámicas y, por 
lo tanto, variables. Frente a las posiciones que contraponen el concepto moderno 
de la propiedad —plena, absoluta, y por lo tanto perfecta— a la propiedad —di- 
vidida, compartida, y por lo tanto imperfecta-— de las sociedades de Antiguo Ré- 
gimen, defenderemos que el análisis de las diversas realidades históricas después 
de las revoluciones liberales, aquí como en Francia, desmiente y no admite el ca- 
rácter único y absoluto que tendemos a otorgar a la propiedad en los tiempos 
contemporáneos. 

No hay que confundir, ni en este ni en ningún otro ámbito, condiciones jurí- 
dicas con condiciones históricas. Si sólo nos atenemos a las definiciones de ca- 
rácter jurídico difícilmente podremos seguir la evolución histórica de las prácti- 
cas de propiedad. Veamos, por ejemplo; cuánto se parece esta definición: «poder 
que ome ha en su cosa de facer della e en ella lo que quisier, segund Dios e se- 
gund fuero», a esta otra: «derecho dé gozar y disponer de una cosa, sin más limi- 
taciones que las establecidas en las leyes». La primera fue escrita en el siglo Xm 
y pertenece a Las Partidas, la segunda corresponde al artículo 348 del actual Có- 
digo civil español. Pero en el texto de Las Partidas se hablaba de señorío y en el 
Código civil de 1889 de propiedad. Y muchos señores, en el siglo xvIIL, ya ho po- 
dían hacer lo mismo con sus cosas que sus antepasados en el siglo XII, aunque 
continuara vigente el marco legal definido en Las Partidas. Las palabras que de- 
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signan unas mismas formas de relacionarse los hombres con las cosas cambian 
de significado en una historia repleta de sutiles conquistas y violentas usurpacio- 
nes de derechos de propiedad. 

Hay otra buena razón para desconfiar de los términos jurídicos. Concebir una 
propiedad absoluta, es decir, una «propiedad sin intermediarios», en las relacio- 
nes entre los hombres y la tierra significa hacer abstracción de muchos indivi- 
duos y de muchos derechos. Tenemos que ser conscientes, pues, de las circuns- 
tancias concretas que a menudo resultan disimuladas cuando pensamos en 
términos de propiedad absoluta o perfecta. Muchos ciudadanos de hoy día que 
dicen «soy propietario de un piso» están pendientes de unas obligaciones con es- 
tablecimientos bancarios que evidentemente restringen «sus derechos de propie- 
dad». ¡Y cuántos problemas conlleva hoy día a los juristas la práctica habitual de 
la llamada multipropiedad! 

Porque lo cierto es que, aunque imaginemos el tipo de propiedad más per- 
fecto, más absoluto, 0 precisan nte en nombre de este tipo de propiedad, el pro- 
pietario de ay ayer, como el de hoy, pudo voluntariamente o involuntariamen- 
te— vér mermados considerablemente sus derechos de propiedad sin dejar de 
ser nominalmente propietario, O precisamente para no dej ar de serlo. Cuando los 
redactores de los códigos civiles europeos definían qué cosas y qué derechos 


podían s ser considerados propiedad pensaban, básicamente, en las cosas y y dere- 
chos que podían « ser hipotecados. Lo que implicaba ya, en cierto modo, la previ- 
sión de una duplicidad de propietarios. Pero dejemos, por un momento, esta po- 
sibilidad, y pensemos en el propietario libre de deudas y Cargas, ¿qué hay de su 
derecho de disponer sobre la cosa, uña vez la cosa ha sido arrendada? Recor- 
dando estas obviedades' no pretendo. sino señalar el carácter forzosamente con- 
tradictorio de los escritos, jurídicos o históricos, que han enfatizado el carácter 
absoluto de la propiedad. "No es extraño que, en ese tipo de discurso, los autores 
se hayan acostumbrado a enlazar unas proposiciones con otras con los pero, 
aunque, sin embargo. Mi propuesta va un poco más allá: analicemos las contra- 
dicciones de este discurso, e intentemos elaborar y construir un discurso más co- 
herente. A 

Y empecemos por él mismo caso francés. La idea de una propiedad absoluta, 
libre de cargas, exclusiva, perfecta, en ningún lugar parece tan indiscutible 
como en la Fráncia del siglo xIx. Una sucinta comparación entre las disposicio- 
nes contenidas en los códigos civiles francés y español, que en su momento am- 
pliaremos, será suficiente para denunciar los peligros de utilizar ese tipo de ex- 
presiones en una realidad como la española. Sólo hay que recordar que el Código 
civil español mantuvo la división de dominios y continuó hablando de dueños di- 
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rectos Y duenÓs Lu Pero nuestra as sobre sn caso pd se vería limi- 


soluta se basa en una ficción. esos el célebre 3 sncilo 544 del Code: «La pro- 
piedad es él derecho de gozar y disponer de las « cosas de la forma más absoluta, 
siempre que el uso que se haga de ellas no contr avenga las leyes ni los teglamen- 
tos».? Recordemos, a continuación, el texto de Las Partidas. Y preguntémonos: 


¿por qué la definición napoleónica ha podido rodearse de esa aureola revolucio- . 


naria que casi todos los comentaristas le han otorgado?* Ha sido. esa alireola re- 
volucionaria —reforzada por la palabra absoluta— la que ha hecho menos vi- 
sible el carácter relativo de la propiedad que se hallaba implícito en esta defi- 
nición. Pero ¿«de la maniére plus absolue» no significa, precisamente, «de una 
forma relativa»? La definición del Code, como la de Las Partidas del siglo XH, 
como la del Código civil español de 1889, deja abierta la puerta a todo tipo de hi- 
mitaciones legales a la propiedad. 

Hoy algunos comentaristas franceses admiten que si esta definición aún es 
vigente es debido, precisamente, a su flexibilidad. La Tótiula deja” la puerta 
abierta a la intervención del Estado. En 1982 el Conseil Constitutionnel pudo 
afirmar que «los principios básicos enunciados por la Déclaration des droits de 
l'homme tienen pleno valor constitucional» cuando fue interpelado con motivo 
de las nacionalizaciones llevadas a cabo por los socialistas.* Si los historiadores 
del derecho han podido afirmar con rotundidad que el siglo XIX fue el siglo de la 
propiedad absoluta en Francia, ello no se debe tanto a la definición contemplada 
en el artículo 544, como al espíritu que inspiró el conjunto de las leyes que lo 
acompañaron. Paul Ourliac habla del «valor casi místico» que «la propiedad» y 
«el contrato» —<«porque en ellos se basaba el orden individualista»— adquirje- 
ron en el siglo x1x.* Anne M. Patault se refiere al mito construido en este siglo 
en torno al principio del absolutismo de la propiedad.S Esta autora, después de 
contraponer «les propriétés simultanées du droit coutumier» a «la propriété ex- 
clusive» creada por la revolución, reflexiona sobre la larga supervivencia de las 
primeras en la jurisprudencia francesa. Es verdad que, prohibiendo en el futuro 
las concesiones de tierras a perpetuidad, los artículos del Code civil no admitie- 
ron la división de dominios. Un solo titular, un sólo” propietario pará cada finca. 
Éste fue, indudablemente, el gran triunfo del principio. exclusivista. Pero el 


. Ya citado en p. 99, n. 11. 

. Una excepción a este planteamiento: Grossi (1992), pp. 123-128. 
. Terré (1985), p. 9. Véase también Pauliat (1994). 

- Ourliac (1980), p. 257. 

. Patault (1989), p. 264, 


E 
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Code, como todos los códigos civiles que le imitaron, se vio obligado a dedicar 
bastantes de sus s artículos a a las distintas formas de disfrutar y de disponer de los 
bienes. Y él silencio del Code sobre la enfiteusis no fue obstáculo para que a lo 
largo del siglo xix la Cour de Cássation dictase sentencias en las que se recono- 
cía a este contrato los efectos de- división de la propiedad en dominio útil y do- 
minio directo. En 

“Tas voces que insisten en el mito de la propiedad absoluta cada vez son más 
numerosas. En 1989, una asociación poco sospechosa de veleidades revolucio- 
narias pero muy apegada a la realidad, Ta Association des Études fonciéres, cele- 
braba los doscientos años de Un droit inviolable et sacré: la propriété.3 Abría el 
coloquio Joseph Comby con un título sugerente: E? impossible propriété abso- 
lue. 9 El diagnósticó del autor es claro: «La legislación francesa está enferma de 
sus S propios. tabúes». Porque esta legislación considera, de entrada, que el propie- 
único que tiene derechos sobre el espacio y que este derecho es absolu- 
toy sagrado, pero al mismo tiempo tiene que respetar «los derechos de los arren- 
dafarios, los Comerciantes, los cazadores, los paseantes, los esquiadores, los 
usuarios s del Metro (que atraviesa el subsuelo de las propiedades), los consumi- 
: a, de po de electricidad. .». La solución, para Comba es clara: es 


ocasión propicia para aa Porque, en balabias de Comby: «El objetivo de la 
Declaración de agosto. de 1789 no era crear un nuevo derecho de propiedad, y to- 
Í s establecer la. propiedad absoluta. El objetivo era salvaguardar la 
pluralidad de los derechos existentes contra lo arbitrario». Pero lo arbitrario en 
1789, año de la Revolución francesa, ¿era lo mismo que en 1804, año de la redac- 
ción del Código civil francés?, ¿quién definió lo que era arbitrario en ambas fe- 
chas? Y ¿quién lo definiría más tarde en España? En su artículo Comby naa 
otro dato interesanie. El artículo 17 de la Declaración empezaba: «Les proprié- 
tés, étant un droit inviolable et sacré...». Habrá que volver a hablar de este plural, 


que en su momento recogeremos como una clara invitación a la historia Enripa 
rada y al cambio de paradigma en el análisis de los proyectos revolucionarios 
burgueses. Tampoco habrá sido inútil evocarlo antes de adentrarnos en el análi- 
sis de los derechos de propiedad del país vecino. 


7. Pugniére (1904) cita sentencias de 1822, 11832, 1853 y 1886.* 
8. ÁDEF (1991). 
9. Comby (1991). p. 20. 
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LA EVOLUCIÓN DE LOS DERECHOS DE PROPIEDAD EN LA FRANCIA 
POSREVOLUCIONARIA: EL MANTENIMIENTO DE FORMAS DE PROPIEDAD DIVIDIDA 
Y LA TESIS DE BALZAC 


a) Las formas de propiedad dividida 


Hay aspectos de la evolución de la propiedad de la tierra en Francia que re- 
sultan desconocidos en España, y que merece la pena conocer, sobre todo tenien- 
do en cuenta que estamos discutiendo la validez del modelo francés en la inter- 
pretación de la realidad española. Empecemos por indicar que el contrato que en 
España-clasificaríamos de enfiteusis perpetua tiene dos expresiones francesas: 


j bail dá cens —s1 se trataba de una a enfiteusis señorial-— y bail dá rente —si se trata- 


1 nel siglo > x vir Ta palabra francesa 
emphitéose definía a los contratos de larga dur: 10 
18 y los 99; años. 10 El Code no se pronunció respecto a este tipo de contrato. 


ba de una suben! Í 


que solía situarse entre lós 


1Ó 


El histo iador Gérard Béaur cree que el bail á. rente se hallaba en declive a fi- 
nales del siglo XVIL y que «le prceeur fait de plus en plús figure de sent et au- 


siglo xx. En 1993, cuando el Ba —+e historiador del derecho— Paul Ourliac 
redacta el apartado sobre los baux ruraux ú réegime particulier del juris-clas- 


seur;!! habla de tres tipos de contratos todavía vigentes: el bail á domaine congéa- 
ble, el bail á complant y el bail emphiteotique. Hay una idea expresada en la 
presentación de Qurliac que interesa reseñar: eran contratos de Antiguo Régi- 
men, pero se hallaban más próximos al statut de fermage de 1946 que al Code de 
1804. Habían sobrevivido, pues, el siglo y medio que separaba ambas disposi- 
ciones legislativas. La referencia al statut de fer mage no es casual. Paul Ourliac 


y Anne M. Patault, los dos autores franceses que hemos citado en el apartado an- 


terior, tóinciden en fechar el fini definitivo. de la primacía de los principios abso- 
lutista e mercat en la RE francesa en 1946, con la aprobación de 


10. Renauldon ( 1765). Béaur (1991) cita dos bleades del bail a rente: la modalidad 
normanda, la fieffe, y la meridional, el báil á locatairé. Pueten consultarse las voces «Domai- 
ne direct/domaine utile», «Domaine direct: censives et fiefs», «Droits féodaux et seigneu- 
riaux», «Féodalité», «Seigneurie» y «Servitude», de Gallet en Bély (1996), y las voces «Pro- 
priété, propriétaires» y «Paysan, paysannerie», de Béaur en Delon (1997). 

11. Ourliac (1993). 


Ss 
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este síatut du fermage. Para Patault, el sratut consagra el declive de la propiedad 
exclusivista, que 1 había estado organizada alrededor del lus disponendi. Para 
Ourliac, a partir de este momento empieza una «érosion continue des droits du 
propriétalre».!2 El siatut reconocía al arrendatario el derecho a la renovación del 
propietario decidiese llevar la explotación personalmen- 


la indemnización, y el derecho. de prelación si el propietario 


decid a vender | la finca. 


b) El «mauvais gré» y la tesis de Balzac 


Pero este statut no surgió de la nada. No vamos a resumir la historia rural 
francesa del siglo x1x, pero hay indicios suficientes para asegurar que algunas 
actitudes —reivindicativas, pero también podían ser actitudes pasivas-— de los 
arrendatarios habían significado una erosión bastante continuada de los derechos 
de los propietarios. Un jurista muy prestigioso, M. Troplong, había descrito en 
una fecha tan temprana como la de 1840 la transformación democrática de la te- 
nure de la propriéte de algunas regiones francesas: las dificultades para encon- 
trar fermiers en condiciones mínimamente aceptables” había Convertido la pro- 
piedaden un fardeanx Fúiñieux. Por esta razón, el propietario decidía vender en 
e. Es una hipótesis a tener en cuenta para explicar la im- 


pequeños lotes 
portancia de la pro edad campesina en la Francia del siglo XIX. 

Pero muchas veces no. hizo falta la compra de la finca. Un procedimiento ju- 
dicial de desahuci ¡caba siempre un riesgo para el propietario. En Picardía 
y Otras regiones del norte de Francia, la práctica del mauvais gré o del droit de 
marché garantizaba la permanencia del arrendatario en lá finca. El fenómeno 
fue descrito por dd as Para la sociedad anterior a la Revolución 
francesa: 1*- ¡ia 


TElmauvais gré era una forma —<extrema— de reivindicar el derecho a la in- 
demnización | por parte del fermier sortant. Desde 1848 había habido iniciativas 
parlamentarias. a favor de introducir en los contratos de arrendamiento cláusulas 
que garantizasén el derecho al cobro de indemnizaciones por las mejoras realiza- 
das en a las fincas | pos los arrendatarios. Y los contempor áneos sabían perfecta- 


12.. Ourliac (1993), pp. 263-266. 

13. Troplong (1848), p. 4:146, recuerda que ya había señalado estos hechos en 1840 en el 
prefacio de su Commentaire de Lonage. 

14. Lefebvre (1972), pp. 93-103. 
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mente que un arrendatario con derecho a indemnización se convertía casi en un 
propietario. !5 AAA 

En Les paysans de Balzac, cuya primera parte se titula significativamente 
«Quien tiene tierra, tíene guerra», el narrador repite varias veces que el mauvais 
gré se había generalizado en todo el país. De acuerdó con esta tesis, Balzac hace 
desistir a un propietario de la idea de resistir judicialmente a a las] pretensiones de 
un arrendatario que exigía una indemnización al finalizar su 1.cÓ 
años. El conde de Montcornet sucumbe Ante el diagnóstico de Sibilet:: : «gaiáréis 
el proceso, pero perderéis dinero».!5 El escritor no duda en carácterizar la lucha 
diaria de un propietario como una guerra muy particular. Sibilet advierte al con- 
de, que era experto en temas militares, que se trataba de una guerra mucho más 
dura: «On tue les hommes, on ne tue pas les intéréts». 


Las reflexiones de Balzac nos indican el camino adecuado para el análisis 
histórico: conocer, investigar, las condiciones de realización de la propiedad. Es 
decir, desacralizar el concepto de propiedad de la tierra, entender que muchos 
derechos teóricos podían hallarse condicionados en la práctica, Esta propiesta 
metodológica lleva ¡ implícita una visión muy dinámica - —y abierta-— de los dere- 
chos de propiedad. 


No estamos analizando un problema meramente jurídico. En el último cuarto 
del sIElos XxX, la crisis aa pa de ree lo rs que pS tener En re- 


Así, AR Prache, en 1882, en la introducción de su estudio sobre los Aé 
tarios,!7 se preguntaba: «¿Es cierto que cabe ver en el Code una de las principales 
causas de la terrible crisis que atraviesa en este momento el régimen del arriendo 
en Francia?»., El autor denunciaba los abusos de los propietarios y lamentaba las 


IS. Véase, por ejemplo, la respuesta que recibió la proposición del diputado Morelle: 
presentada en 1850, sobre el repartimiento de la plusvalía entre el propietario y el fermier: «De 
contraindre le propriétaire A accepter et a payer des travaux qu'on a fait sans consulter son 
goút et ses convenances. C'est lá une atteinte directe et profonde au droit de propriété. C'est 
déclarer que le fermier dispose de la chose du maítre, qu'il la transforme et la modifie A son 
eré, et que si le maítre ne remborse par le montant de la plus-value, il sera expropié de sa cho- 
se pour son propre fermier». Behaglel (1897), p. 154, 

16. «Vous perdrez 4 la Ville-aux-Fayes, vous perdrez peut-étre encore A la Cour, mais 
vous gagnerez á Paris. Vous aurez des expertises coíiteuses, des frais ruineux. Tout en ga- 
gnant, vous dépenserez plus de douze á quinze mille francs; mais vous gagnerez, si vous tenez 
á gagner. Ce procés ne vous conciliera pas les Gravelots, car il sera plus ruineux pour eux que 
pour vous; vous deviendrez leur béte noire, vous passerez pour processif, on vous calomniera, 
mais vous gagnerez....» Balzac (1857), pp. 133-134, 

17. Prache (1882). 
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resistencias de la Société des Agriculteurs, en 1872, a una propuesta favorable a 
la introducción de las cláusulas de indemnización en los contratos de arrenda- 
miento. Pero se oponía a aquellos que querían una ley que decretase la indemni- 
zación obligatoria. Prache es muy claro: esta ley, en ta medida en que «tocaba» el 
derecho de propiedad, era una «vedette» de lást teorías sócialistas.!8 

Pero no se trataba sólo de la crisis agraria. Desde 1870, un éxito parcial de los 
colonos irlandeses había estimulado iniciativas a favor de las indemnizaciones 
oda Europa, incluida Inglaterra. El 14 de agosto de 1870 
uido del Parlamento inglés la Landlord and tenant 


enTós arrendatarios de 
la Land League había 
Act for Ireland, que declaraba qe en las ATA donde no regla a tenantright, 
el landlordi 
diente. Muy pronto, la reivindicación s se extendió por toda Inglaterra; y los agri- 


cultores ingleses consiguieron que en 1883 una ley declarase la obligatoriedad 


del pago dé la indén 


“Todos los autores q que escriben durante el último cuarto del siglo xIX sobre 
este tema coinciden en señalar las prácticas inglesas como el modelo a seguir o a 
prevenir. Pero Inglaterra era un país de propiedad dividida, y los colonos irlande- 
ses luchaban por el tenant right. Es decir, luchaban por conseguir una situación 


muy parecida a la que | disfrutaban desde hacía tiempo los copyholders ingleses, 
los enfiteutas € catalanes o los foreros gallegos. En Francia, el país de la propiedad 
absoluta, algunos autores, para hablar de reivindicaciones parecidas tienen que 
acudir al delictivo, pero eficaz, mauvais gré.!* Todo eso, lejos de ser banal, es 


bastante revelador. N 


«UNA SÓLIDA TRADICIÓN HISTORIOGRÁFICA, 
QUE NO SERÁ FÁCIL DE DESARRAIGAR>» 


Una sólida tradición historiográfica, que no será fácil de desarraigar, pro- 
cedente en buena medida de la escuela institucionalista y de la que Marc Bloch 
puede citarse como figura relevante, contrapone la pluralidad de derechos so- 
bre una misma tierra, que considera como una característica medieval, frente a 
la singularidad del derecho de propiedad surgido de la revolución liberal. La 
imagen, de una nitidez espectacular, padece los efectos de una doble distor- 
sión: atribuye, por una parte, la imprecisión de nuestro conocimiento de las re- 


18. Prache (1882), p. 140. 
19. Patault (1989), p. 266, comenta la vigencia de las prácticas del mauvais gré a finales 


del siglo X1x. 
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laciones de propiedad en la Edad Media a la realidad, y pretende, implícita- 
mente, que los protagonistas ignoraban cuándo y en qué medida podían ejer- 
cer los actos que caracterizan la condición de propietario; simplifica, por otra 
parte, la realidad de nuestros días hasta identificarla con la definición teórica 
de la propiedad que figura en el código, ignorando la multitud de fórmulas que 
permiten fabricar hoy situaciones no menos complejas que las medievales. El 
problema, como siempre, se produce de resultas de operar con categorías his- 
tóricas y no teóricas. 


Este párrafo fue escrito en 1973 por Miguel Artola, en un líbro que hoy es ya 
un clásico. La posición disidente de Artola nos permitirá analizar separadamente 
los Jos apa due han ON y ee piÓS de su libro, la validez del 


ón entre la propiedad feudal 
(perfecta); y en segundo lugar, la conside: 


iedad perfecta e como 


ico capitalista. 

Como veremos, Artola no comparte el primero ( de los supuestos, pero sí el se- 
gundo. Y este hecho lo convierte, paradójicamente, en uno de los máximos expo- 
nentes de la mitificación de la propiedad perfecta. Veámoslo a partir de las afir- 


maciones contenidas en el párrafo citado. Artola no consideró necesario citar a 


condición necesaria para el desarrollo ecónó 


ningún autor concreto para denunciar lo que para él constituía ya una «sólida tra- 
dición historiográfica»: consideraba que esta manera de ver las cosas era propia 
de una supuesta escuela institucionalista y veía en Marc Bloch a su principal re- 
presentante. Pero resulta difícil compartir esta imputación. Marc Bloch es uno de 
los historiadores que más ha combatido la ilusión institucionalista, es decir, la 


ilusión de aquellos que consideran que «la mera observación de los sistemas jur” 


dicos basta para describir y explicar una sociedad».?! Pero es que, además; en su 
obra, Marc Bloch combate también la ilusión de pensar que, en el tema de la pro- 
piedad, existan categorías teóricas. Y ésta era, como hemos visto, la propuesta 
alternativa presentada por Artola, ya que no sólo comparte con la mayoría de los 
autores la ilusión de la propiedad-pexfecta siho que eleva este tipo de propiedad a 
la condición de categoría teórica, . 


20. Artola (1978), p. 53. Sin en 1999%l Fistoriador parece haber asumido los 
postulados «institucionalistas» denunciados en 1978: «Cambiar la ley, en este casg el dere- 
cho de propiedad, es el medio más eficaz de cambiar el carácter de la sociedad». Artola 
(1999), p. 68. 


21. La definición de la «ilusión institucionalista» es de Vilar (1983), p. 129. 


SS 
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a) Propiedad burguesa versus propiedad feudal 


Artola tenía razón. No iba a ser fácilmente desarraigada la idea de una pro- 
piedad liberal antagónica a la propiedad feudal. Hasta el punto de que las críticas 
de Artola iban a pasar desapercibidas por la mayoría de la comunidad historio- 
gráfica, que no las tendría demasiado en cuenta en el futuro. Podemos citar, en 
cambio, dos trabajos muy sugerentes y muy influyentes aparecidos muy poco 
cd antes del libro de ae que sin dude abia esta Edi Francis- 


Más adelante definía la nueva propiedad liberal: «la propiedad liberal Dee a 
las características de plena, libre e individual; y este régimen jurídico, antitético 
del hasta entonces dominante, implicó una auténtica revolución, con incidencia 
decisiva en el mercado de la tierra y en el tipo de renta de los propietarios». En 
1977, Josep Fontana, en el libro La revolución liberal3 y concretamente en el 
capítulo 7, que llevaba este mismo título, insistía en la misma idea, al caracteri- 
zar el meollo de las reformas revolucionarias de la etapa de Mendizábal: 


Un conjunto de medidas que se refieren, en su totalidad, a la modificación 
del régimen de la propiedad, al paso de que lo que los juristas de la época lla- 
marán la propiedad imperfecta a la propiedad perfecta, que es aquella en que 
el «ejercicio del derecho de propiedad» no está limitado por un derecho que 
pertenezca a otro propietario. O, si se quiere dicho en otros términos, al esta- 
blecimiento de la propiedad burguesa. 


La idea, más o menos matizada, más o menos explícita, se halla presente en 
casi todos los estudios de historia agraria publicados en dos décadas especial- 
mente productivas en este terreno. En 1985 se ofrecía una síntesis de esos traba- 
Jos en los tres volúmenes de Historia agraria de la España contemporánea. Las 
introducciones de los dos primeros volúmenes, escritas por diferentes autores, 
pueden servir como muestra de la insistencia en la misma tesis. En la introduc- 
ción del-primer volumen, referente a la primera mitad del siglo xIx, y que llevaba 


22. Tomás y Valiente (1976), pp. 16, 19. 

23. Fontana (1978). Véase la autocrítica de este libro en Fontana (1999), p. 173: «He 
aprendido, por ejemplo, a superar la vieja imagen esquemática de un mundo de propiedad feu- 
dal que había durado hasta que la revolución lo metamorfoseó de la noche a la mañana en otro 
de propiedad perfecta burguesa». 


24. Fontana (1978), pp. 257-258. 


132 TIERRAS, LEYES, HISTORIA 


el subtítulo «Cambio social y nuevas formas de propiedad», Ángel García Sanz 
señalaba que «la transformación de la propiedad fue una de las piezas fundamen- 
tales de la reforma agraria liberal» y el objetivo concreto de la actividad legislati- 
va era: 


implantar un régimen de propiedad de los factores productivos en el que la 
titularidad de los mismos fuera particular y en el que la libertad de uso y dispo-. 
sición sobre dichos factores no estuviera mediatizada por decisiónes ajenas a 
quien ostentara la titularidad de la propiedad. Un régimen de propiedad de tales 
características era un hecho nuevo, un régimen de propiedad frente al del anti- 
guo régimen, en cuyo seno era excepcional lo que ahora constituía la norma. 


En la «Introducción» al segundo volumen, subtitulado «Expansión y crisis 
(1850-1900)», Ramon Garrabou y Jesús Sanz asumían claramente la misma idea 
y se limitaban a constatar: 


Desde el punto de vista de la oferta, la propiedad que entonces convinieron 
en llamar perfecta, depositaba en manos de su titular el libre uso de los recur- 
sos afectados, dotándolo de una amplia capacidad de maniobra frente a los es- 
tímulos que llegaban desde el mercado. Ella consagraba, además, la plenitud 
del goce de sus frutos, es decir, la asignación no mediada de su producto o ren- 
tas del propietario. Por último, depositaba en él la libre disposición sobre la 
cosa, contribuyendo así a dar agilidad al mercado de factores.26 


No es extraño, pues, que Pedro Ruiz Torres pudiera escribir, en 1989, a modo 
de balance historiográfico: 


Hoy parece aceptado sin discusión que la revolución convirtió un tipo de 
propiedad en la única legalmente posible (la sancionó legalmente, la institu- 
cionalizó): la propiedad que en aquella época se llamaba perfecta (en contra- 
posición a la imperfecta o feudal): la propiedad particular, individual, que 
comportaba un derecho absoluto y excluyente y una libertad ilimitada en la ca- 
pacidad de disponer; la propiedad burguesa en definitiva. Y que para ello tuvo 
que abolir aquella otra propiedad que se oponía a este nuevo tipo de propie- 
dad: la vieja propiedad imperfecta, dividida, compartida, patrimonio de corpo- 
raciones, linajes o familias, cuyos derechos coexistían en una diversidad de 
dominios jerarquizados que competían entre sí y en donde los titulares no te- 


25. García Sanz (1985), p. 29. 
26. Garrabou y Sanz (1985), p. 9. 
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nían la libertad de disponer de esta propiedad en razón de un único interés par- 
ticular; esto es, la propiedad vinculada, la propiedad feudal.27 
Pedro Ruiz Torres atacaba de este modo aquellas posiciones historiográficas 
—minonitarias— que insistían en hallar signós de supervivencias feudales en el 
proceso de revolución liberal español. En el mismo estudió, Pedro Ruiz Torres se 
mostraba bastante crítico con la opinión —-más mayoritaria, según el autor— de 
que lat revolución liberal habría sido moderada y poco radical en los aspectos so- 
cialés. En 1904, en un nuevo estado de la « Cuestión sobre el tema, Ruiz Torres 
vuelve a insistir en la necesidad de analizar la reforma agraria liberal —que «fue 
más que un mero cambio jurídico»— desde la perspectiva del cambio social: «la 
revolución modificó la estructura de clases de la sociedad, al producir cambios 
en las relaciones de poder y transferencias importantes de propiedad de unos a 
otros grupos sociales». La frase delata la tendencia —mayoritaria en los estudios 
sobre el tema— a convertir la revolución liberal -—una construcción historiográ- 
fica— en sujeto histórico. Si resalto aquí esta manera de enfocar el problema es 
porque, en mi opinión, la propia obra de Ruiz Torres —su insistencia en la com- 
plejidad del cambio histórico, sus múltiples matices— constituye una clara invi- 
tación a superarla,?$ y también porque una lectura rápida de sus trabajos ha con- 
vertido al historiador valenciano, seguramente a su pesar, en el principal punto 
de apoyo de algunos que insisten en proclamar, sin matices, el carácter progre- 
sista de la revolución y recurren a sus estudios para celebrar la superación defini- 
tiva, en los noventa, de. la tesis de una revolución liberal moderada '—tesis domi- 
nante, te, según estos autores, en los setenta— de | a que Josep | Fontana habría sido 
el máximo representante. 9 


b) La propiedad perfecta y el desarrollo del capitalismo 


Cuando Artola propone utilizar el concepto de propiedad como categoría 
teórica y no como categoría histórica es evidente que tiene en la mente un deter- 
minado concepto de propiedad que él presupone ahistórico. Se trata de las prácti- 


27. Ruiz Torres (1989), p. 15. 

28. Ruiz Torres (1994), p. 183. No quisiera, por esta razón, caricaturizar la forma de ana- 
lizar los hechos de este autor. En el párrafo siguiente, Ruiz Torres insiste en la complejidad del 
proceso: «Pero todo lo anterior no equivale a decir que la nueva sociedad cambió de pronto, en 
poco tiempo, como consecuencia de la acción de la burguesía revolucionaria...». 

29. Del Río, en el prólogo de Santirso (1999). 
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cas de propiedad asociadas al arrendamiento corto como forma de cesión de la 
tierra, que él sabía dominantes en la mayor parte del territorio español desde 
la Edad Media. Es por esta razón que Artola puede señalar repetidamente que «la 
utilización de la tierra respondía desde hacía siglos a una pauta liberal» y que, 
por lo tanto, las relaciones económicas de antes de la revolución ya tenían carác- 
ter capitalista. Así vemos como, sin hacerlo explícito, Artola ha asumido el coro- 
lario principal que suele acompañar la idea que antes ha denunciado. Porque los 
historiadores no habrían insistido tanto en el surgimiento de un nuevo derecho de 
propiedad sino hubieran asumido la idea de que era necesario este nuevo tipo 
de propiedad —según Artola, viejo-— para el desarrollo capitalista. Artola tiene 
tan por cierta esta proposición que considera como prueba principal del carácter 
capitalista de las relaciones económicas preliberales el hecho de que no hubieran 
sido objeto de redefinición legal: 


El carácter capitalista de las relaciones económicas se confirma por cuan- 
to la revolución ni siquiera consideró la necesidad de levar a cabo una redefi- 
nición legal de la naturaleza de estas relaciones. Ni el contrato agrario, ni la 
contratación de trabajo asalariado, sufrieron modificación alguna y, sorpren- 
dentemente, subsistieron incluso las formas más arcaicas y contrarias ala li- 
bertad de contratación como el foro o los censos. 


El subrayado final es mío. Y la frase subrayada deja claro que la asunción de 
un concepto teórico de propiedad -—único— facilita poco la comprensión de la 
realidad de los censos, ni antes ni después de la revolución liberal. Además, dos 
décadas después, muchos estudios empíricos han revelado el mantenimiento de 
formas de propiedad dividida en la España liberal, y un análisis atento a las dis- 
posiciones legislativas demuestra que los legisladores liberales respetaron en 
realidad esta propiedad perfecta. Pero aquí defendemos que de estas circunstan- 
cias no hay que deducir, como sugeriría el modelo teórico de Artola, y también el 
modelo que él ha denominado institucionalista, que la revolución liberal fuese 


rn 


incompleta. 
A lo largo de este trabajo partiremos de un hecho indiscutible: el carácter re- 


lativo: e imperfecto to qee la propa en n España antes y después de la revolución l- 


históno ni con lar misma" “idea de la lan Itberal. “Este-argumento, que con- 
tradice el supuesto teórico que estamos comentando, resulta claramente reforza- 


30. Artola (1978), p. 305. 
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do a partir del simple contraste de diversas realidades históricas, fuera y dentro 
del país: en primer lugar, el hecho de que el país que supuestamente ejercía de 
modelo de - desarrollo « económico, Inglaterra, se caracterizase, durante todo el si- 
glo XIX, por el dominio de una propiedad dividida, es decir, imperfecta; y en se- 
gundo lugar, el hecho de que, en Cataluña, una de las regiones españolas que ha- 
bía conocido un mayor desarrollo económico —también agrario—, las clases 
dominantes, supuestamente burguesas, insistiesen y presionasen a favor del man- 
tenimiento de las formas de propiedad dividida. 

Estas reflexiones resultan suficientes para ponernos sobre aviso de la parado- 
ja que encierra la visión de la propiedad perfecta como la propiedad moderna y 
racional y la propiedad imperfecía como la propiedad con supervivencias feuda- 
les y propia de las zonas atrasadas. Si pensamos el problema desde una perspec- 
tiva histórica comparada y de larga duración, podríamos llegar a plantearnos si, 
desde el punto de vista de las relaciones socialés, la revolución realmente progre- 
sista En el sentido políticó, social rio hubiera sido aquella que hubiera con- 
cedido a los arrendatarios de Castilla y Andalucía la categoría de censatarios, es 
decir, de arrendatarios. perpetuos, de enfiteutas. Y también veríamos que el caso 
catalán, considerado atípico en el panorama español, resulta muy cercano. a la 


realidad « dominante € en “muchas regiones franc esas, en las que la combinación de 


los baux d cens y los bauxá rente enable creado una clase de enfiteutas fuertes en 
el Antiguo Régimen: Ed: 


La IMPORTANCIA DEL MODELO FRANCÉS EN LOS ESTUDIOS ESPECÍFICOS SOBRE 
CENSOS 


La pervivencia de los censos ha sido uno de los elementos que ha obligado a 
matizar —a poner «aunque, sin embargo» en algunos de los párrafos citados en 
el” apartado anterior— la idea de una pr opiedad per, fecta en España. Los dos au- 
tores que han tratado especificamente el problema de los censos y que merecen 
ser citados en Cualquier estudio que trate el tema son Barclapos Clavero y Ma- 
riano Peset. Aunque ambos parten del model el Code de 1804-——, 
entre los dos autores hay diferencias sustanciales en cuanto a la interpretación 


histórica del y proceso español y también en cuanto a su comparación con el caso 


31. Dejamos para otra ocasión el tema de las medidas desvinculadoras. Recordemos sim- 
plemente que el strict settlement no parece haber sido precisamente un obstáculo para el creci- 
miento agrario inglés, y que una ley napoleónica restauró el majorat. 
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francés. Mariano Peset está convencido de la profundidad de los cambios en la 
propiedad antes de la promulgación del Código civil español pero, soprendente- 
mente, no concede ninguna importancia al hecho de que en Francia el Code civil 
de 1804 aboliese las propiedades simultáneas y en España el Código civil de 
1889 las mantuviese, cuando hemos visto que era el punto que más han destaca- 
do los comentaristas franceses para señalar el triunfo del principio absolutista y 
exclusivista.32 Bartolomé Clavero, en cambio, parte del referente del modelo 
francés para hacer notar las deficiencias de la legislación española al respecto. 
Este autor, que ha combatido y criticado duramente la forma como los historia- 
dores hemos tendido a analizar la evolución del derecho de propiedad en la Espa- 
ña del siglo XIX, reclama nuestra mayor atención. 

Clavero trata sobre la temática de los censos en Foros y rabassas. Los censos 
agrarios ante la revolución española, publicado en 1982.33 En este trabajo Cla- 
vero identifica revolución iusliberal con revolución antiseñorial y considera que 
«la cuestión esencial subyac ente» a toda su exposición es la siguiente: «qué al- 


cance social ha de tener, en la sociedad capitalista contemporánea, esta existen” 


cia de rentas agrarias que no responden a su propio orden». Partiendo de esta 
concepción, Clavero. ve en el reconocimiento de los censos en el e ódigo civil es- 
pañol, en 1889 sel mejor baluarte, ahora mejor reconocido, de instituciones don- 
ecidos en el código». El último 


trarias a los mismos principios iusliberales est 
apartado, titulado «Los censos en la nueva sociedad», empieza así: ¿Los € Censos 
han resistido a la revolución: he aquí el probl ema». 35 á 

Al final del estudio Clavero repite que el problema es la persistencia del cen- 
so, sin preguntarse si se trata de un problema real o ficticio, histórico o historio- 
gráfico. Es evidente que a pesar de sus críticas generalizadas a los historiadores, 
Clavero comparte con ellos el mito de la propiedad perfecta. Y en las conclusio- 
nes del trabajo dernuestra también que comparte claramente el segundo tópico 
denunciado —la identificación entre propiedad perfecta y desarrollo económico 
capitalista— cuando se pregunta: «¿Subsiste realmente una institución “feudal”, 
indiferente con ello a las relaciones capitalistas que, con tal revolución, ya pue- 
den imponerse en otros sectores de la misma sociedad?».36 

Las ideas centrales del estudio de Clavero se ven confirmadas en dos nuevos 
trabajos publicados en 1986: «Revolució i dret de propietat: interferencia de 'em- 


32. Peset (1982). 

33. Clavero (1982). 

34. Clavero (1982), p. 122. 
35. Clavero (1982), p. 137 
36. Clavero (1982), p. 141. 
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fiteusi»,*7 y «Enfiteusis, ¿qué hay detrás de un nombre?».38 En estos artículos, 
Bartolomé Clavero continúa siendo muy crítico con los historiadores (y especial- 
mente, dice, con «la historia que representa Pierre Vilar») por su desprecio por 
«unas cuestiones técnicamente jurídicas que a la postre resultan socialmente bien 
relevantes». El mérito indiscutible de Elavero ] por haber reclamado la atención so- 
bre el tema de los censos resulta, sin embargo, empañado por álgunos errores, que 
son especialmente significativos teniendo en. cuenta la contundencia de las críticas 
de este autor. Por otra parte, el desconocimiento que | demuestra sobre la realidad 
catalana —no sólo sobre su histofía, sino, ] y esto resulta más sorprendente, sobre 
sus doctrinas jurídicas — contrasta con la importancia que Cataluña ha tenido en 
sus discursos, no sólo en su discurso sobre los censos y las enfiteusis, sino también 
sobre el código y el fuero. El lector entenderá que partamos del caso catalán para 
señalar los errores que, en mi opinión, se hallan en el punto de partida de las refle- 
xiones de Bartolomé Clavero. Dada la influencia de este autor, combatirlos será 
seguramente ayudar al lector no catalán a combatir algunos lugares comunes. 
Primer error: la identificación entre enfiteusis catalana y rabassa morta. 

Clavero parte de esta identificación en casi o sus bajas Pero esta asimila- 
ción dificulta enot ] 


rios alos  pudl e ejercer en su 1 momento contra algunas medidas relativas 
a la enfiteusis. Los us y. o catalanes del siglo xIx, id 


tos enfitéutico OS s —perpetuos— y establecimientos a primeras cepas 0 a rabassa 
morta.ó9 Además, sólo las enfiteusis perpetuas pueden confundirse con los dere- 
chos señoriales que, por definición, eran también perpetuos, por lo que la visión 


de la enfiteusis como reminiscencia señorial o del feudalismo, que mantiene Cla- 
vero en El código y ícilmente puede ser aplicada al contrato de ra- 


bassa. morta. Pero es que s sus reflexiones tampoco resisten la comparación con 
Francia donde, como. hemos visto, la revolución no había cuestionado el bail d 
complant. Lo mismo podríamos decir respecto de los foros gallegos, que pueden 
asimilarse : ala enfiteusis francesa, que también había continuado vigente. 
Segundo error: la idea de que. la enfiteusis implica el comiso. Este error sólo 


puede explicarse por un exceso de doctrinarismo. Si algo queda claro en el dis- 


37. Clavero (1986a). 

38. Clavero (1986b). 

39. Pueden verse las diferentes posiciones de los propietarios catalanes ante los dos tipos 
de contrato en las discusiones sobre el proyecto de código civil de 1851 en Salvador (1985). 
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curso de Clavero sobre qué hay detrás de la palabra enfiteusis es que en la prác--. 


tica enfitéutica rige el comiso. Y éste hecho convierte en precaria cualquier rela- 
ción enfitéutica, aunque fuera en principio perpetua, Clavero se ha fiado excesi- 
vaménié del derecho romano y de Las Partidas. Pero en 1283, las Costumbres de 
Barc elona, conocidas con el nombre Recognover unt Pro “OCereS. habían: “dejado 

claro <que aquel que deja de pagar el censo, será condenado. en haber de pagar el 
duplo por todos los años que hubiesen dejado de pagarlo y no caiga en comiso». 
En Francia, tampoco en los baux.a cens. y.los baux.d rente Jos contratos que, 


como hemos dicho, podían compararse a las enfiteusis catalanas-— había regido 


la pr áctica del comiso,% 
De estos dos errores, tan claramente perceptibles si atendemos a la realidad 


catalana, se derivan dos problemas en la interpretación histórica que no pueden 
pasarnos por alto. En este caso, las diferencias entre las posiciones de Clavero y 


Peset vuelven a ser claras. 


a) Sobre el proceso de redención de censos 


Clavero, como la mayor parte de los historiadores españoles, parte de un re- 
ferente ideal para analizar la legislación española. Así, las leyes de redención de 
censos vigentes en el siglo xIx no eran favorables a los campesinos porque ha- 
bían sido dictadas en el Antiguo Régimen y «no se sabría a qué viene toda la lu- 
cha campesina posterior precisamente por el derecho de redención. No hay moti- 
vo para el desconcierto cuando tal no hubo».% El error se halla, seguramente, en 

el punto de mira. Haciendo partícipes a los enfiteutas del sueño de la propiedad 


plena, tal como hace U lavero, y como hemos he ho muchos, ¿no estamos miran- 


do la historia al revés? 

Más atento a la realidad histórica, Peset apunta: «Habría que esperar a los 
años liberales para que se vayan destruyendo 1 os censos señoriales, pero tampoco 
se realizaría de forma repentina, sino reconogiendo en ellos un derecho de propie- 
dad del señor y un derecho de redención. por parte de los enfiteutas» y también: 
«si no funcionó con la rapidez qué se esperaba —tampoco la desamortización — 
se debe fundamentalmente a que las pensiones de los censos están anticuadas 
—esclerosadás—-: y; por. tanto; no-resultan demasiado molestas; en 10 es 


A E 


40. Pepicde le Halleur (1843), p. 224, cita a Dumoulin: «il ne paralt pas connaítre d'autre 
différence spécifique entre le bail 4 cens ou le bail á rente et l'emphytéose que la commise fau- 


te de payement». 
41. Clavero (1986b), p. 500. 


ES 
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más costoso reunir el capital que se requiere». 2 Menos obsesionado por el tema 
de la propiedad plena y perfecta qué la mayoría de los historiadores, Peset apunta 
otra hipótesis sobre el porqué de la no redención de muchos censos: «al campesi- 
no que cultiva no le molesta un censo devaluado sobre su tierra. Y si se subastaba 
y pasaba a otras manos, tampoco le perjudicaba demasiado; al menos será necesa- 
ria una investigación a fondo sobre los censos —una investigación sobre realida- 
des— para mejor entender esta legislación y la situación de la tierra y las fincas en 
el x1x», 8 

Casi todos los estudios que se han realizado sobre el proceso de redención 
de censos revelan una apatía generalizada de los enfiteutas para formalizar las 
diligencias que les permitían acceder a la propiedad plena, no sólo en el caso 
de los censos señoriales laicos —que también venían regulados por la ley de 
1805— sino, sobre todo, en el caso de los censos eclesiásticos desamortizados, 
porque han sido los más estudiados, cuyas condiciones para la redención fueron 
extraordinariamente favorables. Entre las hipótesis que han barajado estos auto- 
res, sin embargo, apenas ha sido considerada la hipótesis apuntada por Peset: ¿y 
si resultaba que los enfiteutas no querían redimir los censos? Lo cierto es que. ] 
los debates parlamentarios de los años cuarenta proponen incluso una tesis más 
radical: ¿y si 


ulta que los enfiteutas vivieron como una pesadilla lo que los 
historiadores habíamos. imaginado que era su sueño preferido (e incluso el de 


b) Sobre el desarrollo histórico a largo plazo 


Que la 1 enfiteusis implique. o no la práctica del comiso, no es en absoluto un 
tema secundario en el desarrollo histórico de las relaciones sociales a largo pla- 
de esta práctica —que habría que intentar explicar— puede 
crear, a la larga, un grupo socialmente importante de enfiteutas fuertes. En este 
sentido; un error frecuente de Clavero y Otros autores es hablar de campesino 
para referirse a cualquier enfjteuta. Muchos de estos enfiteutas podían haber de- 
jado de ; pagar de ina forma relativamente tranquila sus censos. Muchos señores 
directos podían haber renunciado a cobrarlos si el cobro significaba gastos judi- 
sales “Tisistiendó « en ele comiso como una de las características indiscutibles de 


2. Peset (1982), p. 43. 
43. Peset (1982), p. 103. 
4. Véase el capítulo 6 de este libro. 
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la enfiteustis, Clavero había presentado una imagen de precariedad para el enfi- 
teuta qué contrasta con la realidad catalana. as 

Los juristas catalanes del siglo XIX consideran, en cambio, que fue la no pro- 
cedencia del comiso lo que explica la supervivencia de la enfiteusis en Catalu- 
ña. A la larga, el enfíteuta fue convirtiéndose en propietario no porque dispu- 
siera del derecho pleno de propiedad, sino porque le era muy difícil al señor 
directo continuar cobrando sus censos y pensiones. Es fácil enlazar. este tema con 
la lucha de los arrendatarios por el derecho a las indémnizaciones s, quel hemos co- 
mentado en el apartado anterior. De hecho, si hoy los. arrendamientos históricos 
pueden ser equiparados a la enfiteusis (como el propio Clavero sugiere en uno de 
sus trabajos)" es por las dificultades que conlleva el desahucio de estos arrenda- 
tarios. 


LA IDEA DE UNA PROPIEDAD PERFECTA EN LA ESPAÑA DEL SIGLO XIX 


La noción de propiedad perfecta, que los historiadores hemos convertido en 
uno de los objetivos de las medidas liberales, ¿hasta qué punto fue realmente de- 
finida y elaborada por los pensadores y legisladores españoles del siglo x1x? He 
aquí algunas pistas para animar a alguien a realizar ese estudio. Empecemos por 
ver las opiniones de Flórez Estrada, Es muy interesante su traducción y comenta- 
rio crítico del artículo «Propiedad» de la Enciclopedia británica, en uno de sus 
últimos escritos, en el que destaca las contradicciones entre el derecho de pro- 
piedad y la institución de la propiedad territorial.%8 En la Enciclopedia británi- 
ca, según la traducción de Flórez Estrada, se definía la propiedad como «el más 
alto derecho que el hombre puede tener a una cosa sin que en nada dependa del 
asenso de otro hombre», y se añadía, como corolario, «que á ninguno en nuestro 
reyno puede pertenecer la propiedad ó tenencia de una tierra sino al rey». 

Como es habitual en los escritos sobre propiedad, una locución adversativa, 
en este caso un «sin embargo», abría el siguiente párrafo, que provocaba el pri- 
mer comentario crítico de Flórez Estrada. Reproducimos este diálogo: 


Artículo de la Enciclopedia: «Sin embargo de lo que se acaba de decir, por 
propiedad se entiende aquel derecho que comunmente se concede para dispo- 


45. Véase el capítulo $ de este libro. 
46, Vives (1862). 

47. Clavero (1986b), pp. 467-469, 
48. Flórez Estrada (1843). 
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ner del útil y no del directo dominio de la tierra, el cual derecho consiste en el li- 
bre uso y goce de todas las cosas que de ella emanan, sia traba ni disminución 
alguna, exceptuadas las que imponga la ley de la tierra». 

Comentario de Flórez Estrada: «¿En virtud de qué fundamento la propie- 
dad particular de la. tierra, una vez establecida, «se ha de entender limitada al 
dominio útil, sin poder ser extensiva al dominio direéro? Es muy extraño que 
los Enciclopedistas omitan dar razon de doctrina tan peregrina, pues en to- 
dos los países en los que se conoce esta institucion los propietarios disfrutan 
los dos dominios á menos que hayan traspasado uno de ellos». 

La existencia de dos dominios no parece quitarle el sueño a Flórez Estrada, ni 
en este texto ni en la mayoría de sus obras. Flórez Estrada, como es bien conoci- 
do, ya había manifestado su confianza en la división de la propiedad cuando ha- 
bía sugerido el contrato enfitéutico como vía de acceso a los bienes desamortiza- 
dos: «Con el sistema enfitéutico todas las familias de la clase proletaria serían 
dueñas. del: domin lo útil de las tierras que cultivasen.. .». Y también: 


La enfiteusis es un sistema que, creando en favor del colono una casi pro- 
piedad, forma una clase de individuos tan industriosos y tan ricos como si fue- 
sen propietarios. Este solo sistema es el que, inspirando al labrador una com- 
pleta confianza, le estimula a cultivar la tierra ajena como si fuera propia... 


La propuesta de Flórez Estrada no era una propuesta sacrílega. Lo hubiera 
sido si la hubiera formulado en un contexto sacralizador de la propiedad absolu- 
ta. 1 Las Jeyes de desamortización, de desvinculación, y de abolición de. los seño- 
ríos, el ! llamado trípode de la revolución liberal, respetaron SJempis los censos y 
€ ente merece ser 
llamado el mayor reformador liberal, Mendizábal en 1839 1 propuso la cesión en- 
fitéutica de los terrenos municipales. Ya en la segunda mitad del siglo XIX, la ley 
hipotecaria de 1861 estableció la protección de señores útiles y directos. El € Ódi- 


go civil de 1889 no sólo reconoció ambos dominios, sino que. regulaba. el naci- 
miento de nuevos señores directos con la enfiteusis. Todos esos proyectos fueron 
redactados y aprobados por parlamentos liberales. 

Entonces, ¿Quién reivindicaba la propiedad perfecta? La consulta de algunos 
diccionarios jurídicos no revela de ningún modo unanimidad en el pensamiento, 
pero sí conciencia de la compleja realidad. Escriche habla de la distinción entre 
preneSa dd a y nl impel Pueca en el artículo «Propiedad» de su Dic- 


49. Flórez Estrada (1836). 
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cionario.50 Para Escriche propiedad es «el derecho de gozar y disponer libre- 
mente de nuestras cosas, en cuanto las leyes no se opongan». Y además esta voz 
tiene dos acepciones: «tan pronto expresa el derecho en sí mismo, que también se 
llama dominio, y tan pronto significa la misma cosa en que se tiene el derecho». 

A continuación, Escriche comenta la división de la propiedad en perfecta e 
imperfecta: 


La propiedad se divide en perfecta é imperfecta. El vínculo que existe en- 
tre el propietario y la cosa que le pertenece, es efectivamente susceptible de di- 
visión. Cuando no está dividido, cuando ningún derecho extraño viene á limi- 
tar el ejercicio del derecho de propiedad, se dice que la propiedad es perfecta, 
Cuando el vínculo está dividido, cuando el ejercicio del derecho de propiedad 
está limitado por un derecho que pertenece á otro propietario, se dice entonces 
que la propiedad es imperfecta. 


Y, como para Escriche, el derecho de propiedad es equivalente a dominio, ya 
que este es «el derecho ó facultad de disponer libremente de una cosa, si no lo 
impide la ley, la voluntad del testador, o alguna convención», también nos inte- 
resa ver las divisiones que afectan a este concepto: 


El dominio se divide en pleno y menos pleno ó sea en perfecto é imperfec- 
10. El menos pleno se subdivide en directo y útil: las especies más comunes del 
menos pleno son el feudo, la enfiteusis y el derecho de superficie. Algunos Hla- 
man al dominio útil derecho próximo al dominio ó bien cuasi-dominio, 


En ningún momento se asegura que la propiedad —o el dominio— asentada 
en España sea perfecta; en ningún momento se considera problemática - —O pro- 
pia de los tiempos feudales— la propiedad imperfecta. Escriche, después de ha- 
ber definido el derecho de propiedad como «cierto vínculo moral entre la cosa y 
la persona que la ha adquirido», admite que el vínculo que existe entre el propie- 
tario y la cosa que le pertenece «es efectivamente susceptible de división». Escri- 
che no sugiere ningún orden histórico. Pero en tanto que la propiedad imperfecta 
significa desmembramiento y separaCión «del derecho de disponer de una cosa», 
del «derecho de distri utarla o gozar de sus frutos que pertenece a otra persona», 
podríamos pensar que” sitúa la propiedad imper, fecta como obra culminadora de 

la propiedad. De hecho, para Escriche, la propiedad, obra de la ley civ il, surge 
cuando es posible la separación entre posesión y pr opiedad. «Desde entonces 


50. Escriche (1847). 
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pudo uno ser propietario sin poseer la cosa, y poseerla sin ser propietario.» Escri- 
che parece ser muy consciente del carácter imperfecto de muchas relaciones de 
propiedad. Las voces censo enfitéutico y enfiteusis se refieren con toda naturali- 
dad a la vigencia de la división de dominios. 

¿Por qué los historiadores al leer a Escriche hemos pensado que cuando ha- 
blaba de propiedad perfecta hablaba de la propiedad surgida de la revolución li- 
beral? Habría que reflexionar sobre ello. 

Otro jurista ilustre, Arrazola, no culminó su monumental Encic lopedia Es- 
pañola de Derecho y Administrac lónSt y no podemos, por tanto, leer el artículo 
«Propiedad». Pero para nuestro objeto nos sirve consultar el artículo «Censo» 
en el volumen VIH de su obra, publicado en 1855. Cuando lo escribe, su autor 
se halla seguramente condicionado por el proyecto de Código civil de 1851, que 
no había prosperado. En él se prohibían explícitamente los censos, y se regla- 
mentaba la redención de los constituidos con anterioridad. Es por ello segura- 
mente que empieza su reseña histórica con la frase: «Nuestros jurisconsultos 
modernos han convenido generalmente en apreciar esta institución como una 
calamidad que seca y destruye las fuentes de la riqueza pública». El comentaris- 
ta aboga claramente por una solución distinta: «pero ¿puede decirse que los cen- 
sos enfitéuticos deben ser omitidos en concepto de perjudiciales como lo hizo el 
Código francés, o del todo punto excluidos, como lo hace nuestro proyecto 
de Código Civil?», 

Sus argumentos a favor de los censos coinciden con los de los propietarios 

catalanes, : y suponen una valoración muy positiva de la enfiteusis como medio 
eficaz de desarrollo: 


En España hay en la actualidad terrenos baldíos, que exigen la conserva- 
ción del censo enfitéutico para que aumente el número de los que se interesen 
en el mantenh iento del órden público, y hagan más difícil ó imposible el 
triunto de ciertas ideas y doctrinas peligrosas, que bajo el disfraz de filantropía 
hipócrita, aspiran á variar la faz del mundo.* 


Son estas ideas, sin duda las que le llevan a defender los censos enfitéuticos 
en nombre del principio de una propiedad sin límites: 


51. Arrazola (1848-1870). 
52. Son cas1 los mismos argumentos que esgrimió Malleville en el debate que tuvo lugar 


en 1804 en el Conseil d'État francés que debatió la conveniencia de suprimir los censos perpe- 
tuos en el código francés, Chenon (1881), p. 142. 
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Es un axioma inconcuso, una regla de derecho que el uso de la propiedad 
debe ser ilimitado mientras no resultan perjudicados la moralidad ó el público 
interés, y á ninguno de ellos lastima el censo enfitéutico; y es tambien un sano 
principio económico dejar libre el uso de los capitales y los brazos conforme á 
los cálculos y necesidades del interés particular, verdadera fuente y curador de 
las riquezas. 


$4 


Pocos años después, el diputado progrésista Fermín- lea: en-su obra 
Fomento de la población rural, no parecía tampoco poner especiales reparos ala 
idea de una propiedad dividida: 


A los propietarios acaudalados, que arriendan sus tierras á colonos, les ca- 
bria una parte muy principal en la buena obra, si acertasen a combinar sus inte- 
reses con los del infeliz cultivador rentero... Lo sublime sería que cediesen el 
dominio útil de sus tierras, mediante un cánon ánuo, con la clausula de redi- 
mible; pero no pidamos actos heróicos á los acostumbrados á vivir del trabajo 
extraño...% 


Para la segunda mitad del siglo xIX, sin embargo, la obra más reveladora, 
porque representa la obra legisladora, es la de Francisco de Cárdenas. A él se le 
atribuye el papel fundamental en la redacción de la Ley Hipotecaria de 1861, y 
un papel relevante en algunas comisiones parlamentarias. Sus planteamientos 
teóricos sobre la propiedad de la tierra resultan, por ello, especialmente intere- 


sanfes, y merecen un apartado especial.54 


SIGUIENDO LA PISTA A FRANCISCO DE CÁRDENAS 


Cárdenas fue uno de los primeros autores europeos que escribió un Ensayo 
sobre la historia de la propiedad territorial, que será luego citado por algunos de 
los autores extranjeros que escribirán sobre el tema años más tarde. El capítulo 8 
de su ensayo. dedicado a los censos enfitéuticos y a los foros empieza apelando a 
la naturaleza: «Como uno de los modos más naturales de utilizar las tierras sea di- 


vidir su MO alo. la a enfiteusis ha debido ser una de las modificaciones más anti- 


53. Caballero (1864), p. 179. 

54. Cárdenas (1873). Las reseñas biográficas de Francisco de Cárdenas coinciden en se- 
ñalarlo como artífice y principal redactor de la ley hipotecaria de 1861, es decir, de la ley que 
diseñó el Registro de la Propiedad. 
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guas y más importantes de la propiedad inmueble». Cárdenas imsiste en la mis- 
ma idea un poco más adelante: «Los enfitéuticos fueron a mi juicio, la expresión 
histórica de la formación y desenvolvimiento de la renta territorial y responden 
por lo tanto, á una necesidad importante de la sociedad y la la naturaleza».5 

Cárde -ondena clafámiénte el progesy francés, y' manifiesta un interés es- 
pecial en descubrir contradicciones en la aplicación de los] principios individua- 


listas absolutos. Cuando termina su relación crítica —.muchas de las medidas re- 
lacionadas son consideradas injustas— de las vicisitudes de las leyes en la época 
revolucionaria del país vecino, prepará'yxel terreno para anunciar lo que para él 
es una evidencia: «Era, pues, completo el triunfo del principio individualista so- 
bre el social en la forma y el estado del dominio; mas un predominio tan absolu- 
to no podía ser tampoco muy duradero».57 

En el nuevo capítulo dedicado a la Francia posrevolucionaria destacará el he- 
cho de que los bienes municipales fuesen devueltos a los pueblos, lo que le permite 
realzar el hecho de que Francia ha prosperado desde entonces «a pesar de esta rl- 
queza amortizada que ha quedado en su seno». La condena del proceso revolucio- 
nario contrasta con la admiración por el caso inglés. Pero cuando se refiere a Espa- 
ña, Cárdenas parece estar más obsesionado por las expropiaciones habidas en la 
historia que por el tema de la propiedad territorial perfecta. Leyéndolo, uno llega a 
pensar si la ley de expropiación forzosa de 1836, que tan inadvertida ha pasado 
para los historiadores, no fue la ley más importante del siglo. Cárdenas piensa que 
el gran triunfo de la legislación moderna es la posibilidad de evitar que se produz- 
can nuevas expropiaciones enel futuro. Es una manera de ver las cosas que se halla 
muy en sintonía con las voces que hoy empiezan a oírse en Francia sobre el carác- 
ter forzosamente relativista de la definición de la propiedad en el artículo 544. 

Para hacer más/evidente que el discurso de Cárdenas choca con el discurso 
de los historiadores, “podemos abordar los mismos temas con los que hemos con- 
cluido el análisis de las tesis de Clavero: 


a) Sobre las medidas de redención de los censos del Antiguo Régimen 


Cárdenas ve expropiaciones en las sucesivas medidas que afectaron a los 
censos en la Edad Moderna. Para Cárdenas se trataba de expropiaciones siempre 


55. Cárdenas (1873), HL, pp. 328-329. 
56. Cárdenas (1873), HL, p. 343. 
57. Cárdenas (1873), L p. 142. 
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injustificadas, por más contrarios a los censos que fueran los hombres más ¡lus- 
trados de los siglos XVL, XVI y XVHL. Después de citar a los autores que escribie- 
ron en el siglo xvI1 contra los censos, comenta: «Así prevenida contra los censos 
la opinión de los hombres ilustrados de la época, Carlos IV no temió dar nuevas 
acometidas á este género de propiedad». En 1799, este monarca permitió a los 
censatarios «de todas especies» la redención de sus censos, siempre que fuera sa- 
tisfecha con vales reales. Esta medida era «ocasión de graves despojos y ocasio- 
naba en la práctica insuperables dificultades». Fue necesario un nuevo reglamen- 
to, el de 1805, más restrictivo. Así: 


Se remedió un tanto el daño, mas no se reparó del todo la injusticia. Esta 
reparación ha venido después de la costumbre que dejó en desuso Carlos IV y 
ha logrado que los censos, cualesquiera que sean sus inconvenientes económi- 
cos, se consideren cómo desmembraciones del dominio, y su propiedad tan sa- 
Eta como aa directa e > inmediata de e Otros biene: inmuebles, 27 


En esta cédula los historiadores han visto la primera gran medida de reden- 
ción de censos, que será restaurada en 1823 y en 1837. Una vez más, Cárdenas 
veía las cosas a la inversa, En la cédula de 1805 él ve la primera medida repara- 
dora capaz de frenar el proceso de continua degradación de los censos. El real 
decreto del 6 de noviembre de 1799 había permitido redimir los censos perpe- 


tuos, al quitar y enfitéuticos, con vales reales. Este decreto, mucho. 


cionario los que le seguirán, había to la posibilidad de que los señores 


en de serlo 


directos, muy a pesar suyo, por iniciativa de sus censatarios, deja 


para convertirse en dueños de devaluados vales reales. Francisco de 
considera que con el decreto de 1799, y el reglamento de. 1801, Carlos 17 había 
dado « «un in golpe mortal á la propicdas y al AE ciO% p 
Con estas providencias, que tan mal parados dejaban los derechos adquiri- 
dos, hubieron de retraerse los capitalistas, de adquirir nuevos censos, y siendo 
esta una de las formas en que más solía usarse del crédito, hubo de paralizarse 
un tanto el curso de los capitales con daño de la real Hacienda y de las corpora- 
ciones poderosas que lo empleaban... 


Cárdenas considera la cédula de 12 de enero de 1805 «un correctivo a los 
graves despojos que ocasionaba la ley anterior». Las observaciones de Cárdenas, 


58. Cárdenas (1873), HL, p. 365. 
59. Cárdenas (1873), HL p. 367. 
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un hombre pre-código, son interesantes. Su atención a las disposiciones anterio- 
res a 1805 permite ver las cosas de un modo al que no estamos acostumbrados. 
No sólo la redención de censos se habrá dado en la España liberal aplicando unas 


cláusulas elaboradas en la España del Antiguo Régimen, sino que se habrá techo 
aplicando. unas cláusulas que habían salido como reacción a otras, mucho más 
favorables a los enfiteutas, declaradas unos años antes. 


b) Sobre la progresiva pérdida de poder de los señores directos 


Dado que Cárdenas dedicó muchos esfuerzos a proteger los derechos de los 
señores directos, puede resultar especialmente interesante su visión del proceso 
que significó la progresiva es de e de los señores directos en «casi tos 


das las provincias». 
otro modo: 


Resultó que los señores directos perdieron la esperanza de recobrar la pleni- 
tud de sú domiñio, considerándose, más bién que dueños, meros pensionistas, 
cuyo derecho estaba ¡asegurado con hipoteca. A su vez, los enfiteutas fueron ha- 
ciéndose dueños casi absolutos de las heredades que poseían, porque aunque no 
lograran, como muchos, hacer olvidar la carga que pesaba sobre ellos, ésta se 
iba aligerando, bien por consistir en dinero, cuyo valor bajaba constantemente, 
ó bien por consistir en frutos y haberse aumentado los de la tierra por efecto del 
mayor capital y del más prolijo trabajo invertidos en ellas. Asi el enfiteuta iba 
haciéndose cada vez más dueño á medida que crecia a participacion en los frutos 
de la tierra, y el llamado señor directo lo era cada vez ménos, segun iba men- 
guando su participacion absoluta ó relativa en los mismos frutos.60 


Para Cárdenas ésta había sido la norma general. Representaban la excepción 
Galicia y Asturias, donde había prevalecido la enfiteusis temporal. Por esto, a 
Cárdenas le resulta especialmente interesante el estudio de los foros. Y considera 
que «el tiempo co con su autoridad misteriosa ha hecho a los foristas casi propieta- 
rios, del mismo módo' que en la antigiiedad daba al fin el dominio de las tierras á 
los que con 1 mejores ó peores títulos se mantenían en su posesion largos años».6! 
Las palabras” de Cárdenas —su apelación a la autoridad misteriosa del tiem- 


po-— suponen un reto para el historiador. ¿De qué fuerza histórica se está hablan- 


60. Cárdenas (1873), IL, p. 335, 
61. Cárdenas (1873), H, p. 340. 
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do? Si las leyes no explican lo que dábamos por supuesto que explicaban, ¿hacia 
dónde hemos de orientar nuestras investigaciones? Hemos hallado un eco de las 
reflexiones de Cárdenas en las palabras contemporáneas de un prestigioso jurista 
catalán: 


Pero Señores, el pueblo catalán, que tiene una gran dosis de séntido prácti- 
co, se ha anticipado en esta parte al legislador, y ha condenado estos censos a 
la calidad de perpetuos antes que yo los condene, ¿Dónde estár los-cénsos an- 
tiguos del agrario, del brassatge, de la tasca en infinito número de escrituras 
pactados y convenidos? Han desaparecido, señores, y no se cobran á pesar del 
pacto perpetuo que existe en las escrituras en que se convinieron. El pueblo ha 
hecho justicia de ellos, y en el día nadie estipula esta especie de censos.52 


De las palabras de este jurista, y de las de Cárdenas, se desprenden, pues, dos 
líneas de reflexión histórica: en primer lugar, las relaciones de propiedad son 
relaciones sociales, y por lo tanto mutables; y en segundo lugar, el pueblo no re- 
dacta las leyes pero puede influir en la evolución de los. derechos de _propie ad. 
Ambas líneas de reflexión nos conducen al tema balzaciano de la realización de 
la propiedad, al que volveremos a referirnos en el último apartado de este traba- 
jo. Pero antes tenemos que hacer referencia a algunas diferencias relevantes que 
resultan de la comparación entre los códigos civiles francés y español. 


DIFERENCIAS ENTRE LOS CÓDIGOS CIVILES FRANCÉS (1804) 
Y ESPAÑOL (1889) 


El artículo 348 del Código civil español corresponde a la traducción casi lite- 
ral del célebre artículo 544 del Código francés. Conviene compararlos: 


Art. 348: La propiedad es el derecho de gozar y disponer de una cosa, sin 
más limitaciones que las establecidas en las TeyES. 

Art. 544: La propiedad es el derecho de gozar y disponer de las cosas de la 
forma más absoluta, siempre que el uso que se haga de ellas no contravenga 
las leyes ni los reglamentos. (La propriété [est] le droit de jouir et de disposer 
des choses de la maniére plus absolue, pourvu qu'il n' en fasse pas un usage 
prohibé par les lois ou par les réglements.) 


62. Falgueras (1889), p. 144. 
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Una única diferencia: la expresión de la maniére plus absolue. S1 tan sólo 
comparamos estos dos artículos, este simple añadido —que incluye la palabra 
absoluta— parecería confirmar la idea de que el principio de una propiedad ab- 
soluta era más fuerte en Francia que en España. Pero esa idea puede cambiar ra- 
dicalmente si leemos el artículo precedente del-Códe francés: 


Art. 543: Se puede ejercer sobre los bienes un derecho de propiedad o bien 
un simple derecho de disfrute, o simplemente pretender algunas servidumbres. 
(On peut avoir sur les biens;yotwemndroit de-propriété, ou un simple droit de 
jouissance, ou seulement des services fonciers d pretendre.) 


No hay ningún artículo parecido en el Código civil español; y si lo hubiera, la 
lista de derechos reales —derechos sobre los bienes— sería sin duda más larga. 
En esta lista estarían los censos. Teniendo en cuenta este artículo, pues, resulta 
que el Código francés limita, mucho más que el Código español, el derecho de 
disponer sobre las tierras. El propietario francés no puede crear censos. El carác- 
ter restrictivo del artículo 543 puede apreciarse con claridad en el comentario de 
Treilhard, uno de los principales redactores del Code, cuando tuvo que defender 
este articulado: 


Sólo se pueden ejercer tres tipos de derecho sobre los bienes: o un derecho 
de propiedad, o un mero usufructo, o solamente algunas servidumbres; así, 
nuestro Code abolerhasta el más mínimo vestigio de este dominio de superiori- 
dad antes conocido cómo señorío feudal o censual.$ 


Volvamos a leer ahora el artículo 544 y la expresión de la manera más abso- 
luta nos parece más bien una fórmula para recordar la relatividad de las formas 
de disponer que tiene el propietario francés según el artículo precedente. Es tam- 
bién cierto que con la simplificación realizada, el Code estaba construyendo el 
derecho de propiedad que permitiría asentar en el futuro los principios del exclu- 
sivismo y absolutismo. 

Leyendo los trabajos de redacción del Code en relación a este punto, sin em- 
bargo, podemos preguntamos si sus autores concedían tanta importancia a este 
hecho. Porque en los trabajos de la comisión redactora hubo dudas que merecen 


63. «On ne peut avoir sur les biens que trois sortes de droits: ou un droit de propriété, ou 
une simple jouissance, ou seulement des services fonciers, ainsi notre Code abolit jusqu'au 
moindre vestige de ce domaine de supériorité jadis connu sous les noms de seigneurie féodale 
ou censuelle.» El texto es citado por Chenon (1881), p. 147 
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ser destacadas. Por ejemplo: los redactores del Code civil francés estuvieron a 
punto de reintroducir la idea de la propiedad dividida, es decir, de reconocer las 
rentes fonciéres pérpétuelles. Cuando se discutía el artículo 529 del Code, que 
debía señalar los bienes muebles (no susceptibles de ser hipotecados), la comi- 
sión discutió la oportunidad de permitir en el futuro, como se había hecho en el 
pasado, rentas perpetuas puramente territoriales —es decir, especificaban, no 
feudales —, incluso no redimibles. La discusión sobre las rentas perpetuas fue 
pospuesta para después de la redacción del Code civil. 

Los comisionados se habían planteado revocar los decretos del 18 de diciem- 
bre de 1790 y la Ley de brumario del año VIL En la comisión hubo división de 
Opiniones. Los redactores del Code, Portalis, Tronchet, Bigot-Preameneu y Ma- 
lleville, se refirieron a esta posibilidad, y a las discusiones surgidas en torno a 
ella en el seno de la comisión, en el Discours préliminaire sobre el proyecto de 
Code civil: 


Hemos pensado que se había llegado demasiado lejos cuando, bajo el pre- 
texto de cancelar hasta los más mínimos restos de le feudalidad, se proseribie- 
ron el bail emphytéotique y el bail a rente fonciére, que no han sido nunca un 
contrato feudal, que estimulaban las roturaciones de tierras, que invitaban a 
los grandes propietarios a vender las tierras que no podían cultivar con cuida- 
do, y que facilitaban a los cultivadores laboriosos, cuya única riqueza eran los 
brazos, la posibilidad de convertirse en propietarios. Sin embargo, no hemos 
podido negar los grandes inconvenientes que llevaría consigo la legislación, 
muy particular y extremadamente compleja, que han exigido siempre este tipo 
de contratos, y hemos dejado a la prudencia del gobierno la cuestión de saber 
si conviene promover su restablecimiento.ó 


La cuestión fue discutida en la sesión de legislación del Conseil d'État del 6 
de marzo (15 ventóse) de 1804. En el debate, no faltaron defensores apasionados 


64. «Nous avons pensé qu'on avait é1é troploinquand sous pretexte d'effacer jusqu'aux 
moindres traces de la féodalité, on avait proscrit le bail emphytéotique et le bail á rente foncié- 
re, qui r'ont jamais été un contrat féodal, quí encourageaient les défrichements, qui enga- 
geaient les grands propriétaires á vendre les fonds qu'ils ng pouvaient cultiver avec soin, et qui 
donnaient á des cultivateurs laborieux, dont les bras faisaient toute la richesse, des moyens fa- 
ciles de devenir propriétaires. Cepeadant, nos n'avons punouselissimuler les grands incon- 
vénients qui seraient attachés A une legislation toute particuliére et tres compliquée qu'on to0- 
jours exigée ces sortes de contrats, et nous avons abandonné A la sagesse du gouvernement la 
question de savoir s'il est convenable d'en provoquer le rétablissement.» Texto reproducido 
en Ewald, ed. (1989), pp. 84-85. 
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de la enfiteusis perpetua, como Malleville, quien veía en el contrato perpetuo la 
forma de multiplicar los propietarios y de roturar los terrenos yermos. Tronchet 
se oponía, arguyendo que los contratos de 27 y de 50 años eran suficientes para 
producir los mismos efectos. Defermon pensaba que la vente 4 rente rachetable 
estimularía más al colono a multiplicar sus esfuerzos para conseguir la reden- 
ción. El primer cónsul reconocía que en el Antiguo Régimen el bail a rente había 
conseguido «adoucir le sort du peuple» pero no creía posible la revitalización del 
contrato. En cambio, Regnaud de Saint-Jean d'Angély opinó sobre la inconve- 
niencia de restaurar la institución argumentando que sería el contrato preferido 
por los propietarios rentistas y que, a la larga, reaparecerían los inconvenientes 
de la feudalidad. Finalmente, los argumentos en contra prevalecieron. Pero la 
discusión es interesante, precisamente «porque no se evocan en ella los grandes 
principios del exclusivismo».5 

Independientemente de cómo había sido tomada la decisión, los comentaris- 
tas del derecho francés, como hemos visto, conceden a la desaparición de las ren- 
tas perpetuas y, consecuentemente, ala desaparición de dominios compartidos, O 
propiedades simultáneas, el elemento central que convierte la propiedad francesa 
en exclusiva y absoluta, y es en este tema donde el Código civil español se aparta 
radicalmente del francés. Lo que se estaba discutiendo en realidad, como puede 
verse en el redactado final del artículo 530, que había quedado en suspenso en 
espera de la resolución del Conseil d'État, era si las rentes fonciéres eran o no 
eran hipotecables. El tema es interesante. Así pues, ¿lo que definía si un derecho 
constituía un derecho de propiedad era si había sido conceptuado como i¡nmue- 
ble, y lo que definía un inmueble era su posibilidad de ser hipotecado? Es una 
muestra más, tal vez definitiva, de lo absurdo que puede ser insistir en el carácter 
absoluto de la propiedad. En el proyecto del Code rural presentado al Parlamen- 
to y al Senado en 1879, se atribuía a la enfiteusis el carácter de derecho real hi- 
potecable. No será extraño, pues, que cuando en 1902 se apruebe la ley sobre la 
enfiteusis, y cuando este contrato sea definido en los sucesivos códigos rurales 
del siglo Xx, ésta sea su definición: «contrato que confiere al preneur un derecho 
real sobre la cosa alquilada, susceptible de ser hipotecado». 

El Código civil español, que también partió de la división de bienes en in- 
muebles y muebles, catalogó como bienes inmuebles a «las servidumbres y dere- 
chos teáles sobre bienes inmuebles» (art. 334, 10) y en el artículo 1.874 dejaba 
claro que: «Sólo podrán ser objeto del contrato de hipoteca: 1) los bienes inmue- 
bles; 2) los derechos reales enajenables con arreglo a las leyes, impuestos sobre 


65. Patault (1989), p. 258. 
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bienes de aquella clase». Además, dedicó su título VII —sesenta artículos-— a 
los censos. La mitad de sus artículos, treinta, regulaban los censos enfitéuticos en 
el futuro, quedando plenamente asegurada y respetada la distinción entre domi- 
nio directo y dominio útil. El dueño directo podía exigir el reconocimiento de su 
derecho por el enfiteuta, corriendo los gastos a cargo de este último, podía ejer- 
cer el derecho de tanteo y retracto si el dueño útil quisiera vendérsela, podía re- 
clamar la finca si el dueño útil no pagaba la pensión durante tres años, y también 
si faltaban herederos testamentarios del enfiteuta (artículo l. .653). Él Código ci- 
vil de 1889, con estos artículos, no hacía sino confirmar lo dispuesto « en la ley hi- 
potecaria y en otras disposiciones legislativas que habían protegido siempre tan- 
to los derechos del dominio directo como los del domir MO útil. 

España no constituiría una anomalía en el panorama jurídico europeo. Mu- 
chos otros países -—y no necesariamente países más atrasados económicamen- 
te— habían ya elaborado sus códigos civiles, siguiendo el modelo del € ode, pero 
permitiendo también la pervivencia de las rentas perpetuas y/o de la división de 
dominios. La comparación entre los artículos incluidos en los diferentes códi- 
gos revela también que la línea que separaba las enfiteusis de los arrendamientos 
podía ser muy frágil. En algunos códigos, entre los arrendamientos figuraban los 
llamados arrendamientos hereditarios que son muy parecidos a lo que en otros 
recibe el nombre de enfiteusis. 


SOBRE EL PROCESO SACRALIZADOR DE LA PROPIEDAD 


Poco antes del 14 de julio de 1789, los señores franceses pudieron ser tran- 
quilizados por esta solemne frase de Luis XVI: 


Todas las propiedades, sin excepción, serán Tespetadas de continuo; y su 
Majestad incluye expresamente bajo el nombre de prop lad a los diezmos, 
censos, rentas, derechos y deberes feudales y señoriales, yen general atodos 
los derechos y prerrogátivas útiles u honoríficas propias de las tierras y de los 
feudos, o pertenecientes a las personas.97 


66. Azcárate (1879-1883). 

67. «Toutes les propriétés, sans exception, seront constamment respectées; et Sa Majesté 
comprend expressément sous le nom propriété, les dimes, cens, tentes, droits et devoirs féo- 
daux et seigneuriaux, et généralement tous les droits et prérogatives utiles ou honorifiques at- 
tachés aux terres et aux fiefs, ou appartenant aux personnes.» 


75/17; 


SAGRADA PROPIEDAD IMPERFECTA : 153 


Esta frase no ha pasado desapercibida en el debate, que sigue abierto, sobre 
las verdaderas intenciones de los redactores del artículo 17 de la Declaración de 
Der echos del Hombre del 26 de agosto. de 1789. Recordemos su enunciado, en 
su versión 1 más conocida: «La propiedad siendo un derecho inviolable y sagrado, 


nadie puede verse privado de: ella, a meros de que la necesidad pública, legal- 
a, lo exija patentemente y garantice una indemnización justa y 


adecuada». 0 

Boy sabemos que el texto primitivo empezaba con un extraño plural: «Les 
propriétés étant un droit inviolable eriacré.. +. Y que el singular fue introducido 
variós años más tarde bajo el pretexto de corregir un error ortográfico.6? Si apli- 
cámos la fórmula de Luis XVI, es decir, si entendemos que la propriété son to- 
das las propiedades, sin excepción, este enunciado encierra el compromiso de 
asegurar, como mínimo, la indemnización de todos aquellos derechos que se de- 
clarasen suprimidos en el futuro. Así lo interpretan hoy algunos estudiosos, ba- 
sándose : en que en los manuales de derecho de finales del siglo XviH el capítulo que 
trataba de la propiedad se intitulaba generalmente «Des propriétés». Aunque al- 
gunos autores han intentado en la última década minimizar el papel de las clases 
populares en el resultado de la revolución, el análisis del día a día de las disposi- 
ciones legislativas -—en este sentido, cabe enunciar los últimos trabajos de Mar- 
koff—" pone y de manifiesto que sin el protagonismo de las clases campesinas en 
la revolución sería difícilmente explicable la reducción definitiva de un inicial 
«sagrado derecho de todas las propiedades» a una única forma —sagrada— de 
«propiedad». a 

En España ninguna revolución campesina impidió la sacralización —y, en 
consécuencia—, el respeto de casi todas las formas de propiedad. El código es- 
pañol, como el francés, se organizó en torno a la propiedad, dividió los bienes en s 
mucbles e inmuebles, pero pudo reconocer la condición de inmuebles a los dere- 
chos impuestos sobre la tierra, que los legisladores habían tenido mucho interés 
en respetar. 

No hay que olvidar que en España, el decreto del 6 de agosto de 1811 pre- 
veía la indemnización de los privilegios abolidos TartíGio 7.9). Y qué; Cuando 
declaraba que «los señoríos territoriales y solariegos quedan desde ahora en la 
clase de los demás derechos de propiedad particular (artículo 5.9)», no sólo no 


68. «La propriété étant un droit inviolable et sacré, nul ne peut en étre privé, si ce n'est 
lorsque la nécessité publique, légalement constatée, Pexige évidemment et sous la condition 
d'une juste et préalable inderanité.» 

7569. Suel (1974), Comby (1991). 

703 Markoff (1996). 
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estaba inventando una nueva propiedad —la propiedad particular es sinónimo, 
en los debates parlamentarios, de propiedad común— sino que « estaba aceptando 
que entre los bienes objeto de propiedad hubiera censos (art. 6: 0). Es decir, esta- 
ba consolidando la divi ircunstancias : se darían en 
las leyes del 3 de mayo de 1823. y la del 26 de ALOStO de 1837. “Seguramente fue 
en la larga discusión habida entre los diputados de las Cortes de 1837 sobre la 
conveniencia o no de restaurar los anteriores decretos, cuando se apeló con ma- 
yor énfasis a los principios de defensa de la sagrada propiedad particular. Como 
consecuencia de este debate, el definitivo proyecto de ley empieza con un párra- 
fo donde se explica que el objetivo de la ley aclaratoria es combinar «el beneficio 
de los pueblos con la protección debida al derecho de propiedad». No insistiría 
en estos argumentos si no hubiesen insistido en ellos los legisladores y si no los 
considerara reveladores de los cambios reales que los liberales introdujeron en 
relación a la propiedad. 


a) Imperfecta, pero sagrada. El estudio del proceso satralizador de los 
derechos de propiedad privada 


Convertir los antiguos derechos señoriales en derechos de propiedad particu- 
lar no significa cambiar la naturaleza de estos derechos o su forma de percibirlos. 
Por eso no puede decirse ni afirmarse que antes de la revolución liberal la propie- 
dad era dividida, colectiva, servil y después surgió una nueva propiedad plena, 
individual. y libre. No. radicaba aquí el cambio. El hecho significativo es que en 
texto de cambio y de esperanzas de cambios legislativos, aquellos viejos 
derechos, algunos claramente en desuso, fueran declar ados sagrados, es decir, 
intocables, junto a algunas nuevas prácticas percibidas como abusivas por gran 
parte de la población. Y éste es el hecho que hay que enmarcar -—de forma posi- 
tiva— en el proceso más amplio de construcción de un Estado que asume como 
una de sus funciones principales 1 a defensa de las propiedades particulares 
—también de las que estaban siendo discutidas en nombre del sagrado dere- 
cho de propiedad. En el terreno del discurso político, ésta era la novedad: con- 
vertir la propiedad en una abstracción, en un nueyo dios. Y en esta operación de 
marketing el primer paso eonsistió en definir] lapropiedad como una relación ob- 
jetiva entre los hombres y las Cosas. Se trataba de conseguir que las relaciones 
entre los hombres, las relaciones sociales. se hallasen condicionadas y subordina- 
das a la propiedad. La misma existencia de la sociedad dependía del respeto ab- 
soluto a la propiedad. Éste era el mensaje: la propiedad era intocable. Convirtien- 


SAGRADA PROPIEDAD IMPERFECTA 155 


do la propiedad —y, por lo tanto las rentas—en algo sagrado e inviolable, de he- 
cho, los legisladores estaban intentado cambiar poco la sociedad. 

Pero esto no quiere decir que el proceso sacralizador no fuera importante, ni 
que todo hubiera seguido igual si no se hubiera producido el conjunto de medidas 
potenciadas por el discurso sacralizador. De ningún modo. Construir el altar que 
sacralizaba definitivamente la propiedad de unos pudo significar un duro golpe 
para las aspiraciones -—hasta entonces, legítimas— de muchos. Decir «esto es sa- 
grado» era decir «esto no se toca». Pero era también, y sobre todo, un discurso de- 
fensivo y/o ofensivo: «Esto no podéis atacarlo, o defenderlo». 

Para superar la visión juridicista —abstracta— de las relaciones sociales de- 
finidas en torno a la propiedad es necesario analizar el proceso de revolución li- 
beral a partir de la visión global de la sociedad —en la que los intereses de unos 
grupos sociales se contraponen a los de otros— y no a partir de unos supuestos 
ideales de unos legisladores liberales. La empresa no es fácil. Esta visión juridi- 
cista se ha apoyado, en el discurso historiográfico, en una visión excesivamente 
lineal del progreso en la historia, que tiende a convertir la mayoría de los hechos 
históricos en inevitables, racionales y modernos, lo que resulta relativamente fá- 
cil desde una perspectiva de larga duración. 

El diseño de una propiedad perfecta era, en esta visión, un paso adelante ha- 
cia la madurez y hacia el progreso. Sobre todo si la contraponíamos a otro con- 
cepto —propiedad feudal— especialmente diseñado para sugerir estancamiento 
y opresión. Y la visión lineal de la historia permite este tipo de contraposición, en 
la que las estrategias humanas ——que siempre son estrategias a corto plazo— ad- 
quieren el carácter de fuerzas objetivas y tendencias seculares de la historia.?! 

En nombre de una supuesta racionalidad de la historia seleccionamos para su 
estudio aquellas leyes liberales —<de carácter negativo — que supuestamente ha- 
brían liberado la propiedad de las cargas feudales e insistimos en lo importante 
que era para los campesinos, aunque ellos tal vez no lo supieran, el haber puesto 
fin a tantos siglos de oprobio. Pero «olvidamos» estudiar aquellas medidas que 
más reflejaban los conflictos vividos a corto plazo por los contemporáneos, y 
que habían de contribuira-afianzar el arsenal jurídico y policial de defensa y pro- 
tección de la propiedad en el futuro: guardería rural, código penal, leyes hipote- 
carias. Sin darnos cuenta que, de este modo, no sólo renunciamos a tener una vi- 
sión global del $ Proceso histórico analizado, sino que estamos olvidando estudiar 
todas aquellas medidas legislativas que convirtieron de un modo definitivo —y 
positivo-— antiguos y nuevos usos y costumbres de los pobres en delitos, y anti- 


71. Véanse las críticas a esta visión lineal de la historia en Torras (1976), p. 10. 
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guos y nuevos abusos —y los más recientes seguramente eran los más doloro- 
sos— de los ricos en sagrado derecho de propiedad.” 


b) Sacralizada, pero no inmutable. El estudio de las condiciones de realización 
de la propiedad * 


Pero la sacralización de unos derechos, en tantó que significa lá voluntad de 
poder de una minoría de hombres, no significa necesariamente su famutabilidad. 
En el tema que nos ocupa, la desaparición real de los censos —a pesar de las me- 
didas que sacralizaron su propiedad-— ha ayudado a confundir al historiador, que 
ha tendido a imputar a unas leyes lo que estas leyes no podían explicar (porque 
no decían lo que se había supuesto que habían dicho). Pero esta simple constata- 
ción —las leyes no explican lo que sucedió — obliga a ampliar el programa de in- 
vestigación histórica: hay que estudiar las condiciones en que se realizaba la 
propiedad, sabiendo que el estudio de estas condiciones niega el carácter absolu- 
to de la propiedad en el mismísimo paraíso de la propiedad absoluta, la Francia 
posrevolucionaria. 

Para huir de la utilización de una noción excesivamente abstracta de la pro- 
piedad hay que partir del carácter mutable de ésta y dotar de contenido específico 
las actitudes de los distintos grupos sociales y, en especial, de los grupos mayori- 
tarios (pequeños propietarios y jornaleros). Hay que ver de qué modo luchaban, 
de qué modo actuaban, hay que conocer su capacidad de resistir a las amenazas de 
los propietarios, pero también su capacidad de i inspirar miedo, y hay que pregun- 
tarse de qué modo y hasta qué punto su lucha, sus esperanzas, sus armas judicia- 
les, incidieron primero, y resultaron afectadas después por los acontecimientos 
concretos de la revolución liberal. E incluso allí donde no parece haber dudas so- 
bre los efectos favorables de la revolución liberal en la consolidación de la peque- 
ña propiedad campesina, habría que preguntarse si los procesos de campesiniza- 
ción y/o de pr opietarización detectados fueróñ el resultado de las medidas legales 
dictadas ] por los liberales;'o más bien constituían el reflejo de eso que hemos lla- 
mado las condiciones de realización de la Propiedan: 


72. Marx (1983). En sus artículos de La Gaceta Renana al joven Marx no le pasó de- 
sapercibido que, en el ordenamiento jurídico liberal de Renania «todos los puntos olvidados» 


se «olvidaban» sólo —y precisamente-— de la clase pobre. Véase el comentario de Vilar 
(1983), p. 113. 
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REFLEXIÓN FINAL 


Hemos dejado para el final una última reflexión. Este proceso sacralizador de 
la propiedad, que tan decisivo ha sido en el discurso y en la orientación de las le- 
yes, nos tiene que interesar en otro-sentido que tiéne que ver con nuestro oficio 
de historiador. Una vez convertida la pr opiedad en un objeto tabú, una vez cepil 
vertidos en sacrílegos todos aquellos que osaran cuestionarla, era, y es, muy Sl 
cil escapar de este discurso y analizar las condiciones Mistónieas de la reslteación 
de la propiedad sin prejuicios. Hay qué preguntarse hasta qué punto .0S MISION: 
dores, que también hemos definido la propiedad al margen de los individuos, 
que también hemos participado del mito de una propiedad perfecta, no habremos 
contribuido también a fortalecer un concepto frágil, haciéndolo menos vulne- 
rable. 

No estamos minimizando el proceso de revolución liberal. Al contrario. Es- 
tamos señalando algunos de sus logros: haber conseguido que los historiadores 
—de izquierdas y de derechas— viéramos la propiedad de los tiempos anteriores 
a la revolución liberal teñida de feudalismo y dé oprobio, y la de los tiempos mo- 
dernos como algo que podía —puede— ser definido al margen de las relaciones 
personales de explotación del trabajo; haber logrado disimular hasta ese punto el 

carácter de clase —de Justificación por la existencia—T de muchas de sus medi- 
das legisl: ativas. Hay razones objetivas para no dudar del éxito de aquellos hom- 


bres y de la importancia de su obra legisladora. 


73. La expresión es de Vilar (1983), p. 113, para quien el historiador debe «lanzar la duda 
sistemática sobre la justificación de la existencia». 


Capítulo 5 


DERECHOS SEÑORIALES, ANÁLISIS 
HISTÓRICO Y ESTRATEGIAS DE 
INFORMACIÓN. 

EL EJEMPLOCATALÁN! 


Este capítulo se interesa por un viejo tema, quiero decir por un tema que en 
otros tiempos despertó más interés que hoy; me refiero a la evolución de los dere- 
chos señoriales. Su originalidad reside precisamente en preguntarse sobre la for- 
ma tradicional de observar estos derechos: a menudo han sido vistos como unos 
derechos, o incluso unos no-derechos, destinados a desaparecer. Nos preguntare- 
mos hasta qué punto esta visión ha dificultado el análisis histórico de las relacio- 
nes sociales que se escondían tras estos derechos. Desde mi punto de vista, sólo 
una concepción plural y variable de los derechos de propiedad —incluyendo en- 
tre ellos a los derechos señoriales-— permite comprender la complejidad de cada 
sociedad histórica. Partiendo de esta reflexión, reivindico la necesidad de anali- 
zar y estudiar las diferentes estrategias desarrolladas por los censatarios o enfiteu- 
tas con relación al pago de los derechos señoriales. En concreto, las que merece- 


rán nuestra atención aquí son las estrategias relacionadas con la información y la 
> ocultación de cierta información en las escrituras notariales dé transmisión de 
bienes, en la sociedad catalana, en las épocas moderna y contemporánea. 


1. Esta investigación se inscribe en el marco del proyecto: «Los usos de la información en 
las relaciones sociales: una propuesta metodológica para el análisis histórico de la propiedad 
de la tierra y el trabajo agrario», financiado por el Ministerio de Ciencia y Tecnología. Los re- 
sultados del proyecto se exponen en el libro colectivo Entorn de la propietat, Drets, títols i 
usos de la informació al camp catalá (segles xtv-Xx), (en prensa) que incluye este trabajo. 
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El análisis de estas estrategias sugiere un desajuste entre las condiciones jurí- 
dicas y las condiciones reales de la propiedad, que habría sido difícil de detectar 
sin este ejercicio: No se tráfa de un tema menor, si tenemos en cuenta que los dis- 
cursos historiográficos sobre la propiedad de la tierra abusan a menudo de nomi- 
nalismo y que son las condiciones reales -—no las nominales de la propiedad 
las que afectan en el día a día a los movimientos de i Ingresos y “as relaciones so- 
ciales.? En realidad, la ignorancia de los propietarios útiles catalanes no habría 
despertado nuestras sospechas si hubiéramos pensado que los derechos de pro- 
piedad sólo se transforman a golpe de decretos. 


EL CARÁCTER PLURAL Y VARIABLE DE LA PROPIEDAD: 
NUEVAS REFLEXIONES 


Vamos a referirnos, una vez más, al carácter plural de los derechos de propie- 
dad, es decir, al hecho de que pueda haber habido simultaneidad de derechos de pro- 
piedad sobre una misma finca. La llamada teoría del doble dominio —dominio útil 
y dominio directo— sobre la que se fundan los derechos señoriales —los derechos 
derivados del dominio directo— surgió de la constatación de esta simultaneidad 3 
Ahora bien, sabemos que hay diferencias de sentido y de contenido en relación a 
cada uno de estos dominios según las sociedades y según las épocas. Esta constata- 
ción podría bastar para ilustrar la necesidad de contemplar la condición variable 
de los derechos de propiedad que también hemos señalado. Veamos por qué. El do- 
minio útil había sido definido como un ¡us inre aliena durante el | siglo xtv. Los juris- 
tas catalanes y los franceses también—- del siglo xvi parecían haber aceptado 
que él dominio útilera la propiedad.* También sabemos que algunos códigos civiles 
europeos convirtieron los derechos señoriales, en el siglo xix, en der echos reales.5 
Este hecho puede parecer extraño a los lectores habituados a concebir la inexisten- 
cia de estos derechos como un elemento definidor de la sociedad contemporánea.$ 


2. Congost (2003). El texto corresponde al capítulo 1 de este libro. 

3. Una aproximación teórica al concepto de propiedades simultáneas en Patault (1989). 
Sobre la complejidad de los derechos de propiedad en la Francia de Antiguo Régimen: Béaur 
(1989); Gallet (1999). 

4. Véase, por ejemplo, el artículo «Domaine» de / "Encyclopédie ou Dictionnaire raison- 

¿E XIV, 1765. 

E Véase el estudio comparativo de Saint Joseph (1856), t. 1 Especialmente, XXX VIH y 
LXXXL 

6. En cambio, en Francia, por ejemplo, los historiadores no han encontrado indispen- 
sable, para el desarrollo del capitalismo, la abolición de la vaine páture o del espigueo. Véan- 
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Una sociedad dinámica, en vías de industrialización, moderna, parecería incompa- 
tible con el vigor legal de los derechos del dominio directo: laudemios, censos. Sin 
embargo, ésta era la situación en el siglo x1% de la sociedad que constituye huestro 
objeto de análisis: Cataluña. 

Este carácter plural y variable dedos derechos de propiedad ha afectado, ine- 

vitablemente, a la formación histórica de las sociedades. Pero las ideas sobre la 
propiedad y los grupos sociales que dominan los discursos y los debates históri- 
cos no van precisamente en este sentido. Es muy importante —para el análisis 
histórico-— separarse de algunos: :clichés. És. Quiero señalar dos. 
De una parte, como ya se ha enunciádo, la concepción y percepción de los dere- 
chos señoriales como derechos destinados a desaparecer. Hallamos tan lógicos y 
tan comprensibles los hechos que parecen anunciar esta desaparición, que ni siquie- 
ra percibimos la necesidad de analizarlos. Así, sin damos cuenta, reforzamos una 
visión lineal de la historia, construida a posteriori, y no llegamos a ver con claridad 
os procesos concretos que han condicionado los diferentes resultados históricos. 

Por otra parte, también es habitual entre los historiadores la confusión entre 
términos como censatario, enfíteuta o propietario útil con el término genérico 
de labrador o campesino. Existen algunas regiones y algunas épocas donde esta 
asimilación podía reflejar la realidad, y tal vez esto ocurriera de forma general en 
la Europa medieval. Pero en el siglo xvH1 la confrontación enfiteutas-señores se 
hallaba lejos de poder ser asimilada, en muchas regiones europeas. a la confron- 
tación campesinos-señores. _ 

Estos dos tópicos no han-sido elegidos por azar. La lectura de este capítulo 
sobre Cataluña estaría llena de malentendidos si no les prestáramos atención. En 
primer lugar, porque, la llamada revolución liberal española, a diferencia de la 
Revolución francesa, respetó los derechos de los señores directos laicos. Más 
gunda trampa, la de sustituir de forma automática enfi- 


grave sería Caer en 
teutas' por Campesinos. En la Cataluña del siglo xvut había un gran número de 


masover sy jornaleros que dependían de ricos enfiteutas. Puede ser útil saber que 
muchos notarios procedían de este último grupo. Ahora bien, un buen número de 


estos 1 ricos os propietarios útiles eran descendientes de campesinos de remensa.? La 


se las reflexiones sobre «La revolución y la gran obra de la propiedad» de Bloch (2002), 
pp. 341-349. 

7. Remensas: campesinos sujetos a la servidumbre. Tenían que redimirse (pagar la re- 
mensa) para conseguir la libertad de abandonar el mas. La Sentencia de Guadalupe abolió en 
1486 los «malos usos» que incluían la remensa. Véase Lluch (2005). La situación jurídica no 
impidió a algunos campesinos remensas gozar de una buena situación económica durante la 
época moderna: Congost y Gifre (2003). 
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simple constatación de este proceso histórico, ¿no constituye una prueba precisa- 
mente del carácter plural y variable de los derechos de propiedad? 

Todo lo que acabamos de decir nos lleva a buscar y reivindicar métodos de 
análisis histórico capaces de superar determinadas visiones demasiado simples y 
lineales de la historia. Es en este contexto en el que proponemos tomar en consi- 
deración el tema de la información. No se trata de aplicar a la historia una su- 
Puesta teoría de la información. Tampoco pretendo descubrir un instrumento 
nuevo para el análisis histórico. Hace tiempo que los especialistas en movimien- 
tos migratorios hablan de redes de información y en los últimos años, algunas in- 
vestigaciones han puesto de relieve la utilidad de incorporar el estudio de los sis- 
temas de información (condiciones, técnicas, costes) en el análisis histórico de 
los fenómenos socioeconómicos y, en especial, en el estudio del funcionamiento 
de las instituciones. Pienso sobre todo en los avances que este enfoque ha su- 
puesto para el estudio de algunos temas específicos, como la historia de la em- 
presa y las formas del crédito territorial. En mi opinión, estos estudios han de- 
mostrado un alto potencial analítico, debido al-hecho de que han permitido 
profundizar sobre los conocimientos y las experiencias de los actores de la histo- 
ria desde una perspectiva que obliga a interrogarnos sobre sus conocimientos, 
sus dudas, sus temores y sus esperanzas. 

En el campo específico de los estudios sobre la propiedad de la tierra, esta vi- 
sión permitirá reforzar la perspectiva plural y dinámica de la que hablábamos. 
Esta perspectiva implica, a su vez, no contemplar la información de un modo 
abstracto sino ver de manera concreta los diferentes usos de las informaciones. 
La tesis que defiendo es quefestos distintos usos, es decir; las diversas formas de 
señinfóimiado y de ocultar información, han podido desempeñar un papel impor- 
tánte en las mutaciones de la propiedad, y en particular en el declive de los dere- 
chos señoriales en los páíses de Europa occidental? 

Para ilustrar y presentar, en esta parte introductoria, la complejidad del pro- 
blema que intentamos plantear, será necesario referirse a otro cliché historiográfi- 


8. Véanse, porejemplo, los estudios de lA STR de la empresa, Temin (1991), y respecto al 
crédito territorial Hoffman, Postel-Vinay y Rosenthal (2001). Estos autores han puesto de relieve 
el importante papel de los notarios como controladores de la información relativa al crédito. 

9. Enrealidad, la mayoría de los historiadores que.reivindican la importancia de estudiar los 
sistemas de información han estado formádos.en lalamada «escuela de los derechos de propie- 
dad» y parten del hecho que la «información» —asimétrica;cáE por definición —es muy impor- 
tante para asegurar y proteger estos derechos. Pero los trabajos realizados tienden a considerar 
sólo como derechos de propiedad aquellos que han terminado por consolidarse como tales. En 
este sentido, no solamente los derechos señoriales no merecerían la consideración de derechos de 
propiedad, sino que constituirían un obstáculo a los «auténticos» derechos de propiedad. 
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co. Es frecuente asociar l territorios nombrados de derecho escrito a la máxima 
a a a título», situada en el extremo opuesto de la máxi- 
ma «ninguna tierra sin señor», propia de los países de derecho consuetudinario. 
Pero esta dicotomía, ¿ha sido tan clara como a menudo hemos supuesto? Algunos 
estudios relativos a algunas regiones de derecho escrito obligan a ver las cosas 
desde una perspectiva distinta. Por ejemplo, ante las evidencias de la aplicación 
de la máxima «ningún alodio sin título», podemos preguntarnos si la fórmula 
«ningún señor sin título» no reflejaba más bien una éstrategia, un arma de los cen- 
satarios, que una norma jurídica aceptada por los señores. !0 | 
Ahora bien, es cierto que, independientemente de su éxito, una exigencia ex- 
plícita de los títulos de los señores habría sido poco posible en las sociedades 
donde re gía un sistema de publicidad sobre la tierra controlado por los tribunales 
señoriales. !! Este trabajo trata de la época moderna y de las dificultades de los 
señores directos catalanes para controlar los contratos notariales que afectaban a 
los bienes sujetos a una señoría directa, en un contexto que los historiadores de 
derecho inmobiliario han calificado de clandestinidad de transmisiones. !? El éxi- 
to de estas prácticas clandestinas en la época moderna ha podido ser presentado 
en los países de derecho escrito, como prueba de la influencia de la doctrina jo 
dica romana.13 Pero no es conveniente separar la historia de ciertas prácticas jurí- 
dicas de la historia social. El proceso de desaparición de la publicidad puede re- 
flejar el triunfo de la doctrina jurídica romana, como señalan algunos autores, 
pero también la hostilidad de algunos juristas a la investidura señorial. No cabe 


jurídica «ningún señor si 


10. Aubin (1989), pp. 57-68. 
e Este sistema existía, en estos mismos territorios, en la época medieval: Patault (1989) 
p. ; 

12, Tomo prestada la expresión «clandestinidad» -—que los juristas utilizan de forma ha- 
bitual para oponerla a «publicidad»-— de Patault (1989). Especialmente «Vers la clandestinité 
des transferts», pp. 202-205, Patault aporta numerosas noticias sobre las «coutumes de publi- 
cité fonciére» como las costumbres de nantissement del norte y del este de Francia, y bannies 
de Bretaña, Pp. 206-208. Una síntesis sobre España, en Serna (1996). Esta autora propone dis- 
tinguir entre publicidad, ausencia de publicidad, clandestinidad y especialidad inmobiliaria 

-Pp.S5-65, 202% - E : 
13. A suvez; estaidea facilitará la elección del Code civil francés a favor de la clandestini- 
dad, después de¿un período revolucionario favorable a la publicidad, Patault (1989) pp. 209- 
212: «Le choix des révolutionnairés: la publicité», «Le choix du Code Civil: la dlindestinnés 
14. Según Patault (1989), p. 201, el papel de los señores feudales fue ambivalente a bas 
del siglo XVI: «A partir del si glo xv1, la fuerte corriente individualista, favorable al secreto de 
las transacciones, empuja a los agentes señoriales a rehusar la comunicación de los registros 
Dumoulin denuncia estas prácticas nuevas pero la clandestinidad de las transmisiones ya ha- 
bía empezado bajo la presión de juristas hostiles a la investidura señorial». 
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duda de quetel secreto de las transacciones daba una mayor autonomía a los enfi- 
teutas frente a las instituciones ya los tribunales señoriales; “y esto era impórtan- 


té, si tenemos en cuenta que podía haber ciertas cosas que estos enfiteutas tuvie- 
ran interés en querer esconder a los señores. 
Las estrategias de información —a menudo disfrazadas de ignorancia— y 
el papel de los notarios se revelan fundamentales en las guerras de tícul los que de- 
rivan de esta situación. Aquí se intentará reconstruir, para el. caso catalán, este 
contexto de hostilidad y de confrontación de intereses: 


EL PROBLEMA DE LAS FIRMAS DE LOS SEÑORES DIRECTOS 
(SIGLOS XV-X VIH) 


En los inicios de la época moderna, en una coyuntura inflacionaria, un gran 
número de censos enfitéuticos conocieron una devaluación importante y este 
proceso podría explicar de por sí el desinterés progresivo de algunos señores por 
este tipo de renta.!5 Pero los censos anuales no eran el único tipo de vínculo que 
unía a los censatarios con los señores, Si un enfiteuta decidía vender el dominio 
útil de un terreno, el señor directo tenía derecho a percibir una parte del precio de 
venta ——los laudemios— si no ejercía el derecho de fadiga, es decir, si no quería 
recuperar el enano útil. IS El eS de los laudemios no era negligible en oa 


E en las escrituras de compraventa. La importancia de los laudemios y la po- 
sibilidad de retracto hacen que sea menos defendible la tesis antes apuntada de 
un abandono progresivo y voluntario de las rentas por parte de los señores direc- 
tos.!3 Pero el valor de los laudemios variaba mucho de un año a otro porque de- 


15. En Cataluña, como en Francia, censo era el nombre genérico que se daba a las pensio- 
nes anuales que los propietarios útiles o enfiteutas pagaban a sus señores directos. Los propie- 
tarios útiles catalanes podían ceder las tierras en régimen de subenfiteusis y la prestación anual 
que el subenfiteuta pagaba al primer enfiteuta se denominaba también censo. En este artículo, 
sin embargo, sólo nos ocupamos del primer tipo de censo. Sobre la cuestión de los censos ca- 
talanes, desde el punto de vista jurídico, Mirambell (1997). Sobre la devaluación de los censos 
en la Francia modera, Bloch (1931, 1988). 

16. El derecho de fadiga autorizaba al señor, pagando la cantidad requerida por el primer 
comprador, a adquirir los bienes vendidos. 

17. Sobre los laudemios en Cataluña, Mirambell (1997), pp. 84-95. 

18. Algunos trabajos han podido constatar la importancia económica de los laudemios en 
la región de Gerona. Véanse las aportaciones de Rosa Lluch para la época medieval y Pere Gi- 
fre para la época moderna en Congost y To, eds. (1999). 


SAGRADA PROPIEDAD IMPERFECTA 165 


pendía de las oscilaciones del mercado de tierras. Además, no siempre resultaba 
fácil a los señores € controlar los movimientos de sus enfiteutas. Sin un registro 


público de ventas, los notarios jugaban un "papel importante en este control. 


Un jurista catalán, representante legal de algunos s ñores directos, explicó en 
1830 qué pasaba en las notarías en caso derredactión de una esctítura de compra- 
venta o de nueva cesión de terrenos por parte de un propietario útil: el notario 
sólo estampaba su firma en la primera copia entregada a los clientes cuando esta 
copia había sido firmada previamente por: el señor directo.!? Es muy posible que 
ésta hubiese sido la pr áctica habitual e en Cataluña desde mucho tiempo atrás. Ásí 
lo hacen 1 pensar las sucesivas disposiciones legislativas dictadas alo largo de los 
siglos en. relación al tema de las firmas de los señores directos. 

En realidad, una investigación sobre las leyes relativas al posible fraude que 
los señores útiles podían infligir a los señores directos de Cataluña nos obliga a 
retroceder a la época medieval. En las Cortes? de Barcelona de 1413, . se estable- 
cía ¡por p primera vez la multa del doble laudemio para los compradores de «cosas 
feudales o enfiteuticarias» que no hubiesen obtenido la loación de los señores di- 
rectos en la escritura de compraventa.?! 

Las sucesivas cortes de la época moderna también trataron sobre este tema.22 
En las Cortes de Barcelona de 1520 se habló de «los grandes abusos que hacen 

Stros no os en: algunos distritos de Cataluña y condados de Rosellón y Cer- 
daña». Estos abusos ( consistían en el hecho de «que en las ventas de las propieda- 


des no es ecifican los Censos á que están obligadas, ni los señores por quienes se 


tienen. 


nuéstros not 


espectancias». Y a pesar de esto, añadía el texto, los notarios 
artes «los documéntos en forma sin hallarse continuada | a fir- 
en gran daño de este». La ley prohibía a los notarios que 
continuaran actuando de aquella manera «bajo la pena de privación de oficio». 2 
En las Cortes de Monzón de 1537 se volvió a hacer referencia a «los muchos 
desórdenes y fraudes que se hacen á los señores directos de las propiedades y ho- 


19. Vives (1832), pp. 27-28. 

20. Las Cortes catalanas medievales eran reuniones periódicas del rey y los tres estamen- 
tos (eclesiástico, militar y real) que tenían funciones legislativas. 

21. Capítulo 16 de las Cortes de 1413, Vives (1862), tomo Il, pp. 124-125. Antes, en las 
Cortes de Perpiñán de 1351, se había ordenado a los notarios que hicieran llegar a los señores 
afectados las notas relativas a las actas de compraventa que hacían referencia al dominio di- 
recto, Vives (1862), tomo Il, p. 142. 

22. Serra (1988), pp. 40-59. Esta autora analiza de forma detallada el conjunto de dispo- 
siciones de la época moderna relativas a este tema que considera como prueba de la persisten- 
cia de los derechos feudales después de la Sentencia Arbitral de Guadalupe de 1486. 

23. Capítulo 14 de las Cortes de 1520: Vives (1862), tomo IL, pp. 125-126. 
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nores enfitéuticos y feudales», y se ordenaba a los notarios de Cataluña y de los 
condados de Rosellón y Cerdaña que no firmasen ninguna escritura que generara 
laudemios o cualquier otro tipo de derechos para el señor directo si antes los con- 
trayentes no hubieran jurado no haber realizado aquel contrato para defraudar a 
los señores directos; los notarios debían hacer constar en la escritura la toma de 
juramento de los contrayentes o de sus procuradores. Si los notarios no cumplían 
este precepto, serían multados con 25 ducados, y además tendrían que pagar 
ellos los, laudemios, tercios y foriscopios, y los contratantes pagarían el doble 
laudemio. 24 Cinco años más tarde, en las Cortes de Monzón de 1542, se aprobó 
una medida complementaria de la anterior, con órdenes explícitas a los notarios: 

que en las escrituras de enajenaciones de propiedades que. se tenían bajo dominio 
directo dé otró, hicieseñ mención «individualmente, y no con palabras genera- 
les» de los señores alodiales por quienes se tenían las propiedades, así comó de 
los censos u otros derechos debidos, y del modo cómo debía efectuarse su 
pago.2 Es la primera vez que hallamos mencionada la práctica de referirse a los 
señores directos «con palabras generales». Se trataba, en esta ocasión, de penali- 
zar a los notarios que incluyeran en sus escrituras una fórmula parecida a ésta: 

«Sal Ivado el d dominio directo porel señor que lo demuestre con sus > justos. Jj y legíti- 
: | Éste era, posiblemente, el nuevo caballo de batalla de los señores 
directos. La disposición de 1542 fue complementada en las Cortes de Barcelona 
de 1599 por una nueva constitución que imponía la multa de 25 ducados «por 
cada vez» que incurriera en la falta señalada. Las Cortes de 1626 y 1632 no pu- 
dieron ver terminada su obra legislativa pero los borradores que se conservan 
permiten constatar que los señores habían insistido sobre el tema. Una constitu- 
ción que no se aprobó reiteraba que los notarios no pudieran cerrar las escrituras 
de ventas u otras que afectaran a los bienes enfitéuticos sin la firma correspon- 


diente «por razón de señorío».27 

A mediados del siglo XVII el problema vuelve a aflorar en documentos ofi- 
ciales. Esta vez se trata de las reales ordenanzas de 24 de julio de 1755, que se 
habían promulgado tras la presentación al rey de un memorial de los colegios de 


24. Capítulo 29 de las Cortes de 1537: Vives (1862), tomo II, pp. 129-131. 
. Capítulo 36 de las Cortes de 1542: Vives (1862), tomo IL p. 131. 
6. Aveces se concretaba. un pocos más: «...que lo demuestre con sus cabrevaciones». El 
«capbreu» era un documento donde el notario registra las declaraciones de todos los enfiteutas 
de un mismo señor en un mismo lugar (pueblo, parroquia, señorío). Los enfiteutas declaraban 
el conjunto de bienes (mansos, Casas, parcelas, molinos, etc.) que poseían junto a los censos y 
cargas debidos. 

27. Serra (1988), pp. 40-59. 
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notarios públicos de la ciudad de Barcelona.?8 Su propósito era «establecer algu- 
nas nuevas reglas para el régimen y el ejercicio del arte de notaría que deberán 
observarse en adelante uniformemente por todos los notarios de este Principa- 
do». El capítulo que nos interesa es el 5: 


En ninguna especie de escritura de manuales 6 protocolos dejarán blancos 
algunos para llenarlos después de otorgada y cerrada, sin embargo de cual- 
quiera orden contraria, y aunque las escrituras sean de aquellas que piden la 
aprobación y firma de los señores directos; pues se ha de tomar por instrumen- 
to separado el consentimiento del señor del directo dominio.2 


El cnunciado de esta regla provocó la reacción del señor directo laico más 
importante de Cataluña, el duque de Medinaceli, que consiguió anularla por la 
real resolución de 3 de julio de 1761. El duque argumentó que de la observancia 
de aquel capítulo se seguían a los señores directos «gravísimos daños é irrepara- 
bles perjuicios». Porque si los notarios y escribanos podían cerrar las escrituras 
sin la firma del señor directo, el comprador pasaría a tomar posesión de la finca 
«sin cuidar de pedir ni conseguir el consentimiento y aprobación del señor direc- 
to». Si esto ocurría, el señor directo o bien «quedaría perjudicado en todos aque- 
llos luismos que les parecicre á las partes ocultar», o bien «se diferiría su pago 
hasta que él ó sus apoderados lo averiguasen», ya que se dejaba al señor «á la ca- 
sualidad y contingencia de saber ó no dicha nueva adquisición». Todo esto ocu- 
rriría, según el duque, en contravención de lo dispuesto y prevenido por derecho 
común y municipal de Cataluña. Este derecho prohibía a los enfiteutas la venta y 
enajenación de sus fincas sin consentimiento y aprobación del señor directo. El 
duque solicitaba, pues, que se revocase la cláusula que obligaba a no dejar blan- 
cos en las escrituras 5 

El rey accedió a los ruegos del duque y acordó expedir la real provisión de 5 
eos BE 1761, , publicada en Barcelona el 10 de septiembre de aquel año, por la 


28. Vives (1862), tomo U, pp. 286-289. En Barcelona, en esta época había dos colegios 


. de notarios: Las Ordenanzas de 1755 completaban las de 1736 que habían establecido la apli- 


cación de las leyes vigentes en Castilla sobre la materia, de acuerdo con las disposiciones del 
Decreto de Nueya Planta de 1716, después de la Guerra de Sucesión. 

29. Viv es (1862), tomo Il, pp. 126-127. 

30. En el caso de que no se aceptara esta petición, el duque solicitaba que se mandase re- 
novar la pena «que no estaba en uso» del doble laudemio o del comiso de la cosa vendida y 
enajenada contra aquellos que no sacasen en el término de 30 días el consentimiento y la apro- 


bación de sus respectivos señores reservando para éstos el derecho de fadiga o de prelación 
que les competía. 
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cual se derogó el capítulo quinto de las ordenanzas de 1755 y se mandó que en 
las escrituras que requerían la aprobación y la firma de los dueños directos, el no- 
tario no hiciera constar su firma sí no hubiese dado el consentimiento el dueño 
del dominio directo, consentimiento que se haría constar en el lugar de la escritu- 
ra que habría sido convenientemente reservado para este fin. 3, Ñ 


La provisión de 1761 fue repetidamente invocada por la Real Audiencia de 


Cataluña.% Así, muchas décadas más tarde; en 1824, tal vez estimuladas por las . 


vicisitudes del trienio liberal, nuevas quejas de los : señores directos contra «las 
fraudulentas ocultaciones de los enfiteutas, y la punible y obstinada desobedien- 
cia de los Notarios, burlándose de todas estas precauciones justas y saludables» 
consiguieron que el tribunal catalán promulgase un nuevo acuerdo.% Ciertos pá- 
rrafos de este documento dejan entrevér uña situación bastante Fádicalizada: «Al- 
gunos Señores directos se han quejado 4 este Superior Tribuna] de que los Nota- 
rios en los contratos de ventas y otras enajenaciones de predios enfitéuticos, 
ocultan ésta cualidad, expresando únicamente, que se ignora el Señor directo de 
los mismos, ó que se tiene por el que en lo sucesivo se demostrará». La Real-Au- 
diencia consideraba que de semejante «omisión» se seguía un grandísimo incon- 
veniente. Porque «se confundían los dominios», «se negaban contra justicia los 
censos y demás prestaciones y derechos dominicales», y «se hacía muy difícil 
con el tiempo su justificación». De todo ello derivaban muchos pleitos costosos y 
temerarios. El documento lamentaba que, a pesar de las diferentes medidas adop- 
tadas para prevenir «estos abusos de la mala fe», se hubieran producido «nuevos 
trastornos y perjuicios», porque «parece que nada basta a reprimir los abusos es- 
candalosos que se observan en todas partes ocultando los Notarios en las escritu- 
ras de enajenación de predios enfitéuticos a los Señores directos; bajo cuyo alodio 
se poseen, y los censos y demás prestaciones y derechos dominicales que deben 
satisfacerse». Los notarios cerraban sus escrituras sin las firmas de los señores di- 


a», daban lugar a «una in- 


rectos O alodiales y de esta manera, con tan «grave f. 
justa y perpetua lucha de los enfiteutas contra los Señores, de quienes recibieron 
toda su fortuna». El tr ibunal se mostraba dispuesto a «cortar semejantes fraudes» 


para evitar los pleitos ql que «acostumbran mover la perfidia y la mala fe para subs- 


31. Vives (1862), tomo IL, pp. 286-289. Según este autor, al final de la escritura, se deja- 
ría el hueco correspondiente para la firma del señor y la autorización del notario y éste no po- 
dría dar ninguna copia hasta que el dueño directo o su apoderado hubiera firmado. 

32. La Real Audiencia de Cataluña era el organismo superior de gobierno de este territo- 
rio después del Decreto de Nueva Planta (1716-1833). 

33. Hemos encontrado la reproducción literal de este acuerdo del 29 de enero de 1824 en 
el Boletín Oficial de la Provincia de Gerona del 5 de octubre de 1840, n.* 119. 
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traer del pago de los derechos dominicales». Pero, en realidad, se limitaba a man- 
dar que se od los acuerdos de la dd provisión de 1761. 


LA CREACIÓN DEL REGISTRO DE HIPOTECAS EN 1768 Y LA-FORMACIÓN DE UN 
REGISTRO PÚBLICO DE VENTAS EN CATALUÑA 

En 1768 se creó en España una institución que no podía dejar indiferentes ni 
a los pr propietarios útiles ni a los ¡señores directos. Ños referimos al Registro de 
Hipotecas. Es necesario explicar de un modo claro su funcionamiento porque ha- 
bría diferencias importantes entre Cataluña y el resto de España.** A grandes tra- 
zos, podemos decir que el Registro de Hipotecas en Cataluña cumplió muchas 
más funciones que aquellas que uno podría esperar teniendo en cuenta el nombre 
de la institución** y que entre los numerosos tipos de escrituras notariales que se 
registraron en sus oficinas, destacaron, por su abundancia, las de compraventa. 

Es poresta últimarazón por lo que, en nuestro estudio, el Registro de Hipotecas 
en Cataluña nos interesa doblemente. De una parte, como institución, porque, se 
trataba de un sistema de información públi ica que concernía a los movimientos de 
traslación de la propiedad que podían interesar, y mucho, a los señores directos; y 
de otra parte, nos interesa como fuente histórica púique el análisis de las escrituras 
de compraventa nos permitirá analizar la incidencia real de las prácticas de disimu- 
lo llevadas a cabo por los enfiteutas en relación al dominio directo; estas prácticas 
que eran calificadas como fraudulentas en las disposiciones legislativas. 


a) La creación del Registro de Hipotecas 


Antes de examinar la singularidad catalana, es necesario dar algunas noticias 
sobre la institución del Registro de Hipotecas en el conjunto de España. Su crea- 
ción, en 1768, no era una iniciativa que partieso de cero.36 Su objetivo, según los 


34. Novísima Recopilación de las Leyes de España, 1805, V, título XUL Véanse Peset (1978), 
Serna (1996). Sobre el registro de hipotecas catalán: López y Tacher(1984) y Congost (1988). 

35. Las diferencias entre la historia de los sistemas de publicidad inmobiliaria en Francia y en 
España se reflejan en el vocabulario utilizado. En España, en el siglo XIX, se entiende por régimen 
hipotecario el régimen existente de publicidad de las transmisiones de la propiedad. Por ejemplo, 
el Registro de la Propiedad fue creado por la Ley Hipotecaria de 1861. Serna (1996), pp. 531-535, 

36. Peset (1978). Sobre las posibilidades del registro de hipotecas catalán en los estudios 
de historia agraria, Congost (1988). 
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redactores de la Pragmática, era hacer respetar de forma puntual algunas anti- 
guas leyes de la Corona de Castilla. Carlos E en 1539, y Felipe IL en 1558, ha- 
bían dispuesto que en cada pueblo cabeza de jurisdicción hubiera un libro y una 
persona para «registrar todos los censos». Estas leyes, a su vez, decían tener 
como fin principal el evitar pleitos.3? Felipe V, en Madrid, dispuso en 1713 que 
las leyes anteriores debían cumplirse. Esta vez se especificaba que los libros ha- 
bían de estar en los ayuntamientos de todas las ciudades, villas y lugares y que 
los instrumentos debían ser registrados por los escribanos de los ayuntamientos. 
Fue para lograr la puntual observación de estas disposiciones por lo que Car- 
los HH aprobó la Pragmática del 31 de enero de 1768, que disponía el estableci- 
miento del Oficio de Hipotecas en las cabezas de partido de todo el reino, a cargo 
de los escribanos de los ayuntamientos. %8 

El texto de la Pragmática fue cuidadosamente prepar: ado por! Campomanes y 
Floridablanca. “Es importante tener en cuenta que en su primera etapa, la que 
abarca el períódo comprendido entre 1768 y.1829, se trató básicamente de una 
fuente de carácter no fiscal.%? Su principal objetivopparece ser la resolución de un 
problema social. El texto de la Pragmática empieza planteándolo: en los tribuna- 
les y juzgados se admitían indistintamente escrituras registradas y no registradas, 
y de esto se seguían numerosos pleitos y perjuicios a los compradores e interesa- 
dos en los bienes hipotecados, «por la ocultación y oscuridad de las cargas». 
Campomanes y Floridablanca parecían haber reflexionado sobre las razones del 
mal funcionamiento de las experiencias anteriores y habían propuesto un plan 
muy detallado para hacerles frente. Los oficios estarían situados en las cabezas 
de partido; dispondrían de un libro, o de varios libros (uno para cada pueblo), 
distribuyendo los asientos por años «para que fácilmente pueda hallarse la noti- 
cia de las cargas». 


37. Para ello disponían, por ejemplo, que si en seis días no se registraban las escrituras, 
éstas no tendrían valor en los juicios. 

38. Decretos del Rey Nuestro Señor D: Fernanilo vil. , 1 XIV (1830), p. 399. 

39. Es posible que el éxito de la iniciativa derive precisamente de este carácter no fiscal 
de la fuente pero recordemos que en Francia,-donde sí tendría este carácter, no fue ésta la prin- 
cipal razón esgrimida por los que se opusieron al proyecto. El dato es significativo, porque el 
modelo de registro de hipotecas que se creó en España y triunfó en Cataluña no se correspon- 
día con el modelo que cast "contemporánsamente se-intentaba 2 poner en práctica en Francia. En 
cambio, la creación de la fuente encaja perfectamente con el modelo de reformas sociales 
«ilustradas» emprendidas durante el reinado de Carlos III, presididas teóricamente por la vo- 
luntad de satisfacer el bien público. Por el decreto de 31 de diciembre de 1829, el gobierno 
creó un derecho de hipotecas, consistente en el pago de un 0,5 por 100 del valor del capital o 
de la finca objeto de escritura. 
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En estos libros se «tomaría la razón» de: «todos los instrumentos de imposi- 
ciones, ventas de bienes raíces, o considerados por tales, que constare estar gra- 
vados con alguna carga, fianzas en que se hipotecaren especialmente tales bie- 
nes, escrituras de mayorazgos ú obra pía, y generalmente todos los que tengan 
expresa hipoteca ó gravamen, con expresion de ellos, ó su liberacion y reden- 
cion». El instrumento que se mostraría sería la primera copia que el escribano ha- 
bría entregado; en caso de perderse, se sacaría una copia con la autoridad del juez 
competente. 

¿Qué se haría constar en la toma de razón? Los nombres de los contratantes, 
su vecindad, la calidad del contrato, y los bienes raíces gravados, dejando claro 
que por bienes raíces se entendían también censos, oficios y otros derechos per- 
petuos que pudieran constituir hipotecas. Una vez registrada la escritura, el re- 
gistrador anotaría en ella lo siguiente: «Tomada la razon en el Oficio de Hipote- 
cas del pueblo tal, al folio tantos, en el dia de hoy». El interesado podía mostrarla 
luego al notario, para que hiciera constar en el protocolo la toma de razón. En 
caso dé que se presentase la redención de un censo o cualquier otro tipo de libe- 
ración de hipoteca se haría constar al margen de la escritura de obligación, si ésta 
estaba registrada; si no lo estaba, se tomaría la razón de la escritura de redención 
o liberación en el hibro de registro. 

El otorgante de la escritura debería presentar la escritura en el Registro en el 
plazo de seis días después de la escritura si había sido expedida por un notario de 
la misma capital; un mes si se trataba de una notaría de un pueblo del partido. 
También se estipulaba el tiempo máximo para llevar a cabo la inscripción: vein- 
ticuatro horas si la escritura era nueva, tres días si era antigua. El registrador ten- 
dría que confeccionar un libro índice o repertorio general de las escrituras, en el 
cual figurarían, ordenados alfabéticamente, los nombres de los diferentes fir- 
mantes. Los derechos de registro eran módicos: dos reales por cada escritura que 
no pasase de doce hojas, y seis maravedís por cada hoja que superase esta exten- 
sión, además del papel. Por lo que se refiere a las certificaciones de las escrituras 
inscritas se concederían por los mismos aranceles que regían la concesión de co- 
pias de instrumentos de sus protocolos por los escribanos. Se preveía además un 
control efectivo sobre el proceso de inscripción: los notarios debían enviar al co- 
rregidor o alcalde mayor una relación de los instrumentos de que constaba el pro- 
tocolo de aquel añofasí, el escribano que regentaba el Oficio de Hipotecas podría 
comprobar si había habido alguna omisión en el registro de algún instrumento. 
Teóricamente las consecuencias de la aplicación de la Pragmática serían drásti- 
cas para las escrituras no EEUedaS «ningún Juez podrá j juzgar por tales instru- 
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b) Una singularidad del Registro de Hipotecas en Cataluña: el registro público 
de todas las escrituras de compraventa 


Un estudio sobre el Registro de Hipotecas debería tener en cuenta la distinta 
acogida y la importancia desigual de esta institución en las diferentes regiones es- 
pañolas. En primer lugar, debemos tener en cuenta que repr esentaba. una novedad 


en los territorios de la Corona de Aragón. Sin embargo, todo parece indicar que la 


reacción de los notarios en Cataluña ante la creación del Registro de Hipotecas de 
1768 fue más bien entusiasta. Los notarios, urbanos y rurales, se mostraron muy 
dispuestos a aplicar la ley; y se apresuraron a hacer constar al final de las escritu- 
ras la advertencia de que debían ser convenientemente presentadas en las oficinas 
del Registro de Hipotecas. En realidad, fueron registradas en estas oficinas, desde 
los primeros meses, muchos más documentos de los que la ley había previsto. En 
seguida, además, los colegios notariales de Barcelona y de Gerona presentaron a 
la Real Audiencia de Cataluña una serie de dudas al respecto, y el tribunal catalán 
pidió las respuestas pertinentes del Consejo de Castilla, que fueron recogidas en 
un nuevo decreto de la Audiencia Real del 11 de julio de 1774,40 

Son estas disposiciones de 1774 las que convirtieron la experiencia del Re- 
gistro de Hipotecas catalán en una experiencia singular en el Estado español. Se 
dispuso que en los oficios de hipotecas se registraran tanto las escrituras o instru- 
mentos que contuvieran «obligación especial de bienes», como las que incluye- 
ran una cláusula de «obligación general». Esta disposición amplió notablemente 
la tipología documental registrada en los Oficios de Hipotecas catalanes y au- 
mentó espectacularmente el volumen de los libros. Los notarios habían insistido 
sobre todo en la necesidad de inscribir los capítulos matrimoniales, que incluían 
disposiciones sobre herencias, así como los contratos de compraventa. La razón 
por la cual se solicitaba la inscripción de todos los contratos de compraventa era 
muy pragmática: se trataba de la mejor manera de proteger los derechos de los 
compradores de bienes.+! Además, la disposición de 1774 permitía a cualquier 
interesado acceder a la abundante información centralizada en aquellas oficinas. 

Se hace difícil evaluar sí los libros de hipotecas constituyeron un paso esen- 
cial en las relaciones entre propietarios útiles y señores directos. Para hacerlo, se- 
ría necesario realizar un trabajo de gran envergadura, del cual nos hallamos en la 


40. Archivo de la Corona de Aragón (ACA), Audiencia: Consultas, 809, fs. 556-564 y 
Edictos Originales, 906, fs. 80-85. 

41. Los hombres de la Real Audiencia escribieron en 1769: «Conviene que los contrac- 
tantes, de manera mutua, conozcan o puedan conocer sus haberes, parece que todas las ventas 
de bienes inmuebles deberían ser registradas, sean o no eravadas...». 
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primera fase de realización. Pero podemos asegurar que con la creación del Re- 
gistro de Hipotecas en 1768. los problemas entre los propietarios útiles y los se- 
ñores directos en Cataluña adquirieron una nueva dimensión. Las firmas de los 


s directos y y la clausura de las escrituras por parte de los notarios no fueron 
estimadas como indispensables” para la i inscripción “de actas notariales en los li- 


1 Registro de Hipotecas. No nos consta que esta vez los señores directos 
protestaran. Es posible, pues, que ellos mismos, implicados en múltiples pleitos 
y litigios, sintieran la. necesidad de esta institución. 2 Podemos incluso llegar a 
pensar que entrevieran en la creación de los Oficiós de Hipotecas la posibilidad 
de ejercer un control más rígido. sobre los movimientos de sus censatarios.* En 


cualquier caso, la complicidad entre los notarios y sus clientes enfiteutas impi- 
dió, como ver emos, que este.control fuera total. 


EL RECONOCIMIENTO DEL SEÑOR DIRECTO A PARTIR DE 
LAS ESCRITURAS DE COMPRAVENTA REGISTRADAS EN LOS LIBROS DEL REGISTRO 
DE HIPOTECAS 


¿Por qué razón los señores directos catalanes estaban tan preocupados? 
¿Hasta qué punto el dominio directo había sido erosionado en el siglo xvIn? Las 
prácticas de fraude que hemos visto tantas veces denunciadas en Cataluña, ¿eran 
mayoritarias? ¿Hasta qué punto las amenazas contra los notarios fueron efica- 
ces? En otras palabras: ¿había o no había fraude? 

El Registro de Hipotecas puede ayudarnos a responder a estas cuestiones. La 
exploración sistemática de las actas notariales de transmisión de dominios -—es- 
crituras de compraventa y establecimientos enfitéuticos— registradas permite 
observar y evaluar el éxito de las diversas fórmulas utilizadas por los propieta- 
rios útiles y por los notarios para evitar el control de los señores directos. 

Antes de presentar algunos resultados de nuestras propias investigaciones, 
puede ser interesante explicar el proceso que condujo a algunos contemporáneos 
de la década 1840-1850, funcionarios de Estado, a realizar un ejercicio similar. 
Como es sabido, después de las medidas de desamortización, el Estado tomó a su 


42. Apenas creado el Registro de Hipotecas, el 22 de julio de 1768, el duque de Medina- 
celi solicitó a la Real Audiencia establecer las Oficinas de Hipotecas en los principales lugares 
de su jurisdicción. Argumentó que se trataba de lugares muy frecuentados y que habían agen- 
tes muy preparados para los nuevos trabajos. 

43. Recordemos que el Centieme Denier francés había sido creado, en 1703, con este 0b- 
jetivo. 
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cargo los bienes de la Iglesia y se convirtió en el principal señor directo del país.4 
Con el objetivo de gestionar los nuevos derechos, el intendente de Gerona solicitó 
al Colegio de Notarios de esta provincia los «informes certificados de los contra- 
tos de cesión ... quese habían producido desde el primero de enero de 1835...». Los 
notarios respondieron que no eran ellos los que podían proporcionar las noticias 
relativas a los señores directos, sino el Registro de Hipotecas. Los administradores 
de las rentas nacionales, en el momento en que examinaron la información propor- 
cionada por el Registro de Hipotecas, comprobaron hasta qué punto los derechos 
del Estado —y de hecho los derechos de todos los señores directos— se hallaban 
amenazados y desprotegidos. Por esa razón, decidieron publicar en el Boletín Ofi- 
cial de la provincia nuevos «Avisos» dirigidos a los notarios gerundenses. Como 
éste, de 1845, que incluye un sucinto resumen del tono de las escrituras notariales: 


En] las más de dichas notas, se dice que queda salvado el dominio directo 
por aquel que justifique tenerlo, , y en la menos es en las que se designa Señor, 
y por casualidad se encuentra una en que se reconozca dicho dominió'Á favor 
de alguna de las comunidades suprimidas; prueba bien clara de que no es la ig- 
norancia sinó la malicia, que oculta a los emp. Ss de la Nacion los derechos 
que tan legitimamente les corresponden... NE: 


En el mismo escrito la administración opinaba que, a pesar de las leyes, los no- 
tarios habían tomado, en su práctica cotidiana, un claro partido a favor de los se- 
ñores útiles: 


Sofistica, y hasta cierto punto despreciable es la razon en que se funda este 
Colegio, para probar que no debe pedirse la venia del Señor directo, cuando se 
quiere enagenar una finca sujeta á sa dominio; y que solo el comprador se diri- 
ge á dicho Sr., no para pedirle consentimiento, sinó gracia, para no tener que 
pagar el laudemio riguroso.*% 


Los administradores de las rentas naciónales consideraban que la práctica ha- 
bitual observada en el país se oponía a las leyes del reino, y que por lo tanto tenía 


44. Con la desamortización de bienes eclesiásticos de 1836, también conocida como de- 
samortización de Mendizábal, el Estado setaprapió de lá mayor parte de fincas y derechos pro- 
cedentes de la Iglesia. Si bien la venta de bienes inmueblés dEsamortizados ha sido un tema 
muy estudiado en las décadas de 1976 y 1980, apenas hay estudios sobre la desamortización 
de censos. Sobre este tema específico, que es tratado más ampliamente en el capítulo siguien- 
te de este libro, véanse Díez Espinosa (1993); Villares (1994), y Congost (1999, 2001). 

45. Boletín Oficial de la Provincia de Gerona, 11 de febrero de 1845. 


SAGRADA PROPIEDAD IMPERFECTA 175 


que ser combatida; por esta razón amenazaban con acudir de nuevo a la Real Au- 
diencia para que volviera a dictar las penas contenidas en la circular del real 
acuerdo de 1824, Esta circular se había limitado a reproducir el acuerdo de 1761 
al que antes nos hemos referido. 

Este relato testimonial refuerza la idea de que los libros del Registro de Hipo- 
tecas constituyen una buena fuente para el estudio del problema que estamos em- 
pezando a tratar y para analizar detalladamente —para un territorio y un período 
concretos— las fórmulas relativas a la señoría directa que aparecen en las escri- 
turas de compraventa. Hemos realizado este ejercicio a partir de los libros de la 
región de Gerona de dos años concretos, 1787 y 1840. El número de escrituras de 
compraventa fue similar: 689 en 1787, 706 en 1840. 


CUADRO N.? 1. REFERENCIAS A LOS SEÑORES DIRECTOS 
EN LOS CONTRATOS DE VENTA DE TIERRAS 


1787 1840 

(1) Número de ventas registradas aquel año E 689 706 
(2) Actas donde figura la identidad del señor directo 69,9% 60,3% 
(3) Actas donde figura como señor director una persona de quien 

sabemos con certeza que no era el “auténtico” señor directo 42% 4,4% 
(4) Diferencia entre (2) y (3) 65,1% 53,9% 
(5) Actas donde consta que el dominio directo se salva porel 

vendedor o que las fincas vendidas son alodios 5,1% 6,3% 
(6) Actas donde no constan referencias al dominio directo 3,4% 4,1% 
(7) Actas donde consta la fórmula «salvado el dominio directo 

por quien lo demuestre» (o similares) 22,6% 30,7% 


La columna número 4 del cuadro es la más interesante porque muestra los ca- 
sos en los que el reconocimiento explícito de un señor directo parece ser realizado 
de bueña te. Estos casos representan dos tércios del total en 1787 y un poco más de 
la mitad. en 1840. Es significativo que en las dos fechas dispongamos de noticias 
que nos hablan de fraude. Conocemos las quejas de los señores en 1788 sobre el 

* papel de los” notariós en relación al tema del dominio directo.*6 El año 1840 nos si- 
túa en el mismo período en el que hemos visto concretadas las quejas de los fun- 
cionariós. El texto“ que hemos reproducido no ofrece ninguna duda sobre cómo in- 


46. ACA, Audiencia, Registros, 935, f. 488. Dossiers. El duque de Medinaceli con otros 
señores de Cataluña reclaman que vuelva a ser promulgada la disposición de 1761 relativa a 
las firmas de los señores directos. 
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terpretaban estos funcionarios los resultados de su investigación que, al menos 
da 1840, no pon een demasiado de los nuestros. R ellos, 1 no se oía 
bien pensamos que habría que a ambas hipótesis. En realidad, las dos 
son interesantes para nuestro estudio. La hipótesis de la malicia, , €s decir, la bipó- 
tesis planteada por los funcionarios contemporáneos, sugiere una lucha Organiza- 
da de clases, sorda y silenciosa. La hipótesis de la a ignorancia, en cambio, sugiere 
una erosión más lenta de los derechos, de Carácter secular: Pero ¿Qué generación, 
en qué siglo, había decidido no transmitir a la siguiente la identidád del señor di- 
recto de un patrimonio familiar? AS ES 

En relación a la fórmula «salvado el dominio directo para quien lo demues- 
tre» que era, como hemos visto, una fórmula punibl e, lo que más llama la aten- 
ción es el gran número de notarios que la utilizaban ya en 1787: ocho de los once 
notarios de la ciudad de Gerona y veintinueve notarios de veintitrés localidades 
distintas de la provincia. Aunque minoritarias, el cuadro informa sobre otras es- 
trategias sospechosas por parte de los censatarios. La columna número 3 reprodu- 
ce el número de casos donde se reconocía el dominio directo a favor de personas 
que, en realidad, se habían apropiado de éste sin ser los titulares originarios.* La 
columna número 4 agrupa los casos en los que el vendedor se reservaba el domi- 
nio directo para sí mismo o bien los casos en los que declaraba que poseía la tierra 
en alodio. Si los hemos agrupado es porque, aunque las consecuencias podían ser 
distintas, en los dos casos se partía del mismo supuesto: se poseía la tierra en alo- 
dio. Pero en muchos casos sabemos que estos vendedores no disponían de ningún 
título que hubiera podido demostrar que realmente poseían la tierra en alodio. 
A ménudo, en la misma escritura de compraventa, se contempla la hipótesis de 
que en un futuro apareciera un señor directo, algunas veces identificado como el 
«auténtico». En estos casos, se concretaba quién de los contratantes pagaría los 
laudemios.* 

Los datos de 1840, al contrario que los de 1787, han sido extraídos después 
de haber vaciado los libros de cinco Oficinas de Hipotecas distintas, correspon- 


47. Los hombres de la administración consideraron como una prueba del carácter mali- 
cioso el hecho de que el fraude parecía afectar más a los señores eclesiásticos que a los laicos. 
La comparación entre los datos extraídos para los dos años estudiados parecen corroborar en 
parte este hecho, ya que si bien en 1787, en un 65 por 100 de los casos los señores eran ecle- 
siásticos, este porcentaje había bajado al 54,2 por 100 en 1840. 

48. La mayoría de estos señores directos reconocidos, pero dudosos, son labradores. 

49. Siel asunto llegaba a los tribunales, la sentencia sería probablemente pagar un doble 
laudemio. Es el caso que explica Vives (1862), tomo l, p. 12 
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dientes a la división realizada por la reforma administrativa de 1829 del antiguo 
distrito hipotecario de Gerona en cinco distritos territoriales. Este hecho permi- 
te observar grandes diferencias territoriales en relación al comportamiento de los 
enfiteutas en el conjunto de la región de Roa 


CT 2 


CUADRO N.?9 2, Los CONTRATOS DE VENTA DE metas EN 1840 


pa oa: an pao Gerona La Bisbal Total 

reis de Montgrí cd lord _ ] e 
Mm 112 a O E 238 706 
0) 72,3% 73,2% 69,1% , 45.9% 53,4% 60,3% 
(3) 1,6% 1,4% 0,4% 2,1% 4,6% 4,4% 
(4) 60,7% 71,8% 67,6% 43,1% 48,1% 53,9% 
(5) 3,6% 2,8% 0,0% 10,3% 9,1% 6,3% 
(6) 0,7% 7,0% 5,0% 4.8% 10,8% 4,7% 
) 2,5% 16,9% 21,3% 40,4% 38,6% 30,7% 


Las columnas indican los mismos conceptos que en el cuadro n.2 |. 


Los funcionarios de la Comisión de Amortización de la Provincia de Gero- 
na, a los que nos hemos referido antes, habían examinado los libros del Re- 
gistro de Hipotecas del distrito de Gerona. Este examen les había llevado a rea- 
lizar sus quejas sobre el bajo número de escrituras registradas con el reconoci- 
miento de un señor directo, Pero tal vez si hubieran examinado los libros del 
distrito de Sant Feliu de Guíxols o de Torroella de Montgrí su descontento hu- 
biera sido menor, ya que É habrían constatac Lo la lealtad de los propietarios útiles 
de estos lugares hacia sus señores O sus representantes. 51 Esta diversidad evi- 


dencia. cuál debería ser El ES de da de futuros tr o realizables sobre 


50. Sobre la reforma de 1829, Serna (1996). 

51. En el caso de Sant Feliu de Guíxols se reconocía como señor directo a la Nación, 
como sustituta del Monasterio de Sant Feliu de Guíxols extinguido; en el caso de Torroella de 
Montgrí, se trataba de un señor laico, Foixá, que a principios del siglo xvi había adquirido al 
rey las rentas de esta villa. 
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EL REGISTRO DE LA PROPIEDAD (1862): 
NUEVAS FORMAS DE INFORMACIÓN Y DE OCULTACIÓN 


En 1861, la Ley Hipotecaria española propuso la creación de un nuevo ins- 
trumento de aseguración de la pr opiedad que iba a sustituir al antiguo registro 


de hipotecas: el Registro. de la Propiedad.% La necesidad de la ley había sido ex- 
puesta en 1855: 


.. Nuestras leyes hipotecarias están condenadas por la ciencia y por la razon, 
porque hi garantizan suficientemente la propiedad, ni ejercen saludable in- 
fluencia en la prosperidad pública, ni asientan sobre sólidas bases el crédito te- 
rritorial, ni dan actividad a la circulacion de la riqueza, ni moderan el interés 
del dinero, ni facilitan su adquisicion a los dueños de la propiedad inmueble, 
ni aseguran debidamente á los que sobre esta garantía prestan sus capitales. 


El subrayado, como todos los que seguirán, es mío. Estas palabras fueron 
puntualmente recogidas en la «Exposición de la Comisión de Códigos, sobre los 
motivos y fundamentos de la Ley Hipotecaria de 8 de febrero de 1861». Esta ex- 
posición incluye una explícita “declaración de principios conservadores de los 
miembros de la comisión, que aseguraban haberse visto obligados a ser innova- 
dores a pesar de su «religioso respeto al derecho nacional», La comisión explica 


su concepción de lo que debe ser un sistema hipotecario moderno: 


La primera cuestion que ha tenido la Comision que resolver, es si el pro- 
yecto de ley deberá limitarse á la reforma del sistema hipotecario que viene en 
observancia ó ser extensivo á asentar la propiedad territorial y todas sus des- 
membraciones y modificaciones en bases más seguras que las en que hoy 
descansa ... la condicion mas esencial de todo sistema hipotecario, cualesquie- 
ra que sean las bases en que descanse, es la fijeza, es la seguridad de la propie- 
dad; si esta no se registra, sí las limitaciones que ocurren en el dominio de los 
bienes inmuebles no se transcriben ó no sejnscriben, desaparecen todas las ga- 
rantías que puede tener el acreedor HPotEcArio. 

Por todo ello habían decidido modificar radicalmente el sistema hipoteca- 
rio. «El sistema hipotecario que viene en observancia» era el sistema del Re- 
gistro de Hipotecas creado eri 1768. El redactor ú tedáctores de-la ley de 1861 
daban por supuesto que «ocurren limitaciones, en.el dominio de los inmue- 


52. Leyes hipotecarias... (1974), t. 1, pp. 223-466. 
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bles». Y veían la conveniencia de «liberar la propiedad» de cargas que ya están 
en desuso: 


Por la misma causa ha creido la Comision que debia establecer reglas para 
libertar la propiedad de cargas que, aunque resultan de sus títulos sin que cons- 
te su redención, han dejado á veces por el transcurso de siglos de afectar de 
hecho á las fincas sobre las cuales se impusieron. Lejos de perjudicarse con 
esto ningun derecho legítimo, todos son consultados, y sin producir vacilacion 
ni dudas en los que en realidad existen, se introduce la presuncion legal de que 
las fincas están libres de las cargas que ha anulado una prescripción secular 
fortalecida con el silencio continuado de los que tenian facultad de reclamar- 
las, con la imposibilidad frecuente de saber si han sido redimidas, con haberse 
perdido la memoria de aquellos á cuyo favor estuvieron constituidas, y con no 
presentarse quien tenga á ellas derecho. 


Pero en la nueva institución no tan solo ven la posibilidad de asegurar las car- 
gas vigentes, sino incluso la oportunidad de recuperar algunas que ya eran «ini- 
maginables»: 


Los medios de publicidad que para estas liberaciones se proponen, alejan 
hasta la sombra del fraude, y darán lugar á que muchos que tienen derechos 
que ignoran, y que probablemente perderían para siempre sin el procedimien- 
to que se establece, puedan reclamarlos y entrar así en el disfrute de lo que ni 
siquiera imaginaban. 


El «respeto a los derechos adquiridos» es, en todo caso, el alma del proyecto, 
y por ello ha debido cuidarse con esmero, a través de disposiciones transitorias, 
la continuidad entre las leyes antiguas y las nuevas. «Para hacer este tránsito sin 
violencia conciliando todos los intereses, ha sido necesario descender á muchos 
pormenores». El objetivo era «salvar los derechos adquiridos á la sombra de la 
legislacion que concluye» y al mismo tiempo atender a las «nuevas exigencias de 
la sociedad»: Támbién quedaba claro, para alivio de los grandes propietarios, 


. que el Registro no constituiría en absolito un catastro de la riqueza rústica. Los 


nuevos legisladores tenían claro que: 
A RE E 
considerar los Registros principalmente como un censo de la riqueza inmue- 
ble, dar intervención directa en ellos á la Administracion, conduce irremedia- 
blemente á desconocer su carácter social económico y civil, y sacrificar lo 
principal a lo accesorio. 
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a) La nueva protección de los señores directos 


Vistas las intenciones de sus redactores, pasemos a examinar el contenido de 
la ley. Después de haber señalado que en todas las capitales de los partidos judi- 
ciales se establecería una oficina del Registro de la Propiedad, la Ley Hipoteca- 
ria de 1861 dejaba claro que en los libros del Registro se inscribirían los títulos 


referentes al «dominio de los inmuebles ó de los derechos reales impuestos sobre 


los mismos». La novedad, respecto al arítiguo sistema, estaba en la forma de re- 
gistrarlos y clasificarlos. En principio, los libros del Registro coñisistirían básica- 
mente en un inventario de fincas con sus cargas. En cuanto a los dominios direc- 
rtículo 29 se refería específicamente a su inscripción, calificándolo de 
derecho real: 


Art. 29: «El dominio ó cualquier otro derecho rea] que se mencione expre- 
samente en las inscripciones ó anotaciones preventivas, aunque no esté con- 
signado en el Registro por medio de una inscripcion separada y especial, surti- 
rá efecto contra tercero desde la fecha del asiento de presentación del título 
respectivo». 


Había otras diferencias importantes. No se trataba de un registro obligatorio: 
eran los propietarios, los contratantes, los que voluntariamente acudían al Regis- 
tro. Por esta razón, la lentitud en el proceso de inscripción fue notable. 

Con la Ley Hipotecaria de 1861 pudieron tomar un nuevo rumbo las relacio- 
nes entre los señores útiles y los señores directos. Como en los viejos tiempos, el 
problema volvió a girar en torno a las firmas de los señores directos en las escrí- 
turas de enajenación de las fincas enfitéuticas.53 El tema salió a la luz a raíz de la 


53. Los notarios catalanes no habían prestado demasiada atención a las dudas planteadas 
por el artículo 18 del real decreto de 23 de mayo de 1845, que había especificado que debían 
presentarse en las oficinas de hipotecas «copias autorizadas de los contratos». ¿Qué se enten- 
día por escrituras autorizadas? Hasta aquel momento las oficinas de hipotecas habían admitido 
as copias de las escrituras notariales aunque no figurase en ellas la firma del notario. Según 
Vives (1864), algunos notarios interpretaron que podían prescindir del hecho de que los seño- 
res hubieran aprobado los traspasos de fincas, y pusieron el «concuerda» en las copias que en- 
regaban, después de hacer constar que «salvaban los derechos de los señores directos». Pero 
a mayoría opinaron que las copias, aunque no llevasen la firma del notario, debían continuar 
siendo consideradas autorizadas, dado que habían sido admitidas por las Oficinas de Hipote- 
cas. De hecho, éstas continuaron admitiéndolas, y la mayoría de los notarios continuaron sin 
poner el «concuerda» si la escritura no llevaba la firma del señor directo. Entre las numerosas 
disposiciones que entre 1845 y 1861 se dictaron para aclarar algunos puntos de la ley de 1845, 
no hemos hallado ninguna referencia a este tema. Seguramente, porque no interesaba legislar 
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simultaneidad de la Ley Hipotecaria de 1861 y la Ley del Notariado de 1862. El 
artículo 3 de la primera ley dejaba claro que los títulos inscribibles en el recién 
creado Registro de la Propiedad habían de estar consignados en escrituras autén- 
ticas. Y la Ley del Notariado de 28 de mayo de 1862 se ratificó en la posición de 
no dar por auténticas las escrítiiras queno Vlevasén la correspondiente firma del 
notario. pe 5 Sl 

Los notarios catalanes no tardaron en exponer a la reina su preocupación. Pal 
como habían sido redactadas las nuevas leyes sólo veían dos soluciones: o se de- 
rogaban las leyes antiguas que impediana los notarios firmar sin necesidad de 
esperar la firma del señor directo, o se continuaba en la antigua práctica de ins- 
cribir en el Registro las escrituras aunque no llevasen la firma del señor directo.34 
La respuesta del 1 de octubre de 1863 del Ministerio de Gracia y Justicia fue ta- 
xativa: no se derogaban las leyes antiguas y las escrituras no podían inscribirse si 
no cumplían todos los requisitos, entre los cuales se ds la firma del señor di- 


guieron una nueva resolución en 7 de noviembre de 1864, en la que volvía a que- 
dar claro que no podía ser aceptada de ninguna manera la práctica «establecida 
por la costumbre» durante el período del Registro de Hipotecas, de «suponer ca- 
rácter y valor legal para la inscripción en las escrituras que carecen de signo y fir- 
ma del notario», porque era contraria a la Ley del Notariado y a la Hipotecaria. 
Sin embargo, considerando que las nuevas leyes hipotecarias protegían suficien- 
temente el derecho de los señores directos, se llegaba a una solución intermedia. 
Cuando por motivos justificados, que serían convenientemente explicados én la 
escritura, no hubiera sido posible hacer constar en ella la aprobación del dueño 
del dominio directo, el derecho de éste quedaría a salvo, consignándolo así en el 
documento y en el registro.36 

Es por esta razón por la que en los protocolos de los años sesenta y setenta del 
siglo XIX se multiplican. las alusiones a los supuestos señores directos. 57 Como es 


de saponti tas disposiciones relativ as al terna no cesaron. Por ejemplo; en 10 


sobre ello. La administración contemplaba en aquella época el Registro de Hipotecas como 
una fuente de ingresos fiscales, y no era oportuno dictar una medida que hubiera podido para- 
lizar los Oficios de Hipotecas catalanes, sin duda, de los más activos del país. 

54. Escrito presentado por el Comité Director del Colegio de Notarios del territorio de 
Barcelona, La Notaría, año VI, n.* 288, 13 de octubre de 1863. 

55. Gaceta de Madrid, Ministerio de Gracia y Justicia, real orden del de octubre de 1863. 

56. Gaceta de Madrid, Ministerio de Gracia y Justicia, real orden del 7 de noviembre 
de 1864. 

57. Congost (1999). 
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se dieron instrucciones precisas a notarios z registradores, Cuando trataran algu- 
na transmisión de dominio útil debían ponerse en contacto con el dueño d recto y 
hacer constar su respuesta: bien su negativa a ejercer el derecho del tanteo, bien 
haber transcurrido el lapso del término legal sin haberse obtenido contestación 
alguna, 58 


b) Nuevas formas de ocultación: la no inscripción de títulos 


Pero la batalla de las firmas no fue la única que libraron señores útiles y seño- 
res directos durante la segunda mitad del siglo xIx. Como hemos indicado, el Re- 
gistro facilitó la inscripción de los derechos de los señores directos. La presenta- 
ción de una escritura de cabrevación era suficiente. Pero en este caso su mayor 
problema derivó del hecho de que estuvieran previamen e inscritos los t títulos de 
sus enfitcutas. Recordemos que. la Inscripción, nO € a obligatoria. Eran los pro- 
pietarios, los contratantes, quienes acudían voluntar umente al Registro. A esta 
razón se debe la grán lentitud del proceso de inscriptión. Así, cincuenta años 
después de su creación, la mayoría de las fincas no se hallaban aún inscritas.59 

¿Cómo debemos interpretar la negligencia de numerosos propietarios útiles a 
inscribir sus propiedades? Algunos nobles plantearon sus recelos a la reina. Así, 
aar strol expuso que quería inscribir sus censos para poderlos re- 


clamar judicialmente, pero como sus 1s enfiteutas n no inscr ribían sus UCA no podía 


1866: los dueños diecios que no hubieran podido ir inso > títulos porque no 
lo hubieran verificado antes los dueños útiles de las fincas, podrían presentar sus 


títulos en los respectivos registros de la propiedad para que se tomara la anota- 
ción preventiva correspondiente. 60 Para facilitarlo, se comprendería « en un solo 
asiento todo el terreno que perteneciera a un mismo término municipal. La refe- 
rida anotación preventiva se convertiría en inscripción en cuanto desapareciera 
el motivo que la había impedido y entonces se haríán los oportunos asientos de 
dicho dominio directo en cada uno de los registros particulares de las fincas afec- 
tadas. Se 


58. Gaceta de Madri a Ministerio de CIO di y Lustica, resolución del 21 de febrero de 
1872. E A - 

59. La escasez de investigaciones sobre el tema nos impide ir más allá de esta afirmación. 
Un registrador de la propiedad inquieto, Pazos y García (1913), ofrece un interesante estado 
de la cuestión. 

60. Gaceta de Madrid, Ministerio de Gracia y Justicia, real orden de 7 de junio de 1866, 


SAGRADA PROPIEDAD IMPERFECTA 183 


¿Hasta qué punto la negligencia de muchos enfiteutas para inscribir sus fin- 
cas fue una forma de resistencia a los señores directos? La reina, en una nueva 
real orden de 24 de octubre de 1867, recordaba a los señores directos que era ne- 


cesario obtener la anotación preventiva de los derechos reales «para poder exigir 


ño d dichos bienes que inscriba su propiedad».5! 


judicialmente « | due 
Hipotecaria de 1869, que se limitaba a completar algunos ar- 


La nueva 
tículos « 1861, facilitaba de nuevo la i inscripción de los dominios di- 
rectos: «toda finca rural dividida y dada del mismo modo en enfiteusis, podría 
inscribirse como una sola finca»%? y anunciaba una ley especial sobre inscripción 
de censos, foros, servidumbres y otros derechos reales, que se aprobó el 3 de ju- 
lio de 1871. Las disposiciones reglamentarias relativas a esta ley se hallan conte- 
nidas en la real orden del 12 de julio del mismo año.5 La introducción de este 


documento es muy elocuente: 


...con el fin de prevenir en lo posible las principales dificultades y vencer to- 
dos los obstáculos que pueda ofrecer la complicada organización de la pro- 
piedad inmueble en los diferentes territorios de la Península, y especialmente 
en Galicia, Asturias, Leon, Navarra, Cataluña y Provincias Vascongadas. 


A continuación se hace referencia a las numerosas exposiciones e informes 
que desde la Ley Hipotecaria de 1861 habían dirigido al Gobierno presidentes de 
las audiencias, registradores de la propiedad, diputaciones provinciales, institu- 
tos y congresos agrícolas y otras corporaciones y particulares, y también se toma 
nota de los problemas y las dificultades que representaba para los compradores 
de «censos y servidumbres pertenecientes al Estado» el hecho de haber de reque- 
rir individualmente a los dueños de las fincas gravadas, cuando no estaban re- 
gistradas, para que inscribieran previamente su propiedad. La extrema división 
de la tierra, la pobreza de muchos de los poseedores, el hecho de que carecieran 


61. Gaceta de Madrid, Ministerio de Gracia y Justicia, real orden de 24 de octubre de 
1867. El marqués de Guadalcázar había reclamado judicialmente a sus enfiteutas para que ins- 
cribieran su dominio. Pero estó aténtaba «el principio de libertad en que la misma ley ha deja- 
do a los propietarios para que inscriban o no su derecho». 

62, Esta disposición se mantendría en la reforma de la Ley Hipotecaria de 1909. En 1944 
una nueva Teforma dispuso que.el dominio directo sólo podía afectar a fincas particulares; esta 
reforma fue paralela a la Ley de Inscripción, División y Redención de Censos en Cataluña de 
1945, que reguló la división de censos entre las distintas fincas afectadas. Con estas dos leyes, 
los censos catalanes se convirtieron en un simple derecho real. 

63. De 3 de julio de 1871, Ley sobre la inscripción de censos, foros, servitudes y otros de- 
rechos reales, y decreto del 21 de julio de 1871, Leyes hipotecarias... (1974), IV-, pp. 215-223. 
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de los títulos legítimos para reclamar los censos, el hecho de que los deudores 
fuer: an demasiado numerosos O desconocidos, hacía que : la empresa d del requeri- 
miento resultase especialmente costosa y que muchas veces los. costes fuerar an su- 
periores al valor de capital que pretendían inscribir. a 

Por todo ello, el artículo 8 del decreto facilitaba-a los señores directos los 
medios de reclamación de la inscripción del dominio útil de las tierras sobre las 
que ejercían el dominio directo. De especial interés es la regla cuarta, que esta- 
blecía las pautas de actuación para dos dasos que ext la práctica “debían darse 
con facilidad: los enfiteutas eran más de cuatro, o no se conocía Exactamente su 
identidad. El señor se dirigiría entonces al censatario principal y se fijarían 
«edictos en la puerta del local del Registro y del Juzgado municipal, en cuyo 
término se hallen los bienes, y en cualquiera otro paraje de la localidad que se 
estime conveniente» para que «todos los que posean fincas 6 perciban rentas 
del todo ó parte del foral ó enfitéusis, ó tengan sobre él cualquier derecho real, 
puedan acudir dentro del término expresado en la disposición anterior, con los 
documentos necesarios, á inscribir en debida forma su dominio 6 posesión, Ó á 
impugnar la inscripción del foro, subforo ó enfitéusis de que se trate». La im- 
pugnación sólo se admitiría si el opositor solicitaba la inscripción de sus bienes 
o derechos. 

La forma de anunciar a los enfiteutas la obligación de inscribir sus títulos en 
el Registro de la Propiedad se parece mucho, y por eso hemos querido detallarla, 
a los antiguos anuncios de cabrevación realizados por los señores feudales. Pero 
¿qué pasaba si los enfiteutas no acudían a la llamada del señor? La ley era bas- 
tante clara: «Si el llevador no hubiere comparecido en el término señalado á soli- 
citar dicha i inscripción, el dueño directo á cuya instancia hubiere sido requerido, 
podrá pedir que se inscriba á su nombre la finca con reconocimiento del dominio 
útil». Ésta era la gran amenaza a los dueños útil es. Si no acudían a la llamada del 
señor directo, sino inscribían su dominio útil, éste quedaría en manos del señor. 
Es decir, perderían su propiedad. 

Dictadas durante la segunda mitad del siglo xtx, estas disposiciones favora- 
bles los señores directos posiblemente parecían, ya en el momento de su pro- 
mulgación, más teóricas que reales; pero se vieron sistemáticamente confirma- 
das por la jurisprudencia y por el Código civil.94 Es sorprendente, sin embargo, 
que haya pasado generalmente desapercibido a los historiadores de qué modo el 
Registro de la Propiedad protegía y y amparaba los derechos derivados del domi- 


64. Colección legislativa, sentencias del 14 de abril de 1875 y 26 de mayo de 1876. El 
Código civil de 1889 acepta la división de dominios. 
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nio directo. No estamos defendiendo, ni mucho menos, la idea de la vigencia de 
los derechos feudales hastá el siglo XX, o su resurgimiento a partir de 1862, aun- 
que algunas actitudes concretas pudieran tener un aire de nuevas reacciones se- 

ñoriales.5 Los legisladores españoles del siglo XiX, mucho más obsesionados y 
preocupados por la seguridad j jur ídica de. lá: propiedad que por su carácter abso- 
lutO'o pleno, hicieron un gran esfuerzo para respetar todas las formas de propie- 
dad que existían en el momento de redactar las leyes, incluso aquellas que esta- 
ban revelando su debilidad en la real lidad cotidiana. Era necesario demostrar que 
la propiedad (en abstracto) no: podía sel ser discutida. Sia finales del siglo xIX po- 
demos hablar de la virtual desaparición de la propiedad dividida, este resultado 
histórico no fue producto de aquella legislación, sinó consecuencia de unas 
prácticas y de unos. intereses concretos. Su estudio no hace más que eviden- 


ciar un desfase entre las condiciones reales y las condiciones nominales de la 
propiedad. 


CATALUÑA Y FRANCIA EN EL ANTIGUO RÉGIMEN: ALGUNOS INTERROGANTES 
DESDE LA PERSPECTIVA DE HISTORIA COMPARADA 


Buena parte de lo que ahora se dirá podría aplicarse a otras regiones europeas. 
No pienso que la ocultación de datos de los propietarios útiles a los señores direc- 
tos fuera una característica catalana o francesa. La elección del caso francés obe- 
dece a otras razones. Durante décadas, si algún modelo ha servido de referencia 
para el estudio del proceso de revolución liberal en la España del siglo XIX éste ha 
sido el modelo francés. En el capítulo anterior he planteado algunos problemas 
derivados de este hecho, teniendo en cuenta que en España no se produjo una re- 
volución comparable a la Revolución francesa. Desarrollaremos aquí la misma 
idea pero el modo de enfocar el problema será distinto. 

Pienso que no exagero si afirmo que la tesis de una débil importancia de los 
derechos señoriales a finales del Antiguo Régimen es hoy una tesis bien asentada 
en Francia, especialmente en las regiones llamadas de derecho escrito. Para algu- 
nos, este hecho certifica la tesis de una revolución socialmente poco importan- 


65. Las reformas introducidas en la Ley Hipotecaria de 16 de diciembre de 1909 dispo- 
nían nuevos plazos para la inscripción de censos antiguos (art. 401) y preveía su cancelación 
(art. 402) en caso de que no fueran trasladados a los libros modernos. Esta ley provocó una 
oleada de inscripciones de censos entre 1909 y 1911: pero también numerosas cancelaciones. 
Sobre las vicisitudes de los censos catalanes durante el siglo Xx (hasta la ley de 1990), Con- 
gost (1999). El tema es tratado específicamente en el próximo capítulo de este libro. 
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te.%6 Pero las investigaciones que muestran un débil peso de los derechos seño- 
riales en la Francia prerrevolucionaria no son incompatibles con el discurso que 
destaca la importancia de decretos revolucionarios —y de los movimientos cam- 
pesinos que precedieron y condicionaron o impusieron estos decretos— relati- 
vos a su abolición y desaparición.5? En cualquier caso, la comparación con el 
caso español plantea algunos problemas a la idea de una revolución poco incisi- 
va: los esfuerzos de los legisladores españoles del siglo XIX en pro de la. continui- 
dad j jurídica de los derechos de los señores directos laicos españoles parecen se- 
ñalar más bien él Carácter de ruptura de la 


Esto nos conduce a a adoptar una “perspectiva comparativa. La llamada revolu- 
laicos. ES cier- 


to que estos derechos eran en ga general débiles y económicam 
tes en la etapa Í final del Antiguo Régimen. Esta débil | importancia, a pesar de las 
leyes que los protegían, era el resultado de la erosión de los derechos señoriales, 
que en modo alguno es característica de Cataluña ni de las regiones españolas. 
De hecho, el estudio del proceso de erosión de los derechos de propiedad deriva- 
dos del dominio directo en Cataluña revela una situación jurídica muy compara- 
ble a otras regiones curopeas. Entre ellas, claro está, algunas regiones de la Fran- 
cia prerrevolucionaria. 

En cierta manera, propongo invertir la forma habitual de examinar los he- 
chos, y por una vez aplicar el modelo catalán al caso francés. No sé trata de 
un ejercicio del todo absurdo. Las definiciones jurídicas de la propiedad en 
Catal luña yen algunas regiones francesas —en la mayoría de países “de dere- 
cho escrito — eran _comparables en el siglo. XVI, Al menos esto parece dedu- 
cirse de algunos hechos comunes. Por ejemplo, en los tratados jurídicos de la 
segunda mitad del siglo Xvin, se asimila dominio útil a propiedad. 68 Esto no 
impidió, es cierto, que los legisladores de finales del siglo XVIIr hallasen el li- 
bro de Boncerf sobre «los inconvenientes de los derechos feudales» subversi- 


66. Sólo citaré los dos autores que más han contribuido a difundir esta tesis: Cobban 
(1965) y Furet (1978). > E e E 

67: Ado (1971, 1996); Markoff (1996); Gallet (1999). 

68. La documentación catalana de la época modera hace la distinción entre «señores úti- 
les y propietarios» y «señores directos y alodiales». Esi interesante constatar que el artículo 
«Seigneur» de la Encyctopédie ou Dictionniair exaisomné des Arts et des Sciences admite tam- 
bién las expresiones «señor útil» y«señoría útil» como sinónimaAS de «propiétario» y «propie- 
dad». Así: «scigneur utile: c'est le propriétaire, celui qui retire les profits du fond, á la diffé- 
rence du seigneur direct qui n'en retire que des droits honorifiques»; «selgneurie utile: c'est la 
propriété á la différence de la seigneurie directe...». En el mismo sentido, Renauldon (1765), 
p. 231. 


ES 
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vo.% La lectura de esta obra, a su vez, sugiere una red de derechos de propie- 
dad muy similar a la catalana. 

En lo que concierne al tema concreto de este capítulo, las relaciones entre los 
propietarios útiles y los señores directos, resulta especialmente estimulante que 
la creación del Centiéme Denier, en 1703, “fuese justificada por «el cuidado de 


poner en su Jugar la publicidad de las mutaciones útiles a los señores».? La dife- 
rencia 1 cronológica que separa « ambas instituciones sugiere la hipótesis de un ma- 
yor control de los señores —0 del mismo rey— sobre sus derechos en Francia, 
pero las posibilidades del ( Centiéme Denier como fuente histórica se parecen mu- 
cho a las del Registro de Hipotecas en Cataluña. De hecho, hace algunos años, 
Leymarie nos ofreció una prueba de ello. Como puede deducirse del título de su 
trabajo —La faible importance des alleux...— su objetivo no era el nuestro, pero 
el ejercicio realizado para Haute-Auvergne es prácticamente el mismo que no- 
sotros hemos presentado para Cataluña”! Sus resultados, es cierto, muestran una 


mayor fidelidad de los censatarios hacia sus señores directos. 72 Pero ¡ ¿qué pasó 


en ótrasTegiones francesas773 

Podríamos examinar otro tipo de trabajos. Me limitaré a citar dos estudios. 
Hace muchos años, Gérard Chianéa concluyó su estudio sobre el Dauphiné en el 
siglo Xvul subrayando algo que él consideraba una particularidad de la región: 
«La revolución estallará sin que el rey o incluso los señores particulares hayan 
conseguido imponer su directa universal en Dauphiné». Pero lo que me ha llama- 


69. Boncerf (1776) denuncia la inseguridad de algunos compradores de tierras de esta 
manera: «L'un de nous achéte un fonds, il pense étre libre en payant les lods; ¡l se trouve que 
ceux de mutations précédentes n'ont pas été acquittées, non plus que le cens...» (Uno de nos- 
otros compra una finca, piensa que es libre si paga los laudemios; se encuentra que no han sido 
pagados los referentes a las mutaciones anteriores, tampoco el censo...), p. 6. 

70. «Centieme Denier», artículo de Poussou, en Bély, dir. (1996): «Sa création avait été 
justifiée par le souci de mettre en place une publicité des mutations utiles aux seigneurs, ce qui 
ne s'imposait pas; il en reste qu'il est ainsi V'héritier direct des droits seigneuriaux de muta- 
tions». Véanse Spinosi (1959), Vilar-Berrogain (1958) y Saint-Jacob (1946). 

71. Leymarie (1976). 

72. Leymarie (1976): En la mayoría de las doce oficinas analizadas, el dominio directo 
era puntual merite reconocido en más del 90 por 100 de las escrituras. Sólo en uno de ellas, co- 
rrespondiente-a Salers, en 1782 y 1787, el porcentaje era inferior al 60 por 100, concretamente 
de 57,3 por 100. Entre los trabajos realizados a partir de la explotación sistemática de la fuen- 
te, destaca el de Béñur (1984). - 

73. Para la región de Touraine, Maillard (1999), p. 387, aporta este ejemplo: «Le tableau 
dresssé en 1792 par le fermier général de la terre de Chédigny montre qu entre le 1760 et 1790, 
il apergu seulement 8,6 por 100 de la somme due a ce titre. Pour preuve, il y a les registres du 
Centiéme Denier ou il a retrouvé la trace des transaccions sur lesquelles pésent ces droits: sus 
96 contrats, 65 lui ont été dissimulés dont quelques-uns portent sur des grosses sommes». 
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do más la atención es la facilidad con la que un bail á rente seigneuriale podía 
convertirse en un bail d rente fonciére, o recíprocamente. Chianéa lo explica a 
partir de las cláusulas que aparecen en algunos contratos de la región.”* Es tam- 
bién a partir del análisis de la práctica notarial como Gérard Aubin aborda su tra- 
bajo sobre el Bordelais y nos ofrece la posibilidad de- ver concretadas en una re- 
gión prácticas de desgaste del dominio directo muy parecidas a las que hemos 
estudiado y observado en Cataluña.75 En la introducción de su estudio, Aubin se- 
ñala la posibilidad de reseguir las huellas del réginien feudal en los archivos no- 
tariales franceses a través de los contratos de ventas o de permutas «que mencio- 
nan, con más o menos cuidado, la señoría directa de quien depende la finca y las 
cargas que la gravan o, inversamente, su condición alodial». De este estudio, he- 
mos entresacado diversas noticias sobre disposiciones que, como en Cataluña, 
obligaban a los notarios de la zona del Bordelais a no defraudar al señor directo. 
Así, este artículo 91 de la «nouvelle coutume»: 


En lo sucesivo, los vendedores, compradores y adquiridores estarán obli- 
gados a poner en los contratos de adquisición, de ventas y otros deberes, el 
nombre de los señores de las cosas adquiridas, si lo saben; purgarán de todo 
gravamen por juramento ante notario a quien recibirá dichos instrumentos; y 
se hará mención en éstos; los notarios también estarán obligados a advertir de 
ello a los contratantes e insertarlo en sus contratos, 76 


74. Chianéa (1969), p. 234. Según este autor, la analogía entre contratos de «bail á rente 
seigneuriale» y de «bail á rente foncitre» permitía la mutación automática, en las escrituras, del 
segundo al primero, mediante esta fórmula: «...ayant été convenu entre les parties qu'au caso ú 
aucun seigneur direct ne preuve aucune directe ny cense directe sur le fonds cy dessus désigné, 
ledit appentionnement est des 4 présent comme un albergement ... portant laouds et vénd au si- 
xiéme deniers suz les susdits cense annuelle et perpétuelle de la ditte sore de 4 livres...». 

75. Aubin (1981). Especialmente sugerente resulta el capítulo 3 «Heurs et malheurs de 
Pexploitation seigneuriale». 

76. «Seront tenus dorénavant les vendeurs et acheteurs et acquéreurs, de mettre les con- 
trats d'acquisition les ventes et autres devoirs, et les noms des seigneurs de qui seront tenues 
les choses acquises, s'ils le savent; dont se purgeront par serment par-devant le notaire qui re- 
ceva les dits instruments; et en iceux en sera faite mention; aussi les notaires seront tenus en 
avertir les contractants et l'insérer en leurs contrats», Aubin (1989), pp. 310-311. Aubin apor- 
ta también noticias de decretos expedidos para el conjunto del reino de Francia. El artículo 181 
de la ordenanza de Villiers-Cotterets (1539) y el artículo 180 de la ordenanza de Blois (1579) 
mandaban que se hiciera constar en las escrituras de compraventas de fincas enfitéuticas la 
identidad del señor directo. También resulta especialmente estimulante, para la comparación 
con el caso catalán, el hecho de que la creación del Centiéme Denier, en 1703, se hubiera jus- 
tificado por «le souci de mettre en place une publicité des mutations utiles aux seigneurs», 
p. 334. Y entre los textos más recientes, Aubin cita un Arrét du Conseil del 29 de agosto 
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Podemos inscribir las reflexiones de Aubin y de Chianéa en una larga tradición 
de autores franceses que han constatado en sus trabajos las dificultades crecientes 
de Jos señores directos a cobrar sus.rentas.77 Pero la observación de estrategias si- 
milares en diferentes regiones no significa que nos hallemos ante sociedades simi- 
lares. Es fácil decir que las condiciones-jutídicas sé parecían. Pero sería mucho 
más arriesgado opinar sobre las condiciones reales de estos derechos. Lo que estoy 
intentando decir es que las estrategias de ocultación de datos y de exigencia de tí- 
tulos, además de ser supuestas, merecerían ser estudiadas. 

El análisis histórico de-estas estrategias. permitirá conocer mejor la evolución 
de estas sociedades y los procesos de formación de sus grupos sociales. Permiti- 
rá también formular nuevas hipótesis sobre la importancia de formas de resisten- 
cia campesina. Pero, tampoco en este dominio, nada permite suponer resultados 
parecidos. Compartimos del todo el punto de vista de Scott: es necesario atender 
a las formas cotidianas de resistencia —sin protesta y sin organización— para 
analizar correctamente las acciones políticas de los campesinos.?* Pero ¿por qué 
no ampliar esta necesidad del estudio de lo cotidiano al estudio de las actitudes 
de todos los grupos sociales? Los poderosos también tenían sus armas ocultas, 


algunas de las cuales sólo son visibles si cambiamos nuestra forma habitual de 


aproximarnos al estudio de las relaciones sociales.” 


de 1721 que imponía una multa de 30 libras en los casos en que no se hiciera constar la identi- 
dad del señor directo. 

77. Citemos, por ejemplo; Chenon (1881), y sus reflexiones sobre la aversión por Late 
dalidad en el siglo XVII, y Avenel (1894), p. 233: «Des 1614, la noblesse se plaignait aux Etats 
Généraux de la fréquente omission, dans les cahiers des charges ou affiches de ventes, des sel 
vices fonciers dus au seigneur, de sorte qu'á la deuxiéme ou troisiéme mutation de la propriété, 
Pacquéreur pouvait croire la terre affranchie de toute obligation féodale». Esta Idea se halla 
presente también en los estudios sobre las violentas reacciones frente a los decretos revolucio- 
narios que establecían el carácter obligatorio del rescate de los derechos nales Por Ejem 
plo, en la introducción de Sagnac (1907) a la colección de documentos legislativos del período 
1789-1793. Entre los autores más recientes, Ado (1971,1996); Markoff (1996) y Gallet (1999). 

78. De hecho, Scott (1987) ha hallado puntos de comparación entre la resistencia campe- 
sina malasiana y la resistencia campesina francesa al diezmo. ; 

79. Aubin (1990) al presentar un estado de la cuestión sobre la crisis de las rentas señoria- 
les en la etapa final del Antiguo Régimen, después de llamar la atención sobre la on 
progressive du régime féodal», sitúa en la segunda mitad del siglo XvIH una estrategia señorial 
que tendría como base precisamente la incapacidad de los señores para percibir de forma regu- 
lar las rentas que les son debidas. Aunque sin citarlo, Gérard Aubin utiliza las mismas palabras 
sobre las que Scott (1985), había construido su teoría sobre la resistencia campesina, «armas» 
y «debilidad», para explicar la actitud de los señores: «La seigneurie va alors tirer des armes 
de son incapacité a percevoir régulidrement son dú. En d'autres termes, elle érige sataiblésse 
en tactique en spéculant sur la décadence de ses droits». La coincidencia en el lenguaje nos pa- 
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Así, a pesar de las semejanzas que el combate silencioso de los señores útiles 
catalanes presenta con las formas de resistencia campesinas analizadas por Ja- 
mes C. Scott, nos equivocaríamos de pleno si aplicáramos el adjetivo débil aal- 
gunos de los protagonistas de la revolución de la ignorancia 


hemos estudia- 
do en la Cataluña moderna. Muchos de los señores útiles que negaron cc conocer a 
su señor directo eran de hecho propietar los importantes. 

: Respecto al papel desempeñado por los notarios entendemos que sus actitu- 
des, conservadoras o innovadoras, deben ser analizadas teniendo en cuenta sus 
complicidades con determinados grupos sociales. El éxito de los notarios catala- 
nes sólo puede entenderse desde una situación privilegiada. Pero las estrategias 
de los notarios catalanes seguramente habrían sido otras si no se hubiéran hallá- 
do tan identificados con los intereses de la clase emergente de los hacendados, 
compuesta básicamente | por ricos enfiteutas. 80 Una clase semejante sólo es cón- 
cebible si asumimos una lenta pero profunda transformación de los derechos de 
propiedad en la Cataluña moderna! Es decir, y volvemos a nuestro punto de 
partida, si partimos del carácter plural y variable, es decir, mutante, de los dere- 
chos de propiedad. Bl 


Capítulo 6 


¿QUIÉN QUERÍA LA PROPIEDAD PLENA? 
UNA RELECTURA DE LAS LEYES SOBRE 
REDENCIÓN DE CENSOS 


Entre las medidas liberales relacionadas con la supuesta liberación de la pro- 
piedad de la tierra, las relativas a la redención de censos deberían ocupar un lugar 
destacado. Sin embargo, nuestro conocimiento sobre estas medidas se halla en 
una situación bastante paradójica. Por un lado, es evidente la falta de estudios so- 
bre el tema. Pero por otro, hay bastante unanimidad sobre la valoración e inter- 
pretación del proceso, Es bastante común pensar que las leyes de redención de 
censos, cuando se dictaron, representaron el acceso a la propiedad plena de los 
fiteutas redimieron efectivamente sus censos? Y 
los que lo hiciero mente hacerlo? ¿Hasta qué punto las leyes libe- 
rales de redención de cens fueron realmente percibidas como Leyes liberado- 
ras? ¿No pudieron, por el contrario. ser percibidas como una acción coercitiva 
del Estado? En este capítulo, que se resiente de la falta de investigaciones sobre 
el tema, intentaré demostrar que vale la pena formularse estas preguntas y que 
posiblemente no merecen una sola respuesta. Para ello leeremos algunos textos 
legislativos poco conocidos y examinaremos, sobre todo, lo ocurrido en las reali- 
dades catalana ) y gallega, muy marcadas por la propiedad imperfecta, pero muy 
difereñites eñtre sf. El análisis de los documentos nos llevará hasta leyes muy re- 
cientes, cuya mera existencia obliga a cuestionar las posiciones mayoritarias, en 


censatarios. Pero ¿cuánto 


rece especialmente significativa. Aunque evidentemente la «debilidad» de los señores no es la 
misma que la de los campesinos. 

80. Sabemos que un buen número de notarios provenía de estas mismas familias. 

81. Congost y Gifre (2003). 


ambas regiones, sobre la realidad —y el fin—— de los censos. 
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LAS LEYES SOBRE REDENCIÓN DE CENSOS 


La ley de redención de censos más invocada durante la mayor parte del siglo 
xix fue la real cédula de 17 de enero de 1805. Suprimida en 1818, la ley 483 de 
mayo de 1823, en su último artículo, restableció sus disposiciones (artículos 4,5, 
6,7, 8 y 12) relativas a la forma de efectuar la redención.! Repr oducimos los ar- 
tículos 6, 7 y 8, que se referían específicamente a la posibilidad de redención de 
los censos enfitéuticos: il 
6. En las redenciones de los censos enfitéuticos en que el poseedor de la finca 

solo tenga el dominio útil, correspondiendo el directo al dueño de la carga, 
se tendrá presente en primer lugar, si los poseedores de ambos dominios 
hubiesen estipulado la estimación que deba darse al capital del canon; y al 
de los demás derechos dominicales, conocidos en las provincias con los 
respectivos nombres de licencia, fadiga, tanteo, laudemio, luismo, comiso 
ó cualquiera otro, ó convenido entre sí las regl as por las cuales deba proce- 
derse á la estimación referida: y en tal caso se > observarán puntualmente es- 
tos convenios. 

7. Sino hubiere tales pactos, se formarán los capitales por el valor que en 
cada pueblo, partido ó provincia se dé por la misma ley, estatuto ó práctica 
al canon enfitéutico, y 4 los derechos expresados. 

8. Finalmente, á falta de convenios particulares y de pr áctica constante se pro- 
cederá á la redencion, consignando por el cánon un capital, regulado á ra- 
zon de uno y medio por ciento, Ó sesenta y seis y dos tercios al millar, y por 
Ae de laudemio, en Dare van o eonecrades 100OS los dominicales, la 


que esté sujeta, Ó lo. que es slo mismo, dos y e tercios por ciento de su pre- 
cio líquido. 


No insistiremos aquí en el hecho de que la cédula de 1805 hubiera sido precedi- 
da porel real decreto de 6 de noviembre de 1799. Ya hemos visto en un capítulo an- 


L. Éste es el texto del artículo 9 de la ley de 1823: «Así los laudemios como las pensiones 
y cualesquiera otras prestaciones anuales de dinero ó frutos que deban subsistir en los enfiteu- 
sis referidos, sean de señorío ó alodiales, se podrán redimir como cualesquiera censos perpe- 
tuos, bajo las reglas prescritas en los arts. 4,,5,,6,,7,,8, y 12 de la Real Cédula de 17 de Ene- 
ro de 1805 (Ley 24, Tít. 15, Lib.10 de la Novísima Recopilación), pero con la circunstancia de 
que la redencion se podrá ejecutar por terceras partes á voluntad del enfitéuta, y que se ha de 
hacer en dinero, ó como concierten entre sí los interesados, entregándose al dueño el capital 
redimido ó dejándolo á su libre disposición». 
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terior que Francisco de Cárdenas consideraba la medida de 1805 un «correctivo» a 
OS «graves despojos». que había ocasionado aquel decreto. Entre otros aspectos fa- 
vorables al señor dir ecto que Cárdenas señalaba se halla, evidentemente, la más alta 
capitalización del censo. Pasar de una capitalización del 3 por 100 a la de 1,5 por 
de no E anecdótico; redimir una censo sería, Ned partit del 805, dos veces más caro. 


o experimentar un n vuelco radical o se conoció la a Y no fue hasta 
889, con el Código civil, cuando se volvió ala capitalización de in 3 por 100, 

La ley de 26 de agosto de 18 837,.que. ¡e restauró la de 3 de mayo de 1823, se li- 
mitó a recordar las condiciones de 1805. Un proyecto de Código civil de 1836 
negaba, como la real cédula de 1805, la condición de redimibles a los foros de 


Galicia y Asturias, y establecía que las enfiteusis de la Corona de Aragón «conti- 


nuarían en el mismo estado que tienen ahora hasta que se arreglen por una ley es- 
pecial». El proyecto no prosperó, como no lo hizo el de 1851, cuyos redactores 
prohibían en el futuro la constitución de enfiteusis y foros y declaraban redimi- 
bles todos los. censos constituidos con anterioridad a 1851, La redención que se 
proponía en este proyecto respondía a una capitalización del 3 por 100.2 

En 1873 la Primera República dictó una ley de redención de foros y rabas- 
sas, que establecía condiciones muy favorables a la redención de censos: la capi- 
talización a15 y al 6 por 100. Para gran alivio de algunos propietarios, en 1874 se 
dejó esta ley en suspenso.3 En 1886, el ministro Montero Ríos propuso un nuevo 
proyecto en el que se recuperaba la propuesta de la redención a una capitaliza- 
ción del 5 y del 6 por 100 de tado tipo de censos, incluidos los foros. Las protes- 
tas volvieron a arreciar y el proyecto tampoco prosperó. 

Finalmente, en 1889, el Código civil establecería la redimibilidad de los cen- 
sos enfitéuticos sobre la base de capitalización al 3 por 100. Pero, como es sabi- 
do, el mismo código preveía una ley especial para foros. Una sentencia del Tri- 
bunal Supremo declaró en 1896 que los censos enfitéuticos catalanes también 
tenían que esperar su ley especial. La ley de redención de foros se publicó en 
1926. Cataluña no tuvo su propia ley de redención de censos hasta 1945. 


2. Art. 1.563: «En cuanto á los censos enfiteuticos, foros, subforos, derechos de superfi- 
cie ó cualesquiera otros gravámenes perpetuos de igual naturaleza, constituidos antes de la 
promulgación del código civil, se observarán las reglas siguientes:/10 Podrán redimirse por 
los terratenientes, pagado el capital de la imposicion; y si este no fuese conocido, abonando 
por capital, laudemio, luismo y cualesquiera otros derechos dominicales, la cantidad que re- 
sulte, computada la pension al respecto de 33 1/3 al millar, o sea 3%». 

3. Según Pazos García (1913) la ley tuvo un mayor impacto en Galicia que en el resto de 
España. Hay un estudio monográfico sobre Lugo: López Rodríguez (1985). 
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EL DEBATE SOBRE LA REDENCIÓN DE CENSOS EN CATALUÑA 


Las leyes liberales permitieron la redención de todo tipo de censos, excep- 
tuando foros y rabassas, aplicando la capitalización de un 1,5 por 100 Est ta alta 
capitalización las: convierte en leyes poco favorables. a la redención de Jos cen- 
sos. De hecho, en Cataluña, hubo muy pocas s redenciones de censos, € como pare- 
ce probarlo el hecho de que los juristas a finales del siglo XIX no estuvieran de 
acuerdo no sólo sobre si los censos eran redimibles o no en su tiempo, poscódigo, 
sino también en si los censos habían sido o no redimibles durante todo el siglo.* 

Las discusiones en torno a este tema resultan aún más sorprendentes si com- 
probamos que los libros de derecho que estudiaban en la Universidad de Barce- 
lona los futuros abogados a mediados de siglo daban por supuesto que sí se redi- 
mían. Examinemos qué dice, por ejemplo, una obra de referencia, como el 
Manual de derecho civil vigente en Cataluña de Elías y Ferrater, publicado en 
1842 y sucesivamente reeditado, por Alejandro de Bacardí, con arreglos «en vis- 
ta de la legislacion vigente hasta el día y sentencias:del Tribunal Supremo de Jus- 
ticia».5 Este Manual fue «durante largo tiempo la obra didáctica a que usualmen- 
te se recurría».£ En la tercera sección, titulada «Modos como se extingue el 
dominio directo y útil», sus autores escriben: 


El dominio directo se consolida con el útil por medio de la redencion de 
los derechos que constituyen el primero. El enfiteuta podrá verificar dicha re- 
dención bajo las reglas prefijadas en los artículos siguientes: Ley de 3 de mayo 
de 1823, restablecida en 20 de enero de 1837, artículo 9. 


Los párrafos siguientes detallaban una a una las cláusulas de la real cédula de 
1805 que se referían a la forma cómo debían redimirse los censos en Cataluña, 
cuyo enunciado ya conocemos. 

La manera familiar con la que Elías y Ferrater habla de la redención de los 
censos a mediados del siglo XIX contrasta con laVisión estática ofrecida por Bro- 
cá y Amell a finales de siglo. En 18807 estos dos autores se preguntan: «¿Puede 
extinguirse la enfiteusis por redención? ». Y ésta era su respuesta: 


.. En Cataluñano pudo suponerse que á lasenfiteusis se les aplicara el principio 
de la redencion que existe para otras prestatibnes«ue son gravámenes para el 


Sobre este debate, Congost (1999) y Mirambell a 997). 
Elías y Ferrater (1864). 
Broca y Amell (1880). 
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posesor de la finca. Ninguno de sus jurisconsultos escribió sobre este punto, y 
ni siquiera lo mencionó. De aquí que en Cataluña, cuando el dueño directo, me- 
diante una cantidad, cede su derecho al enfitéuta, lo hace á titulo de venta.” 


Algunas de las explicaciones sobre por qué en Cataluña no habían sido redi- 
mibles los censos son muy interesantes. Por ejemplo, la teoría de que sólo habían 
sido considerados redimibles los censos de origen jurisdiccional y no los censos 
de los señores directos. Aunque se trata de una teoría fácilmente rebatible cuan- 
do leemos los textos legales, es cierto que las reacciones sucesivas de los propie- 
tarios catalanes ante cualquier noticia sobre proyectos de redención de censos 
—en 1851, en 1888— parecen más propias de una situación de irredimibilidad 
que de redimibilidad.£ En 1917 un abogado de Barcelona, Ángel Requena, cele- 
bró el hecho de que un colega suyo «separándose de la opinión común» hubiera 
conseguido que el tribunal declarase «que la ley aplicable era la de 1805 y des- 
pués el Código Civil». Y añade: «Es decir, que durante ochenta años se ha estado 
sostemendo todo lo contrario de lo que disponía la legislación vigente, sin que a 
nadie se le hubiera ocurrido desvanecer el error».? : 

De hecho, el gran argumento de los que a posteriori afirmaban que los cen- 
sos no habían sido redimibles es que no había noticias ni rastro de redenciones, 
es decir, que no habían sido redimidos. Quedémonos con este dato. Para noso- 
tros es suficiente para constatar que las leyes sobre redención de censos, que 
existían, no provocaron demasiadas expectativas entre los enfiteutas catalanes. 
No olvidemos que eran una multitud. 


Los CENSOS DESAMORTIZADOS EN SU PRIMERA ETAPA 


Si algunos censos han merecido cierta atención por parte de los historiadores, 
éstos han sido sin duda los censos desamortizados. Hasta el punto de que a veces 
parece que fuesen los únicos existentes, A pesar de esto, entre los numerosos es- 
tudios realizados sobre la desamortización de Mendizábal, son muy pocos los 
que han concedido un papel: Televante> y específico a las ventas o redenciones de 
estos censos. 

s e ES 
7. Brocá y Amell (1880). 


8. En uno de los últimos estudios específicos sobre censos catalanes, Mirambell (1997), 
p. 185, hace notar también quen no hubo ninguna sentencia anterior del Tribunal Supremo so- 
bre esta cuestión. 

9. Requena (1917), p. 136. 
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Basta leer y aplicar unos sencillos cálculos a las estadísticas que ofrece el Dic- 
cionario de Madoz —las mismas estadísticas que a menudo han servido de base 
en los balances sobre la desamortización — para darse cuenta de su importancia. ! 
Recordemos que estos datos, elaborados a mediados de la década de 1840, sólo se 
refieren a los bienes desamortizados por Mendizábal. El valor de los censos de- 
samortizados representaba aproximadamente el tercio del valor dé los bienes 
desamortizados. Sólo en 9 provincias españolas el valor de la tasación de los cen- 
sos suponía una cantidad inferior al 20 por 100 al valor global de los bienes des- 
amortizados: Ávila, Burgos, Córdoba, Jaén, León, Palencia, Salamanca, Soria y 
Toledo. En catorce provincias el valor de los censos representaba una cantidad 
superior al 40 por 100 del valor global: Barcelona, Castellón de la Plana, Ciudad 
Real, La Coruña, Guipúzcoa, Huesca, Lérida, Lugo, Mallorca, Navarra, Orense, 
Pontevedra, Tarragona y Zaragoza. Además, el hecho de que en esta lista no figu- 
ren provincias como Gerona u Oviedo sugiere que el valor real de los censos ex- 
cedía en algunos casos el valor reflejado en los cuadros de Madoz. 

Hace algunos años Díez Espinosa llamó la atención sobre el silencio y la 


confusión que habían reinado sobre el tema de los censos en los estudios sobre la 
desamortización relativos a este período. * AT] preguntarse por las razones del he- 
cho denunciado, el autor señala que los historiadores habíamos sido víctimas de 
dos erróres o ilusiones: primera, la «ilusión de la subasta pública», y segunda, la 
«ilusión de la propiedad plena». Es decir, a los historiadores sólo parecía intere- 


adir 


sarles el proceso subastador y el cambio de manos de las fincas. Podemos 3 
aún otro obstáculo: los pocos historiadores que se han interesado por el tema han 
tendido a pensar en la existencia de censos como un pr oblema y en la redención 
de censos como una, medida liberadora y deseada por los censatarios.!? Nuestro 


10. Madoz (1845-1850). Ponemos el ejemplo de Barcelona para dar cuenta del cálculo 
que bemos realizado para cada una de las provincias españolas a partir de la tasación de los 
bienes procedentes del clero: 
Finales de julio de 1845. 
Bienes vendidos. Tasación: clero regular (383 fincas): 31.463.240 reales; clero secular: 
(125 fincas): 4,372.890 reales. Total: (508 fincas): 35.836.130 reales. 

Para vender: clero regular (34 fincas): 1.982.250 reales; clero secular (651 fincas): 
7.236.470 reales. Total: (923 fincas): 9.218.720 reales. 

Total. Fincas que poseía la Iglesia: 45.054.850 reales; foros y censos: (39.065 fincas 
afectadas): 39.352.870 reales. Total (suma valor fincas y censos): 84.407.720 reales. 
Cálculo del porcentaje del valor de los censos sobre el total: 46,62. 

11. Díez Espinosa (1993). 

12. Díez Espinosa (1993). Puede verse, por ejemplo, en estos dos párrafos del trabajo ci- 
tado de Díez Espinosa: «De la misma manera que la legislación desamortizadora no acertó a 
solucionar el problema censal, y éste sobrevive en gran parte a la revolución española, la histo- 
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enfoque va a ser distinto. Si los censatarios hubieran realmente querido redimir 
sus Censos desamortizados, el proceso de redención hubiera sido bastante rápido 


y exitoso, porque, como veremos, las leyes desamortizadoras pusieron las bases 
para su realización. Por otro lado, si hablamos del pr oblema de los censos, es de- 
cir, si vemos la existencia de los Censos comió problémática. hémos de hablar del 
conjunto de los censos, es decir, no sólo de los censos desamñortizados. 

Pero las leyes liberales, al proponer la_ capitalización de los censos a un 1.5 
por 100, no parecían contemplar la existencia de los censos como un problema. 
Y es demasiado simplista pensar que los censos acabaron con las leyes de reden- 
ción del siglo XX. Desde esta perspectiva global, e lento proceso de redención de 
los censos desamortizados, con unas condiciones : siempre mucho más favorables 


para 1 Ta re redención que las de los censos laicos, y con un señor —el Estado— se- 


guramente m más amenazante y coercitivo que la mayoría de los señores, permite, 
cuando menos, plantear algunas dudas sobre la supuesta voluntad generalizada 
de los censatarios de redimir sus rentas. 

Vamos a seguir, pues, este proceso. Desde el primer momento, la legislación 
desamortizadora trató específicamente el tema de los censos. Aunque en el de- 
creto desamortizador de 19 de febrero de 1836 sólo se habla de fincas, que se 


pueden dividir en suertes, la instrucción dal 1 de marzo al mismo año ya prevé 


(art. 33) la a Subasta se verificaría con la condición (primera) de «que An las car- 
gas a que esten afectas las fincas serán de cuenta del comprador», expresándose 
las que sean. 0 


Art. 53. «Tampoco tendrá lugar en estas ventas recurso alguno de tanteo, 
retracto ú otra preferencia, ni contra ellas se admitirán demandas de lesión u 
Otras dirigidas a invalidarlas, ni se adeudará laudemios ni reintereses.» 


Cuatro días después, un nuevo real decreto proclamó: 


Art. 1. Se declaran en estado de redención desde ahora todos los censos. 
imposiciones y cargas de cualquiera especie y naturaleza, que pertenezcan á 
las comunidades de monacales y regulares, así de varones como de religiosas 


riografía de la desamortización tampoco ha sabido plantear de manera adecuada el tratamien- 
to de la desamortización de censos.» «Si hubo que esperar hasta el siglo xx —1926 en Galicia 
y ll República en Cataluña, por ejemplo— para que las graves cuestiones censales fueran defi- 
nitivamente reguladas, ignoro cuando la asignatura pendiente de los censos será aprobada por 
la historiografía de la desamortización.» 
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cuyos monasterios, ó conventos hayan ya sido, o sean en adelante suprimidos, 
y sus bienes de todo género aplicados á la Nación y mandados vender por mi 
R. D. de 19 del mes pasado. 


El 10 de abril de 1836 se expidió una real orden, cuyo objetivo era ofrecer 
nuevas aclaraciones sobre el tema: 


Que en las cargas expresadas ... se comprenden los censos de toda especie, 
“sin-que el acto de los bienes nacionales, ni el traspaso de su propiedad, pueda 
perjudicar ni lastimar nunca los derechos de los respectivos censualistas, de- 
biendo mantenerse en toda la fuerza y vigor que concede la legislación vigen- 
te en este ramo. 
Que las ventas de las fincas rústicas y urbanas que hoy se hallasen an 
en enfiteusis y foros, no han podido ni pueden verificarse m entenderse sino en 
el dominio directo, y nunca en el útil, que continuará disfrutando el enfiteuta 
en los términos de la estipulación ó contrato existente, 
3) que esto es extensivo a los foros dados por tres o más vidas. 
4) que los derechos enfitéuticos y forales pertenecientes a las comunida- 
des suprimidas puedan redimirse no obstante su perpetuidad. E 

5) que¡toda vez que el dueño ó poseedor del dominio útil en las fincas de 
que trata la aclaración precedente, no se prestase á la invitación, se sa- 
quen a pública subasta las respectivas cargas perpetuas, previa la for- 
mación de sú capital, rematándose en el mejor postor en los términos y 
bajo las bases que están acordadas para los bienes nacionales en el 
R. D. de 19 de febrero de 1836. 


La desamortización de los censos en la etapa Mendizábal ha sido estudiada en 
Galicia, Asturias y Valladolid y de una forma más dispersa en Aragón y otras áreas. 
Los autores parecen coincidiren que en una primera etapa no hubo mucho movimien- 
to de censos y que en todo caso, las ventas de éstos fueron muy superiores a las reden- 


meno: Moro, 
) por 100 era 


ciones. Pero no se han puesto de acuerdo en la interpretación del fe 
que ha estudiado el tema en Asturias, piensa-que la capi alización al] 
demasiado alta para los enfiteutas, pero Villares le recuerda que los títulos con los que 
se podía pagar se hallaban muy devaluados; este último autor paréce elas por 
una razón más simple; la administración prefiriólas subastas a la redención.!3 Pero 
este argumento, que sería bastante definitivo si la mayoría de los compradores decen- 
sos hubiéran sido sus pagadores, no lo es cuando esto nio ocúrre de este modo.!* 


13. Villares (1988, 1994). 
14. Noloes, por ejemplo, en Orense y en Gerona. 


e 
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EL ESTADO, ADMINISTRADOR DE DERECHOS FEUDALES 


Quisiera presentar otra cara de las medidas liberales sobre los censos desa- 
mortizados, mucho menos conocida y mucho menos cuantificable, pero muy 
elocuente. Las disposiciones relativas a la venta o redención de censos ¿pudieron 
significar un recrudecimiento de las condiciones de los censatarios? Hay un tipo 
de actuaciones que invitan a pensar que sí. Desde 1838, como mínimo, se hacían 
llamamientos oficiales —a través de los boletines oficiales provinciales— para 
que los censatarios pagasen sus deudas.!5 El 24 de noviembre de 1839, el minis- 
tro de Gracia y Justicia, asegurando actuar de acuerdo con lo manifestado por el 
Tribunal Supremo de Justicia, declaró: 


Perteneciendo al Estado las rentas y arbitrios de amortizacion, se conti- 
nuará procediendo en los apremios y ejecuciones contra los deudores de este 
ramo en los mismos términos y según el sistema uniforme que se halla estable- 
cido para la recaudacion de contribuciones y débitos á favor de la Hacienda 
pública, de cuyos derechos y privilegios goza plenamente aquel ramo. 


En los boletines oficiales provinciales de 1840 y 1841 se podían leer «Anun- 
cios» que recordaban un decreto de junio de 1840 donde «se invita a todos los 
prestamistas de censos y censales» a satisfacer el pago de las pensiones. ¿Cómo 


fueron percibidas todas estas reclamaciones por la mayoría de la población? 


Un hecho es evid 


do chocó. 


: la existencia de numerosos censos en manos del Esta- 
a dificultad de su gestión. Puede ser suficiente enunciar algunas 


- noticias. En Cataluña, por ejemplo, algunos funcionarios del Estado liberal estu- 


vieron tentados, en plena década revolucionaria, de recuperar la figura de baile 
de sac. Pensaban que la restauración de estos colectores de rentas señoriales, ex- 


nuidad en el cobro de las rentas.!% Enfrentamientos como el que hemos visto en 


el capítulo anterior entre la administración y los notarios, a los que se acusaba de 


| con los enfiteutas, también pueden ayudar a explicar la falta de inte- 


15. En el Boletín Oficial de la Provincia de Gerona de 21 de agosto de 1838 se mandó 
pregonar en todos los pueblos un día festivo al salir de la misa mayor que había un plazo de 
ES días para pagar «censos». 

16. Los «bailes de sac» tradicionales, «expertos» en la materia, cobraban un 10 por 100 
de las rentas. La administración de los bienes desamortizados, en cambxro, solo preveía un 
4 por 100. Por esta razón, desde Gerona se veía la recaudación de los censos desamortizados 
como un fracaso seguro. 
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rés de los censatarios en la redención y, por lo tanto, por qué hasta 1848 fueron 
más numerosas las ventas que las redenciones de los censos desamortizados. 

ET problema era bastante general, como lo prueba la consulta de los diarios 
de las Cortes. El 11 de diciembre de 1844, después del debate sobre el discur- 
so de la Corona, en el que un diputado había llamado la atención del Gobierno 
sobre los abusos del Estado como señor feudal, el recién estrenado 1 ministro de 


Hacienda Alejandro Mon resolvió: 

A este Ministerio de mi cargo han acudido los Ayuntamientos de Alcañiz 
y otros pueblos de esta provincia, haciendo presentes las extorsiones que st- 
fren con los apremios para el pago de censos y prestaciones que, ó no están 
fundados en títulos legítimos, ó deben considerarse como suprimidos en vir- 
tud de las leyes sobre señoríos. Enterada S. M., y en vista de que se instruye 
á la sazon el oportuno expediente acerca del particular, ha tenido á bien dis- 
poner que V. $. exija solo la sangacaión de los derechos de aquella clase 
cuya legitimidad sea incontestable, ó su posesion no admita contradicción, 
procediendo siempre con las consideraciones reclamadas por la situación 
particular de los contribuyentes y compatibles con las urgencias públicas; 
siendo la Real voluntad que respecto de aquellos otros que aparezcan como 
dudosos ó tengan el carácter de señoriales, suspenda todo procedimiento has- 
ta su definitiva resolución. Dirigido al Señor intendente de la provincia de 
Teruel. 


El tema no tardó en reemprenderse. El 24 de febrero se dispuso un nuevo real 
decreto sobre el cobro de censos por el Estado, que aseguraba haber tenido en 
cuenta las quejas procedentes de Aragón y Cataluña. Fue publicado el 7 de marzo: 


He dado cuenta á la Reina de las reclamaciones que por conducto de sus res- 
pectivos Diputados á Córtes han hecho al Gobierno diferentes pueblos de las 
provincias de id y Cataluña, sobre el rigor con quesoR a pera el 
aa no obstante de que muc mos E ellos, óson da una existencia du- 
dosa, ó han caducado con el tiempo, ó han sido ya redimidos con anterioridad, 
óno están suficientemente justificados, ó por último, deben considerarse como 
extinguidos en virtud de las disposiciones vigentes en materia de señoríos, y no 
observándose tampoco para su exaccion las disposiciones prevenidas por la 
Real orden de 15 de Mayo de 1838. 


Y ésta fue la conveniente respuesta de S. M.: 
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...se ha servido disponer que los intendentes de todas las provincias del Reino, 
al verificar la exaccion de pensiones por razon de los censos de que se trata, pro- 
cedan ejecutivamente y sin detenerse por cualquiera reclamacion de los intere- 
sados, nada más que respecto de aquellas de quienes Ó existan las escrituras de 
imposicion, ó resulte Su'toma de razon-en la. Contaduría de hipotecas; ú bien 
conste que estaban en vigor á la extincion de las comunidades; entendiéndose 
estas medidas no obstante sin perjuicio de las gestiones que los censatarios se 
crean en el caso de hacer ulteriormente, y persiguiendo siempre á los poseedo- 
res de las hipotecas afectas á dichazpensiones, que relativamente á las otras en 
quienes no concurran tales.cirCunstaneías, ó que por razon del tiempo transcu- 
rrido desde que no se recaudan haya algun fundamento para considerarlas como 
no subsistentes, ó tengan el carácter de derechos señoriales de los suprimidos 
por los decretos vigentes en este punto, se forme, con suspension de los procedi- 
mientos, el expediente gubernativo que previene la Real orden de 15 de Mayo 
de 1838 de que se ha hecho mencion, procediéndose con arreglo á las disposi- 
ciones segunda y tercera de la misma; y por último, que todas las veces que apa- 
rezcan títulos suficientes para considerar extinguido ó amortizado el censo, de- 
recho ó prestacion cuyo pago se reclama por el Estado por cualquiera de las 
razones indicadas, se consulte á la superioridad para la resolucion que corres- 
ponda, observándose además las órdenes é instrucciones vigentes en la materia, 
y que no contraríen á lo prevenido por estas medidas. 


El 14 de abril de 1845 se abre una nueva discusión en las Cortes. El diputado 
Manso aseguraba haber recibido continuas reclamaciones de la Junta de propie- 
tarios de la provincia de Bartélona, «en las que se expresan los atropellos y vejá- 
menes que por la amortización se cometen». Manso intenta resumir sus argu- 
mentos: 


secular como regular, adquirió los bienes sujetándolos á las 
leyes comunes, y los censatarios se obligaron á pagarles bajo la garantía de 
que someterían á los tr ibunales ordinarios cualquiera cuestión que sobre ellos 
se liti gara. Con ¡esta obligación ha cumplido el clero por espacio de tres siglos: 
y áun ha hecho más; daba plazos y respiros á los infelices que por cualquiera 
causa ño pódian cubrir sin grave perjuicio de sus intereses el pago de sus débi- 
tos, y Se contentaba con cobrar uña pension vencida y otra corriente. 

de 24 de Febrero no satisface tampoco, porque en ella solo 
se trata del cobro de los censos ó censales dudosos que la amortización supone 
percibían las comunidades religiosas, y con ella siguen los mismos atropellos 
y vejámenes, sin tenerse en consideracion que puesto que la amortizacion, que 
no debe ser juez y parte, deriva su derecho de las comunidades religiosas, y és- 


tas se : presentaban antel los tribunales á á sostener sus cuestiones, lo mismo debía 
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hacer la amortización; pero lejos de esto, apremia y arruina á los infelices la- 
bradores obligándoles á hacer el pago de los « censos és censales audosos... 


El ministro Mon respondió un poco airado. El Gobierno había hecho todo 
cuanto podía hacer. Si los diputados disponían de pruebas de que las providen- 
cias no se cumplían, que las presentasen. También €l tenía pruebas de los abusos 


de los censatarios: 


En Cataluña solo, en el distrito de Poblet, se han ocultado más de 500 ó 
600.000 reales, y cuando el Gobierno se encuentra con estas reclamaciones, 
deber es suyo velar, al mismo tiempo que debe proteger los intereses particula- 
res, por los intereses públicos de la Nacion. Este es su deber, sin desatender, 
repito, la proteccion que merecen los particulares. 


Después de oír al ministro, otro diputado, Orense, se mostró disconforme: 


Las quejas que [el Sr. Ministro] cree pequeñas son grandes y generales en 
toda España: La Hacienda en esas propiedades ni tiene mi puede tener otro 
concepto que el de sustituta de las comunidades religiosas que se extinguie- 
ron. Pues bien, señores; (esas comunidades) ¿tenían el derecho de decidir ellas 
definitivamente y de una manera especial, como lo hace la Hacienda, sobre las 
reclamaciones que pudieran entablar los censualistas? No; luego la Hacienda 
tampoco debe tener ese derecho. Y es tanto más extraño que la Hacienda resis- 
ta acudir á la justicia ordinaria, cuanto es el mismo Gobierno quien da esa jus- 
ticia al país. Que los particulares resistieran acudir á los tribunales ordinarios, 
parecería disculpable, porque dirían: «usted es quien me juzga, porque es Vd. 
quien nombra esos jueces». Pero el Gobierno, vemos aquí que no se aviene á 
que decidan esas reclamaciones los jueces á que se sujetaban las comunidades 
religiosas extinguidas. A esto no se yo qué se pueda contestar. 

se dice: «no se podrá dejar de cumplir mientras no conste que no se pagaba á 
las comunidades». ¡Pues si ese es el pleito; sieso es lo que hay que decidir: por 
qué lo han percibido las comunidades. religiosas! Porque, señores, ha bastado 
encontrar un libro viejo de un convento, en que se decia «tal familia pagaba 
tanto», pero no se decia si lo pagaba por limosna, por donacion ó porque le 
daba la gana. No consta.sino que pagaba, Y dicen los intendentes: «aquí hay un 
asiento en un libro viejo, gue dí ce que pagaba tanto, pues pague Vd.». De modo 
que al asiento de un fráile se le da más fuerza” que A úna escritura pública. 


He aquí, pues, materiales para un estudio que aún no ha sido realizado. El Es- 
tado 'actúando como señor directo, como señor. feudal. Este eso habría que 
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completarlo con otros sobre el comportamiento de algunos de los compradores de 
Censos desamortizados. Las 1 mismas quejas que los pueblos manifestaban contra 
el Estado podían manifestarse contra compradores de dominios directos que se 
habrían convertido, en plena é época liberal, y haciendo uso de las leyes liberales, 
en RUEVOs señores. 17 

Sería necesario integrar toda esta problemática en el estudio sobre la desa- 
mortización de censos. Este clima de enfr entarniento entre unos censatarios poco 
dispuestos a pagar sus rentas feudal les y un Estado asumiendo el papel de señor 
feudal ¿no pudo contribuir a la escasez de redenciones de censos antes de la ley de 
18557 Esta escasez aún resulta más sorprendente si tomamos en consideración el 
carácter coercitivo y amenazador de algunas medidas dictadas en esta época, so- 
bre todo entre 1848 y 1851. Por ejemplo, una orden del 18 de julio de 1850 del 
Ministerio de Hacienda establecía que aquellos colonos de fincas procedentes 
de monasterios y conventos que no hubieran redimido sus rentas, por la ley del 31 de 
mayo de 1837, debían acreditar su derecho a conservar el dominio útil. Si no lo 
hacían en seis meses se procedería a «alienar las fincas como libres». 


La DESAMORTIZACIÓN DE CENSOS DESPUÉS DE 1855. 
La BÚSQUEDA DE CENSOS «DESCONOCIDOS Y DUDOSOS» 


La ley de 1 de mayo de 1855, también conocida como la Ley de la Desamor- 
tización civil o de Madoz, establecía - nuevas condiciones para la redención de 
censos desamor tizados, esta vez mucho más favorables a los censatarios; si la re- 
dención se efectuaba al contado, la capitalización sería del 10 por 100 si el valor 
del censo no e excedía los 60 reales, y del 8 por 100 si el censo era dé valor supe- 
rior, El proceso | era un poco más costoso si el pago se efectuaba a plazos. La ley 
preveía | un plazo. de tan sólo seis meses para efectuar la redención. Transcurrido 


este tiempo, «se procederá a la venta de los censos en pública subasta bajo los 


mismos tipos y condiciones establecidas» para la redención. Especialmente i inte- 
resante resulta el artículo eferente a los atrasos: > 


Ar. l 1 Se e perdonan los atrasos que adeuden los censatarios, ya procedan 
“de que no%e hayan reclamado en los últimos cinco años, ya de ser los censos 


17. En Congost (2001) hemos estudiado el caso del comerciante Rosés, que compra los 
120 censos procedentes del Priorato de Cerviá de Ter y se convierte de este modo en nuevo se- 
ñor directo de casi todos los vecinos del pueblo 
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desconocidos ó dudosos, o ya de cualquiera otra causa, con tal de que se con- 
fiesen deudores de los capitales ó sus réditos. 


Censos desconocidos o dudosos: toda la legislación que siguió parece res- 
ponder a un afán dotectivesco del Estado para conseguir la redención de este tipo 
de censos. Vamos a verlo con algunos ejemplos. El 15 de mayo de 1835 un real 
decreto había creado la «Dirección general de ventas». La instrucción de 31 de 
mayo de 1855 para el cumplimiento de la ley del 11 del mismo mes sé refería, en 
su título primero, a las funciones de esta dirección general: 


Art. 61. Promoverá la investigación de las fincas, censos, foros y demás 
propiedades que se hayan ocultado, para que, sin más demora ¿que la indispen- 
sable, se incaute de ellas el Estado. 

Art. 71. Vigilará constantemente sobre el puntual cobro de las rentas perte- 


necientes al Estado, y procurará el aumento de ellas en los contratos sucesivos. 


Cuando ya habían transcurrido los seis meses señalados para la redención, y 
dados los decepcionantes resultados, se creyó necesaria una nueva ley, el 2 de 
enero de 1856, que autorizaba a toda persona a denunciar la ocultación u ostenta- 
ción de bienes nacionales, con opción al premio correspondiente a los investiga- 
dores. Una nueva disposición, el 27 de febrero de 1856, para esclarecer algunos 
puntos de la del 11 de mayo del año anterior, se refería también, en dos artículos, 
alos censos dudosos: 


Art. 71. Se condonan todos los atrasos de réditos á los censatarios y demás 
pagadores de gravámenes desamortizados que adeudan más de tres anualida- 
des, contando hasta 11 de Mayo último, y los laudemios devengados por ventas 
realizadas con anterioridad á dicha fecha y que no se hayan pagado. Este per- 
dón se entenderá con la obligación de redimir respecto á los censatarios de 
censos conocidos, y con la de redimir ó de reconocer el capital, obligándose á 
pagar los réditos sucesivos, tocante á los de censos dudosos é ignorados, uno y 
otro dentro del plazo de esta ley. Se considerarán dudosos para el indicado ob- 
Jeto aquellos que ni hubiesen pagado los réditos ni se les hubiese reclamado, 
ya judicial, ya gubernativamente, en los últimos cinco años que han vencido en 
11 de Mayo. 

Art. 81. Los usufructuarios de fincas afectas á censos dudosos ó ignorados, 
gozarán del beneficio concedido en el artículo anterior, si hiciesen la declara- 
ción del gravamen; pero esta no perjudicará por sí sola al propietario para el dia 
en que se consolide el usufructo. Para que pueda gozar del beneficio de la re- 
dencion en los censos en que la propiedad está separada del usufructo, se con- 
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cede preferencia para efectuarla á los propietarios, y en segundo lugar á los 
usufructuarios: si redime el primero, tendrá derecho á cobrar los réditos del 
_ usufructuario durante el usufructo: si el segundo, quedará este dueño del censo 
(él ó sus herederos), y cobrará los réditos del pr dd to cuando termine el 
derecho del usufructiario; == > E 


Especialmente largo era el artículo 12 de esta ley, en el que se daban cuatro 
reglas para la redención de «los censos enfitéuticos establecidos en Cataluña, los 
especiales en la ciudad de Barcelona; stu-huerto y viñiedo, los foros y subforos en 
Galicia, y los que existan iguales ó parecidos en cualquier otro punto de la Penín- 
sula é islas adyacentes», que tenían en cuenta los distintos grados intermedios de 
dominios. El artículo 14, finalmente, volvía a referirse, de hecho, a los censos 
desconocidos, ya que eximía de la obligación de presentar documentos a los cen- 
satarios. La redención basada en una simple declaración no significaría, sin em- 
bargo, el fin de las investigaciones realizadas: 


Art. 14, No se exigirá documento alguno ni prueba al que solicite la reden- 
cion de un censo, efectuándose ésta al tenor de su declaración, si por las ofici- 
nas no se acreditase que es mayor u capital. Esto sin perjuicio de las investiga- 
ciones que puedan hacerse en lo sucesivo y de la responsabilidad á que 


quedan sujetos el censatario y la finca afecta, si debiese mayor cantidad. 


La ley de 15 de junio de 1866 amplió el plazo de redención, ya que declaró 
redimibles los censos hasta lá misma finalización del acto de la subasta. 


Art.11. El derecho de redimir los censos y demás cargas permanentes que 
correspondan al caudal de bienes declarados en estado de venta por las leyes 
de desamortización y graven la propiedad inmueble, podrá reclamarse hasta el 
acto de la subasta, debiendo suspenderse el remate si el censatario solicitare 
la redención antes de haberse terminado. 


Esta ley tiene también su artículo dedicado a los censos desconocidos o du- 
dosos: 


Art. 51. Se condonan los atrasos que hasta la promulgación de esta ley 
adeuden al Estado los censatarios que, para gozar de los beneficios que conce- 
de, se confiesen deudores de capitales ó reditos de censos desconocidos ó du- 
dosos para la administración, entendiéndose como tales los que hasta la misma 
fecha no hayan sido reclamados. 
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La Primera República quiso cambiar estas prácticas. El decreto de 29 de 
mayo de 1873 suprimió los investigadores de bienes nacionales de las provin- 
cias, pero estos últimos fueron restablecidos, uniéndose el cargo al de los comi- 
sionados, el 31 de enero de 1874. La ley de 11 de julio de 1878 revocó el artículo 
71 de la ley de febrero de 1856 sobre redención de censos desamortizados, dispo- 
niendo nuevas condiciones -—10 por 100 si no excedían de 15 ptas. y se pagaban 
al contado para la redención, y haciendo nuevas alusiones a los censos desco- 
nocidos, respecto a los que se reiteraba que se admitían las redenciones según la 
declaración que hiciesen los interesados, «no teniéndose sin embargo, por redi- 
mido más capital que el declarado». Esta ley convirtió a los registradores de la 
propiedad en investigadores involuntarios de este tipo de censos. 


Art. 8. Los Registradores de la Propiedad darán conocimiento a los Jefes 
económicos de los censos que consten a favor del Estado y de Corporaciones 
sujetas a la desamortización, siempre que así lo observen al inscribir los docu- 
mentos que se les presenten. : 


La ley, de 23 de julio de 1885 introducía algunos pequeños cambios en las 


condiciones de la redención y concedía una rebaja del 10 por 100 a los que redi- 
mieran los censos en el plazo de un año. El real decreto de 5 de junio de 1886 se- 
alaba un muevo plazo de seis meses para la redención y disponía que a los que la 
realizasen al contado les serían perdonadas las pensiones adeudadas; también se 
señalaba que no haría falta presentar la certificación del Registro de la Propiedad, 
con lo que los censatarios podrían redimir sus fincas sin necesidad de inscribirlas. 


En uno de sus artículos se alude por enésima vez a los censos desconocidos: 


Art. 61. Se entenderán como desconocidos o ignorados por la Administra- 
cion, al efecto de otorgar la transmisión, aquellos censos o cargos acerca de los 
cuales no conste antecedente alguno en los inventarios de incautación y per- 
mutación; en las relaciones de fincas, facilitadas por las Corporaciones civiles 
y eclesiásticas en cumplimiento de las leyes! desamortizadoras, o de las noti- 
cias facilitadas por los Registradores de la Propiedad, en cumplimiento de ... la 
ley de 11 de julio de 1878; y tambien los que, aun constando su existencia por 
algunos de los medios expresados, no hayan sido reclamados o satisfechos du- 


rante los cinco últimos años. 12... 


ms e 7 


En el mismo real decreto se recordaba a los registradores que tenían que ha- 
cer constar en las escrituras que se inscribían en sus oficinas las cargas o gravá- 
menes a favor del Estado, «sin que obste que en el documento que se presente 
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para la inscripción se exprese que los bienes están libres de cargas». También se 
disponía que la administración podría 


nombrar investigadores o comisionados especiales, para obtener todos los an- 
tecedentes relativos a la existencia de censos y cargas en favor del Estado, a 
cuyos funcionarios les serán exhibidos con tal objeto los libros antiguos y mo- 
dernos del Registro de la Propiedad. 


Pero la novedad más importante del decreto del 5 de junio de 1886 era que 
otorgaba las mismas condiciones a los que a partir de aquella fecha solicitasen la 
adquisición de censos. Las transmisiones de censos se concederían sin exigir cer- 
tificación del Registro de la Propiedad, aunque en este caso los trasmisionarios 
no estarían obligados al pago de ninguna anualidad atrasada; se concedía a los 
dueños de las fincas censidas el derecho de retracto en el plazo de un mes desde 
que se les notificase, personalmente o por medio del periódico oficial, la reden- 
ción; y si ejercitaban tal derecho, se concedería al transmisionario el 25 por 100 
de lo que ingresara el retrayente en el Tesoro por capital y pensiones. Este decre- 
to merece el siguiente comentario de Sánchez de Ocaña: 


Este R. D. de 1886 ha sido duramente censurado, y en nuestra opinión con 
fundamento, no sólo porque señaló un plazo brevísimo para la redención y 
para el retracto, atendiendo el estado de depreciación de las fincas, especial- 
mente las urbanas, y el angustioso estado de muchos propietarios, así como 
para que éstos pudieran encontrar los documentos justificativos de la reden- 
ción de muchos de ellos, en los cuales, por esta circunstancia, se han pagado 
debidamente los atrasos, sino también y principalmente porque dió lugar á es- 
candalosos lucros, toda vez que el adquirente, con sólo satisfacer á la Hacien- 
da el primero de los plazos del importe de la capitalización, tenía derecho al 
percibo de las pensiones de 29 anualidades y un tercio, que ascendían á una 
cantidad fabulosa comparada con aquél, conservando además la propiedad del 
capital censal y el derecho á seguir percibiendo las pensiones anuales. 18 

Y, muchos años después, con relación a este decreto, se coló este escueto co- 
mentario en la" Enciclopedia Espasa: «ha servido para hacer de la solicitud de 
transmisión*e censos desamortizados un negocio seguro». 

En 1872 un estudio de Francisco Corbella, un «funcionario cesante» que pa- 
recía conocer muy bien la realidad de los censos en Castellón de la Plana, presen- 


18. Sánchez de Ocaña (1 892), p. 75. 
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taba un estado de la cuestión referente a esta provincia.!? El Estado se había in- 
cautado de 19.651 censos castellonenses, pero sólo percibía los réditos corres- 
pondientes a 1.694 (es decir, un 8,6 por 100). Y esto «a pesar del tiempo transmi- 
tido y de lo beneficioso de las leyes». Corbella sólo entreveía una solución: una 
nueva reforma que abaratase aún más las opera aciones de redención de los cen- 
SOS. Propone que los censos de mayor cuantía (que desde 1859 se capitalizaban 
al 6,5 por 100) se capitalizasen al 9 por 100 y los de menor cuantía a112 por 100 
(8 por 100 desde 1859). Corbella calcula que la capitalización propuésta supon- 
dría, en relación a la anterior, en la provincia de Castellón, una pérdida iéórica de 
1.514.623,80 pesetas. Pero, de hecho, se ganaría mucho más, puesto que los in- 
gresos se harían efectivos. El autor debía de opinar que la situación de Castellón 
de la Plana era excepcional, pues aventuraba un cálculo global para el país par- 
tiendo de la hipótesis de que la media de las 48 provincias suponía 2/3 partes del 
valor de los censos de Castellón de la Plana. Corbella también proponía una solu- 
ción respecto a los censos ignorados ó desconocidos: que se concediera a los 
censatarios 6 meses para su presentación. Transcurrido este plazo cualquiera po- 
dría denunciarlos y «colocarse en el lugar del censatario». 
¿Hasta qué punto el pesimista panorama dibujado por Corbella era aplicable, 
como él pensaba, al conjunto de la Península Ibérica? Vamos a intentar aproxi- 
marnos a las realidades de Cataluña y Galicia. 


LA REDENCIÓN DE CENSOS EN CATALUÑA Y GALICIA ” 

Si hay dos regiones en España, en las que el tema dé la propiedad imperfecta y 
dividida es ineludible, éstas son Cataluña y Galicia. En ambas realidades Tos den- 
sos o los foros persistieron durante- todo é Esiglo xix contradiciendo la tesis que 
defiende la revolución liberal como el triunfo indiscutible de la propiedad perfec- 
ta. Ño vamos a insistir en este tema, al qué ya hémos dedicádo un Capítulo de éste 


libro, pero sí es interesante el contraste entre las interpretaciones que en uno y 
otro caso ha generado el mismo hecho. En Cataluña, la opinión mayoritaria de los 


historiadores, y en general de los observadores contemporáneos,, ha sido que la 
persistencia de los censos enfitéuticos no representó ningún obstáculo para el 
desarrollo agrarió. Más áún, muchos opinaban que la enfiteusis había evitado la 
aparición de un proletariado rural. Este discurso había sido asumido por casi to- 
dos los sectores sociales en el Contexto de la Segunda República. En Galicia, por 


19. Corbella (1872). 
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el contrario, el fuerte movimiento redentorista de finales del siglo XIX alimentó un 
consenso bas tante generalizado sobre la necesidad de acabar con una situación 


consider, ida njusta desde un punto de vista social. 20 La historiografía de los años 
sesenta y nta del siglo xx, además, asentó un discuiso que insistía en relacio- 
nar el atraso agrañio con lá] persistencia de los. foros darante el siglo XIX. 

“Es evidente que la comparación entre lo Ocurrido en “ambas regiones puede 
dar mucho juego. Hace años Bartolomé Clavero intentó realizar este ejercicio, 
pero tomó como modalidad de censos catalanes a las rabassas, y esta circunstan- 
cia repercutió negativamente sobre etejercicio. 2 Perque a diferencia de los foros 
y de las enfiteusis, las rabassas; si bien pueden ser consideradas una variedad de 
la enfiteusis, no pueden merecer el calificativo de señorial. 

Veamos de una forma más detallada los resultados de algunas investigacio- 
nes llevadas a cabo sobre el período realmente decisivo para los censos desamor- 
tizados, la etapa posterior a 1855. El estudio de Galicia más detallado para esta 
época, el de Aurora Artiaga sobre la provincia de Pontevedra, revela que entre 
1855 y 1908 fueron redimidos un total de 11.625 censos y foros, de los cuales 
6.607 eran foros.?? Artiaga considera que se trataba de más del 90 por 100 de las 
rentas nacionalizadas, por lo que se podría hablar de éxito total de la medida. 
Pero las rentas nacionalizadas que Artiaga considera eran precisamente las que 
se cobraban en 1857. En todo caso, el cuadro ofrecido por Madoz en la década de 
1840 muestra un número mucho más elevado de censos y foros.2% 

Para Cataluña no disponemos de un estudio semejante. Pero sabemos que 
en la notaría de Hacienda de la provincia de Gerona se llegaron a presentar 
más de 12.000 expedientes de redención y que en 1864 ya se habían redimido 
cerca de 9.000 censos.?* Sabemos también que muchos censos no se llegaron a 
redimir nunca por una especie de huelga del notario de Hacienda” y tenemos 
noticias del poco éxito de algunas actuaciones de búsqueda de censos descono- 
cidos y dudosos.*% La publicación de un opúsculo sobre «los censos y censales 


o 


En los últimos años, Baz (1994) ha combatido la primera parte de este paradigma. 
Clavero (1982). Véase la crítica a este estudio en el capítulo 4 de este libro. 

Artiaga (1988). 

3. El cálculo del valor de los censos desamortizados sobre el valor total de los bienes 
desamortizados a partir de los datos de Madoz ofrece este resultado: 80,66 por 100. 

24. Congost (1999), p. 441. 

25. Congost (1999), p. 442. 

26. AHG (Notaría 3-849). En enero de 1859 el investigador principal de Propiedades y 
Censos del Estado pacta con el investigador subalterno del propio ramo que este último cobra- 
rá el 50 por 100 de todo lo que cobre el Gobierno. Pero reconocen que hasta el momento no 
han conseguido nada. 


WN 
SE 


7] 
Lo 
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del Estado» en una fecha tan tardía como la de 1910 revela que muchos de los 
censos procedentes de la desamortización no habían sido redimidos y que el 
argumento esgrimido por los enfiteutas ante su reclamación era el de la pres- 
cripción. El autor del opúsculo, un prestigioso notario gerundense, Emili Sa- 
guer, explica que había circulado entre los propietarios de Gerona una hoja im- 
presa que llevaba por título «Prescripción de los Censos del Estado», en la que 
un autor anónimo (seguramente en interés de algún transmisario, según el au- 
tor del opúsculo) quería demostrar «la imprescriptibilidad de los referidos cen- 
sos». La hoja parecía escrita, según Saguer, «no para convencer á letrados, 
sino para intimidar á propietarios». Saguer quería calmar y tranquilizar a estos 
propietarios: 


A causa de recientes transmisiones de censos y censales del Estado, otor- 
gadas por Hacienda en esta provincia, distintas personas nos han dispensado el 
honor de solicitar nuestra opinión respecto á la procedencia ó improcedencia 
de la reclamación de censos y censales, habiéndonos suplicado que diéramos á 
conocer en público nuestro dictámen acerca de un asunto que, á la ligera con- 
siderado, pudiera ser resuelto al revés de lo que procede.27 


¿POR QUÉ NO SE REDIMÍAN LOS CENSOS? 


Volvemos así a una pregunta que ya habíamos planteado: ¿por qué, si habían 
sido redimibles los censos, se habían redimido tan pocos ensos en Ca 


evidente, por una parte, que la alta capitalización propuesta p: para os censos lai- 
cos no er demasiado atrayente. Ya hemos visto; además, que en condiciones 
mucho más favor ables, como lo eran las que afectaban a los censos desamortiza- 


dos, muchos enfiteutas prefirieron cambiar de señor directo a redimir sus censos. 
Pero además, tenemos abundantes noticias sobre la negativa de los enfiteutas a 
pagar sus censos. .. Empiezan a ser numerosas las noticias que indican los proble- 


mas de los señores directos laicos para cobrar" Sus censos. 

Las vicisitudes de los censos de los marqueses de Castelldosrius puede ser- 
virnos de ejemplo. Esta familia había encargado un informe jurídico a un aboga- 
do para conocer las posibilidades de ¿obrar censos en Dosrius, un pueblo del Co- 


rregimiento de Mataró. El contenido.de los dús informes, uno redactado en 1885 
y otro en 1888, revela claramente de la a bi desconocia la Situación del 


27. Saguer (1910). 
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momento (por ejemplo, quiénes eran los censatarios) y constituye un buen ejem- 


plo. de las estrategias recomendadas por los asesores jurídicos de los señores di- 
rectos: 


lo más práctico y económico será citar á conciliacion á los prestadores de cen- 
sos para que reconocieran la existencia del dominio y pagasen algunas de las 
pensiones vencidas, perdonándoles las demas; y en caso de que esto no diera 
resultado, emprender formalmente un litigio contra dos Ó tres, respecto de los 
cuales, por ser los documentos más modernos, por haber declarado la existen- 
cia de los censos en actos inscritos en el Registro de la Propiedad, Ó por cual- 
quier otra causa, ofreciesen mayores probabilidades de ser vencidos ante el 
Tribunal, y de esta manera amedrentar á los demás. 


En el capítulo anterior hemos visto la contundente reacción de los notarios 
catalanes ante la ley que favorecía a los señores directos en el control de las tras- 
misiones de las fincas, y por lo tanto en el cobro de laudemios. También hemos 
visto la importancia que en la tradición jurídica catalana había tenido el control 
sobre la información pública. No es extraño, pues, que una de las pruebas más 
claras del deterioro del cobro de los censos por parte de los señores directos nos 
la proporcione la misma legislación hipotecaria y, en concreto, la reforma hipo- 
tecarla de 1909. La nueva ley continuó protegie do los derechos de los señores 
tabilientes en general, pero les ofreció una « especie de ultimátum: o 


- inscribían sus derechos en el Registro. en el plazo de cinco años (art. 401) O sus 


censos serían «cancelados por caducidad» (art. 402). La reforma de 1 909 permi- 
te, pues, comprobar hasta qué punto la resistencia pasiva de los enfiteutas —o el 
silencio de los señores-— había hecho disminuir la fuerza de la enfiteusis a co- 
mienzos del siglo Xx. Sólo el silencio de los señores directos explica la caduci- 
dad de los censos. En nuestro estudio Sóbre Cervia de Ter, dos señores directos 
antiguos del lugar, el marqués dé la Torre y el hacendado Vinyals dejaron pasar 
su última oportunidad de inscribir sus dominios directos en el Registro. También 
muchos estabilientes nuevos se abstuvieron. De los dos centenares de estableci- 


mientos de tierras de Cerviá firmados entre 1768 y 1862, sólo se habían inscrito, 
en 1914, noventa y.cinco. 28 Lai inscripción del censo no indicaba su pago. Pero la 
falta de 1 inseripción constituía a la prueba clara, a posteriori, de un largo período 
de impago. 

¿Qué an mientras tanto, en Galicia? Recordemos, en primer lugar que, 


28. Congost (2000). 
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a pesar de tratarse mayoritariamente de derechos de origen señorial, la realidad 
Jurídica de los foros había conocido una importante modificación en 1763. María 
Jesús Baz ha insistido en este hecho para combatir la imagen de una institución 
feudal y esclerótica. La 1 dec cisión de 1763 había asentado a los foreros en sus tie- 
rras pero al mismo tiémpo había agudizado el conflicto de clases, ya 1 que los fo- 
ristas no debieron aceptar fácilmente esta resolución. La única obligación de los 
foreros era continuar pagando las pensiones. Por otro lado, hecho de que 
los foros no hubieran sido declarados nunca redimibles, ni tan siquiera ala alta 
tasa del 1,5 por 100, revelaba una posición de fuerza favorable a los énfitéutas 
gallegos. Pero si la condición de redimibilidad separaba ambas realidades, lá3 le- 
yes | de i inscripción de censos y foros en los libros del Registro de la Propiedad 
eran las mismas. A falta de otros datos, la comparación entre el 1 impacto de la ley- 
de 1909 y algunas noticias procedentes de archivos señoriales extraídas del estu- 
dio de María Jesús Baz sobre la evolución de las rentas forales de la Casa de 
Alba, nos ha permitido ver más coincidencias entre la realidad catalana y gallega 
de las que habíamos supuesto, 30 

Baz aporta numerosas pruebas de los problemas y dificultades para el cobro 
de los foros y subforos a partir dé la década de 1890. Lo resume esté testimonio: 
«La verdadera dificultad del problema no estriba en que los dueños del dominio 
directo se niegan a redimir, pues que por lo general no desean otra cosa...».31 La 
conflictividad antiforalista que vive el duque de Alba consiste en la resistencia a 
no pagar foros. A Baz no le pasa por alto la importancia de la ley de 21 de abril de 
1909, que es vista como un refuerzo del régimen de los dominios forales de Gali- 
cia. Pero, al no hallarse inscritos los derechos reales de la Casa de Alba en los li- 
bros del Registro de Hipotecas y de la Propiedad, al duque no le quedó otra op- 
ción que los llamados juicios declarativos. La estrategia en estos casos era 
exactamente la misma que la de los señores catalanes. Como los marqueses de 
Castelldosrius, los representantes de la Casa de Alba sabían que se trataba de ele- 
gir bien —documentos en regla, útiles influyentes o timoratos— las demandas 
ejemplares. 2 


29. Baz (1994), 
30. Baz (1996). 
31. Baz (1996), p. 316. 
32. Baz (1996), p. 368. 
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LAS LEYES FRANQUISTAS Y EL FIN DE LOS CENSOS 


En 1976, cuando se cumplían:cincuenta años de la ley de redención de foros 
gallegos, Ramón Villares reconocía la inexistencia de estudios sobre los efectos 
de esta ley, que merecía el “calificativo de definitiva. 33 Éste ha sido el adjetivo 
preferido, casi unánimemente, por los historiadores que han escrito sobre foros 
gallegos en las décadas de los años setenta y ochenta. Sin embargo, la existen- 
cia de una nueva disposición legislativa en 1963, y su lectura, abre muchos inte- 

A - Sa : 
rrogantes sobre los efectos reales dela ley de 1926 y sobre el fin real de los foros. 
En el preámbulo de la ley de 1963 no se menciona la ley de 1926, si bien se habla 
de los intentos que había habido anteriormente. En cambio, se habla de los foros 
como de una institución viva, aunque negativa.35 En el mismo preámbulo se re- 
cuerda que el Código civil ya había previsto que los foros que se constituyeran 
después de su promulgación se regirían por las normas del censo enfitéutico —si 
eran perpetuos— o del arrendamiento —si eran por un tiempo limitado—. La ley 
de 1963 sólo se refería, por tanto, a los foros antiguos. «Había llegado el momen- 
to» de facilitar su extinción.36 Los compiladores reconocen que se inspiran en 
«los distintos proyectos legislativos» e incluso aludiendo, aunque sin nombrarla, 
a la ley de 1926, «las normas positivas que otrora intentaron la redención». No 
parece encerrar esta frase una valoración positiva del impacto de la ley, más aún 

33. El texto se halla reproducido en Villares (1982). 

34. Baz (1996), p. 383, cita este párrafo de A. Bouhier (1979): «Si nos atenemos a las 
condiciones en las que este campesinado accedió a la plena propiedad de las tierras forales, los 
términos tampoco varían. A pesar de los perjuicios sufridos y de la precariedad de sus medios 
materiales, lo cierto es que en general los términos impuestos no fueron nada benignos: los lle- 
vadores hubieron de redimir sus tierras con la consiguiente indemnización al directo, cuyo 
precio y condiciones eran fijadas además en «conciertos privados» en los que éste haría valer 
su condición superior potestativa a la vez que sacaba provecho de la avidez campesina. Todo 
ello sin poder contar con el beneficio de una solución del Estado, el cual, fiel a los movimien- 
tos de los rentistas, se abstiene de intervenir en el proceso. Cuando más tarde ya lo hizo fue 
precisamente para proteger al directo frente a la fuerza adquirida por las organizaciones anti- 
foristas proporcionándole las condiciones legales que le aseguraran una indemnización «sus- 
tancialmente justa». 

35. Las causas de esta visión negativa eran: «se han relajado los vínculos de afecto ente 
perceptor y pagados, no viendo este en el pago del canon o pensión más que una especie de tri 
buto propio de épocas pasadas, y un gravamen que pesa sobre su propiedad y dificulta su rápi- 
da y libre tramitación, perjudicando al crédito territorial». 

36. «Ha llegado, por tanto, el momento de facilitar la extinción de los subsistentes, bus- 
cando una fórmula que, sin detrimento de los derechos de los perceptores, permita a los paga- 
dores liberarse de la carga que el pago del cánon implica, sin hacerle, empero, demasiado gra- 
vosa esa liberación». 
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cuando afirman haber incorporado «los retoques que la experiencia aconseja, 
para darles mayor virtualidad y eficacia». 

La principal diferencia entre la ley de 1926 y la ley de 1963 no se hallaba en 
el tipo de capitalización de los foros, que era el mismo, sino en los plazos previs- 
tos para el proceso de redención y en la voluntad de su liquidación. La ley de 
1926 había previsto un plazo de 5 años para la redención y la ley de 1931 había 
prorrogado este plazo indefinidamente. La nueva ley establecía en su artículo 31 
que durante el plazo de 5 años a partir de la fecha de entrada de la Compilación el 
derecho de redención competía únicamente a los pagadores. Si el pagador no es- 
taba al día tenía que pagar las rentas atrasadas de los últimos cinco años con el in- 
terés del 4 por 100. Por cada año que dejara transcurrir debería pagar un año más 
de renta con el correspondiente interés. En 1926, el forero tenía que pagar el ca- 
pital de las rentas atrasadas. En 1963, transcurridos los cinco años mencionados, 
el forista podía exigir del forero la redención y también el pago de las rentas atra- 
sadas a contar desde los cinco años anteriores a la Compilación. Si transcurría un 
año y el forero no satisfacía el importe de la redención, se le consideraba renun- 
ciante a su derecho sobre la finca y ésta revertía al forista. En este caso, éste tenía 
que Satisfacer al forero el precio de la capitalización. Si el forista no ejercía el de- 
recho de redención durante el segundo quinquenio, se le tenía por renunciante 
del foro o gravamen sin derecho a percibir ningún tipo de indemnización. El ca- 
rácter liquidatorio de la ley se completaba con la aclaración de que en el futuro 
no podrían entablarse pleitos ni juicios sobre estos asuntos.?? 

En Cataluña también hubo una ley franquista, la ley de 31 de diciembre de 
1945, sobre «inscripción, división y redención de censos».35 En esta ley quedaba 
claro que la redención tenía que comprender la pensión y los otros derechos 
inherentes al censo, «incluso los llamados derechos dominicales». En los censos 
con dominio, el censalista tiene derecho a percibir: en primer lugar, la cantidad 
que resulta de capitalizar la pensión; si no se ha estipulado ningún otro tipo, se 
capitalizará al 3 por 100. Era el mismo tipo de capitalización contemplado en el 
Código civil de 1889 y en-la ley de 1945; y en segundo lugar, por la extinción de 
los derechos de laudemio, fadiga y otros inherentes al dominio, el censalista per- 
cibiría el importe de un laudernio al tipo pactado en la constitución del censo: si 
no se hubiera pactado, al 2 por 100 fuera de Barcelona, y al 10 por 100 si la finca 
se hallaba en el territorio enfiféutico. de.Barcetona. El laudemio se calcularía so- 
bre el valor total del inmueble, comprendiendo edificaciones, accesiones y mejo- 


37. Paz Ares (1966). 
38. Congost (2003). 


% 
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ras. El censualista percibiría también 1/40 de otro laudemio por cada anualidad 
transcurrida desde la última transmisión, es decir, desde el último laudemio. En 
todo caso, no podrían sumarse más de dos laudemios.32 

Si la comparamos con los proyectos de leyes anteriores, es evidente que esta 
ley franquista no había decidido regalar nada al censatario. Ello explica, segura- 
mente, su escaso impacto en la realidad. En nuestro estudio sobre Cerviá de Ter, 
hemos podido comprobar que en este pueblo los efectos de la ley de 1945 fueron 
nulos, La mayor parte de los censos habían sido cancelados de oficio. Y los cen- 
sos que habían sido redimidos antes de 1945 lo habían hecho en condiciones mu- 
cho más favorables que las previstas por la ley. 

A diferencia de lo ocurrido en Galicia, la Compilación del Derecho Civil es- 
pecial de Cataluña de 1960 no planteó ninguna novedad al respecto.*! Desde 
nuestro punto de vista, lo interesante es constatar otra vez el desfase entre las 
condiciones reales y las condiciones nominales relativas a la propiedad. Fue este 
desfase el que llevó al Parlamento de Cataluña, ya en la etapa democrática, a vo- , 
tar una nueva ley de censos, el 28 de febrero de 1990.4 En su preámbulo se cita, 
entre las razones que la h han hecho necesaria, la oportunidad de facilitar la «libe- 
ración de las Cargas de las fincas que actualmente aún se hallan gravadas con 


an inscritas en los libros del Registro de la Propie- 
dad». Unas. pocas anotaciones históricas asumen sin ningún tipo de matiz la ver- 
sión oficial de que la redención de censos en Cataluña había empezado en 1945 y 
se señala como finalidad de la ley «culminar el proceso normativo iniciado» 
aquel año. Las cláusulas relativas al valor de la redención de los censos ya cons- 
fituidos, son las mismas que en 1945: capitalización al 3 por 100 y doble laude- 
mio; y las cláusulas transitorias dedicadas a la posibilidad de cancelación de cen- 
sos en el Registro de la Propiedad y a la forma de evitar esta cancelación también 
recuerdan mucho la ley de 1945, ya que disponían que los censos inscritos en el 
Registro no prescribirían si durante los últimos treinta años se hubiera solicitado 
y obtenido alguna inscripción relativa a este derecho. La ley de 1990 concedía un 
plazo de cinco años para demostrar la vigencia de los censos. Pero especialmen- 
te interesante, por novedosa, resulta la diposición transitoria cuarta, relativa a 
quién podía tomar la iniciativa en la redención. En primer lugar, todos los censos 
podrán ser redimidos a petición del censatario. Pero, y aquí está la novedad: 


Pe e z 


39. Borrell (1948). 
40. Congost (2000). 

41. Compilació del Dret Civil Especial de Catalunya (1963). 

42. Jou, Mirambell y Quintana (1991), Téllez (1991), Mirambell ((1997), Congost(1999). 
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Els censos esmentats al parágraf anterior també han d'ésser redimits pel 
censatari a petició del censalista, un cop aquest hagi acreditat la vigencia del 
seu dret, d'acord amb les disposicions transitóries precedents. 


Por primera vez en la historia de Cataluña los señores directos pun obligar 
a los censatarios a redimir sus censos. Éste es el principal. cambió% Tespecto a la 
ley anterior. Ásí, ante el escaso entusiasmo de los censatarios catalanes aredinir 
a pesar de la ley de redención de 1945, la ley de 1990 ofrece al señor directo la 
posibilidad de obligar alos enfiteutas a redimir los censos, en lay mismas condi- 
ciones a en 1 1945. cae ae ao favorables a los campe inos? ¿ ¿Una 


ri 


Tercera parte 
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españolas sobre redención de censos de la da mitad del siglo XX, dleunas 
casi del siglo xx1, no han cambiado, evidentemente, la historia de Galicia ni la 
historia de Cataluña, pero su mera existencia está reclamando una investigación 
histórica o, cuando menos, una revisión del discurso historiográfico. 
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Capítulo 7 


PRÁCTICAS DE JUSTICIA, DERECHOS DE 
PROPIEDAD Y ACTITUDES DE CLASE. 
EL AMPURDÁN Y EL ROSELLÓN EN EL 
SIGLO XVII! 


A lo largo del siglo XVI, como es bien conocido, muchas tierras de Europa 
fueron declaradas, de una manera más o menos oficial, acotadas y cerradas. En la 
Europa mediterránea, a diferencia de Inglaterra, una operación de este tipo no 
admite la coartada de una revolución agrícola, y seguramente por esta razón Casi 


“no ha Mamado la atención de los investigadores. La desaparición de un sistema 


de campos abiertos, sin embargo, implica unos cambios importantes en las prác- 
ticas más cotidianas de policía y de justicia rurales.? Ante estos cambios, la vida 
de los hombres y las mujeres de una sociedad se remueve, se estremece y se tam- 
balea. Por esta simple r: razón, porque puede ayudarnos a penetr ar en las entrañas 
de una sociedad, merecería la pena investigar los momentos en que se producen 
estas rupturas. Pero es que, además, reflexionar sobre la historia de las prácticas 
judiciales obliga a afinar las técnicas de análisis histórico. No nos resulta fácil, a 


los hombres y mujeres de principios del siglo XX, que siempre hemos visto aso- 


* ciadas y hemos asociado las penas establecidas en los códigos de nuestros esta- 


1. Él téxto de este capítulo fue publicado en francés en Études Rurales, 1999, 140-150; 
pp. 75-97. 

2. Con este adjetivo, cotidianas, queremos resaltar que se trata de la regulación de con- 
flictos provocados por acciones que la mayoría de las veces no habían sido voluntariamente 
delictivas. Demasiado a menudo, sin embargo, las prácticas que aquí tratamos han sido estu- 
diadas bajo el epígrafe de delincuencia. 
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dos de derecho a unas faltas y a unos delitos, descubrir, en los orígenes de es- 


tos códigos, unos tiempos en los que muchos vecinos eveían el castigo, pero mn 


veían el delito». de 


CERRAMIENTO DE FINCAS SIN REVOLUCIÓN AGRÍCOLA. Las TEORÍAS DE LOS 
DERECHOS DE PROPIEDAD E 


El tema de los cerramientos de fincas constituye un buen ejemplo de cómo en 
los discursos historiográficos a menudo se han infiltrado argumentos que no han 
estado demostrados históricamente. Los trabajos de muchos historiadores britá- 
nicos, que han asociado inequívocamente las enclosures —las de los siglos XVI 
y XVIIL no las de los siglos XV y XVE— con el proceso de revolución agrícola in- 
glesa, han sido seguidos con mucho interés por los llamados economistas de los 
derechos de propiedad. Unos mismos postulados teóricos parecen haber alimen- 
tado a unos y otros. El argumento principal es claro y, aparentemente, irrebati- 


ble: la revolución agrícola —y recordemos que en el modelo inglés revolución - 


agrícola significa aumento de la productividad, es decir, crecimiento económi- 


co— requiere un sistema eficiente y racional de defensa de los ASEOS de pro- 
piedad: 


Siempre se ha dicho que la gran revolución agrícola de Inglaterra tuvo 
lugar en el siglo xVIIL, pero a finales del siglo xvn los cercados y los diver- 
sos acuerdos voluntarios habían preparado el terreno al eliminar en gran 
parte la propiedad común de las tierras y aumentar al máximo los beneficios 
de los cultivadores como consecuencia de la utilización de técnicas más efi- 
Caces.! 


Esta línea discursiva ha ejercido tanta influencia que allí donde el modelo in- 
glés de revolución agrícola no ha tenido éxito, como es el caso de la mayoría de 
áreas y regiones de la Europa mediterránea, los procesos de cerramientos de fin- 
cas particulares han podido pasar prácticamente desapercibidos. Aunque el texto 
de North y Thomas nos invita a entrar en una discusión sobre el concepto de re- 
volución agrícola, nos interesa ahora fijar nuestra atención en un supuesto implí- 


3. La frase es de Marx (1983), p. 208, y se enmarca en este párrafo: «El pueblo ve la pena 
y no ve el delito, y puesto que ve la pena donde no hay delito no verá ningún delito donde haya 
una pena». 


4. North y Thomas (1978), p. 239, 
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cito en su argumentación que van más allá de esta discusión. Es éste: el único sis- 
tema eficaz imaginable de defensa de los derechos de propiedad es el sistema de 
la propiedad privada absoluta y exclusiva, Un divulgador en Francia de «la teoría 
del derecho de propiedad», el economista Henri Lepage, expresa este principio 
con mucha claridad cuando se pregunta por qué existe la propiedad privada y por 
qué constituye el fundamento deL orden jurídico y social de Occidente: 


...si la propiedad existe, si la propiedad privada se ha convertido en el pilar so- 
bre el que han sido construidostes-éxitos y les logros de nuestra civilización, 
lo debemos a sus propiedades de éficacia; al hecho de que es el sistema que, en 
la práctica, se ha revelado el más eficaz para resolver los problemas de vida y 
supervivencia que el carácter finito de los recursos —la escasez— impone a 
los hombres.* 


Como muchos otros teóricos de la propiedad, cuando pone su atención en la 
propiedad de la tierra, Lepage identifica propiedad privada con propiedad cerra- 
da, y cuando imagina el sistema anterior al triunfo de la propiedad privada de la 
tierra observa un paisaje agrario devastado. No tener el derecho de cerrar un te- 
rreno significaba no tener el derecho «de rehusar la entrada de cualquiera para ju- 
gar a la pelota, para recolectar frutos, para llevar sus ganados a pacer». No es ex- 
traño, pues, que se llegue a esta conclusión drástica: «Sin posibilidad de excluir a 
los intrusos, no hay producción posible». Pero excluir al intruso quería decir, en 
muchos lugares, privar a los vecinos del lugar de los derechos de pasto que siem- 
pre habían disfrutado. Lepáge y otros autores han tendido a ignorar —o a despre- 
ciar— este hecho. Pero es este hecho —y el cambio cualitativo que implica— el 
que determina que el alcance teórico del debate en torno a las enclosures sea dife- 
rente del debate general en tomo a otros procesos de privatización de tierras. 

Pero, si bien algunas líneas de investigación histórica se han limitado, bási- 
camente, a alimentar los postulados teóricos. que hemos enunciado, lo cierto es 
que, desde hace tiempo y de una manera más efectiva en los últimos años, los re- 
sultados de las investigaciones de algunos historiadores británicos han puesto de 
relieve la extrema fragilidad de estos postulados. Por un lado, cada vez está me- 
nos claro o que | las enclosur: es comportasen un aumento real y automático de la 


productividad agraria. Por otro lado, las investigaciones sobre la vida cotidiana 


de las parroquias inglesas revelan la existencia de reglas y formas judicial es sufi- 
cientemente dinámicas y flexibles para garantizar un sistema eficaz de defensa 


5. Lepage (1985), p. 94. 
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de los derechos de propiedad en el régimen de campos abiertos, régimen que se 
révela más compatible de lo que hasta ahora habían ) 
de innovación agrícola.5 


La revisión del caso inglés otorga una especial relevancia al análisis histórico 
de otros procesos de cerramiento de fincas u otras formas de avance del indivi- 
dualismo agrario. En la medida en que el estudio de las enclosures deja de ser, 
sobre todo, una manera de estúdiar la revolución agrícola > irrumpe cón ftiérza 
una pregunta que antes, de una manera engañosa, parecía innecesaria: ¿por qué 
se cerraron las tierras? El tema de los orígenes históricos « deja de ser un tema de 
análisis económico y pasa a ser un tema de análisis histórico; dicho de otra for- 


ma, los analistas económicos necesitan pruebas históricas para revalidar sus pos- 
tulados teóricos. 


No es necesario indagar en muchos archivos ni retroceder demasiado en la 
historia para intuir la debilidad de estos postulados en su versión más grosera, 
por ejemplo, la de Lepage. Como botón de muestra, es suficiente citar la ley es- 
pañola «sobre ¿ aprovechamiento de pastos Bd rastrojezas», de 1938. Esta ley, que 


legalmente el sistema de campos abiertos exrla España. fr ds era 


muy explícita en su introducción: ] 


Las perturbaciones que al actual régimen de aprovechamiento de hierbas y 
rastrojer: producen en los térmi: nunicipales de explotación agricola. par- 
celada, impone la necesidad de una ordenación que, respetando normas con- 
suetudinarias basadas en características comarcales, coordine los intereses 


agrícolas y ganaderos, atendiendo al mayor rendimiento de acuerdo con el in- 
terés non e 


Todos los elementos del párrafo nos interesan. Eran las perturbaciones ——un 
elemento de inestabilidad— las que reclamaban un retorno al sistema de campos 
abiertos. Y: el texto no sólo nos recuerda que existíarnormas consuetudinarias regu- 
ona de este sistema, sino e también e su eficacia ¡para eones el 


Seguramente algunos historiadores aeoinstitucionalistas hallarían una aca 
cación relativamente coherente, si bien poco entustasta, para este caso. Las tradi- 


6. La relación entre enclósures $ revolución. agrícola-está siendo cuestionada desde hace 
años, entre otros, por Allen (1992, 1998). Respecto a las reglas comunitarias antes del proceso 
de cerramiento de fincas, véase Neeson (1993). Thompsorr(1995) se hace eco de las investiga- 
ciones de esta autora en sus reflexiones sobre el tema. 


7. Nieto (1959). 
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ciones habrían pesado demasiado en España y el valor de los costes sociales 
—las perturbaciones— del proceso de cierre de las fincas habrían superado los 
beneficios económicos potenciales resultantes de este proceso. Oficialmente, 
España había conocido un siglo de tierras cerradas, y las normas promulgadas al 
respecto habían sido más radicales que en Francia.$ El paisaje agrario no parecía 
haber resultado especialmente afectado por este hecho, pero era como resultado 
de esta legislación —que había convertido a los propietarios de tierras en propie- 
tarios de pastos — que la ley restauradora del sistema de campos abiertos preveía 
compensar económicamente —por la pérdida de estos pastos— a los propieta- 
rios de 1938. Esto era todo lo que quedaba de las leyes de cierre de tierras. A lo 
largo de este capítulo defenderé que no era poco. Pero ahora limitémonos a ob- 
servar que, incluso la interpretación institucionalista, realizada a posteriori, 
sobre un supuesto error de cálculo de los legisladores, revela que en España, como 
en Inglaterra, la pregunta de por qué se habían cerrado las tierras es pertinente. Y no 
sólo esto. La pregunta, en los países mediterráneos, parece incidir de una manera 
especialmente cruda y directa sobre el orden jurídico y soctal. 

Desestimada la revolución agrícola, inexistente, como explicación y justifi- 
cación del proceso de cierre de tierras, la investigación en estos países había de 
centrarse en la comprobación del segundo postulado teórico propuesto por los 
analistas económicos: el cierre de tierras tuvo lugar porque comportaba una ma- 
yor eficacia. y efectividad en el sistema de protección y defensa de los derechos 
de propiedad. La manera correcta de enfrentarse a este postulado, sin embargo, 

noes la de j juzgar, a posteriori, los supuestos efectos de unas leyes, sino intentar 
formular preguntas abiertas —partiendo de nuestro desconocimiento en clave 
histórica. Es decir, plantear el tipo de preguntas que habrían podido responder 


8. El decreto del 6 de septiembre de 1836 volvió a poner en vigor el decreto de 8 de junio 
de 1813 fítulado «Varias medidas para el fomento de la agricultura y ganadería», que Había 
sido suspendido en 1814. El artículo primero de este decreto dice así: «Todas las dehesas, he- 
redades y demás tierras de cualquiera clase, pertenecientes a dueño par ticular, ya sean libres o 
vinculadas ari desde ahora cerradas y acotadas perpetuamente, y sus dueños o posee- 
dorés podrán cercarlas sin perjuicio de las cañadas, abrevaderos, caminos, travesías y servi- 
dumbres, disfrutarlas libre y exclusivamente o arrendarlas como mejor les parezca, y destinar- 
las a labor, o a pasto, o.a plantío, o al uso que mas le acomode, derogandose, por consiguiente, 
cualesquiera leyes que prefijen la clase de disfrute a que deben destinarse estas fincas, pues se 
ha de dejar enteramente al arbitrio de sus dueños». El Código civil español de 1889 establece 
ropietario podía decidir cerrar o no sus tierras pero también que «el prof pietario que 
Onservará su derecho a la comunidad de pastos en las otras fincas no cerca- 
das». Este artículo contrasta con lo dispuesto por el Código civil francés ochenta y cinco años 
antes: «le propriétaire ut se clore perd s son droit au parcours et vaine páturo, en propor- 
tion du terrain qu” “ E soustrait». 
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los contemporáneos: ¿cómo se resolvían los problemas cotidianos que se deriva- 
ban de la coexistencia de sembrados y barbechos en un pueblo en el que eran vi- 
gentes los derechos de los vecinos a pacer libremente?. ¿Qué era lícito y qué era 
penalizable, en esta materia, antes —si éste era el caso— de que las tierras parti- 
culares fuesen declaradas cerradas?, ¿qué ideas habían presidido el orden jurídi- 
co, cuál era el concepto de justicia que podían tener los habitantes Fúrales, en un 
sistema de campos abiertos? En definitiva, ¿de qué: modo eran protegidos los de- 
rechos de propiedad? : mo Ñ 

Decir que se trata de un terreno inexplorado no sería justo. Márc Bloch escri- 
bió unas páginas memorables sobre la lucha del individualismo agrario y en su 
Histoire rurale francaise tiene mucho interés en clasificar el sistema agrario do- 
minante en las tierras de la mitad sur de Francia —las tierras que le resultaban 
más extrañas— como sistema de campos abiertos.? Tan actuales como estas pá- 
ginas, sin embargo, resultan las críticas que Bloch formula en la introducción del 
mismo libro sobre la miopía y la ceguedad que a menudo caracterizan la visión 
de este tema.!% Y a pesar de la indiscutible proyección histórica de la obra de 
Mare Bloch y, en concreto, de este libro, es aún hoy muy corriente el tópico 
de una especie de individualismo agrario eterno —-se trata de un tópico implícito 
porque en realidad se traduce en un desinterés por el tema— que habría presidido 
las relaciones sociales agrarias en la Europa mediterránea. Como si el sistema de 
rotación bienal fuese demasiado sencillo para ir asociado a prácticas históricas 
que hoy nos parecen complicadas. 

En los años treinta, Marc Bloch estaba convencido de la superioridad del mo- 
delo inglés de desarrollo agrario. Tal vez por ello insistió en la importancia de 
una coordinación voluntaria y forzosa de las rotaciones de cultivo en los sistemas 
de campos abiertos, de vaine páture. Jean Meuvret puso de manifiesto que las 
prácticas del libre pastoreo no implicaban la condena al estancamiento económi- 
co, y que los propietarios podían disponer libremente nuevos usos y nuevos cul- 
tivos en sus tierras. !! Desde nuestro punto de vista, las posiciones de Meuvret, 
que hoy día han sido recuperadas por Grantham,?? obligan a reorientar el estudio 


9. Bloch (2002, 1978). 

10. En concreto, Bloch (1978), p. 29, destaca la miopía de Fustel de Coulanges. Este his- 
toriador, en 1885, interrogado por Seebohm sobre el sistema de campos abiertos en Francia, 
responde «qu'il n'en avait point reconnu de traces». El tiempo de la correspondencia entre los 
dos historiadores coincidía con discusiones parlamentarias sobre la vaine páture en Francia. 
Véase el capítulo 3 de este libro. 

11. Meuvret (1987). 

12. Grantham (1980). 
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del avance del individualismo agrario en el marco de una historia social de los 
orígenes del capitalismo, en los que desempeñaría un papel decisivo un cambio 
en las formas de ejercer y practicar los derechos de propiedad por parte de unos 
hombres poderosos cuyo lelimotiv no se hallaba tanto en el crecimiento econó- 
mico, como en ún acaparamiento de-tierras y; recursós y, por lo tanto, en una ma- 
yor desigualdad en la distribución de la renta. id 

En muchas regiones del área mediterránea, como en los casos que veremos, el 
recuerdo de la vaine páture o de los usos veinals —como era denominada esta 
práctica en la documentación catalana del siglo xVIfi—ha desaparecido dé la me- 
moria colectiva. Por esta razón, la coristatación del arraigo del sistema de campos 
abiertos en esta área resulta más impactante. Y si hoy nos parecen complicadas 
aquellas prácticas es muy posible que sea debido a que las ideas que hoy tenemos 
sobre la propiedad —cuyos orígenes estamos intentando estudiar— no son Jas 
mismas que tenían los hombres y las mujeres que vivían en las sociedades del An- 
tiguo Régimen. La observación de la práctica de campos abiertos en regímenes 
agrarios que no requerían la coordinación colectiva en la organización de los cul- 
tivos sólo es compatible con una idea muy antigua: la tierra, una vez ha dado sus 
frutos, no es de nadie, y es de lodos: 13 Aunque hoy nos parezca una idea arcaica y 


absurda, esta idea-afectába la vida cotidiana de los hombres y las mujeres de la 


época, constituía el rincipio regulador de los sistemas de justicia rural. 
po y Pp 


El terreno de las ídeas es un terreno peligroso, y por esta razón aquí procuraré 
hablar básicamente de experiencias, de prácticas, pero una cosa .es segura: las 
ideas —sobre todo las que afectan la vida cotidiana y las formas de subsistencia de 
los individuos-—1o cambian de la noche al día. Los procesos de cierre de tierras vul- 
neraron un concepto —que era el concepto vigente, de consenso— de propiedad 
y, en consecuencia, vul eraron los derechos dé propiedad existentes: los únicos 


que podían: ser considerados como legítimos en la época en que se realizan dichos 
cierres. De este punto de vista se derivan dos consideraciones críticas respecto de 
la manera habitual como los historiadores nos hemos enfrentado al problema. 


a) El cerramiento de tierras tiende a ser visto como el triunfo del dia 
frénte a la comunidad, ¿ incluso los autores más sensibles a los derechos 


de pasto de los vecinos en las tierras incultas, tienden a calificarlos de de- 
rechos —de hecho, la expresión utilizada es la de usos — comunales. Pero 


13. «El pacto era colectivo ante todo, verdaderamente, en virtud de una idea o de un hábi- 
to de pensamiento: según se creía, la tierra sin frutos ya no podía ser de apropiación indivi- 
dual», Marc Bloch (1978), p. 146. 


226 TIERRAS, LEYES, HISTORIA 


los vecinos de las áreas que nosotros estudiaremos percibían con mucha 
claridad aquellos usos como unos derechos individuales” y particulares, ya 
que les permitían a elos alimentar y engordar su ganado y abonar mejor 
Sus tierras. Las normas podían ser colectivas. —¿no son colectivos tam- 
bién nuestros códigos? — pero regulaban derechos individuales, El matiz 
tiene una importancia teórica considerable: el supuesto triunfo 


, del princi- 


vulneración 


pio de la propiedad privada se habría origina o en una clar 


de este principio. El triu sido el del individuo contra la co- 


munidad s sino el de una minoría de individuos frente a ala mayoría. 

b) Hay otro factor que hay que tener en cuenta y que interesa muy particular- 
mente a la práctica del análisis histórico. A diferencia de otras prácticas 
judiciales, realizadas por tribunales superiores, que discuten títulos de 
propiedad, la constatación de procesos judiciales, en el ámbito más local e 
inferior de la justicia, relativos a los derechos de pasto y otras prácticas 
cotidianas, no sirve como signo de «incertidumbre de los derechos de 
propiedad»!*--—consideración, de otra parteydifícilmente neutral—. Muy 
al contrario, estos procesos judiciales constituyen hoy la prueba más pal- 
pable de la vigencia —y por lo tanto de la certeza— de aquellos derechos 
y aquellas prácticas. 


LA INVESTIGACIÓN SOBRE LAS PRÁCTICAS JUDICIALES Y LA TEORÍA DE LAS 
FECHAS MÁGICAS 


A medida que penetramos en el estudio de las prácticas asociadas a los cam- 
pos abiertos, nos resulta evidente que sólo podían subsistir y desarrollarse si ha- 


bía un sistema eficaz para vigilar, prevenir, castl ar y reprimir los daños que el 
ganado podía causar en los frutos agr ícolas. Es importante destacarlo. Las for- 


mas de justicia y policía Tural constituían una exigencia del régimen agrario y, 
por lo tanto, debían hallarse estrechameñte asociadas a la vida y al trabajo de 
aquellos hombres y aquellas mujeres. 15 “Era necesario velar por la conservación 


14. Éstaes una de las: expresiones preferidas de los economistas institucionalistas. Es uno de 

los conceptos clave, por ejemplo, enel Libro, perlo demás s muy sugerente, de Rosenthal (1992). 
15. Renauldon (1765); p. 334, había definido así a los 7% messiérs, o garde-messiers france- 

ses: «C'est une personne preposée par une communauté pour veiller á la conservation des 
fruits et des biens de la terre, á empécher que les personnes et les bestiaux n'y fassen du dom- 
mage. Les fonctions du garde-messier sont annales, ne finissent aprés la récolte. Ces sortes e 
preposés s'appellent de different noms. ls se nomment dans les deux Borgognes Messiers; en 
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de los frutos del trabajo agrario. Es difícil imaginar que esta idea de la justicia no 
se hallara interiorizada y consensuada e en el seno de aquellas sociedades, Y post- 
blemente se había transmitido de padres a hijos durante siglos. No hay demasia- 
da diferencia, por ejemplo, entre el papel de los estimadores de daños catalanes 
medievales y el de los cabildos sindicales previstos en el reglamento de 1954 de 
la «ordenación de pastos, hierbas y rastrojeras».!6 Es necesario añadir, además, 
que no se trataba de normas reñidas con el mercado: ya en los tiempos medieva- 
les, los daños eran € estimados, es decir, valorados monetariamente. 

ENTÓS Teg menes de campos abiertos había, pues, sistemas de justicia y poli- 
cía que velaban por la protección delos frutos de cada Vecino: ¿No es ésta la me- 
tor de la propiedad privada? Una visión lineal 
de la historia exigiría ver en estos sistemas los primeros balbuceos del proceso 


que culminaría con el cerramiento de fincas. Pero lo que percibiremos para algu- 


nas áreas concretas, en el siglo XvI11, no es un perfeccionamiento del antiguo sis- 
tema —una mayor eficiencia en la protección de los frutos— sino una ruptura y, 
en cierta manera, una utilización perversa de las antiguas reglas. 

Es por esta razón por lo que nuestra investigación constituye una especie de 
ilustración y de denuncia de la teoría de las fechas mágicas, tal como es definida 
por Steiner. Veamos en qué consiste: antes de una determinada fecha, los propie- 
tarios, como el conjunto de las personas que tienen derechos sobre las tierras, se 
esfuerzan en conseguir y respetar acuerdos consensuados a corto o a largo plazo 
para la protección de estos derechos; pero después de esta fecha, que llamaremos 
mágica, este modo de proceder ha cesado y los propietarios han logrado imponer 
una nueva idea sobre unos derechos perpetuos e irrevocables para sí mismos y 
sus sucesores.!? 


d'autres provinces, Gardes, Gustiers, Bannars, Bandiers, Bannavars, mais partout leurs fonc- 
tions sont uniformes». Uno de los autores que más ha insistido en la importancia de estas prác- 
ticas ha sido Saint-Jacob (1995), p. 278: «Le mésus domine ainsi la vie du village; les coutu- 
mes lui consacrent de nombreux articles. A méme que le finage d'openfield se desagrége et 
perd la simplicité de son ordonnance primitive, il devient terrible á organiser, et la montée de 


- Pindividualisme.agraire acero les difficuliés». Para Saint-Jacob, pues, es la «montée de V'in- 


dividualisme» lo que acaba haciendo inviable el sistema. 

16, El artículo 22 de este reglamento establece que los cabildos son «responsables de los 
daños qúe Tos dueñol de los ganados causaren y de no poder comprobar todos los que dis- 
frutaren dichas parcelas, proporcionalmente el número de cabezas de ganado poseídas por 
cada uno». 

17. Steiner (1994), p. 264, que dice tomar prestada esta expresión de Nicolaus Tideman, 
denuncia el hecho de que Locke, al considerar la imposibilidad de disgregación de los dere- 
chos del propietario, sucumbiera, como muchos otros autores, al encanto de esta teoría. 


12/172 


qregro- 
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La fórmula de Steiner resulta especialmente sugerente y, a pesar de su sim- 
plicidad, puede servir para reordenar muchas investigaciones sobre derechos de 
propiedad, muchas de las cuales han prescindido del carácter histórico de estos 
derechos y no han visto la necesidad de fechar convenientemente su aparición. 
Esta tarea, la de indagar y localizar los momentos de- ruptura, no En un trabajo fá- 
cil. La lectura atenta de los textos y disposiciones legislativas, así como de las 


sentencias de algunos tribunales, son útiles, pero aunque dispongamos de una 


gran cantidad de información de este tipó, habrá que intentar distinguir y discer- 
nir entre los comentarios legales y las prácticas reales. E. P. Thompson lo resume 
muy bien, al señalar las diferencias entre la lex loci y la praxis loci. 

Pero para que realmente pueda ser fructífera la teoría de las fechas mágicas 
requiere una segunda fase en el proceso de investigación histórica. Una vez detec- 
tado un cambio importante en las actitudes y las estrategias de los propietarios, 
debemos desenmascarar el supuesto carácter mágico del proceso, es decir, debe- 
mos preguntarnos por las razones y la lógica que han presidido el cambio detecta- 
do. Quizás las posibles respuestas no acaben de satisfacernos y tengamos que se- 
falar distintas opciones, pero el ejercicio siempre resulta necesario y estimulante. 

La investigación que presentamos en este capítulo es sensible al toque de 
atención que supone, para la teoría de los derechos de propiedad, esta supuesta 
teoría de las fechas mágicas. El estudio de los cambios acaecidos en las formas 
de ser juzgadas determinadas prácticas agrarias y ganaderas y, por lo tanto, en las 
formas de vida cotidiana, requiere un tipo de análisis basado en el corto plazo y 
en el marco de una región lo suficientemente reducida para combinar el estudio 
de la lex loci y de la praxis loci. Esta circunstancia permite insistir de nuevo en 
una reflexión crítica sobre el modo habitual de enfocar el tema de los derechos de 
propiedad. 

En sus propuestas metodológicas, los teóricos de los derechos de propiedad 
se han centrado básicamente en el análisis de la legislación y de las instituciones 
del Estado y, para algunos de sus principales difusores, la teoría de los derechos 
de propiedad puede ser concebida como una teoría del Estado.19 No es necesario 
insistir en la trascendencia de esta reflexión —que ha permitido a algunos histo- 
riadores económicos institucionalistas posicionarse a favor de las políticas cer- 
canas al neoliberalismo.20 


18. Thomspon (1995). 

19. North (1984) reclama una «teoría del Estado, ya que es el Estado el que especifica y 
hace respetar los derechos de propiedad». 

20. Por ejemplo, North (1984) habla de la «tendencia inherente en las unidades político- 
económicas a generar derechos ineficientes». 
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Nuestra propuesta metodológica —basada en el estudio concreto de casos — 


constituye una crítica global a esta manera, fácil y sesgada, de hacer historia. 
Pero también constituye una erítica a algunas investigaciones recientes que se 
han presentado como alternativas.?! Describiré lo que sucedió, durante el siglo 
XVI en SS cómarcas vecinas, elAmpurdán y el Rosellón, pertenecientes. a dos 


ntes, y sometidas, por lo tanto, a diferentes Marcos legales.22 En el 


Ampurdán el proceso eS cerramiento COS Sierras se realizó de una forma espontá- 


rio, a edicto de “abolición del par Cours. 5 de 1769 —proclamado < en un contexto 
político francés favorable a este tipo de iniciativas— no parece que comportase 
cambios reales. en el Rosellón. Las leyes, las “actitudes de los gobernantes, no 
bastan para explicar | la dinámica de los hechos reales. 

La comparación entre el Ampurdán y el Rosellón del siglo xvii nos ofrecerá 
el contraste entre dos procesos históricos divergentes en relación al mismo tema, el 
de los usos colectivos del suelo en dos sociedades vecinas y con características 
geofísicas parecidas. Aunque desde el siglo Xx! el Ampurdán y el Rosellón com- 
partían un mismo nombre para los prohombres encargados de valorar y estimar 
los daños —los sobreposats— en el Rosellón se había desarrollado desde esta 
misma época un original sistema de protección y defensa de los frutos que, por 
su demostrada eficacia, lo convierten en un caso histórico interesante de estudiar 
desde el punto de vista de cualquier teoría de los derechos de propiedad. El siste- 
ma, aepIEcidO como mínimo desde 1267, se asada en nel pepa de One 


la obligación de satisfacer el valor nado del daño cado: Se suponía que de 
esta manera se incentivarían las tareas policiales. El principal estudioso de las 
tierras del Rosellón, Brutails, vio en la ordenanza del infante Jaume que estable- 
cía esta práctica, en 1267, «los principios que llevaron a la formación de la co- 
munidad de habitantes».23 

Las dos comarcas son vecinas, y poseen características geofísicas parecidas, 
si bien se hallan separadas por una frontera física más o menos clara, los Piri- 


21. Véase, por ejemplo, Hopcroft (1999), 

22. Específicamente nos referimos a la comarca del Alto Ampurdán y alas tierras del Ro- 
sellón y Vallespir (no incluimos, en cambio, las tierras del Conflent). Se trata de dos comarcas 
de características geofísicas parecidas, separadas por los Pirineos. os 

23. Brutails (1891), p. 244. En esta ordenanza aún no se hallan presentes los privilegios 
de los habitantes de Perpiñán, a los que nos referiremos más adelante. 
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neos, y desde 1659 por una frontera política. Pero antes de pasar a examinar las 
diferencias entre las prácticas de propiedad de las dos comarcas, que se hicieron 
evidentes durante el siglo XVII, puede ser útil hacer referencia a las dos leyes es- 
eritas que tenían en común, relativas a los derechos de pasto. 

La primera, recogida en los Usatges,% era la llamada Ley Stratae: 


Stradas, e vias publicas, e ayguas corrents, e Fons vivas, Prats e Pasturas, 
Selvas, Garrigas, e Rocas quí son fundadas en aquesta Terra, son de las Potes- 
tats, no que ho hajan per alou, ne ho tengan en domini, mas que tots temps sien 
en empriu de lurs Pobles, sens tot contrast, ne sens servici sabut.25 


Durante el siglo XVII, esta ley constituía el arma principal de los roselloneses 
contrarios al decreto de abolición del parcours y la vaine páture, pero no parecía 
haber perdurado en la memoria jurídica al otro lado de los Pirineos.2 El hecho es 
sugerente por partida doble. Desde el punto de vista de la historia de las disposi- 
ciones jurídicas, porque nos invita a considerar esta historia bajo el prisma de la 
historia de las relaciones sociales. Desde el punto de vista de la evolución histó- 
rica de las sociedades, porque nos sugiere realidades históricas bien distintas. 
¿Desde cuándo? A finales del siglo XVI, hay otra disposición jurídica común que 
nos interesa reproducir. Se trata del texto de la constitución 26 de las Cortes de 
Monzón de 1585 que, en su intento de poner freno a los abusos asociados a las 
prácticas de espigueo y pasto en los campos abiertos, constituye la mejor prueba 
de la vigencia, por aquellas fechas, en el conjunto de Cataluña, de estas prácticas. 
Contiene, además, una referencia explícita a la importancia de estos abusos en el 
caso rosellonés. Hemos subrayado sus palabras finales porque constituyen una 
de las escasas descripciones que disponemos del funcionamiento general de la 
justicia rural catalana: 


24. Se conoce con el nombre de Usatges la recopilación de normas jurídicas, anónima, 
que se publicó por primera vez durante el siglo XY—aúnque se supone que contiene disposi- 
ciones de épocas anteriores— y recibió un reconocimiento oficial, más allá del condado de 
Barcelona, en las Cortes de Barcelona de 1251. 

25. Reproducimos la-traducción ofrecida por Vives (1862, D, p. 259: «Los caminos pú- 
blicos, las aguas corrientes y fuentes, vivas, fos prados,los pastos, las selvas y carrascales, y las 
rocas existentes en este país son dé las potestades, no para que Tas tengan en alodio, sino que 
estén en todo tiempo al aprovechamiento de todos los pueblos sin obstáculo ni contradicción 
de alguno y sin ningún servicio determinado». 

26. Aún era invocada —y discutida— por los juristas roselloneses a finales del siglo XIX, 
según explican Brutails (1888) y Louis Assier-Andrieu (1987). 
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Encara que per dispositio del dret Divinal sie permes als pobres, que pugan 
entrar en los camps, y propietats agenas, per aprofitarse de las spigas dels plets 
que son caygudas en terra, pero ha vingut en crexer en tanta manera la cobdicia 
dels quí ab apellido de spigolar roban lo ageno, prenent no sols las spigas caygu- 
das en terra, mes encara de las garbas, y mudalons, o garberas, en molt gran 
dany dels Poblats en lo present Principat, y Comtats, y perditio de lurs Animas. 
Desitjant perco atant eran abus, que sobre lo spigolar se fa, majorment en los 
Comtats de Rossello y Cerdanya, proveir, y altres parts del present Principat 
que son prop de algunas Poblations populosas, pergo statuim, y ordenam ab 
consentiment, y aprobatio de la present Cort, que ningu puga spigolar, ni posar 
bestiar de ninguna specie en proprietat de altre, fins que las garbas sien fora del 
cami, encara que tinga licentia del Senyor, sots pena de tres liuras Barcelonesas 
per quiscuna vegada que sera contrafet, y sino tindra de que pagar, haja de estar 
deu dies en la Preso: y en la mateixa pena incorregan los qui posaran bestiar de 
qualsevol specie, que no sien passats tres dies, comptadors del die que hauran 
tretlas garbas, en olivars, vinyas, y sembrats, que los fruits no sian fora, per se- 
guretat de la qual pena puga lo Senyor del camp de sa propia authoritat pendre 
sis caps de bestiar menut y dos del gros, y aquells aquí mateix haja de deposar 
en poder del Ordinari, fins li sie pagada dita pena, ultra de la qual haja tambe 
de pagar lo Señor del bestiar lo dany que haura donar, segons per los Prohoms 
sera estimat, salvyats los Privilegis a las Ciutats, vilas, y Locs concedits.?7 


La contraposición de la evolución de los derechos de pasto, durante el siglo xv, 
comarca, si bien puede resultar desconcertante respecto a la construc- 


27. «Aunque por disposición del derecho Divino sea permitido a los pobres el poder en- 
traren los campos y propiedades ajenas para aprovecharse de las espigas que han caído en tie- 
rra, pero ha venido a crecer tanto la codicia de aquellos que con apellido de respigar roban lo 
ajeno, toman, no solo las espigas en tierra, sino también de las gavillas y hacinas en muy grave 
daño de los poblados del presente Principado y Condados y perdición de sus almas; deseando 
por esto prever a tan grande abuso que se hace en el respigar mayormente en los contornos de 
Rosellón y Cerdaña y otras partes del presente Principado inmediatas a grandes poblaciones; 
Por esto Ordenamos que nadie pueda respigar ni poner ganado de ninguna especie en propie- 
dad de otro, hasta que las gavillas sean fuera del campo aunque tenga licencia del señor, bajo 
pena de tres.libras barcelonesás por cada vez que se contraviniere, y si no tuviese con que pa- 
gar, deberá estardiez días en la cárcel, y en la misma pena incurran los que hicieren entrar ga- 
nado de cualguier especie, que no hayan pasado tres días a contar desde aquel en que hubiesen 
sacado las gavillas, en olivares, viñas y sembrados, que los frutos no sean fuera; por seguridad 
de la cual pena pueda el dueño del campo tomar de su propia autoridad seis cabezas de ganado 
menor y dos del mayor, debiéndolos depositar en seguida en poder del ordinario hasta que le 
sea pagada dicha pena a mas de la cual deba también pagar el dueño del ganado el daño que 
hubiese dado según que fuese estimado por los prohombres, salvos los privilegios concedidos 
alas ciudades, villas y lugares.» Vives (1862, 1D) pp. 231-232. 
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ción de un modelo universal de cerramiento de tierras —posibilidad a la que ya 
hemos renunciado— permitirá observar con crudeza, sin coartadas, un hecho coin- 
cidente: en cada uno de asos, los hombres ricos e importantes —no necesaria- 
mente nobles — consi guieron unilateralmente, ar bitrariamente e impunemente des- 
mantelar los sistemas de j Justicia rural, despr otegiendo así los dergchos d de propiedad 
de la mayoría, que habían regido durante siglos en la vida agraria de la región. Y lo 
más interesante: las fechas mágicas, que en ninguno de los Casos. coinciden con de- 
cretos dictados por las autoridades públicas, coincidierón en el tiempo. 


De LA OBLIGACIÓN DE REPARAR EL DAÑO A LA PROHIBICIÓN DE ENTRAR EN LAS 
TIERRAS AJENAS. LOS AVANCES DEL INDIVIDUALISMO AGRARIO EN EL. 
AMPURDÁN EN EL SIGLO XVII 


La reconstrucción de derechos históricos seculares que los hombres y muje- 
res de hoy ya no recuerdan, obliga al investigador a ser prudente. Pero aunque es 
difícil hallar escritos para el Corregimiento de Gerona que describan detallada- 
mente la práctica de los campos abiertos, la documentación histórica de los tribu- 
nales y, en concreto, de los tribunales ampurdaneses ofrece suficientes testimo- 
nios indirectos de esta práctica para no ponerla en cuestión. Es a través del 
vaciado de esta fuente como vemos actuar a los sobreposats —también denomi- 
nados jueces rurales— de las universidades, a veces a los mismos bailes, e intui- 
mos los entramados de un sistema de justicia rural que, al menos teóricamente, 
protege al mismo tiempo los frutos de los campos y los derechos de pasto de cada 
lugar. Las resoluciones parecen ser bastante rápidas; no sólo porque a menudo 
los plazos señalados entre la denuncia y el pago de la multa eran cortos, sino por- 
que el propietario del ganado denunciado tenía mucho interés en recuperar los 
animales que habían sido embargados. 

Los bailes y los sobrepuestos de cada lugar, y posiblemente la mayoría de los 
vecinos, sabían que la mejor forma de evitar los daños era no dejar impune la ac- 
ción que los había ocasionado. En algunas universidades, los sobr epuestos te- 
nían que regirse por normas impuestas —o aceptadas-— por el señor del lugar; 
estos bans generales solían imponer algunas multas específicas para algunos de- 
hitos, que podían sustituir, pero a menudo complementaban, la reparación de los 
daños. En la mayoría de los lugares documentados, la expresión «denuncia de 
ban» era sinónimo de «denuncia de daños». Pero a menudo lo que se pretendía 
con estas normas era prevenir los daños que ocasionaría el sobrepastoreo de las 
tierras. Muchas de las reglas comunitarias aprobadas a lo largo del siglo Xvin pa- 
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recen responder básicamente a una preocupación por el equilibrio entre recursos 
limitados y un número creciente de vecinos. Se trataba de normas que regulaban 
el número de cabezas de ganado que podía disponer cada vecino, y solían privile- 
gtar alos vecinos más ricos: más tierra daba derecho a más ganado. Sería relati- 
vamente fácil ver en esté 1 tipo. «de orma él primér paso: hacia el individualismo 
agrario pero, como hemos dicho; es necesario tener preserite que las regulaciones 
del número de cabezas de ganado no cuestionaban la práctica de los campos 
abiertos. Al contrario, las ponían de manifiesto, y sólo pueden ser correctamente 
interpretadas desde la constatación de esta práctica. 

A lo largo del siglo XVII, en todas las ordenanzas municipales que hemos ha- 
llado en los libros de Curia resulta muy claro que la «imposición de penas» —ya 
se tratara del simple pago de la reparación del daño, ya $e tratara de una multa 
pecuniaria— se hallaba asociada a la «realización de daños». Pero durante la se- 
gunda mitad del siglo xvi, algunos de estos pregones dejan entrever en algunas 
de sus disposiciones, conflictos y dificultades. Por ejemplo, el pregón de Riu- 
mors de 1758 constituye un llamamiento, dirigido a los propietarios o arrendata- 
rios de los mansos, a no tomarse la justicia por su propia mano: 


...en cas de encontrar bestiar pasturant en las closas de las heretats ells amenan 
no podran en manera alguna danyarlo ab bastons, faus bosqueras, ni altres ins- 
truments, sí sols degan acusar lo bant ... a fi de esser ell satisfets els danys y 
castigats per las penas establidas. Y en cas sie trobat algun menestral o pages 
fer dany a alguna bestia per trobarse pasturar en llurs closes en tal cas caiga lo 
tal en pena de 10 liures barcelonines, aplicadoras com alt esta dit, y haver de 
pagar la tal bestia haura espatilar...28 


Anteriormente había sido establecido que cada labrador sólo podía tener cua- 
tro vacas, cincuenta ovejas, un caballo o una yegua, y un burro por cada par de 
bueyes. La multa por el incumplimiento de esta cláusula era de tres libras. Era 
mucho mayor —y, por lo tanto, mayor el delito ante la justicia del lugar— la 
pena impuesta al labrador que hubiera infligido daño a un animal que hubiera en- 
trado irregularmente en una closa. 


28. AHG, Notaria de Armentera-L Escala, n.* 75: «...en caso de encontrar ganado pa- 
ciendo en las closas de las heredades que ellos llevan no podrán de ninguna manera dañarlo 
con bastones, hoces de bosques, ni otros instrumentos, sí sólo deban acusar el ban ... a fin de 
ser satisfecho por los daños con las penas establecidas. Y en caso que sea encontrado algún 
menestral o pages haciendo daño a alguna bestia por hallarse paciendo en sus closas en este 
caso caiga el culpable bajo pena de 10 libras barcelonesas, aplicables como se ha dicho, y baya 
de pagar lo que la bestia haya estropeado...». 
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Por esta época, algunos individuos del Ampurdán, como del resto de Catalu- 


ña, ya habían tenido la iniciativa de acudir a Barcelon 
prohibiese la entrada de lós vecinos en sus tierras. Así lo habían hecho en 1 octubre 
de 1757 tres vecinos de Sant Mori, un pueblo muy cercano a Riumors. Los regi- 
dores de la universidad impugnaron la decisión de la Intendencia apelando a la 
práctica habitual de los campos abiertos, y consiguieron su anulación: 


...de tanto tiempo que no hay memoria de hombres en contrario por si y por me- 
dio dé sus individuos que la componen y ha compuesto se halla y ha hallado en 
la quieta y pacifica possession ó quasi de pacer y hazer pacer con sus ganados 
tanto mayores como menores las hierbas que se hallan en las tierras y montes 
del expressado lugar y termino ahunque sean possehidas y proprias de qual- 
quier individuo á excepcion de las que se hallan sembradas y mientras dura la 
siemvra y de lenyar en los bosques de dichos Particulares u demas de dicho lu- 
gar y termino y de passar con sus cavallerias por los caminos regulares...2> 


Otras veces, los árgumentos esgrimidos por los impugnadores de los bandos 
eran de tipo técnico. Por ejemplo, los seis propietarios de masos que, el 17 de 
mayo de 1773, protestaron e impugnaron un bando concedido por la Intendencia 
a favor del Ciudadano Honrado de Barcelona Josep Pont i Albanya: 


...attendiendo que los dueños utiles y propietarios possehen sus mansos y tie- 
rras en el dicho lugar a mas de tenerlas entre si confundidas y hallarse inmis- 
cuidas unas con otras es sin dable pacer su ganado en la propia tierra sin tomar 
paso de la agena. Por consiguiente no tiene lugar la prohivicion contenida en 
dicho Ban ... porque dichos mis Principales se hallan por su y sus Parceros, co- 
lonos ú Arrendatarios en la quieta y pacifica pocession ó quasi de hacer pacen- 
tar sus respectives ganados dentro, y en las tierras del expressado manso Bras- 

Ó ... sin contradicción de persona alguna, por manera que sus colonos han 
practicado y hacen lo mismo'de pacer el propio Ganado por tierras de otros...30 


Podemos añadir que estos argumentos; ATEROF de nuestros conocimientos sobre 
las características de los masos ampurdaneses, parecen bastante convincentes. 

Pero A pesar de las 1 Impugnaciones, lo cierto es que a lo largo de la segunda 
mitad d del siglo XVI aurnentó espect cularmen te el núr nero. des solic 


bandos particulares elevadas a las au Oridades de Barcélona. Los protagonistas 


29. AHG, Notaria de Armentera-L Escala, n.2 75, f. 46. 
30. AHG, Libro de la Curia de Navata, n.* 20, £. 46 0 80. 
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de este fenómeno, general e, en ada Cataluña fueron centenares de ricos propieta- 


rios —señorés útil ron y consiguieron de las autorida- 


des públicas” superiores la facultad de «prohibir la entrada en sus heredades». Sl 
Los bandos particular es concedidos por la Intendencia, primero, y después por la 
Audiencia de Barcelona, son uniformes, y penalizan la simple entrada del gana- 
do en las tierras del solicitante. con estas multas: cinco sueldos por cabeza de ga- 
nado menor y y diez sueldos por cabeza de ganado mayor. Los otros delitos -—en- 
tre los cuales se hallaba el de ir a leñar en el bosque-— son Cástigadós con tres. 
libras —es decir, sesenta sueldos — de multa. Las Peras eran duplicadas si la in- 
fracción se cometía por la noche. j 

En tanto que penalizaban actividades que antes habían sido reguladas comu- 
nitariamente, la proclamación de estos bandos significa una clara perversión de 
la idea original que había justificado la imposición de multas en aquellas activi- 
dades. No era raro que los propietarios se quejaran en las solicitudes de ban de la 


tolerancia que los bailes mostraban para con los delincuentes. Y la actitud de es- 
tos bailes era determinante en el cumplimiento del ban. Los bandos empezaban 
con estas palabras: «Hago saber generalmente a todos los vecinos y moradores 
de...» y eran efectivos a partir del momento en que eran pregonados y expuestos 
públicamente. La concesión de un ban no significaba, pues, la construcción de 
cercas materiales, lo que si bien facilitaba la infracción involuntaria,*? permitía 
declarar cerradas las tierras sin apenas costes. Esta circunstancia y el hecho de 
que los bandos estuvieran dirigidos expresamente a los vecinos del lugar permi- 
ten imaginar su impacto en la vida cotidiana. 


31. Hemos tratado este tema en Bosch, Congost y Gifre (1997). En este artículo analizamos 
detalladamente el caso de Torroella de Montgrí, uno de los municipios más extensos del Bajo 
Ampurdán. Los masos de Torroella, especialmente ricos, se hallaban en manos de una oli garquía 
que controlaba también el poder municipal. De aquí el progresivo individualismo —y el progre- 
sivo aumento de prohibiciones—- que revela la lectura de las sucesivas regulaciones municipales 
decretadas durante la segunda mitad del siglo xvin, que no hemos hallado en otras universidades. 
Pero también en este caso es visible el contraste entre los bandos absolutos reclamados indivi- 
dualmente, desde 1754, por los grandes propietarios, y estas regulaciones que, aún en 1793, re- 
cordaban el texto de-1 585 sobre la posibilidad de pacer en los campos una vez extraídas las gavi- 
llas. Véase también Pellicer (2003). 

32, Éstadebía, de ser la forma común de «cerrar» las tierras en España. Arrazola (1848- 
1870), L p. 342: voz «Acotado, acotamiento, acotar»: «En la acepcion legal rigorosa signifi- 
can estas palabras el acto de poner cotos y el ligar donde se han colocado ... Pero en la acep- 
cion legal y comunmente admitida, equivale á establecer la prohibicion de que los ganados 
puedan entrar en un terreno dado, ora sea de un pueblo, ora de un particular, a disfrutar los 
pastos que se crían y producen en él». El 23 de noviembre de 1843 se publicó una real orden 
sobre la «Verdadera inteligencia de las palabras cerrados y acotados» donde se afirma que las 
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Para insistir en el carácter innovador y rupturista con las viejas formas de jus- 
ticia rural que representan los bandos, y teniendo en cuenta que hemos situado el 
auge de estos documentos en la segunda mitad del siglo XvIIL, puede ser conve- 
niente observar las prácticas de algunos propietarios ricos durante la primera mi- 
tad del siglo. No se trata de evocar, con nostalgia, las viejas prácticas judiciales; 
el conocimiento de algunos abusos, bien documentados, en la administración de 
justicia de aquellos años, constituye el principal antídoto contra, cualquier tfenta- 
ción de idealizar a los bailes del Antiguo Régimen. Pero, al mismo tiempo, las 
características formales de estos abusos ponen de manifiesto el arraigo de unas 
determinadas reglas del juego y de una determinada concepción de la justicia, 
que todo el mundo, incluidos los más ricos y pudientes, tenían que respetar. 

Constituye una muestra de claro abuso, por ejemplo, uno de los casos más pre- 
coces de individualismo agrario que tenemos documentado. El labrador Joan Dau- 
nis expuso sus intenciones en 1702 ante la Curia Condal de Castelló d'Empúries, 
en el curso de un litigio con la Universidad de Vilacolum, de una manera clara: 


..«voler sols ell dit Daunis guardar las pasturas de sa propia heretat i de son 
propi terme y no mes, sens que esta part may hage volgut ni vulga lo us vehinal 
ab los particulars de dit lloc de Vilacolum per a fer pasturar son bestiar ... que 
ell se acontenta de ferlo pasturar en ses terres y en son terme sens enquietar a 
ninguns vehins conforme fan los de Vilacohum que ab llurs bestiars si voldrian 
menjar las herbas y segar aquellas y destruhirli sembrats de la heretat...3 


Joan Daunis expone este argumento cuando le ha sido impuesta una pena de 
cien libras por haber cerrado sus tierras «per impedir que els bestiars de dit lloc 
de Vilacolum no hi pugan entrar a pasturar». Pero Daunis no era un personaje cual- 
quiera, Cuando la Universidad de Vilacolum decidió ir a romper las «tanques», 
Daunis, como baile de La Guardia, pudo acudir «con gente armada» a «donar bas- 
tonadas als Guardians dels bestiars» y como juez pudo «fer provisió de Captura 
contra tots los habitans del Hoc»; algunos vecinos de Vilacolum fueron encarcela- 


leyes españolas reconocen por «cerrados ó acotados terrenos que no están materialmente 
cerrados». 

33. AHG: «...solo quiere dicho Daurris guardar los pastos de su propia heredad y de su 
propio término y no más, sin que esta parte haya querido ni quiera el uso vecinal con los parti- 
culares de dicho lugar de Vilacolurn para hacer pacer su ganado ... que él se contenta de hacer- 
lo pacer en sus tierras y en su término sin inquietar a ningún vecino conforme hacen los veci- 
nos de Vilacolum que con sus ganados querrían comer las hierbas y segarlas y destruirle los 
sembrados de la heredad...». 
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dos, y en la demanda judicial presentada por los regidores del lugar éstos aseguran 
que «todos» los vecinos «vuy se troban necessitats de trobarse absents de sa Casa». 

¿Un solo hombre, un labrador había-conseguido amedrentar y ahuyentar a to- 
dos los vecinos de un pueblo? Los vecinos de Vilacolum sabían que el único 
modo de defenderse era la impugnación «el Pombramiento de Daunis como bai- 
le y juez del «pretendido término» de La Guardia. «No hi havia memoria d'ho- 
mes de que a La Guardia hi haguessin hagut batlles», decían, y hallaban «sens 
rao ni fonament que dit Daunis sent ell mateix sol la part interessada puga exercir 
lo offici de Batlle». Consideraban que «aquesta elécció es estada feta solament a 
fi de vexar als particulars de Vilacolum» y que no era necesaria «perque en lo 
mas de la Guardia sols se troba un habitant que es lo mateix Daunis». 

Así, en 1702, Joan Daunis, individualista convencido, había tenido que hacer- 
se proclamar baile y juez para intentar cerrar las tierras de su manso. Unas tierras, 
cabe decir, que incluían una gran extensión de yermos y marjales. Haciéndose 
proclamar baile y juez, y convirtiendo su manso en un término jurisdiccional, 
Daunis consiguió lo que buscaba —la libre disposición de sus tierras—- sin dejar 
de seguir las reglas del juego jurídico: hacía prender el ganado de los otros —por- 
que era ganado forastero—, imponía multas pecuniarias y se disponía a perseguir 
alos infractores hasta su encarcelación. 

Otros propietarios de mansos, sin embargo, no cuestionaban el sistema del li- 
bre pastoreo. Así, el propietario de dos heredades del municipio ampurdanés de 
Pau, que apelaba al «costum universal de l"Emporda» y reivindicaba «la quieta 1 
pacifica possessió» de pacer'su ganado por las tierras comunes y particulares del 
término. El propietario denuncia al baile y a los regidores de Pau que le han im- 
puesto penas y querían «prohibirle que no entre su ganado en las tierras de los co- 
munes y particulares con animo de impedirle el mayor beneficio de los frutos que 
logra con el estiercol del ganado y otros lucros que resultan de este». Seguramen- 
te el baile y los regidores de Pau se habían limitado a hacer cumplir las normas vi- 
gentes desde 1703, que limitaban el número de cabezas de ganado de cada vecino 
a cien cabezas de ganado lanar por cada heredad de un par de bueyes. En 1756 un 
nuevo ban del barón reducía este número a cincuenta cabezas de ganado. El 6 de 
abril de 1761 los herederos de aquel propietario solicitaron y consiguieron un ban 
de la Intendencia para el conjunto de sus heredades, entre ellas las dos heredades 
de Pau. Pedían que las penas fueran grandes porque «á ser el ban pequeño no se 
haría nada respeto de ser los Particulares de las mencionadas villas y lugares Gen- 
te ruin y perversa y poco temerosa en el presente assumpto».% 


34. AHG, Notaria de Castelló d'Empúries, libro 1.705, f. 252. 
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Este caso, relativo a una misma familia y a unas mismas propiedades, nos per- 
mite ejemplificar el cambio de estrategia vivido en el seno de la clase dominante 
en el curso de las décadas centrales del siglo xvIn y nos introduce en el tema de la 
literatura de los solicitantes de bans particulares. Leyendo sus instancias uno tie- 
ne la impresión de una sociedad rural extremadamente conflictiva. Los vecinos se 
han vuelto gente cruel y perversa y parecen disfrutar haciendo daño a las tierras. 
Pero, de hecho, éste era el único argumento legal que podía hacer parecer justa la 
decisión de declarar prohibida la entrada en sus tierras. Enumerando y exageran- 
do los daños que los vecinos cometían, justificaban la proclamación de un bando 
que declaraba, como medida de prevención, la prohibición absoluta de la entrada 
en las tierras del solicitante. 

Pero las pocas denuncias de bans que hallamos en los libros de curia y, sobre 
todo, el hecho de que a menudo las denuncias fueran realizadas por jornaleros 
—propietarios de huertos y de viñas-—- contra ricos propietarios de mansos con- 
trastan con esta imagen. Y nos sugieren otra visión: la solicitud de bans era el 
arma que utilizaban los ricos para desafiar y rebelarse contra unas reglas judicia- 
les que podían significar, en cualquier momento, vejaciones y humillaciones —-e 
incluso la prisión — difíciles de soportar. Para ejemplificarlo, fijémonos en los 
antecedentes penales de la familia de Isidre Ferran, uno de los primeros ampur- 
daneses solicitantes, y Obtentores, de bans de la Intendencia. Sabemos que en 
1725, su suegro, uno de los vecinos más importantes del pueblo de Garriguella, 
Rafael Ferrer de Batlle, se hallaba preso en la cárcel de Castelló d'Empúries por 
raber herido a un pastor que había entrado con bueyes en un campo de su propie- 
dad y haberlo amenazado con una piedra en cada mano.% En 1744, Isidre Ferran, 
siendo baile de Vilaút, se había enfrentado a los vecinos de Pau —entre ellos a 
Os protagonistas del ejemplo anterior— que entraban en su término. En contra- 
partida su ganado había sido capturado por el baile de Pau cuando había sido ha- 
lado en las tierras de este término. En octubre de 1754 Isidre Ferran solicitó un 
ban a la Intendencia para los mansos de Garriguella que eran propiedad de su 
mujer, Caterina Ferrer de Batlle, pero'no pará 'los mansos de Vilaút. El ban pro- 
vocó la protesta inmediata de un labrador rico de Garriguella y del baile y regido- 
es del lugar. El 1755, las autoridades, después de una clara provocación, hicie- 
ron encarcelar a Caterina Ferrer, esposa de Isidre Ferran, hija de aquel Rafael 
Ferreri de Batlle que y habíamos. visto en lawár eel en 1725. Nos interesa la ma- 
nera como Isidre Ferran manifiesta su malestar: 


35. AHG, Notaria de Castelló d'Empúries, libro 117, f. 16, 
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el suplicante y su consorte se reconoscan muy ofendidos y agraviados del 
Improvisto excesso que cometio dicho Bayle .. - porque siendo [se refiere a la 
de su esposa] una de las familias mas distinguidas y de acreditado honor en el 
lugar de Garriguella y por todo el Ampurdán enlazados en su parentesco con 
las familias de mayor lustre de aquellos parajes... 


Y por esta razón, decía «es mas grave la offensa que han padezido el suplican- 
te, su consorte y todos sus Parientes siendo mas culpable el excesso cometido...». 

El lenguaje de aquellos hombres —cuando hablaban de sí mismos y cuando, 
en las solicitudes de bans, hablaban de los otros— era un lenguaje de clase. Y de 
clase dominante. Los propietarios de mansos ampurdaneses se sentían especial- 
mente fuertes y poderosos. Al mismo tiempo que declaraban cerradas sus tierras 
—a veces extensiones muy superiores a las que podían justificar con sus títulos 
de propiedad los propietarios incluían en sus contratos de masovería nuevas 
cláusulas, poco frecuentes a comienzos de siglo, con las que se reservaban para 
sí el uso de las tierras incultas del mas y procuraban evitar cualquier innovación 
que pudieran controlar. Todo apunta hacia una voluntad clara de impedir que los 
masoveros pudieran beneficiarse de la presión demográfica —-con el consecuen- 
te hambre de tierras— o del aumento de los precios, Importantes en el caso de los 
cereales, espectaculares en el caso de la leña. 

No era el crecimiento agropecuario lo que buscaban, sino su control; es decir, 
el control del trabajo generador de rentas; y, en esta línea, el control de las hier- 
bas y los pastos de las tierras incultas. Para apoyar esta afirmación, puede ser útil 
volver al caso del mas de La Guardia, aquel que el individualista Joan Daunis ha- 
bía intentado cerrar en 1702. En 1758, el nuevo propietario del mas, Matas, ganó 
definitivamente el pleito, iniciado medio siglo antes, y vio reconocido el uso pri- 
vativo de las hierbas. La riqueza del mas despertó muy pronto la codicia del Ca- 
bildo de la Catedral de Gerona, antiguo propietario de La Guardia. La Catedral 
había vendido el mas a Daunis en 1698 por 3.500 libras y sabía que en 1765 Ma- 
tas conseguía cerca de 1.000 libras anuales de renta. El Cabildo intentó conseguir 
que la Audientia de Barcelona declarase nula la venta, argumentando que era 
fraudulenta. Los argumentos de Matas, por lo tanto, tenían que demostrar que la 
venta había sido justa. Matas encuentra diez testigos que declaran que una de las 


- 3 


36. En realidad, los bandos eran una vía fácil para los propietarios de obtener, sin necesi- 
dad de pleitos judiciales largos, la propiedad —a menudo cuestionada— de tierras incultas. 

37. Sobre la evolución de las cláusulas en los contratos de masovería en el conjunto de la 
región de Gerona, Congost, Gifre, Saguer y Torres (1999). Sobre la evolución de los precios 
de los cereales y de la leña en Cataluña, Vilar (1964-1968), volumen II. 
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razones de que el valor de aquella finca hubiera aumentado tanto se hallaba en un 
cambio de «estilo en el Ampurdan»: 


..desde 1698 al 1750, habia sido estilo en el Ampurdan, y señaladamente entre 
heredades vezinas á la de la Guardia que se cultivan por parceros, el utilarse 
estos enteramente de los pastos, y hierbas de las heredades  parPla mañuten- 
cion de sus Ganados, sin que percibiese otro útil el dueño de ellas, que la me- 
jora de las tierras cultivas con el estiercól, que resuJtava del Ganado.38 

Todos los testigos afirman declararlo por «haverlo visto y observado en sus 
propias heredades ó en aquellas de que han cuydado, o han sido colonos, y haver- 
lo ohido de personas fidedignas, y parceros de heredades». En realidad, sabemos 
que, en el caso concreto del mas de La Guardia, se trataba de un falso testimonio: 
el propietario Daunis había manifestado rauy pronto y con mucha contundencia 
su interés por los pastos. Matas también lo sabía, porque era hijo del procurador 
del conde de Ampurias que había sido recriminado por los vecinos de Vilacolum 
por haber nombrado baile del «pretendido término de la Guardia» a Joan Daunis. 
Pero ya hemos visto que el caso de Daunis era un caso singular, y es posible que 
el argumento esgrimido por aquellos diez hombres fuera válido para la mayor 
parte de tierras del Ampurdán. 

Y se trata de un argumento muy interesante. Matas reconocía, en 1765, que 
extraía de las garrigas y de las closas una parte importante de las rentas del mas; 
en cambio, consideraba normal que en 1698, cuando se había valorado el mas 
para proceder a su venta, sólo se hubiera tenido en cuenta la producción de ce- 
reales. Que la renta de los propietarios de los masos del Ampurdán hubiera au- 
mentado, a partir de 1750, no respondía a ningún aumento o cambio significativo 
en la producción, sino a un «cambio de estilo» que significaba, de hechó, un 
cambio en la distribución social de las rentas. Los propietarios habían empezado 
a interesarse por aquello que antes despreciaban: las hierbas y los pastos. Desde 
hacé años, los historiadores ingleses mantienen un interesante debate. sobre los 
peligros de confundir aumento de la renta de los propietarios con aumento dd la 
productividad agraria, No podemos dejar de constatarlo. 


38. «Capítulo I de los presentados en segundo lugar por Matas en la causa de revista. Tes- 
tigos L hasta al 10.» Los argumentos de Matas se hallan recopilados en los «Discursos jurídicos 
que propone el lustre Cabildo de la Santa Iglesia de Gerona, a fin de que se confirme la real 
sentencia dada é su favor en 14 de Octubre de 1765, en el pleyto que. en la real Audiencia, y 
Sala del Noble Señor Don Raymundo de Ferran, sigue, con Ignasia, y Fausto de Matas, madre, 
e hijo, sobre la recuperación del Manso Guardia». Barcelona, Joseph Altés, Impresor, s.d. 
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LA EVOLUCIÓN DEL SISTEMA DE ESTIMAS EN EL ROSELLÓN DEL SIGLO XVII, EL 
COMPLOT DE LES GENS DE PETITE FORTUNE 


El caso de la vecina comarca del Rosellón servirá de contr apunto al caso am- 
purdanés. En 176988 publicó € el decreto <p gH añtd “abolition du par cours et la fa- 
cultá de clore des héritages». Pero los estudios que se han referido a esta disposi- 
ción coinciden en. cor siderar que tuvo pocas consecuencias. La mayoría de las 


tierras continuaban abiertas durante los años de la revolución. ¿Significa esto 


que los derechos de las s comunidad: -FComel ellos lóx derechos de los pobres, fue- 
ron protegidos? 7 

La lectura de la documentación generada en tórno al decreto sugiere que no es 
precisamente ésta la interpretación más correcta. Los grandes propietarios de las 
tierras rosellonesas —también los de la llanura-— se mostraron contrarios al de- 
creto. La documentación deja entrever la importancia que tenía en este asunto el 
tema de las estimas de los daños infligidos por el ganado, especialmente en las vi- 
ñas. Y también pone de manifiesto la existencia de unos estimadores muy especia- 
les, los «sobreposats de 1'horta de Perpinya». Éstos podían estimar el valor de los 
daños causados en las tierras de los habitantes de Perpiñán en cualquier lugar de 
la veguería. Se trataba de un claro privilegio, ya que si no estaban de acuerdo con la 
estima hecha por los sobrepuestos del lugar donde estaba situada la finca afectada, 
podían volver a haceí estimar el daño. En 1789, enlos Cahiers de doléances de las 
comunidades rosellonesas, abundan las quejas a esta institución, pero el odio que 
se manifiesta en estos libros.no va dirigido hacia la institución creada en el si- 
glo Xu sino hacia las reformas que habían tenido lugar a mediados del siglo XVII. 

Ya hemos dicho que el sistema medieval de estimas rosellonés presentaba 
una originalidad que, al menos teóricamente, lo había convertido en un sistema 
especialmente eficaz en la defensa de la propiedad de los frutos: desde el siglo 
xi, como mínimo, los habitantes del Rosellón tenían asegurada la reparación de 
los daños también en aquellos casos en los que el infractor del delito no era cono- 
cido. En estas circunstancias, los cónsules del lugar tenían que asumir la respon- 
sabilidad Olectiva.” 
endente Bon, sin embargo, en su informe favorable a la abolición del 
Darcours, criticaba d duramente 1 la ineficacia del sistema de justicia rural vigente 


en el Rosellón en 1769: 


39. Assier-Andricu (1987), p. 145. 
40. Sobre otros casos medievales parecidos, Carbasse (1980). Trato este tema en Congost 


(1997. 


to 
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evitan después el justo castigo que merecen, y las formalidades necesarias 
para constatar el delito, así como la forma habitual de conseguir, según las 
constituciones locales, la indemnización, conducen a la impunidad del culpa- 
ble, al mismo tiempo que hacen recaer sobre el damnificado el coste de las in- 
vestigaciones que la vindicta pública debería asumir. Y! 


¿Qué había sucedido?, ¿qué es lo que había convertido el viejo sistema de la 
responsabilidad colectiva en un sistema tan ineficiente? Nos parece haber halla- 
do la respuesta en algunos acontecimientos de las décadas centrales del siglo 
xvHH que conviene conocer. Pero antes, prosigamos la lectura de la memoria de 
Bon. Lo que parecía haber llamado la atención del intendente, en 1769, era la in- 
defensión de los propietarios de viñas —que Bon identifica con el sector más hu- 
milde de la población — ante la impunidad del los propietar los de ganado: 


Estos daños son muy perceptibles cuando uno observa los distintos tipos 
de terreno, no puede creerse que las viñas sean uno de los principales objetos 
de la avidez de los propietarios de ganado, o delos guardas, porque sus intere- 
ses se confunden siempre, y el cultivador es la víctima de esta alianza. La ven- 
dimia aún no ha terminado en un viñedo, que los rebaños ya lo han invadido. 
Todos los pastores están preparados para prevenirse unos a otros, y en un abrir 
y cerrar de ojos la hojas son devoradas. Sería demasiado bueno que las cosas 
se terminaran aquí, pero cuando el ganado no encuentra en la viña el alimento 
que necesita, se acerca a las plantas más tiernas, destruyendo así la esperanza 
de la repoblación.” 


41. Archives Départamentales des Pyrénées Orientales (ADPO), 1C1501, Mémoire con- 
tenant les observations et! avis de M. Bon Premier Président au Conseil Souverain de Roussi- 
llon, Intendent de la méme Province et du pays de Foix, sur le projet d' abolir le droit de par- 
cours en usage sans quelques provinces et de laisser aux particuliers propriétaires des biens la 
liberté de clóre leurs héritages ainsi qu ls le jugeront le plus convenable dá leurs intéréts: «Xs 
evitent par la suite la juste punition qui leur soit due, et les formalités nécessaires pour constater 
le délit, autant que la maniére dont on s” y prend, suivantles constitutions locales, pour en obte- 
nir le dédommagement, concourrentá P'impunitédu coupáble, en méme temps qu'elles détour- 
nentle danmifié de poursuites dontla vidicté púBiTque devroit seule étre chargée». 

42. «Ces dommages sont bien sensibles lors qu'on proméne la rue sur les diverses natures 
de terrains, on ne croiroit pas que les vignes fussent un des principaux objets de la cupidité des 
mañtres des troupeauz, ou des gardiens, car leurs intéréts se confondent toujours, et le cultiva- 
teur et la dupe de la réuntons Les vendanges ne.sont pas finis dans un quartier de vignes, et déja 
les troupeaux sont dans ceux doñition a cueilli leurs friitsPOus les bergers sont aux aguéts 
pour se prevenir mutuellement, et dans un clín d”oeil toutes les feuilles sont dévorées. 11 seroit 
méme heureux qu'on se tint la, mais il est de fait que lórsque le bétail ne trouve plus dans le 
vignoble la nourriture qu'il y cherche, il s'attache aux plantes les plus tendres, et détruit ainsi 
Pesperance du repeuplement.» 
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En la misma memoria, Bon comenta, y lamenta, que los propietarios de las 
viñas del Rosellón hubieran tenido poco éxito, pocos años antes, y ante el rey, en 
sus intentos de conseguir reformar el reglamento de estimas. Se habían inspira- 
do, en su demanda, en la ordenanza firmada por el intendente Bertin, en 1752, 
para las vecinas tierras del Conflent. Este documento, a pesar de la oposición del 
Consell Sobirá del Rosselló, había sido ratificado en 1753 por el Consell du Rol. 
Esta ordenanza prohibía la entrada del ganado en las viñas, e imponía la multa de 
veinte sueldos por cabeza de ganado lanar que entrase en ellas y de tres libras 

sesenta sueldos— por cualquier otra especie de ganado. Todo esto además de 
la satisfacción del valor de los daños infligidos, que serían evaluados por los es- 
timadores del lugar. 

La viña desempeñaba un papel protagonista en el debate sobre el cerramien- 
to de tierras rosellonesas. El hecho merece algún comentario. No olvidemos que 
el viñedo representa, en muchas áreas mediterráneas, la vía más clara de creci- 
miento agrario —es decir, económico-— del siglo XVII; pero el cierre de fincas 


no tiene que ser visto únicamente como el triunfo del individualismo agrario, 


sino ue tambi de ser visto como una forma de extremar las medidas de 


protección | de los. frutos más vulnerables, protección que constituía el objetivo 
principal, como hemos dicho, de las formas de justicia rural tradicionales. 4% 
En el Rosellón, el cultivo de la viña, en el siglo xvux, se hallaba en manos de 


pequeños propietarios, 4 En los inicios de la década de 1740, se hace presente en 


la documentación una lucha entre los propietarios de ganado y los propietarios 
de viñas, que parece adquirir todos los rasgos de una lucha de clases.* Sin duda 
se trataba de una lucha que venía de lejos, pero el reglamento del 23 de diciembre 
de 174 probado por el Consell Sobirá del Rosselló y claramente favorable a 


los propietarios de ganado, debió de señalar el inicio de una fase aguda del con- 


flicto. Este reglamento decía, en su artículo sexto, que los propietarios de viñas 
no podían enviar alos sobrepuestos a estimar —y, por lo tanto, no podían esperar 


43. En cualquier caso, las disposiciones de 1753 relativas al cierre de las viñas en la co- 
marca del Contlent no habían impedido que un respetable rector de una de sus parroquias es- 
cribiera en 1785: «On y vole sans doute, mais ou est-ce qu'on ne vole pas? Le propriétaire ce- 
pendant en a toujeurs la plus grande partie». Abbé Marcé (1785). En el Ampurdán, muchos 
establecimientos y subestablecimientos enfiréuticos de tierras que especificaban que tenían 
que ser destinadas al cultivo de la viña contemplaban cláusulas —de signo diverso— sobre los 
usos vecinales. En España, una ley había otorgado, en 1788, la facultad de cerrar las tierras 
destinadas al «plantío de viñas y olivos». 

44. Gavignaud (1983), L, p. 81. 

45. Hemos podido reconstruir este debate gracias a noticias extraídas de ADPO: 2B752, 
2B785 y CICISO1 
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ser compensados— los daños que se hubieran podido cometer en sus viñas des- 
pués de lá vendimia. Era necesario, en estos casos, satisfacer al propietario de- 
nunciante la «módica suma» de veintidós sueldos por cada aíminada de viña 
afectada. En el caso de los daños infligidos en tierras de alfalta después del día 
de Todos los Santos, la multa se había fijado en 10 sueldos por gimingda. 

El 13 de febrero de 1745 más de un centenar de propietarios de viña de Perpi- 
ñán expusieron una protesta. Hacían referencia al reglamento del 23 de.diciembre 
de 1741 y se quejaban de los abusos de los propietañios de ganado. Denunciaban 
numerosas formas ——mal intencionadas, decían— de hacer daño. Se quejaban, 
entre otras cosas, de no poder hacer los «acodos» necesarios a los viñedos y mani- 
festaban su confianza en que el Consell Sobira del Rosselló les liberase de la «ser- 
vitude onereuse» que representaba el hecho de que sus viñas sirvieran de pasto de 
los rebaños. Vale la pena retener su argumento principal: si era verdad que el 
Consell quería el bien público, tenía que actuar a favor de los propietarios de vi- 
ñas, ya que prácticamente, afirmaban, no había una sola familia que no poseyera 
una vifía o no viviera gracias a su cultivo. 

El 10 de enero de 1746 respondieron los propietarios de los ganados lanares, 
encabezados por el marqués de Aguilar. En su escrito hacían referencia a los mo- 
tivos que les habían impulsado a solicitar el reglamento de 1741: anteriormente a 
esta fecha, se habían multiplicado el número de estimas solicitadas y los propie- 
tarios de viñas se habían mostrado especialmente ansiosos y ávidos en este terre- 
no. Además, los sobrepuestos estimadores, sobre todo los de Perpiñán, tendían a 
estimar los daños de una forma desmesurada, de manera que algunos propieta- 
rios habían tenido que vender sus rebaños para poderlos pagar. Gracias al regla- 
mento que prohibía las estimas de las viñas se había conseguido poner freno a es- 
tos abusos. Y si antes los propietarios de viñas habían invocado el «bien público» 
—+n el sentido de bien para la mayoría-— para reclamar el derecho a las estimas, 
los propietarios de los ganados no dudaron en invocar a las leyes de la naturale- 
za, que decían que «no había títulos particulares», que las tierras, una vez extraí- 
dos sus frutos, eran «destinadas por la naturaleza al alimento del ganado». 

La contrarréplica de los propietarios de viñas no se hizo esperar. Muy pronto 
presentaron un nuevo informe en el cual aseguraban que no habrían roto el silen- 
cio si el daño no se hubiera extendido —en los últimos tiempos— en la medida 
en que lo había hecho. Los pastores y los guardias del ganado, animados por la 
impunidad de sus actos, engordaban a sus animales con las plantas de los viñe- 
dos. Y por todo el Rosellón se había extendido, afirmaban, este grito general: 


46. Una aiminada representaba una superficie aproximada de 60 áreas. 
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Sin embargo, todo el mundo se queja, los particulares se lamentan, ¿de 
dónde viene este clamor general? ¿Es un frenesí que ocupa todos los pensa- 
mientos? No, sin lugar a dudas. Es la realidad de los daños que los rebaños 
“causan en las vides lo que provoca sus quejas y autoriza sus justas representa- 
ciones.  - AA. ] da 0 


Los firmantes del manifiesto presentan, corno prueba de su buena voluntad, que 
nunca han cuestionado ni discutido la libertad-de «sus adversarios» para poder con- 
ducir sus ganados hacia los bosques, prados, alfalfas y otros bienes de la provincia. 

Finalmente, el Tribunal del Cónsell modificó algunos de los artículos del re- 
glamento del 23 de diciembre de 1741. Así, estableció que el período de posible 
estimación «a todo perdido» no empezaría hasta el 15 de diciembre, y exigió más 
formalismos a los denunciantes en el momento de reclamar las estimas. 

El Consell Sobirá volvió a pronunciarse a favor de los propietarios g ganaderos 
en 1762. En esta ocasión, se pronunció favorablemente a las exigencias de trece 
solicitantes que se habían presentado como «propietarios de diferentes rebaños 
de ganado de lana que tienen en la provincia». Afirmaban que desde hacía mu- 


cho tiempo eran víctimas de 


una especie de conspiración contra ellos, así como contra todos los otros pro- 
pietarios de los rebaños de lana de la Provincia, por parte de los propietarios de 
las tierras que no poscen ganado de lana, los cuales les hacen padecer desde 
hace mucho tiempo unos daños tan considerables...* 


Tan considerables que ellos, los propietarios del ganado, apenas podían man- 
tenerlo y alimentarlo. Aseguraban, también, que 


esta especie de complot se da entre la gente de pequeña fortuna, contra los bra- 
ceros que sólo poseen un pequeño trozo de viña, entre gente a la que los supli- 
cantes deben alimentar todo el año...* 


47. «Cependant tout le monde s'en plain, tous les particuliers en gemissent, d'ou vient ce 
cri general? Est ce une frenesie qui tient tous les esprits? Non san doute! C'est la réalité des 
dommages que les troupeaux causent aux vignes qui donne a leurs plaintes et qui autorise leurs 
justes representations.» ao 

48. «Une espece de conspiration contre eux, ainsi que contre tous les autres propriétaires 
des troupeaux á laine de la Province de la part des propriétaires des terres non propriétaires des 
bestiaux de laine quí leurs font souffrir depuis long temps des dommages si considerables...» 

49. «Cette espece de complot se trouve parmi les gens de petite fortune, comme les bras- 
siers qui n'ont qu'un petit lambeau de vigne, entre ces gens que les suppliants dolvent nourrir 


toute l'année...» 
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Los propietarios de ganado se identifican, de este modo, como grandes pro- 
pietarios de tierras y afirman hallar especialmente injusta la rebelión de los hu- 
mildes, porque son ellos precisamente los que los alimentan durante todo el año: 
les pagan buenos salarios, y les dan sus frutos ya que los dejan espiguear. En su 
exposición manifiestan tener total confianza en la resolución del Consell Sobira, 
porque habían obtenido su protección en todas las otras ocasiones en que habían 
sido vejados. Más adelante vuelven a identificar como adversarios principales a 
«los tenanciers de la provincia no propietarios de rebaños de lana, generalmente 
gente de poca fortuna, es decir, trabajadores...».5% Éstos, dicen, cuando no tienen 
trabajo para los otros, en sus horas perdidas, trabajan en su viña. Los propietarios 
de ganado de lana partían de una convicción: los trabajos en las viñas eran he- 
chos con mala fe. En el documento escenifican lo que ellos consideraban que 
constituía una escena cotidiana. Cuando dos de estos trabajadores se encontra- 
ban y uno le preguntaba al otro: ¿adónde vas?, el primero le respondía que ¡ba a 
la viña a «colocar una trampa a las ovejas» («placer quelque ratiére aux brevis»), 
y el segundo contestaba: «¡bien hecho! ¡Ahora mismo me voy a mi viña para ha- 
cer lo mismo!». Con este comentario los propietarios del ganado lanar querían 
dejar claro el carácter conspirador de las múltiples operaciones de los pequeños 
propietarios vitícolas del Rosellón. Hacían márgenes de piedra seca, plantaban 
higueras, granaderos, olivos, cerezos, hacían los mugrones inmediatamente des- 
pués de la vendimia e incluso antes de la cosecha. Todo, según ellos, con el fin de 
atraer a los rebaños para que hiciesen daño y los expusieran a estimas desorbita- 
das. Además, los estimadores estaban de acuerdo con los propietarios de los vi- 
ñiedos, que les habían dicho: «Yo os hago ganar dinero, haced que yo esté con- 
tento...», y valoraban los daños exageradamente. 

Los propietarios de ganado de lana consiguieron lo que solicitaban. Las dis- 
posiciones de 1762 se referían mayoritariamente a los viñedos. Se prohibía hacer 
estimar los daños por demolición de paredes de piedra seca, a no ser que consti- 
tuyesen una auténtica «barrera» (haie), o que fuesen necesarias para «contener 
las tierras». Suponiendo que hubierán legado a: formar una auténtica haie, tenía 
que quedar abierto un «paso conveniente para que los rebaños pudieran pastar». 
Tampoco podrían ser estimados los daños causados por «la inundación de los ca- 
nales que bordeaban las viñas», a no ser que.sirvieran para el desagúe del agua; 
ni los daños causados Á plantas de: ¿ualquierespecie que fueran «si no llegaban a 
los cinco palmos de altura», ni tampoco los trozos de los troncos que las bestias 


50. «Des tenanciers de la Province non propriétaires des troupeaux a laine, notamme- 
ment les gens de petite fortune, c'est-4-dire, les travailleurs...» 
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de lana rompían en las viñas cuando pastaban en ellas, ni los «acodos» realizados 
antes del 10 de noviembre. 

Pero el reglamento iba más allá. Sus artículos 10 y 12 no se referían única- 
mente a las viñas, sino a las estimas en general. El artículo 10 disponía que todo 
requerimiento de estimas tenía que ser individualizado, y tenían que especificar- 
se detalladamente los daños que el damnificado pretendía hacer estimar. Pero 


el antiguo sist ma recibía el golpe más duro con el artículo 13, que pervertía el 


onsa tiva —basado en la obligación de la comuni- 
dad a reparar os s daños. de cualquier vecino—, convirtiéndolo en una prerrogati- 
va —y, de un modo claro, en un abuso— de los habitantes de Perpiñán: 


Se prohibe a todo propietario de fincas, a excepción de los habitantes de 
Perpiñán, dar sus estimas a los arrendadores y cónsules, aunque sean Tenu- 
tants, a pesar de las disposiciones anteriores, bajo pena de nulidad.*! 


Comprendemos así que en 1789, la mayoría de las comunidades rosellonesas 
manifestase en sus Cahiers de doléances el rechazo a los privilegios de los habi- 
tantes de Perpiñán y a la institución que los simbolizaba, los «sobreposats de 
PHorta de Perpinyá», que consideran «abusiva, odiosa y vejatoria». Éstos son 
los tres adjetivos que se utilizan en el Cahier général del Tercer Estado de la ve- 
guería, de cuyas resoluciones se habían separado los habitantes de la ciudad de 
Perpiñán: 


Que los tribunales de los expertos estimadores establecidos en la ciudad de 
Perpiñán, con el fin de que sus habitantes puedan hacer estimar los daños oca- 
sionados a los frutos de las tierras, que poseen en los distintos territorios de 
este vizcondado, sean asimismo suprimidos, aún cuando los Estados Genera- 
les tengan la intención de dejar subsistir a otros Tribunales de excepción y atri- 
bución, como si fuera la dicha atribución abusiva, odiosa y vejatoria y cuya su- 
presión piden todas las comunidades de este vizcondado y que, en ningún 
caso, ningún habitante de Perpiñán pueda acusar a los cónsules en el territorio 
de los cuales tienen bienes raíces de descubrir al que ha ocasionado daño a di- 
chos fondos y que sólo puedan hacer estimar los daños por los peritos de los 
lugares y. territorios en donde sus bienes están situados? 


si ...defenser á tout propriétaire des fonds á l'exception des habitants de Perpignan de 
donner A dcchare dés estimes aux bailes et Consuls ni comme Tenutants, non obstant tout 
arrót au contraire, á peine de nullité. » 

52. «Que les tribunaux des experts estimateurs établi dans la ville de Perpignan afin que 
ses habitants puissent faire estimer les dommages occasionnés aux fruits des terres qu'ils pos- 
sedent dans les differents territoires de cette viguerie, soient pareillement suprimés, lors méme 
que les Érars Généraux jugeroient a propos de laisser subsister d'autres tribunaux d exception 
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Para analizar correctamente las quejas de las comunidades, conviene diferen- 


ciar entre aquello que es denunciado explícitamente como abuso —el hecho de 
que los habitantes de Perpiñán controlasen la policía y la justicia rurales del Ro- 
sellón— y lo que dicen, o callan, sobre el principio de la responsabilidad colecti- 
va y el problema de las estimas. De lo que se quejan muchas comunidades « es de 
que sus habitantes, a diferencia de los de la ciudad de Perpiñán, tuvieran que pre- 
sentar «dos testigos dignos de fe» para que sus denuncias tuvieran 1 efecto. Y re- 
claman, no sólo que los habitantes de Perpiñán tuviérañ que hacer estimar sus da- 
ños por los sobreposats del lugar, como dice el resumen, sino, que todos los 


habitantes de la comunidad pudier. an, como hacían los habitantes de Perpiñán, y 
como ellos mismos habían hécho durante siglos, hacer estimar y recuperar el va- 


lor de los daños ocasionados a sus tierras aunque 1 no conoci ran al culpable, es 
decir, aunque no dispusier an de testigos. sa 

El malestar en 1789 era evidente. Pero en 1833, veintitrés años después de la 
promulgación del Código penal, el jurista Jaubert Campaghe. presentaba 1 úñ pa- 
norama bastante más inquietante. del campo. rosellonés. Los delitos rurales se 
multiplicaban, y las formalidades exigidas por los j jueces hacían desistir al pro- 
pietario de denunciarlos; de manera que «el Propietario abandona, como quien 


et d”attribution, come étant la d(id)e attribution abusive, odieuse et vexatoire et dont toutes les 
communautés de cette viguerie demandent la supression et que, dans aucun cas, nul babitant 
de Perpignan ne puisse charger les consuls dans le territoire desquels ils ont des biens fonds de 
découvrir celui qui a occasionné des dommages A leurs dits fonds et qu'ils ne puissent faire es- 
timer les dommages que par les experts estimateurs des lieux et territoires oú leurs biens sont 
situés.» Frenay (1979). 

53. Los cuadenos más explícitos son los de Sant Hipdlit y Ribesaltes. Los de Sant Hipólit 
se quejaban que los ganados forasteros entraban en sus viñas, por el hecho de que los propieta- 
rios del ganado se hallaban convencidos que no podían hacer pagar los daños si no eran pre- 
sentados dos testigos. Las multas, además, tardaban mucho en cobrarse y en el intervalo entre 
la denuncia y el cobro, la viña —u otras fincas del denunciante— aún recibía más daños. Todo 
esto ocurría de noche, de manera que era imposible descubrir a los autores de estas fechorías. 
El cuaderno de Ribesaltes también da noticias sobre la historia reciente, Habla de los cambios 
que se habían producido unos quince años antes, que habían acabado con la práctica de hacer 
estimar los daños sin conocer el delincuente. Esta práctica, decían, permitía a cualquier pro- 
pietario hacer prestar juramento, por los sobreposats estimadores, a todos los guardias de las 
diferentes especies de ganado; de esa manera, el autor de los daños acababa siendo conocido; 
y si no, los estimadores estaban autorizados a acusar a uno de los propietarios o guardias de 
aquella especie o especies que hubieran causado el daño. El 1789 las cosas no iban así: un pro- 
pietario que quisiera hacer estimar un daño tenía que presentar dos testigos que hubiesen pre- 
senciado su realización y tenían que indicar el nombre del guarda o dueño del ganado que lo 
habían ocasionado. Y esto era casi un imposible, decían, porque el daño a menudo se hacía de 
noche, o los días de fiesta a la hora de la misa. 
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dice, su propiedad a los devastadores, para no exponerse a añadir a los daños ex- 


perimentados, el sacrificio de una importante suma». Por esta razón, Jaubert- 
Campagne « elogiaba la eficacia ne'sólo del antiguo procedimiento judicial, el de 
los sobreposats, sino también del sistema policial que estaba asociado a él.%* La 
nostalgia que este a autor muestra por el conjunto "delas instituciones prerrevolu- 


cionarias —incluida la institución de los sobr. eposats de la hirerta de Perpiñán— 
obliga : a acoger este diagnóstico con muchas reservas; pero Jaubert-Campagne 
era un buen conocedor del mundo jurídico rosellonés de su tiempo y sus palabras 
podían reflejar una idea bastante Yener alizada en este mundo. En cual quier caso, 
desde el punto de vista de las teorías de los derechos de propiedad, se trata de un 


testimonio bastante sugerente. 


ÚLTIMAS REFLEXIONES ACERCA DE LAS TEORÍAS SOBRE LOS DERECHOS DE 
PROPIEDAD Y EL ANÁLISIS HISTÓRICO 


Las historias vividas en el Ampurdán y en el Rosellón durante el siglo XvH1 
presentan problemas para ser interpretadas según los tópicos más usuales en el 
tema de los cerramientos de fincas. Pero en un caso como en el otro, lo que he- 
mos visto ha sido una ruptura, protagonizada por propietarios ricos, en los siste- 
mas de justicia rural € tradicio: rales. El recorrido por el Ampurdán y el Rosellón 
del siglo XV, pues, si bien,no nos permite hacer ningún tipo de generalización 
sobre los procesos de cerramientos de tierras en la Europa mediterránea, sí ha 


sido suficiente para sugerir algunas líneas de reflexión: 


1. La forma de interpretar los hechos cambia cuando convertimos el estudio 
de las formas de policía y justicia rural en el terna principal. Desde el pun- 
to de vista de las prácticas judiciales ambas historias presentan un rasgo 
común: el proceso de sustitución de unas viejas formas de justicia —que 
durante siglos habían girado en torno a la obligación de reparar los daños 
infligidos a los frutos— por una nueva justicia, mucho menos moral y hu- 
mana y mucho más abstracta, basada en las expectativas de beneficio de 
una minoría de hombres, que tenían suficiente poder para imponer sus le- 
yes arbitrarias. La idea no es nueva, pero haciendo visible el desarrollo de 


54. «Le propiétaire abandomne, pour ainsi dire, sa propiété aux devastateurs, pour ne pas 
étre exposé a ajouter aux dommages éprouvés, le sacrifire d'une forte somme...». Jaubert- 


Campagne (1833). pp. 60 y ss. 
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la racionalidad capitalista en países que no conocieron la revolución 
agrícola, podemos acompañar a los investigadores ingleses en la tarea de 
combatir algunos de los tópicos más comunes sobre su pasado, tópicos 
que, por otra parte, han condicionado la visión de los orígenes históricos 
del concepto actual —extendido en todo el mundo occidental — de pro- 
piedad. 


- La segunda reflexión gira precisamente en torno al concepto de propiedad 


que se desarrolla junto con las prácticas agrarias del siglo XVII. A lo largo 


* de este capítulo no hemos hablado de derechos comunales —-de los dere- 


th 


chos de las comunidades aldeanas, de las universidades— sino de dere- 
chos particulares. En el Ampurdán del siglo xvi desaparecen, sin ser in- 
demnizados, derechos particulares a los pastos, y en el Rosellón se 
desampara a la mayoría de los vecinos de la protección de los derechos de 
propiedad. La falta de respeto al. principio de la propiedad privada, en 
cada proceso, es clara. Insistimos, pues, como ya hemos hecho en otras 
partes de este libro, en la idea de que la historia del concepto moderno de 
propiedad de la tierra no es fruto del progreso de las ideas, ni de un pensa- 
miento más racional y más civilizado, ni del desarrollo de formas más efi- 
caces de defensa de los derechos de propiedad, sino, sobre todo, de unas 
prácticas y de unos abusos impuestos arbitrariamente —así debieron per- 
cibirlo muchos— por una minoría de hombres ricos. Es por esta causa, 
porque el cambio significativo no consistió en una mayor racionalización 
de los derechos de propiedad, sino en una 1 manera diferente de distribuir 
rentas y obtenér beneficiós —que requirió la expropiación de lós más dé- 
biles—, por lo que Marc Bloch vio en las prácticas de cerramientos de fin- 
cas los orígenes de la doctrina capitalista: 


A decir verdad, el conocimiento de una inhumanidad tan crecida hubiera 
sublevado a las almas sensibles ... En Francia, como en Inglaterra, los proble- 
mas agrícolas, antes que los de ke industria, ofrecieron por primera vez a lo que 
bien debemos llamar, a falta de ¡a palabra mejor, la doctrina capitalista, la 
ocasión de expresar a la vez, corel candor propio de la juventud, las ilusiones 
ingenuas y la crudeza de sí admirable, de su fecundo entusiasmo creativo.55 


Bastantes años más tarde el diagnóstico de-E. P. Thompson es coinci- 
dente: 


- Bloch (1931, 1978), p. 250. 
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Es difícil imaginar una expresión más pura de la racionalidad capitalista, 
en la cual tanto el trabajo como la necesidad humana han desaparecido de la 


vista, y la «justicia natural» de los beneficios se ha convertido en una razón 
de derecho.56 


Ver la resistencia a este proceso como la resistencia al desarrollo eco- 
nómico es confundir demasiadas cosas. 

3. A lo largo del capítulo, se ha intentado combatir algunos postulados 

teóricos PES a los aeecnOS de epropredad RINA esto Aa te- 


icos. 5 Los derechos de propiedad han de ser o 
alzados, pa toda: su complejidad; como relaciones nOIelES 


¡Ón, non clases en el qdo marxiano, es decir, grupos 
la s con intereses contrapuestos. En realidad, la actuación de los 
propietarios ricos del Ampurdán imponiendo el cierre de las tierras, y la 
de los propietarios icos del Rosellón prohibiendo las estimas a los más 
humildes, sólo pueden ser explicadas en términos de clase, si no quere- 
mos caer en la simple descalificación, calificándolas de arbitrarias e in- 
justas. 


Se sentían fuertes y poderosos, pero también amenazados; cualquier vía no 
controlada de crecimiento económico —en este Caso, agropecuario— era percibi- 
da como un desafío, un signo de ingratitud. Esto ——una conciencia clara de clase 
dominante— era lo que tenían en común, a mediados del siglo xVti1, los propieta- 


rios pF. ácticos ampurdaneses y roselloneses. Su manera de actuar, y su sabiduría, 
se parecía mucho a la de los propietarios ingleses analizados por Thompson. 
Como ellos, «cumplieron las reglas que habían hecho» y «estaban tan convenci- 
dos de que los USOS de los 'pokres eran sus derechos de propiedad», «les resultaba 


56. E.P. AL hempsog: (1995), p. 165. 
57. De hecho, las razones de la divergencia de comportamiento entre los casos del Rose- 
llón y el Ampurdán sólo podrían hallarse en una dinámica de los derechos de propiedad —-y, 
por lo tanto, de relaciones de clase-— que habría conducido a un proceso de privatización de 
las tiérras incultas mucho más avanzado en el Ampurdán que en el Rosellón. Este hecho expli- 
caría los diferentes intereses en torno del cerramiento de tierras particulares. Sobre el concep- 
to de propietarios prácticos, que tomo prestado de Marx, véase el capítulo 2 de este libro. 
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difícil ver las cosas de otra forma».58 Constituye un serio motivo de preocupa- 
ción, sin embargo, la facilidad con la cual los historiadores, cuando examinamos 
problemas históricos relativos a los orígenes de las instituciones contemporá- 
neas, tendemos a compartir con aquellos propietarios la «imposibilidad de ver las 
cosas de otra forma», y a calificar su forma de actuar —esta sabiduría práctica, 
esta racionalidad capitalista— como la más racional y la más s justa posible. 


58. Thompson (1995), p. 190: «Cumplieron las reglas que ellos mismos habían hecho. 
Estaban tan profundamente imbuidos de ideas preconcebidas que transformaban los usos de 
los pobres en los derechos de propiedad de los terratenientes, que realmente les resultaba difí- 
cil ver la cuestión de otra manera». 
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Capítulo 8 


LOS TÍTULOS QUE NO SE PIDIERON. 
EL PROCESO DE ASEGURACIÓN DE LOS 
DERECHOS DE PROPIEDAD 


En sus discursos, en sus escritos, los legisladores liberales insistieron en una 
idea: la propiedad de los particulares —no parece que estuvieran pensando en 
una nueva propiedad, puesto que solían hablar de la propiedad común— era me- 
recedora de protección y seguridad por parte del Estado. Teniendo en cuenta las 
tensiones y la incertidumbre existentes, en materia de derechos de propiedad, en 
la España del Antiguo Régimen, la proclamación de este principio, con el que 
hoy estamos tan familiarizados, encerraba una operación política de gran interés 
para el análisis histórico. Al asumir la presunción legal de la propiedad de unos, 
los legisladores dificultaron las acciones judiciales de otros en vista a recuperar 
posibles propiedades 1 usurpadas. La operación adquirió visos de escándalo en el 
caso de los derechos de propiedad de los señores que, como es sabido, también 
fueron respetados y legitimados. Mucho más natural nos parece la operación 
que constituyó el núcleo del proceso sacralizador de la propiedad: la construe- 
ción de una propiedad merecedora del respeto y de la protección jurídicas, es 
decir, de una propiedad libre de sospechas. Pero esta idea ¿es compatible con el 
análisis histórico de los derechos de propiedad? Los historiadores ¿no tenemos 
la obligación de sospechar de las propiedades particulares —algunas de origen 
muy reciente— discutidas en el siglo XVINI y legitimadas en el siglo x1x? ¿Cómo, 
si no, vamos a reconstruir de un modo satisfactorio la «gran obra de la propie- 
dad»? Servirán para ilustrar esta problemática los resultados de algunas investi- 
gaciones realizadas sobre terrenos presuntamente comunales en la Catalunya 
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Vella, extrañamente, misteriosamente, sospechosamente desaparecidos en las 
estadísticas oficiales de mediados del siglo xIx. Bastará, por el momento, for- 
mular una pregunta sencilla: ¿, ¿por que no se pidieron los títulos de propiedad de 
aquellas tierras? 


EL TEMOR DE UNOS PROPIETARIOS RICOS! 


A finales de febrero de 1842, la alarma cundió entre los hacendados más im- 
portantes y más ricos del Llagostera, un extenso municipio de la provincia de Ge- 
rona. Durante una sesión plenaria del Ayuntamiento, el regidor Llorenc Bassets 
planteó la posibilidad de defender un privilegio real de 1240 por “el cual lOs veci- 
nos de Llagostera podían acudir a los bosques del término a pacer ganados y a 


extraer leña. El alcalde, Antonio Nadal, contestó que «no estarido enterado úfon- 
do del privilegio y demas á que hace referencia quería consultarlo con letrados 
de su satisfaccion antes de dar su voto» y propuso que se dejara el tema para otra 
ocasión. Lo secundó el regidor primero, Tomás Codolar. En cambio, se adhirie- 
ron a la propuesta de Bassets el resto de los miembros del consistorio. El síndico, 
además, informó que ya había consultado el asunto con «letrados de su confian- 
za» y pidió la celebración de una nueva reunión el domingo siguiente, el día 6 de 
marzo de 1842, 

Sabemos que este suceso motivó la reunión, el día 5 de marzo, de un total de 
diecisiete pr opietarios en la casa de un notario de Gerona. En esta reunión, en la 
que estuvieron presentes el alcalde y el regidor primero de Llagostera, los pro- 
pietarios discutieron y debatieron sobre la forma de abordar el problema, y deci- 
dieron firmar una escritura de asociación, en la que quedaron reflejados sus te- 
mores y sus decisiones: 


Que para la mutua defensa de sus respectivas propiedades contra cuales- 
quiera corporaciones ó Personas que pretendiésen ser aquellas bienes comuna- 
les han venido én formar la presente "asociación a fin de poder defenderlas, por 

lo que han convenido en formar la-presente mediante los apartados siguientes: 

Primero: si aleuno de los expresados señores fuese molestado por cuales- 
quiera corporación ó particulares en sus respectivas propiedades sobre preten- 
der que aquellas fuesen bienes' comunales y-que-por su defensa tuviesen que 
seguir y sostener algun Pleyto ó causa se obligan recíprocamente... 

Otro sí. si el actual Alcalde ó Regidor decano de dicha villa de Llagostera 


l. El caso de los montes de Llagostera es analizado en Congost (2002), pp. 308-328. 
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se hallasen molestados por iguales pretensiones arriba indicadas, ó bien se re- 
sistiesen á dictar algunas providencias acerca el indicado objeto y que para 
ello tuviesen que sostener algún pleito ... prometen igualmente satisfacer los 
gastos que se les ocasionara proporcionalmente... 


La redacción de es este documento pareció tranquilizar los ánimos del alcalde y 
el regidor primero 
manifestaron que: 


y que en el pleno del Ayuntamiento celebrado el día siguiente, 


habiendo consultado el asunto votan en contra la defensa del Real Privilegio 
por ño haberlo visto en usó y observancia en todo el tiempo de su recuerdo de 
mas de cincuenta años y ni tampoco oidolo de sus predecesores, protestando 
contra los votantes a favor de la defensa de dicho privilegio que de todos los 
daños, gastos, perjuicios y cualesquiera resultados que sobrevengan, transmi- 
tiendolos la responsabilidad por entero y piden que se les libre el testimonio de 
las actas de votacion para su gobierno y Descargo. 


Pero la intervención del síndico revela que las cosas habían trascendido el ni- 
vel estrictamente local y que también la otra parte del Ayuntamiento había con- 
sultado el asunto: 


.. en virtud del oficio que se recibio del M.LS. Gefe político en contestacion al 
que le Dirigio este Ayuntamiento sobre el mismo asunto, insta se publique un 
bando a fin de que los que se titulan propietarios presenten sus titulos á este tri- 
bunal para que sean respetados si se hallasen legales del mismo modo que pre- 
viene la Ley. 


«Que los que se titulan propietarios presenten sus títulos...» La fuerza de esta 
petición no pasó desapercibida al alcalde y al regidor primero, que se limitaron a 
responder «que querían consultarlo antes de publicar el bando». En la siguiente 
sesión, el domingo 13 de marzo de 1842, después de solicitar que el alcalde y el 
regidor primero se ausentaran de la reunión, por «tener intereses» en el tema, 
el síndico pidió que se votara una larga proposición que empezaba así: 


“ Qífe enitencion de que le consta que casi el pueblo en masa está deseando 
el cumplimiento de los derechos concedidos al pueblo, y en cuya posesion se 
halla de tiempo inmemorial en tanto que consta que casi todos los vecinos de 
esta Villa lo han solicitado por escrito... 
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En el texto se solicitaba iniciar un litigio para defender el privilegio, «no obs- 
tante la negativa del alcalde por ser interesado». Entre los derechos de los veci- 
nos reconocidos por el privilegio se solicitaban especialmente: 


los de hue leña para el consumo de las respectivas casas y hogares; de lle- 
var á pacer los cerdos que criaren para el gasto de la familia de cogér de las En- 
cinas y Alcornoques las vellotas que hayan menester para engordar los preci- 
tados cerdos, aun de cortar las maderas que hayan ahora. 5 


Aquella semana hubo diversos incidentes en los montes de Llagostera, que 
tuvieron amplio eco en los periódicos de Barcelona. Estos incidentes despertaron 
ciertas veleidades literarias en el lado de los hacendados, el de los que se oponían 
a la defensa del privilegio. Entre otros, estos versos en los que el poeta optaba 
por la rima entre «despotismo» y «feudalismo»: 


Mientras no os presentaron la agañaza 
De un privilegio antiguo reprobado 

Por las luces del siglo en que vivimos, 
Que del hombre la dignidad rechaza, 
Echan mano, y os conducen por senderos 
Que hacen retrogradar á un despotismo 
Igual sino peor que el feudalismo.? 


Los propietarios hacendados de Llagostera eran enfiteutas. Sus padres y 
abuelos habían exhibido el privilegio de 1240 en un pl eito contra el señor del tér- 
mino, el duque de Medinaceli. En el siglo Xvi11, estos padres y abuelos 58 habían 
limitado a hacer lo que habían hecho muchos otros propietarios de masos ricos 
de Cataluña. Habían solicitado y conseguido bans para declarar que nadie entra- 
ra en unos bosques selváticos que habían sido convertidos, al cabo del tiempo, en 
ricos is * Pero la eds manifestada por estos individuos a a 
menudo los estomadoles pasamos de puntillas, tal vez porque nuestra eSciedad 
lo ha convertido en una especie de tema tabú: los orígenes inciertos de muchos tí 
tulos de le propiedad aparentemente bien asentados. AR 


2. Poesías Castellanas y Catalanas sobre los disturbios en la villa de Llagostera hasta el 
mes de noviembre de 1843, AH Comarcal de Santa Coloma de Farners, Impresos. 

3. Sobre los bandos, Bosch, Congost, Gifre (1997). Véase también Pellicer (2003) y el 
capítulo anterior. 


LA GRAN OBRA DE LA PROPIEDAD 257 


PROPIEDADES MÁS O MENOS SOSPECHOSAS 


En la comisión de discusión de la reforma de la Constitución de 1837 se de- 
sestimó una enmienda que proponía un añadido al artículo 10 de su título primero: 
«Es inviolable (6 las leves respetarán y asegurarán) toda propiedad legítima, de 
cualquier especie que sea».* Los miémbros de la comisión cónsideraron «inútil» 
el añadido propuesto porque se limitaba a «consignar un principio teórico cuyas 
consecuencias positivas se contenían en el artículo». La redacción definitiva del 
artículo 10 quedó así: «No se impondrá jamás la pena de confiscación de bienes, y 
ningún español será privado de su propiedad sino por causa justificada de utilidad 
común, previa la correspondiente indemnización». 

Los partidarios de la enmienda habían creído conveniente insistir en la «in- 
violabilidad» de cualquier «propiedad legítima». Pero ¿quién definía la propie- 
dad legítima? Las mismas Cortes que desestimaron la enmienda, por considerar- 
la inútil, estaban discutiendo y aprobando leyes en el día a día. De las leyes 
aprobadas que podían incidir en la propiedad, algunas fueron mucho más debati- 
das y discutidas que otras. Pero esto no significa que las que fueron aprobadas 
sin apenas discusión carezcan de interés; es más, puede resultar interesante refle- 
xionar sobre el por qué de su rápida aprobación. Nuestra hipótesis es que, si bien 
las Cortes no pudieron evitar discutir sobre el futuro de algunos derechos de pro- 
piedad descaradamente sospechosos, como los señoriales, el tono y el contenido 
de estas discusiones, menos estridentes, evidencia que el conjunto de los esfuer- 


zos se hallaban orientados haeta un mismo fin: edificar y construir la idea de una 
propiedad libre de sospecha. 
E tema eS los títulos de poned no era un tema nuevo en el siglo XIX. En el 


de add había consistido en la posesión y exhibición de títulos. Los vecinos 
que a que las tierras pl habían bed usurpadas por partícula: 


Pess vecinos os que ¿nicabamé en sus tierras decian denunciarlos porque lo hacían sin 
«justos y legítimos títulos». En las primeras versiones del decreto de 1811 sobre 
abolición de señoríos, se condicionaba a la presentación de «títulos originales» el 


reconocimiento de los derechos de propiedad de aquellos señores como «propie- 
dad particular» o propiedad común. El redactado final del decreto, aunque habla 


4. D.S. Cortes, Apéndice n.* 2 del n.* 192. Discusión de la Comisión sobre la Reforma de 


la Constitución. 
5. D.S. Cortes, n.* 196, 12 de mayo de 1837, 
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de títulos, es un poco ambiguo. En el artículo 7.* del decreto de habla de «...lo 
que resultará de los títulos de adquisición». En el artículo 14.* se dispone que «en 
cualquiera tiempo que los poseedores presenten sus títulos podrán ser oídos...».% 
Ya en aquellas primeras Cortes, un grupo de diputados de profesiones liberales y 
funcionarios públicos, mostró una cierta preocupación por las consecuencias que 
podía deparar esta medida: ¿no era mejor dejar la propiedad como estaba y no 
hurgar en sus orígenes?” 

Pero:sin duda cuando el tema de los títulos de los señores adquirió más im- 
portancia fue en los debates de 1823 y 1837 sobre la forma de aplicar el decreto 
de 1811. Los historiadores han considerado que el tema de la presentación de tí- 
tulos marcó las principales diferencias entre las «aclaraciones» de 1823 y 1837. 
Hernández Montalbán, el historiador que ha seguido con mayor detenimiento las 
discusiones de ambos proyectos se pregunta: «¿qué ocurrió para que en 1837 se 
prescindiera de la exigencia de la previa presentación de títulos?».5 Este historia- 
dor piensa que la decisión de las Cortes de 1837 respecto a los títulos de señoríos 
no debe ser interpretada como una victoria de la aristocracia frente a lá burgue- 
sía, o como un pacto político entre ambas clases sociáles, como muchas veces se 
ha hecho, sino como una evidencia de la convergencia de intereses de ambos 
grupos sociales «en la propiedad». 9 Siguiendo sus argumentos, la clave del cam- 
bio se hallaría en la experiencia de la desamortización. La burguesía compradora 
de tierras, en 1837, temió que los títulos relativos a sus tierras contuvieran algu- 
na mención a los derechos jurisdiccionales y fueran reversibles. Por esto defen- 
dieron que se prescindiera de los títulos en todo el proceso. 

Me parece que debemos ir un poco más allá. Al poner el énfasis en la propie- 
dad de bienes desamortizados, o en la compra de bienes vinculados, y por lo tan- 


6. Hernández Montalbán (1999), p. 141, considera «vagas» estas expresiones en Compa- 
ración con la propuesta inicial de García Herreros, contenida en su artículo 6. «Ninguno po- 
drá demandar a la Nación ... sin acreditar des ha entregado los títulos originales, y que ya está 
realizada la incorporación». a 

7. Hernández Montalbán (1999), pp. SE-T0T y 

8. Hernández Montalban (1999), pp. 267-269. 

9. «La convergencia en la propiedad y no en pacto político deviene la explicación del he- 
cho. Los nuevos intereses económicos hacen variar la actitud de la burguesía, que pasa de la 
radical exigencia de presentación, de títulos. «(G2no unos títulos cualquiera, sino los originales) a 
prescindir de ese requisito para'Ía consolidación de su msm propiedad territorial. Más aún: 
elementos históricos nuevos hacen que la propia burguesía no esté interesada en la presenta- 
ción de títulos, pues perjudicaría sus propios intereses económicos. La razón viene en parte 
apuntada por el hecho de que la petición de mayo de 1836 englobaba junto a los señoríos, los 
mayorazgos y los diezmos». Hernández Montalbán (1999), p. 315. 
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to, en las propiedades recién adquiridas, religiosamente pagadas por los compra- 
dores, sin querer estamos reforzando | la idea central del discurso liberal: la idea de 
una propiedad 1 no señorial -—que podemos llamar burguesa— poco sospechosa. 
Por el contrario, si extendemos nuestras sospechas sobre los posibles orígenes 
fraudulentos no sólo a las tierras de los señores, sino también a las tierras de mu- 
chos particulares, podemos entender mejor por qué la exigencia de los títulos de 
propiedad a los señores para que sus derechos fueran declarados y considerados 
derechos de propiedad común fue considerada por muchos como un ataque a la 
propiedad. 

La larga discusión de la ley aclaratoria de 1837 permite ver con cierta clari- 
dad la toma de conciencia de un hecho claro: el tema de los títulos era un tema 
espinoso, no sólo para los señores y para los compradores de bienes desamortiza- 
dos, sino para muchos propietarios ricos. Es lo que se deduce, por ejemplo de la 
intervención del diputado Armendáriz del día 10 de enero de 1837: 


Y por ventura, ¿es este un asunto de tan pequeña monta? No: se trata de 
destruir un principio que es la vida de la sociedad, principio que le da movi- 
miento a ésta, y principio que si lo abandonamos una vez, no sé si tendremos 
después motivo de arrepentimiento, y si influiría directamente en las operacio- 
nes que hoy está practicando el Gobierno, Una posesión inmemorial presume 
siempre la propiedad a favor del poseedor. 


El mismo día, Fernández Baeza: 


Otra máxima de derecho que tienen que citar todos los que hablan de de- 
recho en esta materia, es que los que posean no puedan ser despojados de su 
propiedad sin vencerles de antemano en juicio ... Nosotros, señores, no debe- 
mos romper abiertamente este derecho en lo que es por su naturaleza impres- 
criptible: de otro modo seríamos injustos no solo para con los señores, sino 
para la sociedad entera, porque así como cuando un individuo comete un cri- 
men toma la sociedad á su cargo el castigo, porque en la persona á quien ata- 
có se cree herida, del mismo modo nosotros, cometiendo una injusticia con 
algunos individuos dela sociedad, la cometemos con ésta, porque le quitamos 


la seguridad de la propiedad, para cuya conservación acaso más que para 
nada sérha fermado.!0 


10. Todas estas citas, como otras que seguirán, provienen del Diario de Sesiones de las 
Cortes. 
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Dos meses más tarde, el diputado López Santaella insistía en los mismos ar- 
gumentos: 


La propiedad, señores, que si la atacamos, se volverá á su vez para atacar- 
nos, y entonces no tendremos más recursos que sucumbir a la palestra, porque 
para esta lucha no tenemos nosotros fuerzas; digo, señores, "qué no tenemos 
fuerzas para sostenerla, porque la propiedad de señoríos legalmente adquirida 
deben respetarla las leyes, como las Otras propiedades del Estado, pues si im- 
punemente se atacan, ¿qué seguridad daremos á los otros propietarios de que 
otro día no será violada la suya? Este hecho es una tea incendiaria que se arro- 
ja ála sociedad, y no puedo menos de decir que si las Cortes lo aprobasen, al- 
gun dia lloraríamos sus consecuencias. 


No simplifiquemos el problema. No había unanimidad en la forma de compren- 
der el principio de derecho de la «presunción legal». La opinión mayoritaria era la de 
Armendáriz, para quien este principio significaba «que no se puede obligar al posee- 
dor á presentar los titulos de su posesion, porque la obligación de probar es del que 
reclama contra ella». El diputado Ayllón, en cambio, definía así la «presunción le- 
gal»: «aquella razon que da la ley á los que requeridos al pago de una prestacion cual- 
quiera para que puedan decir: “presenta los títulos, y entonces la pagaré”». 

La pregunta clave era: ¿quién debería presentar los títulos? Aunque la discu- 
sión se centraba en los títulos de los señores, los diputados eran conscientes de 
que su decisión fácilmente podía trascender a un terreno más general. Es más, 
una vez reconocidos los derechos señoriales como derechos de propiedad parti- 
cular, la exigencia de los títulos a los señores susceptibles de jurisdicción podía 
no tener ningún tipo de repercusión sobre los pueblos. En cambio, sí las tenía la 
decisión de no pedir los títulos a los propietarios particulares de tierras suscepti- 
bles de haber sido comunales. Seguramente era consciente de ello el diputado 
Gorosarri, partidario de exigir los títulos a los señores, a quien se le escapó una 
vez esta reflexión: «las usurpaciones se ejercen comunmente sobre la parte más 
débil; la parte más débil ha sido la plebe; la parte más débil no ha sido la Coro- 
ná». La respuesta de Fernández Baeza, que lideraba la mayoría parlamentaria en 
el asunto de los títulos de los señores, fue contundente: 


--Si se abia a Pal los pr incipios SOS ES el Sr. Gorosarri, sería 


que podría decirse que solo por la preponderancia que le daban sus caudales 
había adquirido las posesiones que tenía. 
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En todos los casos, las Cortes decidieron que la presunción legal recayese en 
la propiedad particular. -Al reconocer la propiedad particular, el Estado obligaba 
a los pueblos, y se obligabaa símismo, áxecurrir a la justicia en la defensa de las 
propiedades que hubieran podido. usurpar los particulares. 11 En el caso de los de- 
rechos señoriales, como se ha. visto en=otió capítulo, esta decisión significó el 
respeto de estos derechos. En el daso de los baldíos y realerigos, la decisión com- 
portó que los pueblos tuvieran que presentar unos títulos muchas veces inexis- 
tentes, lo qna permitió legitimar muchas usurpaciones, 

Puede servir como refuerzo de-esta tesis la necesidad que sintieron aquellos 
mismos diputados, en 1837, de reconocer y legitimar la propiedad de los bienes 
roturados arbitrariamente. Y también el modo discreto y sin estridencias como 
las Cortes aprobaron el decreto del 13 de mayo de 1837. Si las referencias a las 
roturaciones ilícitas contenidas en este decreto han pasado prácticamente desa- 
percibidas entre los historiadores es porque consiguieron «colarse» en el contex- 
to de unas disposiciones referentes al repartimiento de baldíos y realengos entre 
labradores, soldados y braceros. Veamos la secuencia de los hechos que nos 
ofrece el Diario de Sesiones de las Cortes. El 6 de mayo de 1837 se leyó por pri- 
mera vez esta proposición del diputado Martín Cachurro: 


Pido á las Córtes que los labradores, senareros y braceros del campo que se 
hallen en posesion de terrenos de propios, ya á virtud de arrendamiento ó adju- 
dicaciones temporales ó vitalicias hechas por los Ayuntamientos, ó por haberse 
intrusado en ellos roturándolos en concepto de egidos de villa, siempre que los 
hayan mejorado, plantándolos de viñedos ó arboles frutales, no se los inquiete 
en ella, con tal que se obliguen á reconocer un cánon de un 2 por 100 anual so- 
bre el valor del terreno, al tiempo que les fue concedido ó le tomaron. 


La proposición fue «examinada detenidamente» por la Comisión de Diputa- 
ciones provinciales y ésta presentó su dictamen a las Cortes el 10 de mayo de 
1837. El dictamen apoyaba la proposición en todos sus puntos. Después de re- 
ferirse a la necesidad de legalizar los repartimientos sancionados por las dis- 
posiciones de 1770 y 1813 abordaba el tema de las roturaciones arbitrarias de 
este modo: 


11. Gómez Becerra contestaba así a Gómez Acebo, el 9 de mayo de 1837: «no queriendo 
reconocer pueblos, solo reconoce propiedades particulares, y por lo tanto considera la cuestion 
como de particular a particular...»; pero recordaba que «las dificultades están en deslindar las 
propiedades particulares». 
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Con los arbitrariamente roturados parece no deberia guardarse la misma 
consideracion, atendiendo á que semejantes actos arbitrarios no corresponde 
reciban aprobacion en ningun tiempo; pero como la proposicion se contrae á 
los que hayan recibido fomento con plantacion de viñedo ó arbolado, es tam- 
bien de dictámen la comision que se conserve á sus tenedores en posesion, pa- 
gando el cánon de 2 por 100 del valor de aquellos antes de recibir la mejora. 
Las Cortes no obstante, determinarán lo más conforme.* 


El dictamen «se aprobó sin discusion». En el redactado definitivo del decreto 
del día 17 de mayo de 1837 hallamos otro cambio interesante. En la proposición 
de Martín Cachurro se hablaba en todo momento de «labradores, senareros y 
braceros del campo». En el decreto se habla de los «tenedores de terrenos arbitra- 
riamente roturados» abriendo la posibilidad así a que grandes propietarios se be- 


neficiaran del decreto: 


A los labradores y braceros del campo, no se inquiete en la posesion de los 
terrenos repartidos durante la guerra de la indepéndencia por los ayuntamien- 
tos ó por las juntas. Lo mismo se observará respecto de los terrenos distribui- 
dos en virtud del decreto de 4 de enero de 1813 y de los que lo han sido hasta el 
dia con órden superior. Tambien á los tenedores de terrenos arbitrariamente 


roturados se conservará su posesion si los han mejorado con plantíos, y pagan- 
do un cánon de 2 por 100 del valor que tenian antes de recibir la mejora. 


La forma rápida y discreta como fue aprobada una medida de esta enverga- 
dura, en claro contraste con las largas discusiones que los mismos diputados de- 
dicaron al tema de la abolición de los señoríos, puede ser significativa. También 
las futuras disposiciones relativas al mismo tema, que en su momento comenta- 
remos, se caracterizarán por una discreción parecida. Esta discreción es un recla- 
mo más para el historiador. 


a 
j 


E y Je omo ; Z 
LAS CONDICIONES DE REALIZACIÓN DE LA PROPIEDAD EN LA ESPAÑA DE 
ANTIGUO RÉGIMEN: EL EJEMPLO CATATÁN 


Hay una esas que los historiadores de las. regiones con poca memoria de 
comunales tememos especiálmente: «pero en vuéstra región ¿había comuna- 


les?». En la Cataluña de los masos, por ejemplo, larespuesta variará en función 


12. D. S. Cortes, 10-V-1837, n.> 194. El dictamen viene firmado el 9 de mayo de 1837. 
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de la época por la que se interesa el historiador. Un medievalista fácilmente re- 
cordará la Ley Stratae de los Usatges, que disponía que eran los señores los que 
controlaban las tierras incultas, aunque las universidades disponían de su uso.!3 
En la Edad Moderna las fuentes judiciales y notariales proporcionan bastantes 
evidencias del peso de las universidades en este control.!1+ Un contemporaneísta, 
en cambio, puede hacernos notar que en los catálogos de montes públicos elabo- 
rados en 1859 apenas había este tipo de bienes, y estar tentado de defender la te- 
sis de un individualismo agrario eterno. 15 año 

Pero que hubiera pocos bienes públicos cuando las estadísticas betas em- 
pezaron a contabilizarlos puede decirnos más sobre la forma de contemplarlos 
que sobre su pasado histórico. El siglo xvi fue un siglo de roturaciones arbitra- 
rias en toda España.!ó En Cataluña, el diálogo entre los historiadores de distintas 
épocas ha puesto sobre la mesa la evidencia histórica de un proceso privatizador 
en el que desempeñaron un papel importante los bandos.!? En el capítulo ante- 
rior, hemos hablado y descrito la dinámica de concesión de estos instrumentos 
que en el siglo XvIH permitieron cerrar las fincas con relativa facilidad. Los ban- 
dos también pudieron ser una vía fácil para los propietarios de obtener, sin nece- 
sidad de pleitos judiciales excesivamente largos, un título de propiedad sobre tie- 
rras incultas. 

Manuel Sisternes y Feliu, que no ignoraba la importancia de los bandos, ya 
que ejercía como fiscal de la Audiencia, afrontó el terna de la propiedad sin títu- 
los de una forma abierta.1$ Este autor, que había empezando su informe señalan- 
do la principal diferencia entre su ley agraria y las leyes agrarias de los romanos, 
también recurre a esta comparación para señalar los peligros que supondría 
«cuestionar» la propiedad de los particulares: 


Sea el que fuere el título con que se posee una tierra, siempre es respetable 
despues de largo tiempo. Por no haber atendido á esta máxima los Romanos 
quando establecieron sus leyes agrarias, fueron éstas causa de tantas revolu- 
ciones y efusion de sangre. 


13. Constitucions i altres drets de Catalunya (2004), p. 248; Assier-Andrieu (1987). 


Véase el capítulo anférior. 


14. Olivares (1998), Gifre (1996). 

15. Sala (1998). 

16. Sánchez Salazar (1988). 

17. Bosch, Congost, Gifre (1997); Pellicer (2003). 
18. Sisternes y Feliu (1993). 
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Las palabras que Sisternes pone en boca de los patricios romanos ricos fácil- 
mente pueden imaginarse en boca de los propietarios catalanes del siglo XVH: 


Estas tierras las poseemos de tiempo immemorial, y siempre las hemos co- 
nocido en nuestras familias; habemos edificado en ellas: tenemos en las mis- 
mas los sepulcros de nuestros Padres; las hemos plantado: lás haberos partido 
entre nuestros hermanos, ó comprado con la dote que nos traxeron nuestras 
mugeres; dotado con ellas á nuestras hijas; y en fin.sobre lassmismas hemos to- 
mado dinero á censo, y quedaron hipotecadas á su responsabilidad y pago. 


Y haciendo suyo el diagnóstico de aquellos patricios se erigía en represen- 
tante de sus intereses: «Parece pues que este negocio no puede llevarse adelante 
sin cometer una gran injusticia, especialmente respecto de muchos que poseen 
de buena fé estas tierras; y sin causar una revolucion general en la República». 
Sisternes se refiere a la experiencia que había supuesto la creación de la Junta de 
Baldíos en 1738, con el objetivo de «reintegrar al Real Patrimonio muchas tie- 
rras valdías y realengas, que se suponian usurpadas por los Concejos y particu- 
lares, por falta de un título específico». La medida había comportado una serie 
de actuaciones que culminaron en unas instrucciones de 1742: «cuyos capítulos 
si se hubieran puesto en práctica con el rigor y extension á la Corona de Aragón 
que se mandaba, hubieran sido capaces de arruinar al Reyno». Finalmente, Sis- 
ternes celebra que ante «los clamores que se oyeron de todas partes» Fernan- 
do VI decidiera extinguir «la Junta de Valdíos y todos sus incidentes», se reinte- 
grase «á los pueblos y particulares en el goce de los terrenos que poseían en el 
año de 1738».1 

El relato de este episodio, que evidencia el problema de la «falta de títulos de 
propiedad» de muchos propietarios del siglo XVII provoca en Sisternes una de- 
claración exaltada a favor del «sagrado derecho de propiedad»: 


19. Éste es el texto de larealTésolución de 18 de septiembre de 1747: «Se declaran nulas 
é insubsistentes todas las enagenaciones y transacciones que sobre baldíos se hubieran hecho a 
favor de la corona ó de cualquier particular, en virtud del decreto de 1737, reintegrando á los 
pueblos en la posesion y disfrute que tenian en esta fecha: se dejan subsistentes las de aquellos 
baldíos que entonces y los años siguientes se hallaron ó supusieron estar usurpados por parti- 
culares á los comunes, así como las hechas desde el referido año de tierras incultas é inútiles: 
se reconoce la obligacion del real Erario de restituir á los que adquirieron los baldíos manda- 
dos devolver á los pueblos, las cantidades en que las compraron ó transigieron; y, estinguién- 
dose la superintendencia especial creada desde 1738, se dá a la sala segunda de gobierno del 
Consejo el conocimiento de estos negocios, con sus incidencias y dependencias». Sobre los 
sucesivos decretos del siglo XvIH sobre baldíos y realengos, Sánchez Salazar (1988). 
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El derecho de propiedad es sagrado, y su violacion iniqua; y así á nadie se 
deberá despojar del dominio de su propia cosa, mientras que por un equivalen- 
te arreglado no se le resarza el perjuicio. Si la tierra fuere erial ó inculta, á su 
dueño es á quien debe estimularse para que la calles mas nunca será justo 
quitarsela para que lo extecUle otro. a ha 


Más adelante, cuando Sisternes se ve obligado a definir las tierras de domi- 
nio particular, vuelve a situarlas bajo sospecha, al insistir en la necesidad de 
prescindir de sus orígenes: «Se entenderé*ser tierras ee dominio particular todas 
aquellas que aunque en su origeñ hubiesen sido valdías ó comunes, se hallan re- 
ducidas á cultura, y sus poseedores en pacifica posesion de ellas». Sisternes aña- 
día lo que podía considerarse una medida reparadora: 


Pero quedará á salvo el derecho de S.M. 6 de los pueblos, para imponerles 
aquellas contribuciones y servidumbres que á los demas, á quienes se repartan 
tierras de igual naturaleza. Mas si dexáran de pagar lo convenido, ó de culti- 
varlas por quatro años, las perderán, y se incluirán en el repartimiento que se 
haga de nuevo. 


El problema de los propietarios sin título no es un tema que preocupara sólo 
en los ámbitos de los fiscales y funcionarios públicos y de los administradores 
del Patrimonio Real. Las estrategias vecinales para reivindicar el derecho al dis- 
frute de ciertas tierras pasaban, a finales del Antiguo Régimen, por la exigencia 
de los títulos a los que las disffitaban. Contrasta la firmeza de estas reivindica- 
ciones con la falta de exigencia de estos mismos títulos de la Real Audiencia para 
conceder bandos a los particulares que los solicitaban. En consecuencia, la prue- 
ba judicial recaía en los pueblos. Montserrat Pellicer, que ha estudiado el meca- 
nismo de petición y concesión de los bandos, así como algunas resistencias a su 


aceptación, , señala as principales dificultades de las universidades radicaban 


en la no disposición de «justos y legítimos títulos». 20 Lo cierto es que, si bien en 
algunos; : Cataluña. el éxito de la lucha judicial contra los bandos supuso 
el mantenimiento de los comunales hasta nuestros días, en la mayor parte de la 
Catalunya Vella las quejas contra los bandos no frenaron los avances del indivi- 
dualismo agrario. Una prueba contundente de la incertidumbre respeto de algu- 
nas propiedades a finales del Antiguo Régimen nos la proporciona el trabajo de 
Monica Bosch sobre la ocupación de tierras durante el trienio liberal: como reac- 
ción al decreto del 8 de noviembre de 1820 sobre repartición de baldíos y realen- 


20. Pellicer (2003). 
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gos, hallamos la ocupación de tierras «particulares».2! Es evidente que para mu- 
chos vecinos, la ocupación privada de aquellas tierras había sido ilegítima, ya 
que en 1829 consideraban que se trataba de tierras que podían ser reivindicadas 
como tierras de realengo, es decir, como tierras susceptibles de ser repartidas en- 
tre los vecinos. Es posible que la experiencia del trienio constitucional alertara a 
muchos liberales de que el tema de los realengos era un tema bastante espinoso. 
En el apartado siguiente, vamos a ver el proceso tal como lo vivieron los vecinos 
de Cerviá de Ter. 


LAS TIERRAS DEL MONASTERIO DE CERVIA DE TER: LOS DERECHOS DE LOS 
VECINOS Y LOS DERECHOS DE LOS COMPRADORES DE BIENES DESAMORTIZADOS?2 


La investigación realizada sobre Cervia de Ter permite observar detallada- 
mente algunos de los problemas que estamos señalando. Los dos señores del tér- 
mino, el prior de Santa María de Cervia y el noble Xammar, s solicitaron sus ban- 
dos respectivos a a la Audiencia en la década de 1760. De este modo incumplían 
los pactos de las concordias que habían firmado con los. vecinos de Cervia en 
1729 y 1730, en las que se habían comprometido a respetar el derecho de pacer 
de los vecinos en las tierras de aquel término. De un modo casi imperceptible, el 
terréno que en la docúmentación había sido llamado durante siglos «los comuns» 
acabó convirtiéndose en el «ban del monjo». Conocemos las movilizaciónés de 
los vecinos durante las dos primeras décadas del siglo XIX para «recupérar» la 
posesión de estas tierras. El caso nos permite ilustrar el problema de la falta de tí- 
tulos de muchas tierras durante el Antiguo Régimen, El prior no disponía de nin- 
gún título que acreditase que él era el dueño; en este hecho fundamentarón los 
vecinos de Cerviá las reivindicaciones sobre aquellas tierras. Pero cuando entra- 
ban en ellas, erán inmediatamente denunciados porque no disponían. de «titulo 
alguno» para hacerlo. 

La experiencia vivida por los vecinos de de € ervia de Ter a partir del trienio nos 
permite. reexaminar los efectos de la desamortización de los bienes eclesiásticos 
desde una Óptica. distinta a la habitual “Aunque | OS VECINOS, o asu di 


as-»en venta, ,ya que dao que formaban 
o 


4 


rras, la administración decidió. pons 
parte de la heredad El Prioráto. De modo que el Estado; “al asumir la legalidad de 


21. Bosch (1997). 
22. Congost (2000). 
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unos derechos de propiedad discutidos por los vecinos, acabó con todas las ex- 


pectativas | dee estos vecinos de ver r reconocidos sus derechos a acceder : a estos te- 


samortizados protestó: «¿dónde estaba la seguridad de la propiedad?». En 1835 


el | comprador «recuperó» aquellas tierras y en 1842 obtuvo la escritura de venta 


que lo > acreditaba como «propietario». 


a) Las luchas vecinales en el Antiguo Régimen: los títulos del prior 


El primero de diciembre de 1807 el vecino de Cerviá de Ter J osep Geis pre- 
sentó al Real Patrimonio una solicitud de establecimiento de una «partida de te- 
rreno de una extension de unas ochocientas vesanas parte hiermo y rocoso, y par- 
te sorral Ó arena llamado vulgarmente los Sorrals». En el escrito el solicitante se 
ofrecía «a hacer parte al Comun de dicho lugar de Serviá del referido terreno con 
tal que sus particulares contribuyesen cada uno por su util parte a los gastos que 
para su consecucion se ofreciese...». La demanda fue aceptada a pesar de la opo- 
sición del prior de Cervia y el 30 de marzo fueron expedidas al prior unas letras 
mandatorias penales, en las que se disponía: 


que interin y pendiente el Pleyto cese y se abstenga por si y por interpuestas 
personas de todo corte de Arboles y de otra cualquiera innovacion en el terre- 
no contencioso en perjuicio del curso de la causa ... con apercibimiento de ser 
en caso de contravencion executado por la pena de doscientas libras que se le 
conmino con comision al Bayle y Justicia de Cervia de proceder inmediata- 
mente al embargo de los arboles y maderos cortados en el terreno de la ques- 
tion y de retenerlos en su Poder o de la Persona que nombrase. 


El embargo fue despachado el 4 de abril de 1808. Como es lógico, provocó la 
reacción del prior. En el escrito presentado aparece tres veces la expresión mala 
fe para calificar la actuación de Geis, a quien se acusa de «atentar los sagrados 
derechos de-propiedad quede tiempo immemorial tiene mi parte adquiridos en 
todo aquel terreno». 

En el escritose explica que muchos años antes «los vecinos del Lugar de Cer- 


23. Recuperamos un argumento que ha sido muy revelador en nuestro estudio sobre los 
censos. Allí hemos visto que el Estado, al asumir la titularidad de los censos eclesiásticos se 
convertía en un nuevo señor feudal, recaudador de censos, cuya falta de escrúpulos a la hora 
de recaudar censos había sido denunciada por algunos diputados en las Cortes españolas. 


268 TIERRAS, LEYES, HISTORIA 


viá entraron en el injusto empeño de perturbar á mi parte en la quieta y legitima 
posecion en que se hallaba del terreno arriba designado» y recuerda que la senten- 
cia de la Real Audiencia de 1729 fue favorable al prior. Cuando se refiere a los 
pactos de la concordia que siguió a aquella sentencia se olvida de enunciar el res- 
pecto pactado al derecho de pastos y leñas de los vecinos. En cuanta al hecho de 
no disponer de títulos de propiedad sobre aquellos terrenos, el prior argumenta: 
«es muy sabido que el que ha posehido por espacio de 80 años qualquiera cosa, 
aunque haya sido del R] Patrimonio, por mas que no mueñtre titulo alguno, no 
puede ser inquietado en su posecion, por quedar prevenido por Ley municipal». 

Un escrito del Ayuntamiento, fechado el 25 de mayo, refleja una actitud ex- 
pectante respecto de la resolución judicial y su disposición a llevar a cabo el re- 
partimiento de tierras: 


...los respondientes conocen en efecto la utilidad que reportarian los Particula- 
res del referido Pueblo el repartirseles, baxo una entrada y censos moderados el 
designado terreno; y asi quando les conste, a lo menos con probabilidad sufi- 
ciente, que el Obtentor del Priorato del mismo lugar, ú otro no tiene derecho 
para impedir que se haga á nombre del Comun el susodicho Establecimiento, 
desde luego se mostrarán parte los respondientes en representacion del mismo a 
la instancia entablada por Geis ... entretanto practicarán las convenientes dili- 
gencias para averiguar con algun fundamento si reside ono en el indicado Prior, 


ú otro el derecho arriba mencionado; y quando lo tengan apeado darán parte al 
requirente de su resolucion. 


La Guerra del Francés orientó las reivindicaciones vecinales en otra direc- 
ción. Las rentas del Priorato fueron secuestradas y arrendadas por el Gobierno 
ocupante. Las tierras reclamadas por Geis, en concreto, fueron arrendadas por un 
platero de Gerona y un regidor del pueblo, quienes propiciaron su puesta en cul- 
tivo por los vecinos de Cerviá «que quisieron». Una vez terminada la guerra, el 
Ayuntamiento renovó el pleito iniciado en 1807 por el menestral Geis. La de- 
manda del Ayuntamiento fue presentada durante el mes de mayo de 1814, pero el 
prior consiguió que el 9 de septiembre del mismo año la Real Intendencia decla- 
rase «que no ha lugar el nombramiento de secuestrador ni los nuevos mandatos 
penales contra el Prior». En 1818, fue el prior el que tomó una iniciativa judicial, 
ante la actuación de 32 vecinos de Mollet, un pueblo vecino al de Cervia, que «se 
habían entrometido sin título alguno» en el territorio del Ban. Los vecinos, según 
denunciaba el documento, «han cometido el atentado de debastar el Bosque, 
arrancar la tierra y sembrarla, convirtiendo los Frutos 4 su utilidad en daño del 
Real Colegio que es su legitimo, é indispensable dueño». El documento seguía: 
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«Por tanto deseando mi Pral evitar semejantes excesos que cada dia tomarian 
mayor incremento y defender el sagrado derecho de propiedad...» 


b) La actuación del Estado liberal: el procesó dedesamor tización de las 


tierras del monasterio Pe ES 


La «ocupación» | vecinal de las tierras del Ban durante el trienio no impidió su 
venta. Entre las piezas de tierra que constituían la herédad El Priorato, cuya ven- 
ta sea anunció en el Diari 10 de Bar celona el día 11 de marzo de 1821, se hallaba la 
extensión denominada Ban del Monjo. La escritura de compraventa delataba sus 
orígenes “comunales; tan sólo hacía falta leer las referencias a sus confrontácio- 
nes: limitaba por oriente con los comuns de Mollet y los comuns de Sant Jordi 
Desvalls, al sur, con los comuns de Mollet y en su mayor parte con el río Ter. 
Una de las primeras actuaciones del comprador, un comerciante llamado Rosés, 


consistió en la publicación de un ban, el 30 de septiembre de 1821, que prohibía 


la entrada de los vecinos de Cervia en aquellas tierras. 

El asunto de los títulos de propiedad de aquellas tierras había dejado de ser 
un asunto que afectara a los vecinos. Cuando el decreto de primero de octubre de 
pan O las tierras desamortizadas a sus anteriores canos el comerciante 


cuando, «sin procede Or avisó», se introduj o en ella el reuérido Bor- 
dons, «Monge que habitava dichas Casas y Heretat antes de ser vendida». Rosés 
y su hijo, «sabedores de esta inesperada novedad, procuraron indagar baixo qual 
authorizacion habia dicho Monge practicado este paso...» y tuvieron noticia del 
decreto. Los Rosés formulaban una grave denuncia: «...se incurriría en el grose- 
ro error de no haver nada estable en el mundo de perderse una propiedad particu- 


lar por los eventos de la mudanza política y de quedar burlados a cada paso los 


posesores». 

El 19 de enero de 1824 el prior obtuvo un nuevo ban de la Audiencia para 1m- 
pedir la entrada de los vecinos en aque llas tierras. Sabemos que en marzo de 
1835 este b a reprimir las actiiaciones de los vecinos: Hasta qué un 
y decreto, expedido el 3 de septiembre de 1335, dispuso que los antiguos 


compradores “de bienes desamortizados pudiesen entrar en su posesión. Rosés 
tomó posesión de la heredad el 21 de octubre de aquel año. Nuevas disposiciones 
permitieron que finalmente, el 10 de julio de 1842, consiguiera la competente es- 


. El comprador de bienes desamortizados ya tenía, ¡por fin! su tí- 
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tulo. En la documentación, el Ban del Monjo pasaría a llamarse Ban del Vell (del 
Viejo). 


EL RECONOCIMIENTO DE LAS ROTURACIONES ARBITRARIAS 


El análisis detallado de los casos de Llagostera y Cerviá de Ter nos ha permi- 
tido aproximarnos a una especie de tema tabú para los legisladores liberales: la 
sacralización de muchos derechos de propiedad particular que habían sido cons- 
truidos y edificados de un modo fraudulento a partir de la usurpación de recursos 
aprovechables y reivindicados como comunales, Algunas disposiciones legisla- 
tivas que han pasado bastante desapercibidas entre los historiadores, y que ape- 
nas fueron rebatidas en las Cortes, demuestran que esta evidencia pesaba en el 
ánimo de los parlamentarios liberales de las décadas de 1830 a 1860. 

Después del trienio, una primera referencia, en una disposición legislativa, al 
carácter no legítimo de algunas roturaciones la hallamos en una disposición del 
período absolutista, una real orden del 24 de febrero dé 1826: 


Gob... S.M. se ha servido... declarar indultados ... alos que hicieron rompi- 
mientos en la época constitucional y á los que rompieron terrenos de montes an- 
tes de aquella época sin legítima facultad para ello; pero con la condicion de que 
haya de conservarse el arbolado existente, que debe tenerse por de los propios del 
común ... arreglándose ... y dando aviso á la Dirección general de propios de di- 
chas roturas, para que si correspondiesen á estos terrenos, fije el canon que deben 
pagar los que poseen y haya hecho hasta el citado día 19 de Agosto de 1823, 


Pero la disposición más importante —una especie de amnistía general— la 
constituye el decreto del 13 de mayo de 1837, al cual nos hemos referido ante- 
riormente. Recordemos que este.decreto, después de ratificar los repartimientos 
vecinales hechos en virtud de los decretos de 1813, establecía: 

También á los tenedores de terrenos arbitrariamente roturados se conser- 
vará su posesión si los han mejorado con plantíos, y pagando un cánon de 2 
por ciento del valor que antes tenían de recibir la mejora. 


e A e 


Diez años después, lás Cortes discutieron sobre la conveniencia de dictar un 


nuevo decreto en torno a las «roturaciones arbitrarias». El proyecto fue presenta- 


24. Martínez Alcubilla (1886). 
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do a las Cortes el 10 de marzo de 1847, aunque no fue discutido hasta febrero de 
1849. Son especialmente interesantes los argumentos expuestos por el ministro 
de la Gobernación en la presentación del proyecto: 


...dieron por desgracia pocesion á que muchos particulares, sin consultar las 
disposiciones legales y atentos sólo á su utilidad privada, redujesen á cultivo 
extensos y feraces terrenos, tanto del Estado como de los propios y comunes 
de los pueblos. Pero esta apropiacion, viciosa en su mismo origen, no con- 
sentida por las leyes, consecuencia inevitable de una situación excepcional, 
vino sin embargo á crear cuantiosos terrenos, extendio considerablemente los 
limites del cultivo, y produjo una masa de riqueza que no podria destruirse 
sin menoscabo de las fortunas particulares y graves compromisos para el Es- 
tado mismo. Devolver ahora esos terrenos á sus legítimos dueños, exigir la 
rigurosa Observancia de unas leyes que carecieron de vigor, cuando los suce- 
sos y las circunstancias daban á los pueblos una existencia independiente de 
la autoridad central, seria sumir en la miseria infinitas familias, despojar a la 
agricultura de poderosos recursos, convertir otra vez en eriales esteriles terre- 
nos productivos, y perder de una manera lastimosa el trabajo y los capitales 
invertidos por una laboriosidad extraviada si se quiere, pero que produjo al 
fin inmensos rendimientos. 


El debate en torno a este proyecto en el Congreso de los Diputados, que duró 
pocos días, derivó hacia una discusión sobre los peligros o la conveniencia de 
aceptar en política «los hechos consumados». Aunque el proyecto no llegó a ser 
discutido en el Senado, por lo que no fue puesto.en vigor, el 7 de mayo de 1849 
se expidió una real orden que mandaba a los jefes políticos de cada provincia in- 
formes «respecto de las roturaciones de terrenos baldíos, realengos ó de los pue- 
blos, hechas durante la guerra civil sin autorizacion». Los informes tenían que 
detallar «qué clase de personas» las habían practicado, si había sido después del 
decreto del 13 de mayo de 1837, y tenían que valorar si los efectos habían sido 
negativos («cuáles son los que impiden el uso de alguna servidumbre pública ó 
aprovechamiento que se considere indispensable para el mejor servicio públi- 
co») o positivos («si-han creado grañdes intereses agrícolas»). 

El proyecto de ley definitivo fue promulgado el 6 de mayo de 1855. Sin duda, 
la ley destrmorrizadora de 1 de mayo de 18353, conocida como Ley Madoz, que 
declaraba la venta de los predios rústicos y urbanos pertenecientes a los munici- 
pios, de los que se exceptuaban «los terrenos que son hoy de aprovechamiento 
común», hizo necesario abordar de nuevo el problema. También en 1849, y la 
coincidencia no es casual, había habido un proyecto de desamortización civil. 
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Muchos particulares, como los hacendados de Llagostera, debieron temblar cada 
vez que se anunciaba un proyecto de estas Características. En 1855, cuando la 
desamortización de Madoz ya era inevitable, se propuso una ley complementaria 
sobre los terrenos supuestamente públicos— que habían sido roturados arbt- 
trariamente por particulares. Para aludir a este proceso se utilizó una expresión 
contundente: «Roturación arbitraria». ARO EA 

La nueva ley consideraba «propiedad particular» las tierras que habían sido 
roturadas ilegalmente. Como en 1837, la Operación se hizo de forma un tanto di- 
simulada, ya que la ley también se refería a las distintas disposiciones legislati- 
vas sobre repartimiento de baldíos (U77O, 1813, 1822, 1837) y en ella se reafir- 
maban los derechos de los que habían conseguido terreno en las condiciones allí 
previstas. Respeto a la concesión de tierras a aquellos que habían roturado tierras 
—y por tanto las habían ocupado— legalmente, esta ley, como en 1837, tampo- 
co discriminó entre grandes y pequeños roturadores, por lo que seguramente no 
es temerario pensar que Jegitimó procesos de privatización de tierras de índole 
muy diversa. 

El 8 de marzo de 1855 González de la Vega y otros diputados habían pre- 
sentado un primer proyecto de ley. Como en el proyecto de 1847, son intere- 
santes las reflexiones sobre «la propiedad» que acompañan el escrito de presen- 
tación: 

La real provision de 26 de Mayo de 1770, si bien eficaz para levantar nues- 
tra industria agrícola al grado de prosperidad que la inteligencia y el desarrollo 
de la propiedad la tienen preparado, debió considerarse como un medio que 
atenuara el mal... Es indudable que los terrenos asi repartidos en aquel tiempo, 
y los que sucesivamente lo han sido bajo las mismas reglas por los A yunta- 
mientos, entraron en el órden regular de todas las propiedades, representadas, 
no solo en la tierra misma, síen el trabajo, sudores y mejoras invertidos en ella. 
Pero la propiedad, en aquellos tiempos y aun mucho despues, no tenía en nues- 
tro país la importancia ni el derecho que ella merece ... Pero desde que la pro- 
piedad fue respetada; desde que el sistema representativo la puso á salvo de las 
violencias de que era objeto: desde que el propietario pudo, por la mano de los 
tribunales cerrar y acotar sus heredades, los repartimientos que constituían pe- 
queñas propiedades debieron quedar, y en algunas partes quedaron, al abrigo 
de toda perturbación y protegidos por el derecho común. En el propio caso se 
hallan los terrenos repartidos durante la guerra de la Independencia ... y hasta 
los arbitrariamente roturados, con tal que hubiesen recibido una mejora, como 
no puede ménos de serlo la roturacion misma ... Semejante inseguridad está re- 
chazada por el derecho. La propiedad es sagrada é inviolable. No se la puede 
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sujetar á otra controversia que la legal ante los tribunales. Desconocer este 
principio es negar la propiedad, es negar el derecho, es negar la sociedad, 

«Desde que la propiedad fue respetada»... Es una manera de definir el perío- 
do liberal que nos parece qué éricaja bien. cor nuestras hipótesis de trabajo: Pero 
¿de qué propiedad está hablando eEministro? Más tarde, cuando habla de «la in- 
seguridad» a la que es necesario poner remedio porque «está rechazada por el de- 
recho» está claro que considera la necesidad de proteger a los terrenos «arbitra- 
riamente roturados», es decir, a los quettibían sido apropiados sin el amparo de 
ningún decreto legal. Ñ 

La comisión que discutió la proposición de ley presentada por González de la 
Vega, que sólo contenía cuatro artículos, no consiguió ponerse de acuerdo. Aun- 
que todos los diputados «reconocían unánimemente la necesidad del principio 
en que se hallaba basada dicha proposición», discrepaban de la manera como de- 
bía ajustarse el reconocimiento «de los derechos adquiridos 6 que deben adqui- 
rirse por los que utilizan los terrenos». El «voto particular» presentado el 13 de 
abril de 1855 por los señores Arenal, Villalobos y Blanco del Valle, relativo a la 
proposición de ley «para que se confirmase la propiedad de los terrenos reparti- 
dos ó roturados arbitrariamente, de propios, baldíos, realengos y de aprovecha- 
miento comun» entendía que había situaciones y casos muy diversos, que habían 
de ser convenientemente clasificados.?5 

Una de las diferencias principales entre las opiniones de la mayoría y la mi- 
noría era la relativa a los títulos. La minoría preveía que los ayuntamientos pu- 
diesen certificar que los repartimientos habían tenido lugar en 1770 o 1822. Era 
«el único medio de evitar los abusos»: 


Porque no se trata de dar título al que no lo tiene, y pudiera por alguno es- 
timarse como prueba bastante de la legitimidad á que se refiere la mayoría, la 
testifical, dando ocasión á gravisimos daños, atribuyendo buen origen por tan 
falaz medio á detentaciones escandalosas que los magnates Ó caciques de los 
pueblos se hubiesen procurado amparados del valimiento y proteccion «de 


25. «Hay quien posee á virtud de concesiones gratuitas, como estimulo al trabajo y por re- 
muneraciones en premio patriótico, pero hay otros que recibieron suertes en enfitéusis, que no 
tienen reconocida su obligacion, y si la reconocieron, no la cumplen; y muchos, en fin, que son 
meramente detentadores sin otro título que su arbitraria intrusion y mera insistencia en el apro- 
vechamiento, pudiendo establecerse la clasificacion siguiente: primera, adquisiciones legiti- 
mas con imposicion de censo; segunda, concesiones gratuitas como estimulo al trabajo o por 
premio patriótico; tercera, agregaciones arbitrarias accesorias á dichas suertes; y cuarta, rotura- 
ciones tambien arbitrarias sin antecedente alguno.» 
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los concejales ó de las autoridades locales gubernativas, por deferencias per- 
sonales ó por premio político ó remuneracion de agios electorales, lastimando 
al caudal de propios ó al peculio nacional, según á quien pertenezcan los terre- 
nos por tales medios y de tal manera ocupados. 


Es la única referencia explícita a los posibles abusos de los poderosos que 
podía enmascarar la ley. Pero la posición mayoritaria de la comisión es clara: 
«cuando se trataba de los bienes roturados arbitrariamente no había ningún título 
exigible». 

La ley definitiva constaba de 8 artículos. El primero se reafirmaba en declarar 
de propiedad particular las suertes de terrenos baldíos que hubieran sido repartidas 
según las disposiciones, legítimas en su momento, de 1770, 1813, 1822 o bien las 
roturaciones arbitrarias que hubiesen sido confirmadas el 18 de mayo de 1837. En 
el segundo se hacía referencia a los poseedores de suertes sometidas a canon que 
«las han aumentado con roturaciones arbitrarias»; habrían de pagar el canon anti- 
guo y el que correspondiera al aumento realizado. El tercer artículo, en cambio, se 
refería a aquellos que hubiesen obtenido el terreno de forma gratuita (sin tener que 
pagar canon); se les reconocía el pleno dominio de las tierras adquiridas legalmen- 
te, pero «en las agregaciones que arbitrariamente hubieser” hecho con roturas» 
sólo tendrían el «dominio útil, y tendrían que pagar el 2 por 100 sobre el valor ac- 
tual». El cuarto se refería exclusivamente a los «roturadores arbitrarios»: 


Los poseedores de terrenos arbitrariamente roturados para plantación y ar- 
bolado que legitimasen su adquisicion pro virtud del decreto de 18 de Mayo de 
1837, serán respetados en la posesión si vienen pagando el canon establecido 
sin interrupción de dos años; pero los que, ó no reconociendo la imposición, ó 
interrumpiendo su pago por dicho período, ó roturaron con otro objeto, serán 
asimismo respetados, reconociendo el canon de 2 por 100 sobre el valor actual 
de los terrenos plantados de viñedo y arbolado, y del 3 por 100 en los destina- 
dos á la labor. 


Los artículos 3.2 y 6.» disponían que TOS ayuntamientos clasificasen los dere- 
chos de los interesados y expediesen las ecrituras necesarias, una vez que los ex- 
pedientes hubiesen obtenido la aprobación de las diputaciones provinciales. El 
artículo 7.* declaraba-que el canon con el que sé gravaba las fincas quedaría suje- 
to a lo que se estableciera en la ley de desamortizacióf general. Finalmente, el ar- 
tículo 8.9 afirmaba que «en ningún caso podrán. legitimarse las roturaciones he- 
chas en los ejidos de los pueblos, caminos, cañadas, veredas, pasos, abrevaderos 
y demás servidumbres». 
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Desconocemos el impacto real de la legislación de las roturaciones arbitra- 
rias. Es muy posible que el número de propietarios dispuestos a cumplir las exi- 
gencias de la ley —Ja satisfacción de un canon y, también, el reconocimiento de 
una especie de dominio eminente del Estado-— fuera muy escaso. Pero tampoco 
parece que los que no lo hicieran fueran inquietados en sus propiedades. 

De hecho, el proceso de reconocimiento de las roturaciones arbitrarias cul- 
minó con la ley hipotecaria de 1861. Dieciséis artículos de esta ley tratan «De los 
documentos no inscritos y de las inscripciones de las posesiones», y prevén mi- 
nuciosamente cómo podía inscribir su «posesión», primero, y más tarde, su «do- 
minio», «el propietario que careciese de título escrito de su adquisición».26 


Los TÍTULOS QUE NO SE PIDIERON 


La actitud pasiva del Estado liberal en el tema de la titularidad de las tierras 
susceptibles de haber sido «usurpadas» por particulares fue denunciado por un 


funcionario público en 1862 , preocupado por el futuro de los montes y los resulta- 
dos de la confección del Cátál logo de Montes Públicos de 1859, el catálogo que ha 
servido para confeccionar muchos estados de la cuestión sobre el tema y que 
ha permitido afianzar en algunas provincias, como en Gerona, la tesis de un indi- 
vidualismo agrario eterno.?? 

El funcionario, que prefirió permanecer en el anonimato, redactó y presentó 
un proyecto. de ley enel que, entre otras muchas cosas, se preveía que los propieta- 
rios de montes particulares tendrían que acreditar que eran efectivamente propie- 
tarios de aquell OS terrenos. El artículo correspondiente, el número 70, concedía un 
plazo de dos años a partir de la publicación de la ley para que «los particulares, 
dueños de montes arbolados, ó de terrenos incultos que no linden con otros públi- 
cos» presentaran en las «oficinas del distrito de montes» la copia certificada de los 
«documentos y pruebas que acrediten sus derechos», así como una «relacion esta- 
dística comprensiva de las noticias referentes á los mismos terrenos, que en los re- 
glamentos se señalen»; estos documentos serían examinados en los ayuntamien- 
tos respectivos que emitirían el correspondiente dictamen y seis meses después la 
administración decidiría los términos de su actuación. Sila administración decidía 
impugnar la] propiedad particular lo haría ante un «juzgado de primera instancia». 
St el juez consideraba justa la oposición, la administración practicaría el deslinde 


26. Leyes hipotecarias (1974). 
27. Un máscara sin careta (1862). 
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«con arreglo á lo que para tales operaciones se previene en esta ley y reglamento 
subsiguiente». 


La extensa redacción del artículo iba acompañada de unos comentarios del 
autor a pie de página, que no carecen de interés: 


« 


. En Z E DE 
Como quiera que en España existen muchos montes públicos usurpados 


conviene proceder á un deslinde general en los términos quese indica en esta 


disposicion. Para facilitar este trabajo se pueden nombrar alguñas comisiones 


que examinen los archivos generales de la nacion y saquen de-ellos notas sobre 
nuestra riqueza forestal. Igualmente se debe pedir á los ayuntamientos y de- 
mas corporaciones públicas los datos necesarios para llegar á conocer lo que 
poseen y han poseido. 

La ejecucion de este artículo dará por resultado inmediato el descubri- 
miento de muchos montes importantes hoy usurpados á los pueblos y al Esta- 
do y una estadística de la riqueza forestal de los particulares, que tanto necesi- 
tamos para fundar las mejoras que la pública necesita. 

Parece natural que en esta clase de cuestiones entre los particulares y la ad- 
ministracion resuelvan los jueces de primera instancia como único medio de 
que aquellos no puedan acusarla de parcial é interesada. 


Además, en el artículo 72 de este proyecto se advertía que los particulares 
que se negaran a presentar en el término fijado los documentos requeridos, serían 
castigados con una multa de 10 a 20 reales por hectárea y tendrían que satisfacer 
el coste de las operaciones necesarias; si al terminar éstas resultara que los terre- 
nos fueran públicos, se triplicaría la multa. 

El proyecto de este particular nos ha interesado, a pesar de su carácter anec- 
dótico, porque nos indica una vía que hubiera podido ser reivindicada si las dis- 
posiciones legislativas de los parlamentarios sobre la propiedad hubieran sido 
algo coherentes con los principios de derecho que pretendían instaurar. En esta 
misma línea discursiva resulta interesante, por su singularidad, por su carácter 
excepcional, el litigio iniciado por el Estado sobre la propiedad de los montes de 
Tossa, un municipio qu lindaba con Llagostera, también ricó en alcórnocalés/28 
Será nuestro último apunte. 

En la demanda judicial, el representante de los intereses del Estado en la pro- 
vincia de Gerona cuestionó abiertaménte la propiedad de los moñites en 14 Villa de 
Tossa. No se apoyó en un decreto liberal —qué ya hemos visto que no existía — 


28. Agradezco a Joan Mundet, estudiante de doctorado, que me haya proporcionado la 
documentación relativa a este caso. 
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e ON 
Los razonamientos esgrimidos en la demanda ponen en evidencia, una vez 
más, la falta de títulos de los grandes propietarios de alcornocales de la región. 


Entre los hechos enumerados hemos destacado éstos: 


7.2 Que en el término de Tossa no existe terreno culto é inculto que no tenga 
su actual poseedor que lo utilice. 

8.2 Que a pesar de haber sido citados los poseedores de terrenos de Tossa por 
medio de edicto, al practicarse por órden de la Direccion de Propiedades 
y derechos del Estado las diligencias de deslinde, medicion e identifica- 
cion de terrenos, para que presentaren los títulos en cuya virtud poseer 
se negaron á ello, á escepcion de Don Feliciano Garriga que presentó la 
escritura de establecimiento de dos terrenos incultos que en mil ocho- 
cientos treinta otorgó el Monasterio á su favor, lo cual induce ó creer que 
carecen de ellos ó los que tienen no les dan derecho para poseer en la es- 
tension que lo verifican. i 

9.2 Que esta escritura prueba que el Monasterio se consideraba y E dueño 
absoluto de cuantos terrenos no habian sido legalmente establecidos. 

10.2 Que todos los bienes anteriormente descritos comesponddn al Estado 
como subrogado en-los derechos que al citado Monasterio pertenecian. 


Los fundamentos de derecho en los que se apoyaba la demanda se limitaban a de- 
fenderlos derechos del Estado como sueesor de los bienes del Monasterio de Ripoll y 
a denunciar la «mala fe» de los usurpadores: «Que los poseedores de mala fé no ha- 
cen suyos los frutos que perciben sino que deben restituirlos al dueño de la finca 5/hes 
redad. Que la parte contraria como litigante de mala fé y temerario debe ser precisa- 


mente condenado en las costas». Portodo ello, se solicitaba que se condenara a 


los detentadores ya mencionados ó sus causa-habientes á que los dejen libres y 
desembarazados ... restituyéndolos con todos los frutos y rentas que hayan 
producido ó podido producir desde el tiempo en que han sido injustamente de- 
tentados y en todas costas... 


La demanda, como el lector puede suponer, no prosperó. Si hubiera prospe- 
rado hubiera sentado un precedente de cierta gravedad: los propietarios de mon- 
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tes hubieran tenido que presentar los títulos que acreditasen sus derechos de pro- 
piedad y hubieran salido a la luz, posiblemente, muchos procesos | OSCUFOS de 
usurpación de terrenos; muchos montes hubieran sido declarados de titularidad 
pública. Y tal vez hoy en la provincia: de Gerona habría memoria de comunales. 

A diferencia de los remotos orígenes de la propiedad señorial, el pasado re- 
ciente de muchos procesos de roturación arbitraria que habían provocado la de- 


saparición de comunales, convierte en especialmente significativo el hecho que 
los legisladores liberales no cxigieran a los supuestos propietarios de los montes 
ningún título que demostrase y justificase su propiedad. Mucho más si tenemos 
en cuenta que con esta decisión el Estado renunciaba a los importantes ingresos 
que hubieran podido derivarse de su venta. ¿Por qué los historiadores apenas he- 
mos dado Importancia a este hecho? 


Capítulo 9 


LOS CAMINOS DE RUT. 
SOBRE EL ESPIGUEO 


Los habitantes de las ciudades no pueden imaginarse lo que 
representa el espigueo para los habitantes del campo; su pasión es 
inexplicable, porque hay mujeres que abandonan trabajos bien re- 
tribuidos para ir a espigar. El trigo que encuentran así les parece 
mejor; hay en esta forma de provisión, que afecta al alimento más 
substancial, un inmenso atractivo. Las madres mandan ir a sus hi- 
jos, a sus hijas, sus muchachos; los ancianos más maltrechos se 
arrastran por el suelo, y naturalmente los que tienen simulan que 
son miserables. La gente se viste, para espigar, con harapos. 


HONORÉ DE BALZAC, Les paysans 


En la realidad, en la ficción, en las leyes que intentan regularla o prohibirla, 
en los diccionarios que intentan definirla, la actividad de espigar aparece casi 
siempre asociada a las mujeres: “desde la bíblica Ruta las mujeres que aún hoy 
espigan en los campos de muchos países del Tercer Mundo, pasando por Mary 
Houghion, las tres mujeres del cuadro de Millet y la vieja Tonsard de Balzac. 
Durante años, Casi siglos, los diccionarios de la Real Academia Española han de- 
finido a la espigadora o espigadera pero no han visto la necesidad de definir al 
espigador. Esta presencia de mujeres no es fortuita y reafirma el punto de partida 
de este capítulo: las prácticas de espigueo ofrecen una excelente oportunidad 
para el análisis histórico de las complejas relaciones entre derechos de propiedad 
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y derechos de los pobres, entre costumbres y ley, entre estrategias familiares y 
consumo doméstico. Y aunque es como una especie de poor law no escrita que 
nos interesa la práctica del espigueo, no hemos de reducir el problema a una 
cuestión de beneficencia y, sobre todo, no hemos de renunciar a la visión global 
del problema. Espigar, según los sucesivos diccionarios de la Real Academia 
Española, es «coger las espigas que han quedado en el rastrojo». Pero la prohibi- 
ción del espigueo no significaba dejar las espigas en los rastrojos. Sí significó 
para el propietario la posibilidad de explotar económiéaniente algunos recursos 
que antes eran de acceso libre. 


LAS LEYES SOBRE EL ESPIGUEO Y LOS DERECHOS DE LOS POBRES. ALGUNAS 
REFLEXIONES 


Un fenómeno bastante común a los países europeos, que ha dificultado la re- 
dacción de este trabajo, es la ausencia de leyes u otro tipo de disposiciones relati- 
vas al espigueo. Además, en algunos países, como en España, las escasas refe- 
rencias a las prácticas de espigueo se hallan integradas en un conjunto de leyes 
más amplio, que incluye disposiciones sobre la derrota de mieses y el libre pasto- 
reo. Las leyes que prohíben el espigueo son leyes que prohíben de un modo abso- 
luto la entrada de hombres y ganados en propiedad ajena. Por esta razón, muchos 
de los aspectos que aquí analizaremos pueden servir también para ilustrar los 
problemas que acompañaron las prohibiciones relativas a la derrota de mieses o a 
la extracción de leña del bosque. Ambos temas han estado presentes en los dos 
capítulos anteriores. Pero es posible, y conveniente, analizar esta práctica sepa- 
radamente de la práctica del libre pastoreo. Los debates sobre el pastoreo en los 
campos pueden disimular intereses muy fuertes y poderosos, que no siempre se 
hacían explícitos. En España, por ejemplo, la importancia de la Mesta ha permi- 
tido analizar las disposiciones liberales relativas al cerramiento de fincas como 
leyes justas, porque ponían fin a los privilegios de unos poderosos. En un capítu- 
lo anterior hemos visto cómo los ganaderos del Rosellón en el siglo xvHr abusa- 
ban de este «derecho» supuestamente universal, El espigueo € es, sin duda alguna, 
la actividad más claramente asociada al derecho de alimentación de los más ne- 
cesitados. La decisión de dedicar un capítulo específico al tema del espigueo ha 
sido tomada por esta razón. 

Por otra parte, la asociación, en la legislación liberal española, entre derechos 
de libre pastoreo y derechos de espigar, responde a una concepción absolutista 
de la propiedad que no hallamos en todos los países. Nuestro punto de partida es 
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que la práctica del espigueo constituía una especie de poor law no escritá. Pero 
esta concepción choca con la idea de un derecho absoluto de propiedad.! Si la 
propiedad es absoluta, el propietario tiene derecho a aprovechar enteramente to- 
dos los frutos de la cosecha. La importancia económica que concedamos a la ac- 
tividad también puede influir en lá “manera de- observarla: Si consideramos que el 
grano que se recogía durante el espigueo representaba una parte nada desprecia- 
ble de la cosecha, el tema es más relevante que si pensamos que se trataba de re- 
coger los desperdicios.? 

Es interesante constatar que :distintós países conocieron durante la segunda 
mitad del siglo xvi unas medidás de regulación de las prácticas del espigueo. Es 
posible defender la idea de que estas disposiciones creasen un derecho de los po- 
bres que consistiría en un permiso para invadir las fincas.* Es mucho más proba- 
ble que respondieran a un intento de solucionar los conflictos existentes en torno 
a unas prácticas ya conocidas. En Francia uno de los edictos más significativos 
sobre Le ranteción del espigueo Tue el de1554, «que a a E oa oa 


dora Liana V di a visto en este edicto el nacimiento del un dercch ho ode pobres y 
ha interpretado que era desfavorable a los propietarios, que habrían sido despo- 
seídos de la cosecha. Pero una lectura del único texto legislativo de que dispone- 
mos para Castilla, redactado casi dos siglos antes, permite sugerir otra interpreta- 
ción. Se trata del edicto de Enrique IL publicado en Toro, en 1369. Aunque el 
redactado de los dos textos se. parece, en el texto castellano medieval se explici- 
tan las razones por las que ha sido tomada la medida: 


Porque las espigadoras, hacen grandes daños en los rastrojos, y se llevan el 
pan de las hacinas y de los rastrojos a pesar de sus dueños; mandamos, que de 
aquí en adelante no espiguen las mujeres de los yugueros ni de los segadores, 
ni otras mujeres que fueran para ganar jornales, salvo las mujeres viejas y fla- 


cas, Ly los menores que no son para ganar jornal; so pena que lo tornen uno de 
fruto lo que así espigasen a su dueño.* : 


En ambos casos se dispuso que sólo podían espigar los jóvenes, los ancianos 
o los que no podían valerse por sí mismos. El problema que se plantea en la dis- 


1. Viardi (1993). 

2. Thompson (1995), King (1983, 1992). 
3. Es la tesis de Viardi (1993). 

4. Novísima Recopilación (1805). 
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posición castellana, y que probablemente estuviera subyacente en la francesa, es 
que el hecho de que fueran los mismos individuos —o los miembros de una mis- 
ma familia— los que realizaran las operaciones sucesivas de siega y espigueo 
podía repercutir negativamente en la cosecha propiamente dicha. El mismo argu- 
mento fue esgrimido a mediados del siglo x1x en los debates en Francia sobre la 
regulación del espigueo. En Les paysans de Balzac el propietario decide seguir 
muy de cerca las operaciones de la siega, para que los segadores no dejen dema- 
siado grano a los espigadores. En 1912, en una información sobre el espigueo en 
Alemania, se afirma que en este país existía la costumbre, no reconocida por la 
ley, de conceder el derecho de espigar a los trabajadores de las fincas; el infor- 
mante consideraba esta práctica antigua, basada en el derecho romano, y añadía 
que presentaba muchos inconvenientes y permitía muchos abusos, porque los 
obreros cosechadores, si el glanage les era reservado, trataban muy mal la cose- 
cha. Pero esta práctica ¿no podía esconder también el interés de los propietarios, 
o arrendatarios, para controlar el trabajo del espigueo? Por esto pudo ser vista, en 
la misma fecha, por los Hammond, en Inglaterra, como una prueba clara de la 
ofensiva del capitalismo.” 7 
A pesar del desacuerdo con Viardi, hay dos aspectos de su trabajo que intere- 
sa destacar. Liana Viardi constata para la Francia del siglo XVI que las normas 
reguladoras del espigueo no siempre eran respetadas. Veremos que Peter King 
hace la misma reflexión —pero en el sentido totalmente opuesto— al constatar 
que en Inglaterra, a pesar de la sentencia de 1788, que había condenado el espi- 
gues, > durante toda 1 a primera mitad del 'si iglo XIX continuó practicándose. $ En los 
dos casos, las fuentes utilizadas han sido las mismas: los juicios ordinarios. Esta 
doble constatación, de Viardi y de King, de que las leyes no coinciden necesaria- 
mente con las prácticas, pone en evidencia la necesidad de investigar, más allá de 
las disposiciones legales, la realidad cotidiana de las prácticas de espigueo donde 
quiera que sean analizadas. Esta realidad fácilmente nos mostrará un amplio aba- 
nico de situaciones y «costumbres»: propietarios o arrendatarios que venden el 
derecho de glaner, que espigan para ellos mismios, ¡que dan preferencia a las mu- 
jeres e hijos de sus segadores, que tienen actitudes violentas respecto a los espi- 
gadores y espigadoras, y junto a ellos, casi siempre, espigadores y espigadoras 
que no se resignan a satisfacer los deseos de los propietarios. 


5. Balzac (1857). 

6. Degruily (1912). 
7. Hammond (1978). 
8. King (1983). 
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EL ESPIGUEO EN INGLATERRA Y EN FRANCIA A FINALES DEL SIGLO XVII 


A finales del siglo xvi, la diferencia principal era que los jueces franceses 
sistemáticamente apoyaban las prácticas del espigueo, invocando la necesaria 
protección a los pobres, mientras que, como veremos, en Inglaterra, en 1788, un 
Tribunal de Litigios Ordinarios sentó jurisprudencia al considerar esta práctica, 
era vez, contraria a la common law? Por su parte, en Francia, la tenden- 
cia favorable al permiso del espigueo se verá consolidada, en 1791, año en que 
los revolucionarios franceses dejaron establecido, en el «Décret relatif aux pro- 
priétés territoriales» que la” práctica del glanage, así como la de la vaine páture, 
continuaría siendo legal;!0 10 el decreto no sería modificado hasta 1898, año en que 
el nuevo hoj ódi 1g0 rural volvería a reconocer el derecho del espigueo. Las dos no- 


ticias señalan, a finales del siglo XVIIL un claro contraste entre las realidades in- 


elesa y francesa. 

Empecemos por el caso inglés. Si el nombre de Mary Houghton es hoy bas- 
tante conocido entre los estudiosos de historia agraria, si en este mismo libro ha 
sido escrito varias veces, es por haber arrancado de un tribunal inglés una de las 
sentencias más radicales a favor de un concepto absoluto y exclusivo de la pro- 


piedad. Dudo que la sentencia de 1788'se aplicaba para un Caso de enclosure, el * 


redactado de la sentencia, que apelaba a la common law, condenaba no tanto la 
práctica del espigueo en sí misma, como el derecho a entrar en una finca ajena. 
El concepto básico de la common law que justificó la sentencia de 1788 es el 
concepto trespass, de difícil traducción. Blackstone lo explica de este modo: 


Porque, ante la ley, un campo cualquiera es cerrado y separado del campo 
vecino; y sea por un cerramiento material y visible, por un haya, por ejemplo, 
sea por un límite invisible e ideal que la ley considere como existente de he- 
cho, cuando la tierra de un particular es contigua a la de otro particular en el 
mismo campo. Y toda entrada en este género o ruptura de cerramientos en un 
campo particular hace suponer necesariamente algún tipo de daño; porque, del 
mismo.modo que no podrá ser especificada ninguna pérdida aparente, los mis- 
mos términos del writt especifican en general un daño: el de haber pisado la 


hierba con el pie.” 


A > 


0. Sobre la sentencia de 1788, Hammond (1978), pp. 85-86; Thompson (1995), King 
(1992). 

10. Bourguin (1989). 

11. Blackstone (1979), p. 355. 
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Ántes de la sentencia de 1788, en debates sobre la necesidad de prohibir o no 
el espigueo, Blackstone había podido ser invocado tanto por los partidarios de 
mantener la práctica como los que abogaban por su prohibición.!? Esta misma di- 
visión de opiniones se ve entre los miembros del Tribunal de Juicios que trató el 
caso de Mary Houghton. En un breve resumen, se alaba la. «sabiduría» del juez 


Gould, el único juez que se opuso a la sentencia, pero se acepta y acata lá deci. 


sión mayoritaria. Blackstone lo explica así: , Ñ 


Es en virtud de esta legislación sutil que dos acciones de trespass han sido 
elevadas a los Tribunales comunes contra los espigadores con el objeto de sa- 
ber sí el derecho que ellos invocaban era admisible. En el primer caso, el de- 
mandado expuso que siendo pobre, indigente y necesitado, había entrado en el 
cercado del demandante para espigar; en el segundo caso, el acusado hizo va- 
ler los mismos motivos y añadió además que se hallaba legalmente establecido 
en la parroquia. Se trataba de discernir el problema de derecho. M. J. Gould, 
después de una sabia discusión, se pronunció a favor de los espigadores; pero 
la opinión de los otros tres jueces fue que la pretensión de los espigadores no 
se hallaba legalmente fundada; que la única autoridad en la que podía apo- 
yarse era un dictado extrajudicial de lord Hale; que un uso semejante era in- 
compatible con el goce libre y exclusivo del propietario, que conducía a la 
vida vagabunda e iba seguido de diversas consecuencias negativas. 13 


Merece la pena reconstruir las circunstancias que llevaron a Mary Houghton 
a los tribunales, así como los argumentos que los jueces del tribunal esgrimieron 
en la discusión previa a la sentencia que, como hemos señalado, no fue procla- 
mada de forma unánime, En 1788, Mary Houghton había espigado en unos cam- 
pos cercados en Rimworth, Suffolk. No era la primera vez que se celebraba un 
juicio sobre el espigueo, pero hubo una novedad en el procedimiento Judicial. La 
demanda se basó en la invocación, no de la costumbre, sino del derecho univer- 
sal de la common law. Los acusados sólo pudieron apoyarse en la Ley de Moisés. 
Había cuatro jueces en el tribunal: lord Loughborough, Heath, Wilson y Gould. 
Los más elocuentes fueron Lou ehborough y Gould, Hearth y Wilson se manifes- 
taron de acuerdo con el primero. Lord Loughboroush intentó evitar a toda costa 


12. Esto es lo que había escrito Blackstone (1979), 11, p. 212, E «también se ha dicho 
que por el derecho consuetudinario y las costumbres de Inglaterra se suite alos pobres en- 
trar y recolectar espigas en el terreno de otro después de la cosecha si que se le culpa de in- 


trusión ya que la provisión humana presume posesión de la ley mosaica». Hammond (1979), 
pp. 85-86. 


13. Blackstone (1979), IV, pp. 355 y 360. 
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que «la costumbre se instituya como derecho». Las consecuencias 000 perju- 
diciales para los propios pobres. ¿Por qué? Porque los agricultores la dismi- 
nuir sus ingresos y aportarían menos a los «impuestos de la parodUí. Tal vez 
los pobres podrían alimentarse, pero pasarían hambre en primavera. Gould, en 
cambio, opinaba: «sancionar EStS”uso introguciría. fraude y rapiña y entrañaría 
una maldición para el país». Pero los otros dos jueces. se mostraron de acuerdo 
con lord Loughborough. Heath insistió en la institución positiva de las leyes de 
pobres y en los «inconvenientes infinitos» que se derivarían de que «los pobres 
considerasen esta costumbre como un:dereeho...». Por ejemplo, «los pS 
tarían tentados de esparcir el trigo pará mejorar el espigueo de sus ESpOSES hijos 
y vecinos ... Aumentaría la insolencia de los pobres». Y para el juez Wilson las 
cosas estaban claras: «El suelo es suyo, la semilla es suya, y en la justicia natural 
suyos son también los beneficios». a 

E. P. Thompson, que reproduce estos textos, considera difícil imaginar «una 
expresión más pura de la racionalidad capitalista, en la cual tEnlO el trabajo como 
la necesidad humana han desaparecido de la vista, y la «justicia natural» de los 
beneficios se ha convertido en una razón de derecho».!* La verdad es que impre- 
siona bastante ver actuar a estos hombres, representantes del Derecho y de pa Jus- 
ticia, tan seguros de sí mismos, tan prepotentes, tan por nn ds la reia 
Aquellos jueces hablaban como si la práctica del espigueo no ua como si 
sienificara una innovación en los campos. Sabemos que no era así, pero tenemos 
el deber de preguntamos: los abusos que aquellos jueces anunciaban que a 
rían si esta práctica se introducía en los campos... ¿consideraban que epica 
ya? Y en este caso, ¿creían realmente que invocando el Derecho, y despreciando 
la costumbre, cesarían las prácticas de espigueo? 

John Houghton era zapatero. Y parece que pudo pagar las costas del juicio de 
su mujer gracias a la intervención de un propietario benévolo. Peter J. King ha 
“evolución del matrimonio. Se vieron obligados a hipotecar y 
| eña p propiedad; una vez viuda, Mary Houghton aparece por última 
vez en as listas de lR ley de pobiEs como beneficiaria de una ayuda de seis libras 


por: año. TT 

Si hemos conceptuado el caso francés como opuesto al inglés es porque en 
Erancia la legislación revolucionaria y posrevolucionaria aceptó y protegió am- 
bos derechos, el derecho de vaine páture y el derecho de glanage. El decreto de 
1791 vi Mene durante más de un ala consideró que se trataba de dos derechos 


14. Thompson (1995), p. 165. 
15. King (1992). 
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de carácter muy distinto. Al menos esto es lo que parece deducirse de sus artícu- 
los 21 y 22: 


de existen 0d DE de glaner, ráteler o de gr a no entrarán en los 

campos, prados y viñas una vez cosechados y abi rtos después del levanta- 

mient entero de los frutos. En caso de contr avención, los productos del gla- 

nage, del rátelage y gr rappillage serán confiscados, y según las circunstancias, 
la policía municipal procederá a la detención. 

Art. 22. En los lugares donde rija el parcours o la vaine páture, así como 

en los lugares donde estos usos ne se hallen establ lecidos, los np y los 


en los campos Envadós y abiertos, hasta dos días después de la cose ente- 
ra, bajo pena de una multa equivalente al valor de una jornada de trabajo; la 
multa será doble, sí los ganados de otro penetran en un cercado rural. 16 


Es decir: primero, inmediatamente después de-la cosecha, el espiguco, los 
pobres; dos días después, la vaíne pávure, los animales. El decreto de 1791 con- 
dicionó todas las disposiciones legislativas sobre el espigueo y sobre la vaine pá- 
ture del siglo XIX, ya que no se dictaron nuevas medidas hasta 1898. Aún después 
de esta fecha, los derechos de vaine páture y el glanage continuaron siendo le- 
galmente reconocidos, si bien en el nuevo Códi 1g0 rural se suprimió la necesidad 
de esperar dos días para ejercer el primero de los derechos. 

A pesar de todo, las prácticas de espigueo realizadas durante la mayor parte del 
siglo XIX, en ambos países, posiblemente no se diferenciaban tanto entre sí como 
podría deducirse del simple contraste entre ambas legislaciones. Peter King ha 
sido seguramente quien mejor ha estudiado la sentencia de 1788 y ha acompañado 
este estudio de la recopilación de un conjunto de datos históricos que permite docu- 
mentar las prácticas del espigueo en los campos ingleses hasta, como mínimo, 
1850. Son muy interesantes, por ésta razón, sus advertencias sobre los peligros de 
confundirel estudio de unas leyes con el estudiode úinas prácticas. King estima que 
los productos obtenidos mediante el espigileo podían representar, “a principios del 
si iglo xix, más de un 10 por 100 del conjunto de los ingresos de las familias campe- 
sinas. Ello explicaría la negativa y la resistencia activa de los campesinos añíte las 
iniciativas de los farmez 's,En opini ón de Peter Kiñg, pudo contribuir al éxito de los 
campesinos el hecho de qué -la activida de espigar, a “diféréncia, por ejemplo, de la 
extracción de leña de los Bosqués, no fuera nunca conceptuada ci en los s debates par- 


16. Bourgin (1989), p. 59. 
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lamentarios y legislativos como robo. King piensa que lo que más pudieron conse- 
guir los far mers ingleses, al menos durante la primera mitad del siglo x1x, fue una 
cierta regulación del espigueo. Por ejemplo, que los espigadores respetaran la nor- 
ma de no entrar en los campos hasta que hubiera sido completamente levantada la 
cosecha. Pero esto estaba regulado así desde los tiempos medievales. 

La novedad del estudio de King no consiste en demostrar la supervivencia 
del espigueo en la Inglaterra del siglo x1Xx. Esto ya era conocido. La visión que 
había dominado en la historiografía, sobre todo a partir de los Hammond, era que 
1788 había significado no el fin del espigueo pero sí el inicio del control de los 
farmers sobre estas prácticas.!1? King opina que los Hammond habían sobresti- 
mado la amenaza de los ricos y subestimado la capacidad de reacción de los po- 
bres. La protesta de los gleaners ingleses tenía sus propios mecanismos. Era difí- 
cil impedir la entrada colectiva en los campos, si estaba bien organizada. La 
única arma jurídica de los farmers, la acusación a los espigadores de ladrones, no 
fue refrendada por los magistrados en los tribunales. La mayoría de los hombres 
de 1 no Osaron o no tuvieron corazón o atacar la actividad del espigueo. 


dele espigueo pudieron aprovechar se de su condición de o "s de trabajos agrí- 
amenaza de no contratar como trabajadores a los miembros 


colas. POr ejemplo, | 
de la familia de una espig gadora especialmente problemática. Esta reflexión nos 
reintroduce en el tema de las complejas relaciones entre las prácticas de espigueo y 
el abajo asalariado e en las fincas. Latesis de D. H. Morgan, en su estudio sobre el 
proletariado rural inglés en el período 1840-1900, es que la actividad del espigueo 
se había com n un privilegio reservado a los trabajadores de la finca.!$ Los 
espigadores t tenía recho aespigar allí donde habían participado en otras activi- 
dades de la cosecha. Para Morgan, la costumbre del espigueo sobrevivió debido a 
esta ambivalencia. Interesaba alos farmers porque era una buena práctica agrícola, 
ya los trabajadores porque les proporcionaba un interesante complemento. 


EL GLANAGE EN LA FRANCIA DEL SIGLO XIX 


La aplicación del decreto de 1791 estuvo condicionada desde el 22 de febre- 
ro dé 18 10 porel Código penal, cuyo artículo 471 disponía que, entre otros, «se- 
rán castigados con multas de 1 franco hasta 5 francos inclusive» aquellos que hu- 


17, Haramond (1979). 
18. Morgan (1982). 
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-biéran glané, rátelé o grappillé en los «campos que aún no estuvieran totalmente 
despejados y vaciados de sus cosechas, o antes del momento de salir o después 
de ponerse el sol». Los artículos 473 y 474 del mismo código concretaban las pe- 
nas relativas a la infracción del artículo: la prisión durante tres días como máxi- 
mo (en caso de reincidencia). . Ñ e 

A lo largo del siglo x1x, en los asuntos judiciales en los que se discutían las 
aplicaciones de estos artículos del Código penal, la Cour de Cassation aplicó sis- 
temáticamente el decreto de 1791. Degrully recoge un considerable número de 
sentencias en este sentido. Queremos comentar expresamente las que ratificaron, 
en 1864, la prohibición de la entrada del ganado en todo tipo de campos, no sólo 
cerealísticos, antes de que hubieran transcurrido dos días después de la cosecha, 
respetándose así el plazo de dos días para el espigueo. Se argumentaba que éste 
consistía en el derecho de recoger frutos de toda especie de cultivos, campos, 
prados y viñas, y no sólo de los cereales. Los argumentos que se esgrimían en es- 
tas sentencias eran que si el espigueo empezaba antes de que se hubiera levanta- 
do el conjunto de la cosecha, se seguirían desórdenes y daños que el legislador 
había querido evitar. Cuando se pronunciaron estas sentencias se estaba discu- 
tiendo la posibilidad de un nuevo código rural que no llegó a prosperar. !? 

En el proyecto del Código rural de 1810, que no llegaría a promulgarse, se 
había previsto dedicar el capítulo tercero al «glanage, grappillage, rátelage et 
chaumage».* El simple listado de palabras es significativo. En 1858, la Comi- 
sión del Senado encargada del nuevo proyecto de código asumió la idea, expre- 


19. Véase Degrully (1912). Una parte de la obra se dedica a recoger noticias sobre las re- 
terencias sobre el espigueo en el derecho extranjero, que en su momento utilizaremos, pero el 
libro ofrece sobre todo un panorama bastante exhaustivo, con extensos documentos en los 
apéndices, sobre el derecho de glanage en Francia. El título del libro es ya bastante significati- 
vo. En 1912, en Francia, podía hablarse de droit de glanage. Y además de droit de grappilla- 
ge, rátelage. chaumage y sarclage. Todas estas palabras aún figuran hoy en los diccionarios 
de lengua francesa más al uso, pero no tienen su equivalente en español. El g/anage es la ac- 
ción de glaner, es decir, de «recoger en el campo, después de la cosecha, las espigas que han 
escapado a los segadores». El grappillage es la acción de grappiller, es decir, de recoger las 
pequeñas grappes de uvas que quedan en la viña después de la vendimia. El rátelage es la ac- 
ción de ráteler, es decir, de coger con un rastrillo las hierbas que han quedado en el prado. El 
chaumage es la acción de chaumer, es decir, de recoger la paja que ha quedado en los campos. 
Finalmente, el sarclage es la acción de sarcler, es decir, de arrancar las malas hierbas de un 
campo. Tenían en común que constituían «patrimonio de los pobres». Y se diferenciaban neta- 
mente del derecho de vaine páture, o «derrota de mieses», que también era reconocido en los 
códigos. 

20. Véanse Aberdam (1982) y Deverneilh (1810). El Proyecto de 1810 tampoco prospe- 
ró pero generó bastante documentación sobre las prácticas del espigueo. 
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sada en las comisiones consultivas del proyecto de 1810, de que el derecho de es- 
pigueo constituía un patrimoine du pauvre. Se discutía la «necesidad de conci- 
liar el interés de los propietarios-eon el de-la clase indigente». El barón de Be- 
noist presentó un informe a la Comission supérieure de Denquéte agricole, que 
fue discutido el 18 de febrero de 1869. En general: 'el iñiforme era favorable a 
mantener el espigueo, pero también a poner fin a los abusos"que se cometían en 
nombre de este derecho.?! Aunque, como es sabido, este proyecto de Código ru- 
ral tampoco prosperó, la discusión en el seno de la comisión permite hacerse una 
idea bastante precisa de las prácticas. del espigueo y, sobre todo, de los proble- 
mas que estas prácticas representaban para los propietarios rurales. 

Nadie se atrevió a pronunciarse a favor de la prohibición llana del espigueo, 
aunque un miembro de la comisión, De Bérague, dejó traslucir claramente sus 
simpatías hasta esta solución. Pidió que dejara de ser considerado como un dere- 
cho. Su argumento principal era que la práctica del glanage sienificaba un obstáculo 
para el buen cultivo, porque impedía al propietario retornar (binar) inmediata- 
mente la tierra. Varios miembros de la comisión, entre ellos el propio ministro, 
intentaron persuadirle de que para conseguir esto bastaba con revocar el delai de 
los dos días. El barón de Benoist, autor del informe, y el ministro afirmaron con 
rotundidad que el derecho de glanage y el derecho del propietario de hacer retor- 
nar sus tierras podían subsistir simultáneamente. 

La mayoría de los miembros pensaba que sería muy peligroso y contraprodu- 
cente derogar la práctica del glanage. El autor del informe, Benoist, afirma que 
«la supresión absoluta del g/lanage provocaría sentimientos de irritación entre la 
clase rica y la clase pobre» y no sería prudente por parte del legislador tomar esta 


medida teniendo en cuenta que «la clase pobre posee los derechos políticos por 


el sufragio universal». Éste era el problema principal. Y el más delicado. Los 


conseils municipaux se hallaban formados generalmente por los propietarios 
más ricos de cada pueblo. Si se suprimían los derechos de glanage, seguramente 
las prácticas de espigueo continuarían pero ningún propietario volvería a ser ele- 
gido. Los conseils municipaux dejarían de estar en manos de los propietarios. 
“Peró Tos maires y los conseils municipaux debían intervenir para acabar con 
los abusos del espigueo. El abuso más flagrante, porque atacaba el mismo espíri- 
tu de la ley y del derecho, derivaba de la enorme cantidad de personas que lo prac- 


ticaban. Por esto se discutió ampliamente sobre la confección de las listas de las 


21. Las discusiones están reproducidas en Degrully (1912), pp. LX-XCVIII, quien cita: 
Enquéte agricole. Séance de la Comission supérieure de Venquéte agricole. 18 de febrero 
de 1869, pp. 103 y ss. París, 1869. 
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personas que podrían espigar. Los miembros de la comisión más puristas consi- 
deraban que sólo tenían derecho a hacerlo los enfermos, los iHválidós y los niños, 
es decir, aquellos que no podían ganarse un jornal. Cualquier excepción a esta re- 
gla, decían, significaba fomentar el vagabundeo. Una vez más, la voz más dura 
fue la de M. de Bérague.? Éste explicó que en su pueblo habían de poner hombres 
tras los segadores, porque las mujeres y los niños no querían recoger las gavillas y 
ganarse así un jornal; que los alcaldes se negaban a confeccionar listas de indi- 
gentes, a pesar de que el prefer así lo había ordenado. El contrapunto lo dio el co- 
misionado Suin: en su departamento ya no hacían las listas los maires, sino los 
conseils municipaux y excluían a las personas que no enviaban a los niños a la es- 
cuela. Además, Los elaneurs y glaneuses habían de irjuntos, bajo la vigilancia de 
un guardia de campo. La información de Suin pareció abrir una solución al pro- 
blema. Los conseils municipaux, bien asesorados, disponían de información so- 
bre la pobreza de las familias de una parroquia. Por ejemplo, sobre quienes tenían 
derecho a la escuela gratuita, a la asistencia médica, o sobre quienes pagaban me- 
nos contribución. Podían elaborar las listas y hacerlas públicas, y los que no figu- 
rasen en ellas podrían reclamar su inclusión. Pero múchos no querrían figurar en 
una lista de pobres. La idea fue aceptada y se aprobó que el alcalde, ayudado 
de dos miembros del Consejo Municipal, fuera el encargado de elaborar lá lista de 
personas autorizadas a espigar. Esta lista sería publicada un mes antes de la cose- 
Cha, alrededor de primero de junio. Las reclamaciones se presentarían al préfet. 
La primera versión de un nuevo proyecto de policía rural, presentada al Sena- 
do en la sesión del 19 de diciembre de 1885, no contenía ninguna disposición sobre 
el tema del espigueo. La comisión encargada de revisar el proyecto de ley decidió 
añadir un artículo sobre este tema, que disponía que las prácticas del espigueo sólo 
podían realizarse en los campos no cerrados, de día y después de las cosechas.2 El 
mismo redactado constituyó el artículo 91 presentado por la comisión encargada 
de presentar el nuevo proyecto de código rural en la sesión del 28 de febrero de 
1890. La discusión en la Cámara fue retomada en la sesión del 30 de junio de 1893. 
Pero la ley definitiva no fue aprobada y / promulgada hasta el 21 de junio de 1898. 


Su artículo 75 dice así: 


22, Bérague: «Es penoso ver.espigar a las mujeres de los segadores y de los cosechadores, 
y a éstos como dejan expresamente las espigas enos campos; y ver a estas mujeres, a veces 
más de doscientas, allí, sentádas; “Esperando el último golpe dTta:hoz para ponerse a espigar». 

23. Se trataba del artículo 89, que rezaba así: «Le glanage, le grappillage, méme dans les 
localités oú les usages les ont établis, sont interdits dans tout enclos». «Les grappilleurs ou les 
glaneurs ne peuvent entrer dans les vignes et dans les champs ouverts que pendant le jour et 
aprés l'enlevement complet des récoltes.» 
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El glanage y el grappillage se prohiben en todo enclos, también allí donde 
las costumbres locales los habían permitido. Los glaneur Sy gr appilleur s sólo 
podrán entrar en las viñas y en los campos abiertos durante el día y una vez ex- 
traída toda la cosecha. 


Esta ley significaba una novedad respecto al decreto de 1791. Ahora no se re- 
conocía ninguna prioridad al glanage sobre la vaine páture. Algunos autores cri- 
ticaron esta medida.? Otros, como Watrin y Bouvier pénsaban, como los legisla- 
dores, que «glanage et erappillage pourront s'exercer concuremment avec la 
vaine páture».?6 

Estas palabras, estos discursos, escritos a principios del siglo xx, podían re- 
sultar chocantes en muchos países europeos en donde las prácticas del espigueo 
hacía tiempo que habían sido prohibidas por la ley. Pero ¿habían dejado de prac- 
ticarse? Degrully recoge en su libro los resultados de una encuesta realizada por 
él mismo sobre el estado actual del glanage y concluye su estudio constatando 
que «l'importance du glanage diminue chaque année».27 Las razones de esta dis- 
minución progresiva no eran, ya hemos visto por qué, de carácter legal. Tenían 
que ver, en cambio, con las transformaciones que conocía la agricultura y el con- 
junto de la economía: en primer lugar, el empleo de máquinas perfeccionadas 
para la siega y la cosecha de cereales reducía cada vez más la parte naturelle que 
revient a los pobres; en segundo lugar, en los países de pequeña propiedad, de 
fermage Oo métayage, los cuidados de los cultivadores hacían que la parte legíti- 
mamente reservada al espigueo fuera cada vez más diminuta; en tercer lugar, el 
desarrollo de una nueva y potente industria harinera, es decir, la desaparición 
progresiva de los molinos, había creado un problema nuevo: ¿qué hacer con los 
granos?; en cuarto lugar, el aumento del nivel de vida en el campo se había gene- 
ralizado porque los salarios han aumentado con la despoblación; en quinto lugar, 
las campesinas encontraban menos duro, más agradable y más aristocrático el 


24. «Le glanage, le grappillage, méme dans les contrées oú les usages locaux les ont établis, 
sont interdits dans tout enclos. Les grappilleurs ou les glaneurs ne peuvententrer dans les vignes 
etdans les champs ouverts que pendant lejour et aprés complet enlevement des recoltes.» 

25. Degrully cita la opinión de Becket: el decreto de 1791 no podía ser abolido «par un 
sentiment de dignité publique qui se révolte a V'idée de laisser des hommes et des animaux se 
précipiter péle-méle dans un champ pour y chercher leur nourriture. La raison et l'humanité 
commandent d'acccorder la priorité aux glaneurs...». 

26. Para esta opinión Degrully cita a Watrin y Bouvier, y su trabajo de 1910. 

27. Degrully (1912). Se trata de la «Enquéte d' aprés les renseignements fournis par MM. 
Les Professeurs départementaux et spéciaux d' agriculture, les usages locaux, les arrétés des 
préfets et des maires». 
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trabajo de confección para los grandes almacenes de París, que les permitía ga- 
nar sesenta céntimos en doce o catorce horas. Degrully había visto en Berry, en 
el pasado otoño, algunas glanenses, la mayoría ancianas, que recogían un poco 
de cereal para sus gallinas. Ni un solo hombre. Ni una sola mujer joven. 


5 a 
LA LEGISLACIÓN LIBERAL SOBRE EL ESPIGUEO EN ESPAÑA: LOS CÓDIGOS 
PENALES DE 1848 y 1870 ES 
A mediados del siglo x1X, en el Diccionario de Legislación y Jurisprudencia 
de Escriche, en la definición de espigar, no hay ninguna pista que lleve a suponer 
que la práctica no fuera vigente: 


Recoger las espigas que han quedado en las tierras después de la siega. 
Una costumbre casi general, que se halla introducida de tiempo inmemorial en 
España y otros países, permite á los pobres la entrada en los campos para espi- 
gar de sol a sol después de recogidas las gavillas de la mies. Esta costumbre ha 
dado lugar a varios abusos; y para cortar algunos de ellos mandó Enrique ll en 
Toro el año de 1369 que no espigaran las mujeres de los segadores, ni las de 
los yugueros ni las jornaleras. 


El mismo diccionario incluye el texto aprobado en Toro que hemos repro- 
ducido en los inicios de este mismo capítulo. La legislación del Antiguo Régi- 
men había permitido y tolerado las prácticas de espigueo y Escriche no conside- 
ró necesario añadir ninguna referencia más moderna. La fecha de edición del 
Diccionario es anterior a la promulgación del Código penal, pero posterior a la 
restauración, en-1836, del' decreto relativo al cerramiento de fincas. Aunque este 
decreto no habla pi Opiamente de la práctica del espigueo, implícitamente s supo- 
nía su prohibición, ya que declaraba cerradas y acotadas todas las fincas. 28 An- 
tes del restablecimiento de este decreto, hallamos una referencia explícita al 
tema del espigueo en la real orden de 6 de octubre de 1834, en la que se pedía un 
informe a las sociedades económicas sobre un proyecto de ley de propiedad ru- 
ral. Este proyecto decía, en su artículo: «Nadie podrá entrar sin el consentimien- 
to del dueño en propiedad ajena que estuviese cercada ó cerrada, bajo pretexto de 
espigar, rebuscar ó recoger desperdicios de ningún género». Es conocido el in- 


28. Artículo 1. Todas las dehesas, heredades y demás tierras de cualquiera clase, pertene- 
cientes a dominio particular, ya sean libres o vinculadas, se declaran desde ahora cerradas y 
acotadas perpetuamente, y sus dueños o poseedores podrán cercarlas... 
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forme emitido por la Sociedad Económica Matritense. Merece la pena reprodu- 
cir el comentario específico sobre la Prombición de espigar y rebuscar: 


Un espíritu supersticioso y una compasión mal dirigida han hecho creer á 
muchos que debían dejárse 4 los pobres estos” recursos Y respetarse como si 
fueran su verdadero património: pero ésie y Otros medios semejantes sólo han 
servido para mantener y fomentar la vagancia y la mendiguez de millares de 
españoles. Y no es éste el solo mal que se ha hecho con permitir la libre entra- 
da en las tierras y el aprovechamisato de sus desperdicios. El efecto moral y la 
tendencia de esta costumbre: destruye por su base el gran principio de la pro- 
piedad. Si ha de ser respetádo como el bien,que la sociedad exije, es menester 
que no haya un solo caso en que la propiedad ajena pueda ser hollada, en que 
los vagos puedan aprovecharse del fruto debido al trabajo de otros hombres. 
De otro modo se pierde el santo prestigio con que debe ser defendida la pro- 
piedad, y los que una vez la han invadido con cierta apariencia de legalidad, no 
la respetarán jamás aunque esta apariencia falte si la utilidad existe. Compáre- 
se la inseguridad de nuestros campos y la ineficacia de los medios empleados 
para custodiar los frutos con el espectaculo que en esta parte ofrece la Fran- 
cia, donde el habito de mirar las heredades como un sagrado en que no es lí- 
cito penetrar más que á sus dueños, hace que pasen las gentes bajo de los ár- 
boles plantados en las lindes de los caminos sín que se atrevan jamás á tocar 
las frutas con que convidan. Estos resultados tan diferentes prueban la des- 
aventaja de nuestro antiguo sistema y merecen tener presentes por los que se 
retraerían de variarlo por una mal entendida piedad. Pero quizá el artículo no 
necesitaba esta defensa; porque pocas serán ya las personas que no estén con- 
vencidas de su grande utilidad. En cuanto á su redacción, debe notarse que la 
expresión bajo pretexto de espigar no es la más propia, porque no sólo se pro- 
híbe la entrada con este pretexto; sino con este motivo, es decir, se prohúbe la 
cosa en si misma.?2 


He subrayado la referencia explícita a Francia porque constituye un ejemplo 
más de cómo no siempre la perspectiva comparada indica conocimiento real de 
la cosa comparada. Dos años después, se restableció el decreto de 1813 y, por si 
hubiera alguna duda, la real orden del 25 de noviembre de 1847, clarificó que 
«acotar tanto quiere decir como poner cotos 6 mojones, esto es, cualquiera señal 
material y visible que indique el hecho de la propiedad...» y reiteró que «la ley 
prohibe la invasión en todo terreno de propiedad particular que esté cerrado ó 
acotado, sin exigir que esté cercado de pared continua». Esta aclaración de la rei- 


29. Reproducido en Martínez Alcubilla (1886). 
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na, que aseguraba reflejar el parecer del Consejo de Agricultura, Industria y Co- 
mercio, demuestra el abismo que separaba la legislación liberal española de la le- 
gislación francesa en el siglo XIX, 

Hemos visto que en Francia cualquier propuesta sobre el derecho del espi- 
gueo se hallaba condicionada por el Código penal. Así pues, una buena guía 
para observar hasta qué punto las leyes amparaban o no a los espigadores y espi- 
gadoras puede ser la consulta de los sucesivos proyectos de Código penal en Es- 
paña. Vamos a examinar, primero, el proyecto de Código penal de 1822. Halla- 
mos lós artículos que nos interesan en el capítulo VIT titulado «De los incendios 
y otros daños». Se trata de los artículos que van del 796 al 802. Cada uno de es- 
tos artículos se inicia indicando quiénes serían objeto de amonestación y queda 
claro que los penados serán «cualquiera que con el intento de hacer daño» hicie- 
ra determinadas acciones: destruir las mieses, viña, plantío, con ganados, cortar 
o arrancar árboles, sacudir árboles, destruir o echar a perder hortalizas, flores o 
plantas y producciones de cualquiera especie de alguna huerta o jardín ajeno, 
destrozar o destruir o inutilizar aperos de agricultura, cabañas de pastores, matar 
una caballería o una cabeza de mayor, o un ave doméstica o cualquier otro ani- 
mal ajeno. 

No hemos hallado pruebas en estos artículos de una concepción absoluta de 
la propiedad, que supusiera la prohibición total de entrar en una finca ajena. Sí 
las hallamos, en cambio, en el articulado del Código penal aprobado en 1848. En 
su artículo 480 se señalan, como: falias menos gr aves (que conllevan de 1 a 4 días 
y la reparación de daños), las siguientes: A 


24: El que entrare en heredad ajena para coger frutos y comerlos en el acto 

26: El que entrase en heredad ajena para aprovechar el | espigueo ú OLrOS 1 restos 
de cosechas. 

27: El que entrase en heredad ajena cerrada ó cercada. 

28: El que entrase sin violencia á cazar ó pescar en sitio vedado ó cercado. 

29: El que infringiera las ona dee caza 9 pesca en el modo ó tiempo de 

. ejecutar una ú otra. A 

Queda.clara, pues, en 1848, la prohibición a entrar en una heredad ajena con 

el objetivo conicreto de espigar. IeaariDn Francigco Pacheco, en sus comentarios 

al Código, manifiesta s sul desacuerdo: O 
Creemos que no debía haberse erigido en falta, de un modo absoluto y con 

la generalidad que se hace, ni el espigueo ni la simple entrada en un predio ce- 

rrado. No creemos que la ley tenga derecho para ser tan dura, ni para contrariar 
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así costumbres de muchos siglos, que están en el corazón de una sociedad en- 
tera, y que en su principio son caritativas y religiosas. 


El proceso alcanzaría su clímax con la reforma de 1850, que:convirtió en de- 
litos el hurto de leñas y el espigueo, independientemente del valor de lo 7: obado y 


estableció penas de prisión para ambas actividades. En 1853, en el Diccionario 


de Agricultura “onomía Rural, en la voz rebuscar podemos leer una 
referencia al nuevo código, en un intento de matizar sus posibles efectos: 


tica y 


El nuevo código criminal ivigente califica de falta el entrar en heredad age- 
na para coger frutos y comerlos en el acto, así como el entrar á rebuscar, impo- 
niendo en ambos casos una multa que ni podrá bajar de 10 rs. ni pasar de 80; 
mas como no está comprendido aquí el caso de entrar en la viña sin vendimiar 
con objeto de llevar á casa las ubas, claro es que lo califica de hurto, es decir, de 
delito. 

Al imponer el Código criminal una pena al que entra á rebuscar ó espigar, 
desde luego,se entiende de los que lo hacen sin consentimiento del dueño, pues 
claro es que por regla general, nadie puede introducirse en heredad: agena; pero 
como en la mayor parte de las provincias de España, despues de cortados y al 
los frutos del campo abierto hay la costumbre de él para permitir] la entra- 
para el espigueo y la rebusca, se supone tácitamente el consentimiento, 
y ES preciso que el dueño de una finca se oponga terminantemente para que 
haya falta y pueda tener aplicación la pena. 


No todo el mundo compartía la misma opinión. En 1855, un diputado denun- 
ció las consecuencias de la reforma, que «había elevado los hechos más insigni- 
ficantes de la vida social a la categoría de delitos».3! Veinte años después de la 
reforma, en el nuevo Código penal de 1870 el artículo que incluía la prohibición 


del espigueo fue modificado. En el nuevo redactado se consideraban autores de 
faltas contra la propiedad (merecedoras, de uno a quince días de arresto menor): 


: Los gue entrasen en heredad o campo ajeno para coger frutos y comerlos en 

el acto. ES 

«Los: que en laa misma forma cogieran frutos, mieses, ú otros productos fo- 
dao asas para echarlos en el acto á caballerías Ó ganados. 


30. Pacheco (2000), p. 1338. Este jurista, fiscal del Tribunal Supremo es, en general, elo- 
gioso con el código, pero unas páginas antes también había reprobado la definición de «vago» 
del Código penal. 

31. Diario de Sesiones de las Cortes, 3 de mayo de 1855, proposición de Hernández de la Rúa. 
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18) 


: Los que sin permiso del dueño entraren en heredad ó campo ajeno antes de 
haber levantado por completo la cosecha para aprovechar al espigueo ú 
otros restos de aquella, 


4: Los que entrasen en heredad ajena cerrada ó en la cercada, si estuviese ma- 
nifiesta la prohibición de entrar. 


= am 


El punto número tres, claramente diferente del artículo correspondiente de 
1848, se mantuvo con el mismo redactado en los códigos pehales de 1943 y 1973 
hasta 1995. El punto número cuatro, que matizaba también la dureza de 1848, 
desapareció en el € ódigo penal de 1945. 

A partir del análisis de los códigos penales, pues, y con relación a la práctica 
del espigueo, la vía seguida en España parece más similar, por su dureza, a la vía 
inglesa de la common law que a la vía del Código penal francés, bastante más to- 
lerante, como hemos visto, con las prácticas de vaine Páture y de espigueo du- 
rante todo el siglo x1x. 

Pero ¿hasta qué punto la prohibición penal de espigar y rebuscar se impuso 
en la España del siglo xix? Un escrito de los propietarios cata anes. de 1845, 
que abogaba claramente por esta prohibición. , Sugiere que se trataba más bien 
de impedir. que la práctica fuera reconocida como dérecho: Uña vez más, ésta 
parece ser la principal preocupación de los propietarios. El escrito, dirigido a la 
reina, consta de dos partes. Un proyecto muy detallado de guardia rural, en el 
que se penalizaba la entrada en propiedades ajenas; y una introducción bastante 
extensa sobre las características del proyecto presentado. En esta introducción, 
los propietarios sintieron la necesidad de explicar a la reina por qué habían de- 

cidido un articulado tan duro. Y, en concreto, por qué no habían querido reco- 
nocer explícitamente el derecho de que los pobres, los necesitados, penetraran 
en sus tierras y se alimentaran con los frutos. Dejaban claras sus intenciones de 
continuar permitiéndolas en sus campos y en sus bosques, pero no querían que 
estas prácticas fueran” reconocidas como  derect hos. Merece la pena reproducir 


este párrafo: 


Cree tambien indispensable la Comision exponente que la autoridad de los 
Alcaldes esté revestida de cierto poder discrecional acompañado de una estric- 
ta responsabilidad, pues, aun cuando la propiedad particular deba considerarse 
inviolable en todos conceptos, no puede tampoco desconocerse que existen in- 
veteradas costumbres, con las cuales, sin mengua de los justos intereses del 
propietario y del labrador, encuentra muchas veces grande alivio la miseria. En 
efecto, Señora, productos espontáneos arroja nuestro rico suelo, como son las 
setas, los espárragos y las yerbas aromáticas, que, mirados con desprecio por el 
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dueño de la tierra que los produce, son buscados y recogidos con afan por ma- 
nos necesarias. Lo propio sucede con las espigas que, después de levantadas las 
cosechas, quedan entre el rastrojo abandonadas, las cuales sin sacrificio ni tan 
siquiera moral del labrador, constituyen, desde los tiempos patriarcales, cierto 
caritativo tributo, q6e Consuela el infortunio de tiumerosas familias, y les ayuda 
á sostener su penosa existencia. A mas de estas filantrópicas consideraciones, 
es fuerza no perder de vista que con las indicadas costumbres cuentan muchas 
personas indigentes, y que al paso que fuera arriesgado y dificil desarralgarlas 
bruscamente, fuera nociva .autorizarlas con disposiciones reglamentarias, 
pues, en tal caso, muchos mirarián como un derecho adquirido é incuestiona- 
ble, lo que es tan solo un beneficio filantropicamente dispensado, y llevarían tal 
vez aquel derecho hasta un perniciosísimo abuso, 


Disponemos de algunas pruebas acreditativas de que los códigos penales es- 
pañoles del siglo xix no acabarón con las prácticas del espigueo. Por ejemplo, a 
finales del siglo XIX, Martínez Alcubilla se muestra aún partidario de reglamen- 
tar las prácticas de espigueo por medio de bandos municipales. Considera que 
sólo de esta manera se podrán solventar las dificultades que ofrece la ley de aco- 
tamientos de 1813. Considera que es ilusorio el acotamiento legal y los benefi- 
cios que de él deberían extraerse. Ofrece un «Modelo de bando para arreglar el 
aprovechamiento de rastrojeras y demas frutos de heredades y sobre otros obje- 
tos de la policía rural». Su artículo séptimo se refiere al espigueo, y dice así: «Se 
prohibe espigar en heredad ajena no siendo con autorizacion escrita del dueño de 
ella. Las personas que se dediquen al espigueo sólo lo podran hacer desde una 
hora de ... y hasta otra hora antes de dejarlas, y no podrán pernoctar en el cam- 
po».*3 Sería necesaria una labor de rastreo de ordenanzas municipales para ha- 
cernos una idea de las múltiples variables que pueden ofrecer. Pero las ordenan- 
zas nos dirían poco sobre su cumplimiento.** Dada la dispersión de los datos 
disponibles, las noticias sobre el espigueo en España-que proporciona el libro co- 
lectivo dirigido por Joaquín Costa, publicado en. 1 902, y el trabajo de Degrully, 
publicado en 1912, se nos revelan valiosas.35 En el primer libro hallamos tres 
descripciones sobre actividades relacionadas con el espigueo. En los tres casos 


32. Asociación de Propietarios de Barcelona (1845). 

33. Martínez Alcubilla (1886). 

34. López Estudillo (2001) aporta algunos ejemplos de persecución de las prácticas de 
rebuscar como represalia a los sindicalistas agrarios. Para la segunda década del siglo xx, Bo- 
rrás Llop (1999) recoge el testimonio de mujeres que reconocían la importancia del espigueo 
en fechas muy recientes. 

35. Costa et altri (1902), Degrully (1912). 
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se hace evidente el problema entre lo legal y lo real. Pascual Soriano, en un 
breve capítulo sobre el espigueo del arroz en Sueca, que incluye un interesante 
cálculo sobre la cantidad recaudada con esta práctica, explica que 


...desde el momento que se ha sacado la cosecha del campo, todo el mundo 
acostumbra á espigar, “por más qu é, con Jbjeto. de : prevenir abusos publica 
anualmente un bando ó pregón prohibiendo que nadie espigole el en campos y 


in permiso de los dueños respectivos concedido por escrito.” 


En: su artículo sobre los tr ogloditas de Jódar es el pri opio Joaquín Costa quien 
nos describe la importancia económica de la actividad de rebusca de las aceitu- 
nas. Todo parece legal: «en las grandes fincas <persevera la costumbre de anun- 
ciar los guardas por medio de un disparo « de arma de fuego el d a que queda libre 
la € entr ada á á 105 Se DUSCAiOIESA Pero: 


...és fama que algunos esconden aceituna en el campo durante la recolección, 
para desenterrarla y apropiársela al tiempo de la-rebusca; y que por esta razón, 
los propietarios tienen que ejercer la más exquisita vigilancia. 


Finalmente, en el capítulo dedicado al rebusco de bellotás en Zamora en las 
tierras comunales, se explica que, tras la recolección, el alcalde anunciaba por to- 
ques de campana que se abría el período. del rebusco! que estaba previsto que se. 


realizara antes de lá salida del sol: os. 


...pero parece que son muchos los que la infringen, llegando algunos á pernoc- 
tar al pie de la encina que han visto ofrecía un rebusco óptimo y que tal vez 
ellos mismos dejaron á medio varear con deliberado propósito. 


Tampoco faltan «defraudadores que esconden fruto entre las brechas al tiem- 
po de la recolección, para sacarlo después y apropiárselo con pretexto y á título 
de rebusco». 

Degrully, por su parte, recoge en su encuesta europea distintas versiones so- 
bre las prácticas de espigueo en España ofrecidas por personas residentes en Bu- 
riana, Alicante, Logroño, Valencia, Don Benito y Barcelona. El resumen que 
ofrece Degrully de las respuestas de estos corresponsales —-recordemos que esta- 
mos enel año 1912-—é empieza señalando-que «la ley prohíbe todo acceso a la pro- 
piedad ajena» y que «en consecuencia», cualquier tipo de espigueo está «en prin- 
cipio» prohibido. Pero a continuación se indica que % pesar de esto, y siguiendo 
«costumbres muy antiguas», después de la vendimia los «indigentes» espigan 
en las viñas; y también que los propietarios que no quieren que se penetre en 
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sus tierras, o que quieren para sí el beneficio de la rebusca, plantan algunos rosa- 
les en los límites de sus viñas que constituyen el signo de la prohibición de entrar 
en ellas. 

Los informantes parecen manifestar en general una opinión favorable a estas 
prácticas; opinan que el espigueo no causa demasiados daños a los propietarios; 
en cambio, procura pequeños recursos a los pobres, «que son muy numerosos en 
España», y muy interesantes para la mayoría, porque generalmente son trabaja- 
dores. La costumbre del espigueo de uvas particularmente causa algunos pro- 
blemas, porque los vendimiadores que unos días más tarde se convierten en re- 
buscadores olvidan fácilmente bellos racimos en las viñas; es necesaria una 
vigilancia muy activa en el momento de la vendimia. En Don Benito, el espi- 
gueo de aceitunas y el de cereales, reglamentados por el municipio, son ejerci- 
dos por los pobres. Después de la cosecha de los cereales, los alcaldes mandan 
publicar una orden que autoriza a los pobres a recoger las espigas caídas en el 
suelo; este espigueo dura 8 o 10 días, después de los cuales se ceden los terrenos 
cosechados por un precio convenido para que las ovejas y los cerdos coman la 
paja y las espigas olvidadas: es el «rastrojo». Cuando el ganado ya ha pasado, se 
queman. 

La situación más contraria al espigueo parece ser la que se vive en Cataluña. 
El informe dé ún catalán. un tal Dr. Sabater de Barcelona, inspira a Degrully uno 
de sus comentarios más duros y graves sobre la forma como se concibe y se per- 


sigue el delito: 


En esta provincia nadie tiene el derecho, ni por costumbre ni por ley, de to- 
mar lo que sea en la propiedad ajena. Nadie tiene el derecho de penetrar en las 
propiedades ajenas para tomar frutos sin el consentimiento del propietario. Si 
alguien entra en el campo, el guarda de campos o un gendarme mete al delin- 
cuente en la cárcel, y tiene lugar un proceso ante un jurado; casi siempre el de- 
lincuente es castigado con la pena de cárcel.36 


2 36Los fondos de algunos archivos de los juzgados de paz catalanes ratifican que, efecti- 
vamente, bastaba la simple denuncia del guarda para que se dictaran sentencias condenatorias 
en aplicación del Código penal. Ésta era la «jurisprudencia» de los jueces de paz. Pero se trata 
mayoritariamente de denuncias de entrada en los bosques. Por otro lado, las pocas noticias que 
hemos podido recoger, por medio de la historia oral, de las prácticas de espigueo en Cataluña 
y Baleares, asocian estas prácticas a las mujeres contratadas como asalariadas en la misma fin- 
ca, para atar las gavillas, por ejemplo. 
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UNA REFI -EXIÓN DESDE EL PRESENTE 


Aunque en el actual €. ódigo penal español 
espigueo, en una fecha tan tardía como 1998, la 
un decreto regulador sobre esta práctica, «con 1 


ya no hay ninguna referencia al 
Comunidad Valenciana expidió 
a finalidad de prevenir los hurtos 
en el sector agrario». Por su parte, el Boletín Oficial de la Provincia de Granada 
Publicó el día 28 de octubre de 2003 una «Circul 
porte, circulación y recepción y venta de frutos agrícolas para la campaña 
2003/2004». De los tres objetivos que se decía persegutr en esta circular nos inte- 
resa especialmente el último, relacionado con la rebusca de la aceituna: «evitar 
que la aceituna sobrante en el suelo, después de recogida la cosecha y en los ca- 


S0s en que por su cuantía no sea colectada, quede desprovista de utilidad social». 
En la circular se especifica que la rebusca «sól 


ular sobre la ordenación del trans- 


O podrá efectuarse en aquellas fin- 
cas en que los propietarios la hayan autorizado expresamente» y por aquellas 
personas que estén en disposición de un «documento-control» Otorgado por la 
Cámara Agraria Local o el Ayuntamiento. También es interesante el apartado 


2.4, significativamente titulado «Apelación de la Delegación del Gobiemo al 
sentido de solidaridad social»: 


La Delegación del Gobierno apela al sentimiento de solidaridad social de 
todas las personas interesadas en el sector olivarero y, especialmente, de todos 
los j Propietarios de olivar de la provincia para que permitan la rebusca en sus 
fincas, y se preste la. mayor colaboración a las cámaras agrarias. a los Ayunta 


mientos y a los agentes de la autoridad para la adecuada aplicación de las pre- 
sentes instrucciones. 


En Estados Unidos se ha experimentado, sobre todo desde 1996, un auge de 
esta práctica protagonizado por organizaciónes caritativas y reli giosas,37 En< 
país, las disposiciones sobté gléaning se han ampliado a la recolección de restos 
de alimentos en las ciudades. El filme documental de Agnes. Varda: Glaneurs, 

glaneuses, realizado en el año 2000, también contempla el fenómeno del espi- 
gueo desde ésta vertiente amplia, al presentar las múltiples variantes actuales de 
estrategias —de supervivencia, o de ocio b adas en la recogida de productos 
abandonados, también, o principalmente, en las ciudades. Pero es la situación vi: 
vida en algunos países del Tercer Mundo, una vez más, 
los principales ¡ interrogantes. El tema ha sido trat 


la que nos proporciona 
ado en grandes foros internacio- 


37. En 1996 se aprovó la Bill Emerson Good Samaritan Law (HR 2428). 
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nales. Por ejemplo, en la cumbre mundial sobre la alimentación de la ERO, cele- 
brada los días 13 y 17 de noviembre de 1996 en Roma: 


La utilización de tecnología puede tener efectos perjudiciales involunta- 
rios sobre. los pobres y las mujeres» Ef Sierra: Leona y otros lugares, e e 
ducción en las aldeas de máquinas trilladoras y aventadoras significó la no 1 
da de los derechos tradicionáles de espigueo para las mujeres us antes 


alain esta labor manualmente.” 
Dr 0 

El dramatismo del tema planteado constituye un ejemplo más de ds Meca 
tades de encaje de las políticas de desarrollo lotal on los ends ies de 
desarrollo. Las innovaciones que teóricamente habían de contribuir a mej E 
notablemente la productividad de estos países pueden haber pro oción . 0 
dad situaciones difíciles y de empobrecimiento as parte de la población: e a 
dida de la posibilidad de realizar las prácticas habituales de espigueo es MS E p 
tuada como efectos perjudiciales involuntarios sobre los pont y las Esa : . 

Pero si trasladamos esta problemática a nuestro estudio, el o ; a 
muchos países europeos —en España, por ejemplo— la ee a . a 
prácticas de espigueo se hiciera por la simple voluntad de los a e e 
simple nombre del derecho de la propiedad, muchos años antes de qu a 
de la maquinaria agrícola u otros avances técnicos aconsejaran p 
a estas prácticas, debería ser también motivo de reflexión. a at 

“Tal vez los propietarios, como decían, estaban dispuestos a a S A] o 
do entrar a los pobres en sus campos. Pero, aun en E supuesto, el hec ña ] E 
los usos de los pobres no merecieran, según los legisladores, le A ía e 
rechos no pudo ser vivido de la misma manera por las partes ss as. pe 
absurdo, es cierto, reducir el problema a un choque de No enEncIaS ero hee de 
relato histórico puede resultar ser falso si nuestro eS ed si Ñ 

xperiencia digna de ser tenida en cuenta el modo 

ada o los euro pobres, esta Peon de ye ras 
piedad. Otra vez, la pregunta clave parece ser: ¿qué derechos?, ¿qué hi ] 


Epílogo 
LOS NUEVOS PIRATAS 


En la introducción a su Historia rural, publicada en 1931, Marc Bloch la- 
mentaba, como historiador, que Fustel de Coulanges no hubiera prestado más 
atención, a finales del siglo X1x, a algunos problemas de su tiempo: si hubiera leído 
más los periódicos, si hubiera seguido los debates parlamentarios sobre la vaine 
páture de su época, aquel eminente historiador no habría negado la evidencia del 
sistema de campos abiertos en la historia de Francia... También el presente, aho- 
ra como en tiempos de Fustel, nos invita a flexibilizar el análisis histórico de los 
derechos de propiedad, también de los nuevos derechos de propiedad. Entiendo 
por nuevos aquellos derechos, reconocidos o simplemente vindicados, que eran 
inimaginables hace veinte años, cuando empecé a interesarme por los temas rela- 


cionados con la propiedad. 

Entre todas las noticias de periódico acumuladas durante estos años, entre to- 
das las batallas en torno a supuestos nuevos derechos, he elegido, para este epílo- 
go, dos temas aparentemente muy distintos: el tema de la difusión de copias digita- 
] les, al margen de la ley, de obras de creación artística y el tema de la explotación, 
por parte de algunas empresas multinacionales, de recursos genéticos de los países 
del Tercer Mundo. Se trata de dos temas «nuevos», relacionados con las nuevas 
tecnologías, que, aunque de forma muy distinta, afectan nuestra esfera más íntima 
y familiar. El primero, porque todos nosotros somos consumidores de obras musi- 
cales. El segíindo, porque las medicinas que combaten nuestras enfermedades, los 
alimentos que consumimos, tienen que ver con la actuación de las empresas multi- 


nacionales implicadas en este tema. 
Las noticias sobre conflictos generados en ambos casos pueden servir para re- 
flexionar, desde el presente, sobre aspectos inherentes a los llamados derechos de 
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propiedad. Decir que hay un vacío legal, que hay un problema de indefinición de 
los derechos de propiedad, y que por esto hay conflicto, es decir sólo una parte de la 
verdad, Nuestro punto de partida es otro: hay conflictos porque hay diversidad de 
intereses y la forma como se resuelvan los conflictos, o más exactamente, la forma 
como se definan legalmente los derechos de propiedad y posteriormente, la for- 
ma corno se apliquen las leyes, y los efectos de estas aplicaciones, tendráh mucho 
que ver con las actuaciones y las actitudes de las distintas partes implicadas. 
Ambos problemas, además, demuestran el divorcio entre la realidád y la ley, 
así como la importancia de la contestación y el uso cotidiano en la fedefinición 
de los derechos de propiedad. Si los usuarios de material digital, todos, hubiéra- 
mos respetado sin más los derechos de propiedad de los cantantes y las empresas 
musicales, no habrían sido entabladas las actuales batallas judiciales. Es muy po- 
sible que, independientemente del carácter de las sentencias, haya que llegara al- 
gunos acuerdos partiendo de la imposibilidad de conseguir frenar este uso. Nada 
de lo que suceda en el futuro podrá ser explicado al margen de las actitudes de los 
usuarios. En el caso de la investigación biogenética, si algunas actividades de 
empresas multinacionales no hubieran sido cuestionadas, contestadas, muchas 
comunidades indígenas se hubieran encontrado totalmente despojadas de sus re- 
cursos. Veremos qué pasará en el futuro. Pero nada de lo que acabe pasando po- 
drá ser explicado sin el importante papel desempeñado por las movilizaciones. 
por la lucha contra estas usurpaciones. 

En ambos casos, la retórica de la propiedad absoluta y sagrada prevalece y 
continúa siendo esgrimida como arma jurídica. Aquí no se trata, evidentemente, 
de la propiedad de la tierra. El referente es ¡en ambos casos! la propiedad intelec- 
tual. La reivindicación de los derechos de propiedad intelectual parece clara en el 
terna de la llamada piratería digital. Pero en el caso de la biotecnología, el recur- 
so a la propiedad intelectual es más sorprendente. Sin embargo, ha sido en nom- 
bre de sus derechos de propiedad intelectual que las empresas multinacionales 
han sido autorizadas a utilizar de forma exclusiva algunos recursos genéticos de 
los países del Tercer Mundo. 

Hasta hace poco, la historia de los derechos de propiedad intelectual era so- 
bre todo la historia de los derechos de los autores literarios. Se parecía bastante, 
pues, a una concepción de la propiedad como fruto del trabajo. En el siglo XVI 
Diderot había defendido que «el autor es propietario de su obra» porque negarlo 
sería reconocer que «nadie es amo de sus bienes». En la Asamblea Nacional, en 
1791, el Chevalier de Bouffers había declarado: «Si existe para el hombre una 
verdadera propiedad es su pensamiento...». Los días 19 y 24 de julio de 1793 se 

aprobó el «decreto relativo a los derechos de propiedades de los autores de escri- 
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tos en todos los géneros, de los compositores de música, de pintores y dibujan- 
tes». En el informe que lo acompañaba se podía leer: «De todas las propiedades, 
la menos susceptible de contestación, aquella que el crecimiento no puede ni he- 
rir a la igualdad republicana, ni ensombrecer a la libertad, es sin ninguna contra- 
dicción la de las producciones del genio, Y $ 


“de alguna.cosa hemos de sorpren- 
dernos es de que haya sido necesario reconocer esta propiédad, asegurar su libre 


ejercicio por una vía positiva...». En el mismo texto se habla ya de los «corsaires 
littéraires» que atentaban contra este derecho. Con estos decretos, los revolucio- 
narios franceses intentaron poner fin a una situación que consideraban injusta y 
denigrante para el creador. El derecho del autor parecía mucho más natural, mu- 
cho más santo, en tanto que mucho más inofensivo que otros derechos de propie- 
dad, como el de la tierra. 

¿Cómo ha podido un derecho en principio tan razonable justificar algunas 
acciones tan alejadas de las causas y los objetivos que habían inspirado su reivin- 
dicación y su definición? A lo largo de este libro hemos reflexionado sobre los 
orígenes del concepto moderno de la propiedad de la tierra, hemos insistido so- 
bre todo en el proceso de abstracción que implicaba su reificación como derecho 
absoluto. El recurso retórico a la propiedad intelectual en el caso de las multina- 
cionales nos recuerda la mistificación que supuso, en el siglo XVHL, convertir el 
derecho natural en derecho de propiedad sobre la tierra, o viceversa. En esta ope- 
ración, a la que los tribunales han dado la razón (y sabemos que esto cuenta mu- 
cho) el Progreso, el cambio técnico, también ha sido la gran coartada. 

El derecho de propiedad intelectual tiene que ver con la creación y la difu- 
sión de ideas. Por lo tanto, su protección parecería necesaria para garantizar el 
progreso técnico. Pero también aquí hallaríamos diversidad de criterios. Por un 
lado, si preguntamos a las sociedades de autores cuál es la situación actual de los 
derechos de propiedad intelectual, seguramente responderán que es de una enor- 
me fragilidad y una gran vulnerabilidad, precisamente por culpa de las nuevas 
tecnologías. Por otro lado, en los estudios de análisis económico que han intenta- 
do evaluar los costes que el reconocimiento del derecho de propiedad intelectual. 
ha supuesto para la innovación, es bastante amplia la percepción de que la situa- 
ción de sobreprotección del derecho de propiedad intelectual constituye más 
bien un freno que un estímulo para la investigación. 

En realidad, la simple idea de un derecho de propiedad intelectual supone un 
acceso restringido y, por lo tanto un uso restringido de los recursos tecnológicos 
disponibles. Si estos recursos fueran comunes ¿no serían más beneficiosos para 
el conjunto de la humanidad? Este argumento ha llevado a algunos economistas 
a señalar los efectos perversos de la legislación sobre propiedad intelectual. Ha- 
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blan de la «tragedia de los anticomunales», aludiendo a la tesis de la tragedia de 
los comunales de Hardin (1968). 

Para una historiadora que, en sus investigaciones sobre procesos de cerra- 
mientos de fincas, ha tenido que enfrentarse al paradigma Hardin, esta compara- 


jetiva: «sujeto cruel y despiadado». El éxito de las palabras pirata, piratería, ha 
venido determinado, tal vez, porque es una palabra bastante internacional, y me- 
nos desgastada que palabras como ladrón o robo. También es verdad que desde el 
momento en que la utilizamos para acciones y objetos de nuestra vida cotidiana 
ción entre la subutilización de los recursos técnicos (o artísticos) y la sobreexplo- pierde contundencia. Porque todos sabemos que, como en los cuentos de nuestra 
tación de los recursos naturales con acceso libre es cuando menos sugerente. infancia, y en los filmes de nuestra adolescencia, hay piratas simpáticos y piratas 
También las medidas propuestas por algunos economistas para hacer frente a los 
problemas generados por la nueva propiedad intelectual recuerdan experiencias 
históricas. En el terreno de la creación artística, se habla de la creación de un re- 
gistro obligatorio de obras de autor, que facilitaría los costes de búsqueda y per- 


mitiría redescubrir algunas obras antiguas cuyos derechos aún serían vigentes. El 


antipáticos, piratas legales y piratas clandestinos. Quizá seamos menos conscien- 
tes de que todos, a su manera, están construyendo derechos de propiedad. 

Todos somos piratas o amigos de piratas pero algunos piratas representan hoy 
la cara más visible de la crueldad y la deshumanidad del capitalismo. La piratería, 
decimos, es un delito contra la propiedad. Pero muchas veces los piratas que a al- 
objetivo de esta medida, la centralización de la información ¿no es del mismo ca- 
riz que el que impulsó la confección de catastros en el siglo xvVIn y registros de 
propiedad inmobiliaria en el siglo x1x? De un modo general, los juristas que se 
ocupan de estos temas abogan por la necesidad de la aplicación de un mayor ri- 
gor en la determinación de la validez de los títutes de propiedad intelectual. 


gunos nos parecen más malos, más crueles, son precisamente los piratas legales, 
es decir, aquellos que están actuando impunemente, porque pueden hacerlo, en 
nombre de la justicia, de los derechos de propiedad. Tan impunemente como al- 
gunos propietarios de los siglos XVII y XIX que, como hemos visto, consiguieron 
definir, a su manera, la propiedad. La historia, también la de los derechos de pro- 
Tampoco sus argumentos nos resultan extraños. 

A lo largo de este libro, he insistido en la necesidad de integrar el carácter 


piedad, pero sobre todo la de los propietarios prácticos, continúa. 


mutante, variable y plural de los derechos de propiedad en el análisis histórico 
del pasado; en la necesidad de luchar contra la abstracción en nuestro discurso, 
de percibir las diversas formas de resistir, en la vida cotidiana, a los derechos de 
propiedad, y de tener en cuenta las distintas maneras posibles de observar y des- 
cribir un mismo proceso. Tal vez la prueba más palpable del carácter plural de 
los nuevos derechos de propiedad se halle en la aceptación generalizada, pero 
plural, que tienen actualmente palabras como «pirata, piratería» para denominar 
determinados comportamientos y actitudes relacionadas con ellos. No se trata 
evidentemente de conceptos nuevos. Pero sí de conceptos que se referían hasta 
hace poco a actividades del pasado. Los nuevos piratas son personas O empresas 
que abusan de las nuevas tecnologías y amenazan el orden social. Pero no siermn- 
pre están del mismo lado de la ley. La «piráterta digital» ha sido bautizada así por 
los que han visto vulnerados sus derechos de propiedad, a pesar de la protección 
de las leyes. La biopiratería, en cambio, ha sido el nombre con el que han sido 
calificadas las actividades realizadas, en nombre de los sagrados derechos de 
propiedad, por alguriastempresas piultimacionales en el campo de la investiga- 
ción sobre recursos genéticos. e - 

Busco pirata en el diccionario de la Real Academia Española. Anoto la pri- 
mera acepción: clandestino, y el primer ejemplo: edición pirata. La segunda 
acepción es la más clásica: «ladrón que roba en el mar». La tercera es la más sub- 
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